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Introducción 
 
En el siglo XIX el poeta francés Charles Baudelaire (1821-1867) dijo que 
“hay días que en la mañana abrimos la ventana y tenemos la impresión de 
que el día nos está esperando.” Un día que siempre llega acompañado de 
muchas y nuevas perspectivas de creación y reconstrucción que se revelan 
ante nosotros cuando la ventana está abierta.  
El tema de esta tesis, “un ombudsman laboral: una nueva figura de 
representación para la efectividad en la protección laboral‖,  surgió bajo 
está situación. Al observar por la ventana el movimiento de la calle, los pasos 
apresurados de las personas que iban de un lado para otro y sus semblantes 
que revelaban más de lo que les gustaría. Confieso que me dejé llevar por 
divagaciones que me condujeron a otros lugares y a un breve viaje en el tiempo 
por mi trayectoria profesional como consultora jurídica internacional y personal. 
Después de años de actuación dentro del universo del Derecho del 
Trabajo, inclusive en la representación de intereses laborales procedentes de 
otros países y también de trabajadores autónomos no fue posible evitar el 
sentimiento de impotencia por la ausencia de un efectivo amparo jurídico para 
defenderlos. No tengo dudas en cuanto a la necesidad de un representante 
legal que asegure la protección de los derechos laborales. 
Hay un desamparo casi total. En Brasil, con el fin de la figura de los 
jueces clasistas (juez no necesariamente formado en derecho que es escogido 
por los sindicatos de trabajadores y empleadores para un mandato temporario 
en la Justicia del Trabajo) por la enmienda constitucional nº 24, del 09 de 
diciembre de 1999, la situación empeoró considerablemente. Los jueces están 
cada vez más sobrecargados de procesos ya que el número de litigios 
laborales aumenta cada vez más.  
Más allá de eso, para el Derecho del Trabajo todo es mucho más 
complejo al final, más que cualquier otro, él tiene una dependencia directa con 
otras ramas del Derecho, lo que vuelve a su aplicación aún más compleja. 
Finalmente, hay un notable desinterés de los académicos en una 
especialización en el área del Derecho del Trabajo. En verdad, esta opción por 
otros campos de actuación está directamente, en mi punto de vista, relacionada 
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a un alejamiento progresivo de relaciones ideológicas con el Derecho y al 
mismo tiempo una proximidad veloz con los dictámenes del mercado.  
Lo que nos lleva a estar de acuerdo con lo que afirma Edgard B. Macia: 
“las naciones se derrumban por la mediocridad de su clase universitaria y 
no por la credibilidad de su clase obrera.” 
El acelerado proceso de modernización de todas las áreas de la 
sociedad no solo no contribuyó de forma efectiva a la disminución de la 
exclusión y desequilibrio social, sino acentuó las distancias entre las clases 
representativas de la sociedad y forjó un retroceso significativo de conquistas 
ya consolidadas, inclusive constitucionalmente. Una dicotomía que ayudó a 
consolidar una instabilidad que altera las condiciones objetivas necesarias a la 
supervivencia, así como también refleja de manera drástica en las relaciones 
humanas. 
Siendo así, no considero excesivo afirmar que la actual crisis que asola 
la contemporaneidad no está restringida al universo financiero. Extrapola este 
límite y presenta un aspecto multifacético de carácter moral, ético, cultural, 
social y hasta aún ecológico. De cierto modo es posible afirmar que la 
economía mercantilista está recogiendo los frutos por no haber tomado en 
consideración los requisitos mínimos de racionalidad y justicia social. 
A partir de la subvaloración del trabajo humano como solamente un 
factor de costos y de la priorización de la máxima “todo para el mercado” la 
elite económica y política internacional inició un camino sin vuelta rumbo al 
caos social. 
Y lo más peligroso es que las explotaciones hoy en día están 
enmascaradas. Non son ya tan evidentes como eran tiempo atrás. Hoy son 
puestos en la práctica de forma camuflada. El trabajador es explotado de 
manera disimulada por el patrón, que ahora se presenta con un ropaje de 
comprensión y preocupación por la calidad de vida de su empleado. Claro que 
existen excepciones. Algunos empleadores de hecho se empeñan en mejorar 
las condiciones de vida del trabajador, de ofrecer una remuneración adecuada, 
capacitación y beneficios, entre otras cosas. Pero son excepciones. 
La mayoría continua preocupada en mantener sus ganancias al mismo 
nivel (o mejor, en un ritmo creciente) y para alcanzar este objetivo no miden 
esfuerzos. Descuidan inclusive la seguridad de los funcionarios en los locales 
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de trabajo. La construcción civil es un ejemplo típico de esta situación. 
Constantemente son anunciados por los medios de comunicación accidentes 
fatales con estos trabajadores en los sitios de obras. Después del desenlace 
trágico, las investigaciones apuntan a graves fallas en el sistema de seguridad. 
Ausencia de equipamientos adecuados, falta de entrenamiento, para citar 
solamente dos puntos. Y al mismo tiempo, ausencia del propio gobierno que 
debería fiscalizar y castigar adecuadamente estos comportamientos. 
Más allá de eso, es de conocimiento general que los mayores 
empresarios son los grandes financiadores de las campañas electorales. Una 
forma de ejercer presión económica después de la contienda electoral y la 
victoria de sus candidatos. De esta forma influencian en la conducción política 
del país. Por eso no causa asombro que la lucha por la flexibilización de las 
leyes laborales sea una de las banderas actuales del empresariado que está 
presionando para que sus reivindicaciones sean atendidas. Una iniciativa 
condenada por la OIT que considera que esta acción puede significar una 
disminución de la protección al trabajador.  
Por cierto, una práctica que ya está sucediendo gradualmente con el 
aumento de la tercerización de funcionarios. Todo en nombre de la economía 
de gastos con los encargos laborales. En verdad, en su defensa, los adeptos 
de la tercerización afirman que antes es mejor contratar de esta forma que 
contribuir con el índice de desempleo. El trabajador puede incluso estar de 
acuerdo en relación al estar empleado, pero sin duda cambiará de idea cuando 
sea despedido y descubra cuanto ha sido explotado. 
Considerado un fenómeno global, la tercerización aumenta a pasos 
agigantados y rápidos. En el 2015 Brasil, según estimativa del Dieese 
(Departamento Intersindical de Estadística y Estudios Económicos), se 
contabiliza cerca de 12 millones de trabajadores, lo que representa 27% del 
total de trabajadores formales. Estos trabajadores reciben 24,7% menos que 
los contratados.  
La investigación hecha por la Central Única de los Trabajadores (CUT) 
en el 2010 (la última realizada sobre este tema por la Central) mostró que 
mientras 84% de los tercerizados ganan en la franja de 1 a 3 salarios mínimos, 
la representación de los derechos bordea a 52% del total en esos valores. En 
una franja de 4 a 6 salarios mínimos, figuran solamente 4% de los tercerizados. 
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En los derechos, 17%. El argumento de que el salario de los tercerizados es 
más bajo porque trabajan en empresas de pequeño porte no se sustenta. 
Según la investigación, 53,4% de ellos trabajan en empresas con más de 100 
funcionarios, siendo que 56,1% de los contratados están en empresas del 
mismo porte. Entre los sectores que más tienen mano de obra tercerizada está 
el de servicios, con 69%, seguido de la industria (13,9%) y comercio (10%). 
Los aproximadamente 700 mil accidentes de trabajos anuales – 2,7 mil 
muertes por año en Brasil – suceden, en su mayoría, en empresas 
tercerizadas, según el ex secretario executivo del Ministerio de la Previdencia 
Social, Álvaro Sólon França. Para citar solamente a la estatal Petrobrás, más 
del 80% de los muertos en servicio entre 1995 y 2013 eran subcontratados. 
También es importante decir que, conforme datos oficiales del Ministerio del 
Trabajo y Empleo, entre 2010 y 2014, 90% de los casos registrados de 
reducción a la condición análoga a de esclavitud sucedió en empresas 
tercerizadas.  
En Argentina la situación no es muy distinta. Al final del 2014, de 
acuerdo con el Indec (Instituto Nacional de Estadística y Censos) el país tenía 
34,3% de los trabajadores en condiciones de informalidad. Y entre 30 y 40% de 
trabajadores subcontratados. Datos de la Superintendencia de Riesgos del 
Trabajo revelan que en el 2014 fueron registrados más de 600 mil casos de 
accidentes laborales, 660.954 (estando incluido en este número las 
enfermedades laborales). Aunque las estadísticas del Ministerio del Trabajo 
argentino no revelen la incidencia de accidentes con trabajadores tercerizados, 
los sindicatos de este país denuncian constantemente la muerte de 
trabajadores subcontratados. De acuerdo con un estudio realizado por la 
Comisión de Salud de la Central de Trabajadores de Argentina (CTA), más de 
7 mil trabajadores mueren por año en el país por accidentes de trabajos y 
enfermedades derivadas de las condiciones laborales como cáncer, accidentes 
vasculares, enfermedades infecciosas y pulmonares. 
Pero la fragilidad de las relaciones laborales no es observada 
únicamente por todo lo que fue citado en los párrafos arriba (lo que ya tendría 
un gran peso). Situaciones condenadas internacionalmente por medio de 
tratados y convenciones, como trabajo esclavo y explotación de mano de obra 
infantil continúan sucediendo y no hay señales de una erradicación.  
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Más allá, es claro, el intento del gobierno (independiente de que partido 
sea) de no desagradar en demasía a la clase empresarial (su mayor 
financiadora) y tampoco romper con los trabajadores, sus futuros electores. En 
este punto entran los sindicatos y las centrales. Cuando están afiliados al 
mismo partido del gobierno, apoyan sus decisiones y asumen la 
responsabilidad de convencer a sus afiliados. Si pertenecen a la oposición, 
influencian la categoría a manifestar su descontento. En verdad, más de lo que 
la defensa de los intereses de la clase que representan, actúan en el sentido de 
fortalecer o debilitar al gobierno vigente.  
En este punto es inevitable la cuestión: ¿a quién los trabajadores deben 
recurrir para proteger sus derechos? La respuesta debería ser obvia: a la 
legislación laboral y también a los tratados y convenciones internacionales 
ratificados por sus países. Pero ahí también encontramos problemas. Los 
patrones muchas veces driblan las leyes apostando en la impunidad que 
infelizmente aún impera, en la falta de fiscalización adecuada y en número 
suficiente, en la eficiencia del soborno. 
En lo que respecta a los tratados y convenciones internacionales, 
muchos de ellos no son cumplidos. Sea por negligencia o por insuficiencia de 
recurso (materiales o humanos). Las penas son blandas, generalmente 
sanciones morales y solamente en algunos casos se realiza un embargo 
económico, lo cual alcanza mucho más a la población de una manera general 
de lo que el gobierno que firmó y no cumplió las determinaciones. 
De manera general fueron expresadas las razones en los párrafos 
anteriores que motivaron la elección del tema y de los principales objetivos que 
propusimos alcanzar en esta tesis. El principal de ellos es comprobar la 
urgencia de la institucionalización de un ombudsman debidamente capacitado y 
que tenga total independencia para solucionar las cuestiones de ámbito laboral 
y defender a los trabajadores de todo y de cualquier intento de flexibilización 
negativa de sus derechos, así como garantizar la aplicabilidad de las 
decisiones de la Justicia del Trabajo. 
Dividida en siete (7) capítulos, además de la conclusión, la tesis inicia 
con el diagnóstico del cuadro normativo tutelar laboral en Argentina y en Brasil, 
tópico en el cual serán presentados además de un cuadro general sobre el 
Derecho laboral, los factores que influencian en la erosión de este cuadro y 
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también un cuestionamiento sobre las formas actuales de flexibilización de las 
leyes laborales. 
Seguidamente será presentado un diagnóstico de la implantación de la 
tutela laboral en Brasil y en Argentina. Dentro de este cuadro serán revisados 
los principales problemas detectados tanto en la Justicia del Trabajo  como en 
la Inspección del Trabajo. Además de eso, será revisado la actuación del 
Ministerio Público del Trabajo en Brasil y en Argentina y también el papel de los 
sindicatos en el control del cumplimiento de las normas laborales individuales y 
colectivas. El tercer capítulo será dedicado a las defensorías públicas, sus 
antecedentes históricos, implementación jurídica en Brasil y en Argentina y la 
dinámica de funcionamiento en ambos países. 
En el capítulo siguiente se abordará el ombudsman laboral en sus varios 
aspectos: marco jurídico, competencias, actuación a nivel jurídico y también en 
las esferas no jurídicas y su vínculo con otras instituciones de la sociedad.  
El último capítulo, antecediendo a la conclusión, tratará del papel del 
ombudsman insertado en los instrumentos para la paz e inclusión social. Serán 
abordados temas como el concepto del movimiento para la paz, los principios 
constitucionales, pautas para un marco legal para la efectuación de la figura del 
ombudsman laboral y también pautas para una legislación específica en Brasil 
y en Argentina. 
Para el desarrollo del tema propuesto será utilizada una base empírica y 
teórica con la recolección de datos provenientes de fuentes documentales 
cuantitativas y cualitativas. Vale resaltar que en cuanto a la recolección de 
datos oficiales, el desarrollo de esta tesis dependerá de la morosidad que 
impera en estos sectores, lo que muchas veces podrá impedir el acceso o 
postergar indefinidamente la consulta.  
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1 Derecho Laboral  
 
Los marcos del nacimiento del Derecho del Trabajo son la Revolución 
Industrial y la Revolución Francesa, eventos ocurridos en el siglo XVIII que 
dieron inicio a un nuevo orden económico y social en el mundo. Después de 
estos acontecimientos nada sería como antes.  
Con la llegada de la Revolución Industrial el trabajo fue transformado en 
empleo y los trabajadores pasaron a recibir un salario. Para el filósofo alemán 
Karl Marx la Revolución Industrial integró el conjunto de las llamadas 
Revoluciones Burguesas del siglo XVIII, juntamente con la Revolución 
Francesa y la Independencia de los Estados Unidos de América, formando la 
base del capitalismo.  
La Revolución Industrial tuvo lugar en Inglaterra en la segunda mitad del 
siglo XVIII, poniendo un fin en la transición entre el sistema feudal y el 
capitalismo e iniciando el proceso de mecanización del trabajo. Es un período 
de transformación y de evolución tecnológica. Hasta 1850 la Revolución 
Industrial estuvo restringida a Inglaterra, siendo que después de este período 
se esparció por varios países de Europa y de otros continentes como América y 
Asia.   
Inglaterra reunía los cuatro principales elementos que fueron 
fundamentales para que tenga lugar la Revolución Industrial: capital – en virtud 
de las riquezas acumuladas con la conquista de mercados mundiales -; 
recursos naturales (la mayoría proveniente de las colonias inglesas); mercado y 
los cambios agrícolas que sucedieron en el país. Con la Revolución Industrial 
los trabajadores perdieron el control del proceso productivo, al no tener más la 
posesión de la materia prima ni del producto final. Pasaron a controlar las 
máquinas y a depender de un patrón que retenía todos los lucros de la 
producción. 
Se inicia una nueva realidad para los trabajadores, que comienza por el 
propio ritmo de trabajo que tenía que atender el objetivo de producir pero en 
menor tiempo. Expulsados por los nuevos propietarios de las tierras ellos 
tuvieron que someterse a este esquema de producción de las industrias, 
trabajando por salarios humillantes y largas jornadas de 18 horas. Un 
contingente de trabajadores que incluía niños, mujeres, hombres y ancianos. 
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Más allá de las explotaciones en las fábricas textiles, los trabajadores, 
principalmente los ingleses sufrían accidentes con frecuencia y adquirían 
diversas enfermedades - como tuberculosis, neumonía y asma, a causa de la 
inhalación de polvo y de los gases – en las minas de carbón. Trabajando en 
condiciones insalubres, muchos de ellos eran comprados y vendidos con sus 
hijos, firmando contratos vitalicios con sus empleadores y no raras veces eran 
obligados a pagar multas que consumían todo su salario, quedando 
endeudados eternamente con sus patrones.  
La situación del trabajador era tan degradante que fue necesaria una 
intervención del Estado, que pasó a protegerlo jurídica y económicamente. En 
1802 la Ley de Peel en Inglaterra limitó en 12 horas la jornada de los menores 
en las fábricas y prohibió que trabajasen en el turno de la noche. En 1813  
Francia prohibió el trabajo de menores en las minas. Seis años después, en 
1819, el Parlamento inglés aprobó una ley que volvió ilegal el empleo en las 
fábricas de menores de nueve años, lo que sucedió en Francia apenas veinte 
años más tarde, en 1839, cuando el país también adoptó la jornada de 10 
horas para menores de 16 años. 
En aquel período de la Historia el Estado actuaba para el mantenimiento 
del orden público y no intervenía en las relaciones privadas, aunque estas 
consolidasen la explotación del hombre por el hombre. El trabajo era 
considerado mercadería y como había mucha oferta de trabajadores y poca 
demanda, el empleado aceptaba las condiciones impuestas por el patrón, 
recibiendo salarios ínfimos y trabajando sin descanso o vacaciones. 
Ante este panorama general es relevante reproducir el análisis que 
Martins (2005)1 hace sobre el Derecho del Trabajo en esa época: ―Es 
interesante recordar que, en sus comienzos, el Derecho del Trabajo fue 
confundido con la política social. Lo estudiaban científicos sociales y 
otras personas que más podrían ser llamadas de revolucionarias, tanto 
provenientes de las facultades, como de los parlamentos. No había 
diferencia clara, hasta por falta de suficiente elaboración científica, entre 
las dos ramas del conocimiento. Los reformadores fueron siendo poco a 
poco, substituidos por los juristas, dirigidos hacía el estudio de la propia 
                                                          
1
 MARTINS, Sérgio Pinto. A terceirização e o Direito do Trabalho. 7ª ed., São Paulo, Atlas, 
2005. 
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norma. La historia del Derecho del Trabajo se identifica con la historia de 
la subordinación, del trabajo subordinado. Se verifica que la 
preocupación mayor es con la protección del que menos recursos tiene y 
con el empleo típico.‖  
Después del fin de la Primera Guerra mundial comenzaron a ser 
incluidas en las constituciones federales algunas normas garantizando 
determinados derechos sociales, inclusive el Derecho del Trabajo. La 
Constitución mexicana de 1917 fue la primera que trató el tema. En su art. 123 
(Anexo E) reconoce el derecho de sindicalización y de huelga, protección 
contra accidentes del trabajo, prohíbe el trabajo de menores de 12 años, 
establece la jornada de ocho horas para adultos y de seis para menores de 16 
años, además el descanso semanal, protección a la maternidad, salario 
mínimo, indemnización de dispensa y seguro social. 
En realidad la Constitución mexicana de 1917 fue de tal forma pionera 
que influenció a la mayor parte de todas las constituciones promulgadas 
después de la Primera Guerra Mundial. Además de la Constitución mexicana 
de 1917, surge, en 1919, la Constitución alemana de Weimar. Esas dos 
constituciones servirán de modelo para las constituciones de todo el Occidente, 
impulsando el surgimiento de una nueva etapa en el trato de la cuestión social 
y abriendo camino para la constitucionalización de los derechos laborales. 
Justamente en 1919 surge el Tratado de Versalles - pacto de paz 
firmado por las potencias europeas terminando oficialmente la Primera Guerra 
Mundial – que crea dos organizaciones mundiales: la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT) y la Sociedad de las Naciones o Liga de las 
Naciones, que tenía entre sus objetivos la promoción de la justicia y el respeto 
por los derechos internacionales. 
La OIT (Anexo F) fue creada para proteger las relaciones laborales entre 
patrón y empleado a nivel internacional. De acuerdo con Barros (2008)2: ―Para 
alcanzar estos objetivos, la OIT busca combinar acción normativa, 
creación de organizaciones y formulación de políticas públicas que 
posibiliten, entre otros: a) la protección adecuada a la vida y salud del 
                                                          
2
 BARROS, Cássio Mesquita. Direito Coletivo Do Trabalho E Proteção Dos Direitos Humanos 
Fundamentais: O Direito Ao Trabalho Decente. Clase dada el 10/10/2002 en el Curso de 
Especialización en Derecho del Trabajo del Centro de Extensión Universitaria, São Paulo. 
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trabajador en todas las ocupaciones, extensiva a todos aquellos que 
necesiten de esta protección; b) la protección a la formación profesional; 
c) la protección a la transferencia de trabajadores, ahí incluida la 
migración de mano de obra; d) los salarios adecuados a las necesidades 
del trabajador y de su familia, con garantía de alimentación, habitación, 
ocio y cultura y e) la garantía de iguales oportunidades profesionales y 
educativas.‖  
En 1927 surge en Italia la Carta del Lavoro o Código del Trabajo, un 
sistema corporativista elaborado por el Partido Nacional Fascista de Benito 
Mussolini que inspiró el modelo político de varios países como Portugal, 
España y Brasil. La carta determinaba que todos deberían seguir las 
orientaciones y el interés del Estado. Como afirmaba Mussolini: Tutto nello 
Stato, niente contro lo Stato, nulla al di fuori dello Stato. O sea, “todo en el 
Estado, nada contra el Estado, nada fuera del Estado”. 
Ni aún la Liga de las Naciones consiguió evitar la Segunda Guerra 
Mundial. Así, las naciones que combatían el nazifascismo y anhelaban que se 
mantenga la paz mundial se unieron para crear en 1945, después del término 
de la guerra, la Organización de las Naciones Unidas (ONU). Tres años 
después, el 10 de diciembre de 1948 la Asamblea General de las Naciones 
Unidas aprobó una nueva Declaración Universal de los Derechos Humanos. En 
cuanto a los derechos de los trabajadores la declaración prevé vacaciones 
periódicas, derecho al reposo y al ocio, etc. En su art. 22 afirma que3: ―Todo 
hombre, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad 
social y a la realización, por el esfuerzo nacional, por la cooperación 
internacional y de acuerdo con la organización y recursos de cada 
Estado, a los derechos económicos, sociales y culturales indispensables 
a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad.‖  
En 1966 los Estados miembros de la ONU firmaron el Pacto 
Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que en su art. 
8º dice que4: ―1 - Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen 
a asegurar: El derecho de todas las personas de formar sindicatos y de 
                                                          
3
 Declaração Universal dos Direitos Humanos. Disponible el 
http://www.dhnet.org.br/direitos/deconu/textos/integra.htm#22. Acceso en setiembre de 2014. 
4
 Pacto Internacional sobre os Direitos Econômicos, Sociais e Culturais. Disponible en 
http://www.dhnet.org.br/direitos/sip/onu/doc/pacto1.htm. Acceso en setiembre de 2014. 
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afiliarse al sindicato de su elección, sujeto solamente a la reglamentación 
de la organización interesada, con vista a favorecer y proteger sus 
intereses económicos y sociales. El ejercicio de este derecho no puede 
ser objeto de restricciones, a no ser de aquellas previstas en la ley y que 
sean necesarias en una sociedad democrática, en el interés de la 
seguridad nacional o del orden público, o para proteger los derechos y 
las libertades del otro; El derecho de los sindicatos de formar 
federaciones o confederaciones nacionales y el derecho de estas de 
formar o de afiliarse a las organizaciones sindicales internacionales; El 
derecho de los sindicatos de ejercer libremente su actividad, sin otras 
limitaciones más allá de las previstas en la ley y que sean necesarias en 
una sociedad democrática, en el interés de la seguridad social o del orden 
público o para proteger los derechos y las libertades del otro; El derecho 
de huelga, siempre que sea ejercido en conformidad con las leyes de 
cada país; 2 - El presente artículo no impide que el ejercicio de estos 
derechos sea sometido a restricciones legales por los miembros de las 
fuerzas armadas, de la policía o por las autoridades de la administración 
pública. 2 - Ninguna disposición del presente artículo autoriza a los 
Estados Partes en la Convención de 1948 de la Organización Internacional 
del Trabajo, relativa a la libertad sindical y a la protección del derecho 
sindical, a adoptar medidas legislativas, que perjudiquen -- o aplicar la ley 
de modo a perjudicar -- las garantías previstas en dicha Convención.‖  
Retomando la cuestión del Derecho de los Tratados es importante 
esclarecer que este forma parte del Derecho Internacional Público y hasta 
inicios del siglo XX era de naturaleza consuetudinaria, o sea, fundado en 
principios generales, en especial el pacta sunt servanda5 y el de la buena fe. 
Es analizado bajo dos aspectos, el del Derecho Internacional Público y el del 
Derecho Constitucional. Sobre la regencia de los tratados fue realizada en 
1928 una convención en la Habana, la cual está aún en vigor en la actualidad 
en ocho países. 
En 1968 y 1969 la Comisión del Derecho Internacional de las Naciones 
Unidas realizó en Viena una conferencia sobre el Derecho de los Tratados, 
                                                          
5
 Los pactos deben ser respetados (T. do A) 
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surgiendo después la Conferencia de Viena sobre el Derecho de los Tratados, 
que entró en vigor apenas a partir de 1980, cuando se completó el quorum 
mínimo de treinta y cinco Estados partes. 
Con relación a los tratados en 1998 la Conferencia Internacional del 
Trabajo, por medio de la Declaración de los Principios y Derechos 
Fundamentales en el Trabajo y su Seguimiento que todos los miembros de la 
OIT, aún aquellos que no hayan ratificado las Convenciones, tienen el 
compromiso de promover y realizar, de buena fe y en conformidad con la 
Constitución, los principios relativos a los derechos fundamentales que son los 
siguientes: la libertad de asociación y el efectivo reconocimiento del derecho de 
negociación colectiva; la eliminación de todas las formas de trabajo forzado u 
obligatorio; la abolición efectiva del trabajo infantil y la eliminación de la 
discriminación en materia de empleo y función. 
A título de ejemplificación de la distancia existente entre teoría y práctica 
en cuanto a la aplicación de estos tratados vale citar algunas convenciones 
internacionales ratificadas por Brasil. Una de ellas es la Convención nº. 158 de 
la OIT que fue ratificada por el Congreso Nacional en 1992 y promulgada por el 
Decreto Presidencial nº 1.855 en abril de 1997, pero que, no obstante, fue 
suspendida por el Supremo Tribunal Federal con la argumentación de que no 
era autoaplicable y necesitaría ser transformado en ley complementaria. La 
Convención 158 de la OIT trata, entre otros ítems, de la garantía del empleo.  
Otro ejemplo es la Convención nº 1169 de la Organización Internacional 
del Trabajo, editada en 1989 y firmada por Brasil en 2004. Esta Convención 
trata de los derechos de los pueblos indígenas y tribales en relación a varios 
temas como el derecho de autonomía y control de sus propias instituciones, 
formas de vida y desarrollo económico, propiedad de la tierra y de recursos 
naturales, tratamiento penal y asedio sexual. Las noticias difundidas 
frecuentemente por los medios nacionales e internacionales demuestran que ni 
esta convención ni la Constitución Federal son cumplidas en el País con 
relación a los pueblos indígenas.  
El Derecho del Trabajo tiene aún otras fuentes como las convenciones y 
los acuerdos colectivos, los reglamentos de las empresas, las disposiciones 
contractuales y las normas internacionales. Con relación a las convenciones y 
acuerdos colectivos, estos provienen de las negociaciones colectivas 
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realizadas de forma autónoma por los sindicatos de las categoriales con una o 
más empresas. 
En cuanto a la jurisprudencia reproducimos a Gonçalves (1981, p. 3)6 
que la define como ―el conjunto de los pronunciamientos de los Tribunales 
sobre las lides y cuestiones sometidas a su autoridad‖, y de forma más 
restringida como ―decisiones constantes, reiteradas y uniformes sobre 
determinado punto del Derecho.‖  
Gama Cerqueira (1961, p. 218)7, de forma bastante sintética, afirma que 
―la jurisprudencia constituye importante fuente de interpretación de las 
normas jurídicas.‖ Para este jurista las fuentes del Derecho del Trabajo son la 
ley, los principios generales de derecho social y la equidad. El también jurista 
Cesarino Júnior (1980, p. 112)8 agrega a estos ítems los usos y las 
costumbres.  
 Con relación a la jurisprudencia en el Derecho del Trabajo, en Brasil 
varias posiciones distintas son defendidas por los juristas nacionales. En el 
entendimiento de Amauri Mascaro do Nascimento9 la  jurisprudencia puede ser 
fuente del Derecho del Trabajo si la base del análisis fuese la teoría clásica, la 
cual impone que el juez siga exactamente lo que dice la ley. Delgado (2007, p. 
170)10 concuerda con Nascimento y complementa: ―Esas orientaciones 
jurisprudenciales – y decenas de otras-, aunque no afiliadas al principio 
estricto de la reserva legal (si es interpretado rígidamente ese principio, 
claramente), tiene incuestionable fuerza jurídica (y jurígena). Nótese que 
en el Derecho del Trabajo la propia legislación ya se cuidó de enfatizar la 
jurisprudencia como fuente normativa – al menos supletoria, es verdad 
(art. 8, CLT). No obstante su papel va más allá de una simple fuente 
subsidiaria del Derecho, hubo, de cualquier modo, en esta rama jurídica, 
un acogimiento expresado- aunque parcial – de tesis clasificatoria 
propuesta por la vertiente moderna.‖  
                                                          
6
 GONÇALVES, Emilio. Direito Sumular do Trabalho. São Paulo: Sugestões Literárias, 1981. 
7
 CERQUEIRA, João da Gama. Sistema de Direito do Trabalho. v. 1. São Paulo: Revista dos 
Tribunais, 1961. 
8
 CESARINO JÚNIOR, Antonio Ferreira. Direito Social. São Paulo: LTr, 1980. 
9
 NASCIMENTO, Amauri. Curso de Direito do Trabalho. 24 ed. São Paulo: Saraiva, 2009.  
10
 DELGADO, Mauricio Godinho. Curso de Direito do Trabalho. São Paulo: LTR Editora, 2007. 
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Así como Ferraz Júnior (2013, p. 246)11 que dice: ―En suma, la 
jurisprudencia, en el sistema romanístico, es, sin duda, ‗fuente‘ 
interpretativa de la ley, pero no llega a ser fuente del derecho. En el caso 
de la creación normativa praeter legem, cuando se suplen lagunas y se 
constituyen normas generales, tenemos antes un caso especial de 
costumbre. Restarían, tal vez, como ejemplos de fuente genuinamente 
jurisprudencial, algunos casos de decisiones contra legem que existen, 
sobre todo en el área del Derecho del Trabajo; este, por su naturaleza 
específica, dirigida no tanto a la reglamentación de conflictos, pero a una 
verdadera protección al trabajador, permite la constitución de normas 
generales con base en la equidad.‖  
Por otro lado, tenemos en Brasil otra corriente de adoctrinadores que 
defiende que la jurisprudencia no puede ser considerada como fuente directa 
del Derecho del Trabajo y sí indirecta. Bezerra Leite (2006, p. 39)12pertenece a 
este grupo. En su concepción: ―En lo que concierne a las fuentes formales 
indirectas, no hay que negar que la doctrina y la jurisprudencia cumplen 
un importante papel en la interpretación del Derecho Procesal del Trabajo. 
Es de extrema importancia para el profesional y el estudioso del área 
laboral conocer los apuntes jurisprudenciales del TST que son creados, 
alterados o cancelados por medio de Resoluciones del Tribunal Pleno de 
aquella Corte.‖  
Para Bezerra Leite (2001, p. 39) los precedentes en el Derecho del 
Trabajo de Brasil no pueden ser consideradas como fuentes o como la ley al no 
tener efecto vinculante. Con todo, pueden tener un poder de coacción. Según 
el autor: ―los precedentes, como se concluye, a pesar de no poseer 
obligatoriedad leal, son dotadas de cierto poder coercitivo tácito, en razón 
de determinados efectos que les son atribuidos por las normas jurídicas 
en las hipótesis en que la decisión de la instancia inferior afronte o esté 
en concordancia con ellas.‖  
Martins (2007) concuerda con Bezerra Leite. Él afirma que aunque tanto 
la doctrina como la jurisprudencia tengan una función de destaque, cuando es 
                                                          
11
 FERRAZ JÚNIOR, Tercio Sampaio. Introdução ao estudo do Direito. São Paulo: Editora 
Atlas, 2013. 
12
 BEZERRA LEITE, Carlos Henrique. Curso de Direito Processual do Trabalho. 4 ed., São 
Paulo: LTr, 2006. 
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hecho el análisis de las disposiciones procesales laborales es la legislación la 
fuente ―verdadera‖. Según Martins ―la jurisprudencia no puede ser 
considerada como fuente del derecho. Ella no se configura como regla 
obligatoria, pero apenas el camino predominante en que los tribunales 
entienden de aplicar la ley, suprimiendo, inclusive, eventuales lagunas de 
esta última.‖  
De una forma general, concordamos con Salgado (2014)13 cuando esta 
autora afirma que: “El Derecho del Trabajo en Brasil tuvo enorme dificultad 
de consolidarse a partir de la legislación y ese panorama no cambió 
mucho. La legislación actual de Derecho del Trabajo aún se resume a la 
CLT de la década del 40, con valores de una legislación del inicio del siglo 
XX. Como consolidación la CLT agregó una legislación anterior a ella, 
pero aun así, la Justicia del Trabajo aún tiene dificultades para 
implantarla. La Justicia del Trabajo aún funciona como un órgano que 
manda a hacer lo que se encuentra en la ley, ya que espontáneamente 
pocos la cumplen en su integralidad. Gran parte de las demandas 
laborales no gira en torno de una disputa sobre derechos, pero si de un 
incumplimiento de la legislación, en general por parte de los 
empleadores. En ese sentido se puede hablar que el Poder judicial laboral 
hace en gran parte el papel de la ley, ya que en el mundo del trabajo 
brasileño hay una desconsideración sobre la necesidad de cumplirse la 
legislación existente. El juez laboral acaba ―creando la ley‖ para el caso 
concreto, y por sentencia, la ley puede ahora ser exigida. El papel de la 
jurisprudencia en una Justicia en que las leyes laborales no son llevadas 
en serio es mayor de que en una justicia en que eso no sucede. La 
jurisprudencia sirve para reforzar la existencia de la ley para una realidad, 
que conoce la existencia física de la ley, pero que entiende que ella no 
tiene exigibilidad social.‖ Como ejemplo, podemos citar el reconocimiento de 
                                                          
13
 SALGADO, Gisele Mascarelli. A jurisprudência no Direito do Trabalho: uma discussão sobre 
o crescimento da importância da jurisprudência consolidada como fonte de direito. Revista 
Âmbito Jurídico, dez. 2014. Disponible en http://www.ambito-
juridico.com.br/site/index.php?n_link=revista_artigos_leitura&artigo_id=9177. Acceso el 19 dic. 
2014. 
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la existencia de vínculo laboral independientemente de la forma del contrato14: 
―RESUMEN: RELACIÓN DE EMPLEO x CONTRATO DE SOCIEDAD. 
EXISTENCIA DE SUBORDINACIÓN JURÍDICA CARACTERIZADORA DE 
RELACIÓN DE EMPLEO. No basta nombrarse ´contrato de sociedad´ para 
alejarse de una autentica relación de empleo, principalmente cuando las 
pruebas de los actos evidencian que la Reclamada ejercía sobre el obrero 
poderes de dirección, comando y control, caracterizadores de la 
subordinación jurídica, que es el trazo basilar de la relación laboral". (TRT 
23ª Región. RO n.º 1260/99, Ac. TP n.º 3661/99, Relator Juez João Carlos, 
juzgado el 14 de diciembre de 2002.‖  
En Argentina, después de la manifestación el 1º de mayo de 1890 en 
Buenos Aires y otras ciudades argentinas fue aprobada la organización de la 
Federación Operaria – que se dio dos meses después con la creación de la 
Federación de los Trabajadores de la Región Argentina, la primera central 
operaria de América Latina.  Seguidamente fueron aprobados 12 puntos 
llamados “leyes protectoras de la clase operaria” y enviados al Congreso 
Nacional. Estas leyes son la base para el futuro Derecho del Trabajo argentino.  
Entre los 12 ítems están la jornada de 8 horas, la prohibición del trabajo 
de los menores de 14 años, abolición del trabajo nocturno para mujeres y 
menores de 18 años; descanso no interrumpido para todos los trabajadores de 
36 horas semanales; inspección de los talleres y fábricas por delegados 
remunerados por el Estado; seguro obligatorio para los operarios contra 
accidentes a cargo exclusivo de los empresarios y del Estado y además la 
creación de tribunales integrados por operarios y patrones para la solución de 
conflictos entre las partes. No obstante, estas leyes solo comenzaron a ser 
consideradas en el Parlamento cuando en 1904 fue elegido el diputado 
socialista Alfredo Palacios15. 
                                                          
14
 NUNES, Guilherme. O Princípio da primazia da realidade como instrumento da boa fé 
objetiva, da tutela da confiança e da igualdade substancial da relação de emprego. Portal de e-
governo, inclusão digital e sociedade do conhecimento. Disponible en 
http://www.egov.ufsc.br/portal/conteudo/o-princ%C3%ADpio-da-primazia-da-realidade-como-
instrumento-da-boa-f%C3%A9-objetiva-da-tutela-da-confi. Acceso el 19 dic. 2014. 
15
 História do movimento operário argentino (1870-2000), 2 tomos. Buenos Aires:: Corregidor, 
2000. 
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En 1916 fue elegido el presidente Hipólito Yrigoyen de la Unión Cívica 
Radical, la UCR, y al mismo tiempo los socialistas consiguieron elegir a 20 
diputados para el Congreso, siendo algunos de ellos dirigentes sindicales. Lo 
que garantizó un impulso a la legislación laboral, aprobando entre muchas 
leyes, la jornada de 8 horas. Aún durante el gobierno de Yrigoyen tuvo lugar la 
llamada Semana Trágica, uno de los hechos más distintivos del movimiento 
operario argentino. Un policía resultó muerto durante la huelga en la Oficinas 
Metalúrgicas Vasena, desencadenando el asesinato de cuatro operarios. La 
FORA declaró huelga general y ocurrió una violenta represión que terminó con 
cerca de 800 trabajadores muertos y más de 50 mil presos, marcando el 
fracaso del modelo de confrontación revolucionario difundido por esta 
federación. 
El presidente Yrigoyen fue destituido del poder por un golpe militar 
encabezado por José Félix Uriburu en 1930, que no fue denunciado por el 
movimiento sindical de aquel período. Este golpe abrió una secuencia de 
golpes militares y de violación de los derechos humanos que culminó 
definitivamente en Argentina en 1983.  
En 1949 Argentina recibió una nueva Constitución, la cual sería  
destituida en 1955 por el golpe militar. Fueron incorporados, por primera vez en 
la Carta Magna argentina los derechos del trabajador. Son 10: derecho de 
trabajar, derecho a una retribución justa, derecho a la capacitación, a 
condiciones dignas de trabajo, a la preservación de la salud, al bienestar, a la 
seguridad social, a la protección de su familia, al mejoramiento económico y a 
la defensa de sus intereses profesionales. No consta el derecho a huelga. En la 
actualidad la Carta Magna de Argentina garantiza solamente el derecho a 
huelga a los sindicatos (Decreto n° 2.184/90), siendo este derecho limitado en 
las actividades consideradas esenciales. Antes de iniciar el movimiento 
huelguista es necesario comunicar con cinco días de antelación al Ministerio 
del Trabajo y también establecer, en convención colectiva, la prestación de 
servicios mínimos a la sociedad. 
Es importante mencionar que durante la dictadura de los años 1950, en 
1957, la constitución Argentina fue modificada. En este cambio constitucional 
se incorporó el artículo conocido como 14 bis – un artículo laboral - que está en 
vigencia hasta hoy en día. Este artículo está dividido en tres párrafos: el 
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primero trata del derecho individual del trabajo, el segundo del derecho 
colectivo del trabajo y el tercero de la seguridad social. El artículo dispone lo 
siguiente: ―El trabajo en sus diversas formas gozará de la protección de 
las leyes, las que asegurarán al trabajador: condiciones dignas y 
equitativas de labor, jornada limitada; descanso y vacaciones pagados; 
retribución justa; salario mínimo vital móvil; igual remuneración por igual 
tarea; participación en las ganancias de las empresas, con control de la 
producción y colaboración en la dirección; protección contra el despido 
arbitrario; estabilidad del empleado público; organización sindical libre y 
democrática, reconocida por la simple inscripción en un registro especial. 
Queda garantizado a los gremios: concertar convenios colectivos de 
trabajo; recurrir a la conciliación y al arbitraje; el derecho de huelga. Los 
representantes gremiales gozarán de las garantías necesarias para el 
cumplimiento de su gestión sindical y las relacionadas con la estabilidad 
de su empleo. El Estado otorgará los beneficios de la seguridad social, 
que tendrá carácter de integral e irrenunciable. En especial, la ley 
establecerá: el seguro social obligatorio, que estará a cargo de entidades 
nacionales o provinciales con autonomía financiera y económica, 
administradas por los interesados con participación del Estado, sin que 
pueda existir superposición de aportes; jubilaciones y pensiones móviles; 
la protección integral de la familia; la defensa del bien de familia; la 
compensación económica familiar y el acceso a una vivienda digna16.‖ 
En cuanto al derecho de huelga, previsto en el artículo 14 bis, cabe 
resaltar que en la actualidad la Carta Magna argentina garantiza solo el 
derecho de huelga a los sindicatos (Decreto de Ley n° 2.184/90) y está limitado 
a las actividades que son consideradas esenciales. Antes de comenzar la 
huelga es necesario comunicar con cinco días de antecedencia al Ministerio del 
Trabajo y también establecer, en convención colectiva, una prestación mínima 
de servicios a la sociedad. 
                                                          
16
 Disponible en http://bibliotecadigital.csjn.gov.ar/Constitucion-de-la-Nacion-Argentina-
Publicacion-del-Bicent.pdf. Acceso el 07 de dic de 2015. 
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En la opinión de Héctor Omar García (p. 86-88)17: “En la Constitución 
Argentina, la garantía del derecho de huelga implica un tratamiento 
distintivo con respecto a otros derechos constitucionales, aun dentro del 
propio texto del artículo 14 bis de la Norma Fundamental. En el primer 
párrafo del mencionado precepto, el constituyente argentino encomienda 
a ―las leyes‖ la protección del trabajo ―en todas su formas‖. Pero en su 
segundo párrafo, el artículo 14 bis deja ―garantizado‖ por sí mismo ―a los 
gremios‖ el recurso ―a la conciliación y al arbitraje‖ y ―el derecho de 
huelga‖, esto es, sin la intermediación de instrumento alguno que emane 
del poder constituido. La fórmula utilizada por el Constituyente nacional 
tiene como antecedente el art. 56 de la Constitución del Uruguay de 1934, 
modificada en 1942, que declara: ―la huelga es un derecho gremial. Sobre 
esta base se reglamentará su ejercicio y efectividad”. Garcia complementa: 
―La ambigüedad del concepto elegido por la Constitución para enunciar al 
sujeto beneficiario de la garantía, dio lugar a que la polémica en torno a la 
titularidad del derecho de huelga —que es bastante corriente en la 
bibliografía y la jurisprudencia comparadas— en nuestro país se 
potenciara en un debate que no estuvo exento de motivaciones políticas.‖ 
Con el regreso del peronismo al poder en 1973 con el presidente 
Cámpora que renunció prontamente. En las elecciones seguidas Péron es 
elegido con el mayor número de votos de la historia electoral argentina. En su 
gobierno fue sancionada la Ley nº 20.744 (Ley de Contrato de Trabajo) y 
aprobada una nueva Ley de Asociaciones Profesionales, la cual permitía la 
actuación política de los sindicatos. Tres años después, en 1976, son 
suprimidos o modificados los artículos de la Ley de Contrato de Trabajo que 
representan cerca de 1/3 del total del texto de la Ley de Trabajo. Como explica 
Topet (2010, p. 17)18: ―Esta se constituirá en derecho común de las 
relaciones individuales del trabajo hasta la década de los noventa, en la 
                                                          
17
 GARCÍA, Omar Héctor. El derecho de huelga.  Según el autor, este citado trabajo “se ha 
realizado sobre la base de textos elaborados con anterioridad, entre los que cabe destacar el 
capítulo titulado “El Derecho de Huelga”, que corresponde al Tratado de Derecho Colectivo del 
Trabajo, dirigido por Julio C. Simon y coordinado por Leonardo Ambesi, Editorial La Ley, 
Buenos Aires, 2012, tomo II, y el similar que lleva el título “La huelga en los servicios 
esenciales”, que integra la obra dirigida por Jorge Rodríguez Mancini, Editorial Astrea, Buenos 
Aires, 2010, tomo 3.” 
18
 TOPET, Pablo Arnaldo. Breve historia del derecho del trabajo en la República Argentina. 
Revista aulas y andamios, n 6. Buenos Aires: Fundación UOCRA, 2010. 
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que se incorporarían al ordenamiento nacional los valores (desvalores 
desde otra perspectiva) y los principios del llamado neoliberalismo 
flexibilizador, más preocupado por la ‗empresa‘ que por la preferente 
tutela de quienes trabajan en ella. Dos palabras se constituyeron en 
estandarte de dicha corriente: competitividad y productividad.‖  
Es también Topet (2010, p. 18) quien analiza la evolución del Derecho 
del Trabajo en la Argentina de la década del 1990 hasta la primera década del 
siglo XXI: ―La Ley del Empleo de 1991 y la nueva Ley de Prevención de 
Accidentes de Trabajo 24.557 serán dos de las expresiones más acabadas 
de aquellos vientos desreguladores y con acentuada precarización y 
desprotección como efectos inexorables de su aplicación. Dos acuerdos 
sociales o marcos fueron antecedentes de cambios legislativos – 
procedimiento que se conoce como ‗legislación negociada‘ – el primero 
en 1994 – tripartito – y el segundo en1997 – bipartito.  En la actualidad hay 
un debate sobre las relaciones laborales y las normas que lo regulan. 
Pero, en contraste con lo sucedido en los últimos diez años, la misma gira 
en torno a la intensidad de la protección del trabajo y los modos de 
garantizar la libertad sindical.‖ 
Al respecto de la jurisprudencia en el área laboral, en Argentina, como 
explicó uno de los integrantes de la Asociación Argentina del Derecho del 
Trabajo, C. Gustavo Ferrante durante el IX Congreso Regional Americano de 
Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social19, realizado en marzo de 2013 y 
del cual fue el relator: ―En la legislación dictada por el Congreso Nacional 
de acuerdo con las facultades que le asigna el artículo 75 inciso 12, no se 
contempla que la jurisprudencia sea fuente formal del Derecho. Ello no 
obstante, en general la doctrina coincide en afirmar que ―la ley no es 
solo lo que su texto afirma sino lo que al respecto interpretan los jueces 
que la aplican en un caso concreto. Existen normas procesales aplicables 
por los tribunales nacionales y federales y otras dictadas por los 
congresos de algunas provincias que le asignan obligatoriedad a ciertos 
                                                          
19
 IX Congreso Regional Americano de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. 
Disponible en http://islssl.org/wp-content/uploads/2013/12/Tema1-Argentina-
CGustavoFerrante.pdf. Acceso el 17 dic. 2014. 
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fallos, las cuales obligan sólo a los tribunales que correspondan de cada 
una de estas jurisdicciones.‖ 
Sobre la fuerza vinculante de la jurisprudencia en Argentina, para 
Ferrante el hecho de no ser una fuente formal del Derecho, no significa que la 
jurisprudencia carezca de esta fuerza. Él aclara que ―por un lado están las 
interpretaciones de la ley que hacen los fallos plenarios de las distintas 
Cámaras de Apelaciones de la Justicia Nacional, incluyendo la Cámara 
Nacional de Apelaciones del Trabajo.‖ 
Y aumenta que: ―Conforme lo prevé el artículo 303 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación, los fallos plenarios son 
obligatorios ―para la misma Cámara y para los jueces de primera 
instancia respecto de los cuales sea aquélla tribunal de alzada, sin 
perjuicio de que los jueces dejen a salvo su opinión personal. Sólo podrá 
modificarse dicha doctrina por medio de una nueva sentencia plenaria. 
Los fallos plenarios son un mecanismo limitado de unificación de la 
jurisprudencia desde que la doctrina de los mismos sólo obliga a los 
jueces de la Cámara de Apelaciones que lo dictó y a los jueces de  
primera instancia que dependen de ella, y tienen una vigencia de 10 años. 
Los fallos plenarios se dictan a pedido de parte. Cuando una sentencia 
contradice la interpretación de una norma legal realizada por otra Sala del 
mismo fuero dentro de los 10 años anteriores, la parte afectada puede 
interponer el llamado ―recurso de inaplicabilidad de ley a fin de que 
todos los jueces de la misma Cámara de Apelaciones, por mayoría simple, 
resuelvan cual es la correcta interpretación.‖  
         Se debe resaltar que en el 2014, por medio de la Ley n° 26.853 fue 
revocado el art. 303 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación; no 
obstante, continua vigente en la doctrina plenaria. 
Ferrante relata que históricamente la jurisprudencia ha tenido un papel 
preponderante en el campo laboral argentino. Cita como ejemplo el año de 
1974 cuando fue creada la Ley de Contrato de Trabajo. Él explica que esta ley 
―fue el primer cuerpo orgánico en considerar de manera unificada la 
mayoría de las instituciones del derecho individual del trabajo, se sostuvo 
que en gran medida era una recopilación de la jurisprudencia 
prevaleciente en el país.‖ Ejemplificando, Ferrante cita varias decisiones 
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judiciales, una de las cuales reproducimos aquí: ―Vizzoti, Carlos Alberto c/ 
Asistencia Médica Social Argentina S.A. (AMSA) s/ despido‖ dictado el 
4/09/2004 y que con fundamento en normas constitucionales y diversos 
tratados internacionales, resolvió la inconstitucionalidad del Artículo 245 
de la Ley de Contrato de Trabajo en cuanto el tope previsto en el mismo 
para el pago de la indemnización por antigüedad debida con motivo de un 
despido incausado en la medida que implique computar menos de un 67% 
del salario mensual por cada año de servicio.‖ 
A continuación, presentaremos varios aspectos referentes al cuadro del 
Derecho del Trabajo encontrados tanto en Brasil como en Argentina. 
 
 
1.1 El cuadro normativo del Derecho del Trabajo 
 
En Brasil, estas reglas jurídicas que componen el Derecho del Trabajo 
son regidas por la CLT, Consolidação das Leis do Trabalho (Consolidación de 
las Leyes del Trabajo), por la Constitución y por otras leyes esparcidas. Ellas 
pueden ser provenientes no solo del Poder Legislativo, sino también del 
Ejecutivo, que tiene el poder de expedir decretos y reglamentos. Un ejemplo es 
la propia CLT, consolidada por medio del Decreto-ley nº 5.452/43. 
En cuanto a los reglamentos de las empresas (es bueno resaltar que ni 
todos los adoctrinadores consideran esta una fuente del Derecho del Trabajo), 
estos regulan las relaciones y condiciones de una determinada empresa y sus 
funcionarios, tanto los actuales como aquellos que serán contratados 
futuramente. Seguidamente, las disposiciones contractuales, que son las reglas 
que constan en los contratos de trabajo y que deberán ser seguidas por ambas 
partes, patrones y trabajadores. Estas disposiciones no podrán ir contra los 
acuerdos colectivos ni la CLT. 
Las normas internacionales son tanto los derechos como las 
obligaciones provenientes de tratados entre países así como de las 
convenciones de la OIT. Estas normas pueden ser analizadas teniendo en vista 
la teoría monista – que proclama la unidad del sistema del Derecho 
24 
 
Internacional y del Derecho Interno del país – o la teoría dualista que entiende 
que son dos órdenes jurídicos distintos. 
La aplicación de las normas laborales - clasificadas en normas de orden 
pública (absolutas o relativas), normas dispositivas y normas autónomas 
individuales o colectivas - depende directamente de la interpretación, de la 
integración y de la eficacia. La interpretación es el resultado del análisis 
realizado sobre cada una de las normas disponibles; la integración hace 
referencia a la posibilidad de llenar las lagunas existentes en una norma por 
medio de técnicas jurídicas y la eficacia es la propia aplicación de la norma.  
Los principios jurídicos tienen funciones informadoras, normativas e 
interpretativas. En el Derecho del Trabajo ellos son clasificados en principio de 
la protección, de la irrenunciabilidad de derechos, de la continuidad de la 
relación de trabajo, primacía de la realidad y los principios fundamentales en el 
trabajo según la Organización Internacional del Trabajo (OIT). El principio de la 
protección puede ser dividido en tres, el in dubio pro operario; aplicación de la 
norma más favorable al trabajador y aplicación de la condición más benéfica al 
mismo. El art. 620 de la CLT20 dice que “las condiciones establecidas en 
Convención, cuanto más favorables sean, prevalecerán sobre las estipuladas 
en Acuerdo”.  
Martins (2007) comenta el artículo21: ―Habiendo dos convenciones 
colectivas aplicables, se debe observar la que fuese más benéfica al 
empleado en su conjunto (criterio de la globalidad o conglobamiento) y 
no estar pinzando cláusula a clausula y verificando cual es la más 
benéfica (criterio de la acumulación). Hacer la aplicación de cláusula a 
cláusula implicaría desequilibrio de la convención colectiva en general, 
que está hecha mediante acuerdo: se da una condición, se negocia otra 
menos benéfica, para en su conjunto tener un resultado mejor. Analizar 
instituto por instituto acaba siendo acumulación. Es necesario verificar lo 
que es más favorable de la norma en su conjunto.‖  
El principio de la irrenunciabilidad hace referencia a la imposibilidad 
jurídica de que el trabajador renuncie, voluntariamente, a sus derechos, a no 
ser que lo haga en la presencia del juez del trabajo, lo que determinaría que él 
                                                          
20
 MARTINS, Pinto Sérgio. Comentários à CLT. São Paulo. Editora Atlas, 2007, pag. 666. 
21
 MARTINS, op. cit. nota 19, p. 665. 
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no fue obligado a tomar esta actitud. En Argentina, específicamente en este 
caso, se trata de transacciones exclusivas de los derechos litigiosos, ya que 
otros derechos no pueden ser objetos de transacciones ni de renuncia. 
Este principio tiene como objetivo proteger a los trabajadores de una 
coerción económica y social por parte de los empleadores, obligándolos a una 
renuncia de sus derechos laborales. Según Ruprecht (1995, p.32) ―es el 
remedio jurídico que el trabajador, en determinadas situaciones y casos 
puede utilizar para anular una renuncia que haya hecho sobre ciertos 
beneficios o derechos‖.  
El principio de la continuidad de la relación de trabajo pretende asegurar 
una mayor posibilidad de que el trabajador prosiga en su empleo. Según el 
precedente 212 del TST22 ―la carga de probar el término del contrato de 
trabajo, cuando sean negados a la prestación de servicio y al despido, es 
del empleador, pues el principio de la continuidad de la relación de 
empleo constituye presunción favorable al empleado.‖ (Traducción libre) 
En la opinión de Lima (1997, p. 100-101) este principio consiste en establecer 
presunción juris tantum de la continuidad de la vinculación de empleo. Él 
afirma: ―a su sombra se presume que el empleado no pidió despido ni 
abandonó el empleo. Al empleador cabe probar esos hechos de forma 
que no se suscite cualquier duda‖.  
En cuanto a la primacía de la realidad, en el Derecho del Trabajo, este 
principio orienta para que en los casos de desacuerdo entre los hechos y los 
documentos, se deba siempre privilegiar a las condiciones de trabajo. Al final 
los principios fundamentales en el trabajo según la OIT (Anexo F), publicados 
por la organización en la última década del siglo pasado. Aunque sean de 
cumplimento obligatorio, se trata de una orientación e indicación de 
procedimientos a ser adoptados por los países.  
Con relación al principio de la indisponibilidad de los Derechos laborales, 
está delimitado en los artículos 444 del Capítulo I, Disposiciones Generales y 
468 del Capítulo III, Alteración, ambos de la CLT:23: ―Art. 444. Las relaciones 
contractuales de trabajo pueden ser objeto de libre estipulación de las 
                                                          
22
 Súmulas da Jurisprudência Uniforme do Tribunal Superior do Trabalho. Disponible en 
http://www.tst.gov.br/web/guest/sumulas. Acceso el 30 oct 2014. 
23
 MARTINS, op. cit. nota 19, p. 371-440. 
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partes interesadas en todo cuanto no infrinja a las disposiciones de 
protección al trabajo, a los contratos colectivos que les sean aplicables y 
a las decisiones de las autoridades competentes; Art. 468. En los 
contratos individuales de trabajo solo es lícita la alteración de las 
respectivas condiciones por mutuo consentimiento, y aun así desde que 
no resulten ser, directa o indirectamente, prejuicios al empleado, bajo 
pena de nulidad de la cláusula que infringe esta garantía.‖  
Los principios orientan al Derecho del Trabajo, ipso facto, nos 
apropiamos de las palabras del eminente jurista Bandeira de Mello (2003) para 
resaltar que violar un principio es mucho más grave que transgredir una norma. 
―La desatención al principio implica ofensa no solo a un específico 
mandamiento obligatorio, pero a todo el sistema de comandos‖.  
Antes de entrar en el campo del Derecho Internacional del Trabajo que 
encierra esta primera parte de este capítulo es importante conceptuar y 
diferenciar el Derecho Individual y el Derecho Colectivo del Trabajo. El Derecho 
Individual del Trabajo es aquel que estudia el contrato individual, como el 
propio nombre lo vuelve evidente, y las reglas legales o normativas a sí 
aplicables.  
Un ejemplo de esta relación individual es el contrato individual de trabajo 
firmado por el trabajador y empleador en su contratación. Cuando el salario, los 
beneficios, la jornada de trabajo y las actividades que deberán ser ejecutadas 
por el funcionario son acordadas entre ambas partes.  En Brasil el art. 442 de la 
CLT establece que el contrato individual de trabajo es el acuerdo, tácito o 
expreso, correspondiente a la relación de empleo. En Portugal, de acuerdo con 
art. 1º del anexo al Decreto-ley nº 49.408 de 24 de octubre de 1969 ―contrato 
de trabajo es aquel por el cual una persona se obliga, mediante 
retribución, a prestar su actividad intelectual o manual a otra persona, 
bajo la autoridad y dirección de esta‖24.  
En México, de acuerdo con la Ley Federal del Trabajo de 197025 de este 
país ―contrato individual de trabajo, cualquiera que sea su forma o 
                                                          
24
 Decreto Lei 64 a 89 de 27 de fevereiro. Disponible en http://vlex.pt/tags/decreto-lei-64-a-89-
27-fevereiro-801468. Acceso el 30 oct 2014. 
25
 Ley Federal del Trabajo. Disponible en http://www.gobierno.com.mx/ley-federal-del-trabajo/. 
Acceso el 30 oct 2014. 
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denominación, es aquel en virtud del cual una persona se obliga a prestar 
a otra un trabajo personal subordinado, mediante el pago de un salario.‖  
En Argentina la Ley nº 20.744 de 20 de setiembre de 197426 ordenada 
por el Decreto nº 390 de 1976 establece que: ―Habrá contrato de trabajo, 
cualquiera que sea su denominación, siempre que una persona física se 
obligue a realizar actos, ejecutar obras o prestar servicios en favor de otra 
y bajo la dependencia de esta última, durante un período determinado o 
indeterminado, mediante el pago de una remuneración (art. 21). Habrá 
relación de trabajo cuando una persona realice actos, ejecute obras o 
preste servicios en favor de otra, bajo la dependencia de esta última, en 
forma voluntaria y mediante el pago de una remuneración, cualquiera que 
sea el acto que le de origen (art. 22).‖  
El Derecho Colectivo del Trabajo (también llamado de Derecho Sindical), 
tiene como fuentes principales la Constitución, las leyes ordinarias – CLT, en 
Brasil, convenciones y acuerdos colectivos – y la sentencia normativa. En 
cuanto a sus principios, incluyen tanto la libertad como la unicidad sindical.  En 
la definición de Delgado (2008) el Derecho Colectivo del Trabajo es un 
complejo de institutos, principios y reglas jurídicas que regulan las relaciones 
laborales de empleados y empleadores, así como de otros grupos jurídicos 
normativamente especificados, considerada su actuación colectiva realizada 
autónomamente o por medio de las respectivas entidades sindicales.  
En Paraguay la Constitución de 199227 mantuvo el intervencionismo 
básico en las relaciones individuales del trabajo y en cuanto a las relaciones 
colectivas adoptó los principios consagrados en las convenciones de la OIT, 
inclusive la de nº 87 en sus artículos 96 a 98 que dispone sobre la libertad 
sindical.  En Argentina la Ley n.º 23.551 de Asociaciones Sindicales y su 
reglamentación establecen la libre filiación y en su art. 7º prohíbe a las 
asociaciones sindicales toda discriminación originada por motivos ideológicos, 
políticos, sociales, religiosos, por nacionalidad, raza o sexo. El régimen 
argentino establece como única condición objetiva de sindicalización la 
                                                          
26
 Ley 20.744 de Contrato de Trabajo. Disponible en http://ar.vlex.com/vid/ley-20-744-contrato-
trabajo-467473. Acceso el 30 oct 20124. 
27
 Constitución Política de 1992 de Paraguay. Disponible en 
http://pdba.georgetown.edu/Constitutions/Paraguay/para1992.html. Acceso el 31 oct 2014. 
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profesión: pertenecer a una misma actividad, oficio, profesión, categoría o 
empresa.  
Finalmente, el Derecho Internacional del Trabajo. Para una corriente de 
adoctrinadores el Derecho Internacional del Trabajo es una rama del Derecho 
del Trabajo (como el Derecho Administrativo del Trabajo y el Derecho 
Constitucional del Trabajo, por ejemplo). Para otros, el Derecho del Trabajo 
Internacional posee autonomía y para otra corriente, forma parte del Derecho 
Internacional Público, ya que tanto los objetivos como los principios e 
instrumentos de la OIT son los mismos del Derecho Internacional Público. 
El surgimiento y creación tanto de la OIT como del Derecho Internacional 
del Trabajo fueron motivados por factores, más allá de los históricos, 
económicos, sociales y políticos. Otros hechos también fueron determinantes 
para el surgimiento del Derecho Internacional del Trabajo. Entre los cuales la 
lucha del industrial francés Daniel Legrand en 1841 por la creación de un 
derecho internacional con el objetivo de proteger a los trabajadores del trabajo 
prematuro y excesivo. Y además, la realización de la 1ª Internacional Socialista 
en 1964 en Londres; el Congreso de Berlín en 1890; el movimiento sindical que 
surge en Inglaterra en el inicio del siglo XIX y gana espacio en todo el mundo; 
la Encíclica Rerum Novarum de 1891 escrita por el Papa León XIII sobre las 
condiciones de los trabajadores. 
En 1900 fue organizado por Arthur Fontaine y Charles Gide el Segundo 
Congreso Internacional de Legislación del Trabajo en París, cuando fueron 
aprobados los estatutos de la Asociación Internacional para la Protección del 
Trabajador, que inspiró las dos primeras convenciones internacionales del 
trabajo, ya después de la realización de una Conferencia en Berna, en 1905, y 
otra, de naturaleza diplomática, en esa misma ciudad, en 1906. Esas dos 
convenciones, que prohíben el uso del fósforo blanco y el trabajo nocturno de 
mujeres en la industria, fueron luego ratificadas por la mayor parte de los 
países signatarios. 
También es necesario citar que tanto la 1ª Guerra Mundial como la 
Revolución Rusa de 1917 contribuyeron para la necesidad del reconocimiento 
del respeto al trabajo y a la dignidad humana del trabajador. En el mismo año 
de la Revolución Rusa, la Constitución de México– y por primera vez en el 
mundo – contempla las cuestiones sociales del trabajador, la que fue seguida 
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por la Constitución de Weimar de 1919. Ocurre de forma concreta una 
búsqueda por la justicia social. Aún en 1919, a partir del Tratado de Versalles 
es creada la Organización Internacional del Trabajo, la OIT, cuyo objetivo es 
proteger el trabajador y mejorar sus condiciones de trabajo en todo el mundo.  
La OIT fue reconocida por la ONU (Organización de las Naciones 
Unidas) en 1946 como ―organismo especializado competente para 
emprender la acción que considere apropiada, en conformidad con su 
instrumento constitutivo básico, para el cumplimiento de los propósitos 
en él expuestos‖. La creencia de que sin justicia social verdadera la paz no 
tiene condiciones de ser universal ni duradera ganó fuerza y herramientas para 
su materialización.  
Las normas de las convenciones de la OIT son clasificadas en 
promocionales y técnicas. Las primeras promueven los derechos y la mejoría 
en las condiciones de trabajo y de vida, funcionando a veces como metas a ser 
alcanzadas. Las segundas establecen patrones técnicos universales, 
principalmente en las cuestiones que envuelven a la salud y seguridad en el 
trabajo. Los Estados Miembros que ratifican estas convenciones son obligados 
a cumplir sus determinaciones y para garantizar que esto ocurra la OIT 
mantiene un control permanente o regular y el control por provocación (cuando 
hay quejas). Estos controles son ejercidos por dos comisiones que fueron 
creadas en 1926: Comisión de Peritos en la Interpretación y Aplicación de las 
Normas Internacionales de la OIT y la Comisión de Aplicación de 
Convenciones y Recomendaciones. 
Estas comisiones son formadas por juristas de todo el mundo y que no 
representan el gobierno de sus países, manteniendo una independencia total 
de las cuestiones políticas y económicas. Son ellos los que hacen la 
supervisión de la aplicación de las convenciones ratificadas, de las no 
ratificadas y también de las recomendaciones. Desde 1977 – siguiendo una 
recomendación de la ONU – estas comisiones están examinando la aplicación 
de normas de Derecho de Trabajo, de derechos sindicales y de seguridad 
social contenidas en el Pacto Internacional sobre Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales.  
En 1998 fue aprobada en la 86ª Conferencia Internacional del Trabajo la 
Declaración de la OIT sobre los Principios y Derechos Fundamentales en el 
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Trabajo (Anexo E). Es una reafirmación universal del compromiso de los 
Estados Miembros y de la comunidad internacional en general de respetar, 
promover y aplicar un nivel mínimo de principios y derechos en el trabajo, que 
son reconocidamente fundamentales para los trabajadores. Esos principios y 
derechos fundamentales están recogidos en ocho Convenciones que cubren 
cuatro áreas básicas: libertad sindical y derecho a la negociación colectiva, 
erradicación del trabajo infantil, eliminación del trabajo forzado y no 
discriminación en el empleo u ocupación.  
Las determinaciones de la OIT tienen carácter normativo, porque 
contienen normas que deben ser incorporadas al derecho interno de los países 
que se adhieren a los tratados y convenciones. En caso contrario, no 
corresponden a leyes supranacionales y no poseen eficacia jurídica en el 
derecho interno de los Estados Miembros. De esta forma, si un país no hace la 
ratificación no existe ninguna obligación legal para que siga los derechos y las 
obligaciones establecidas en las normas de la organización. 
En cuanto al incumplimiento por los Estados Miembros de los tratados y 
convenciones implica en una sanción moral aplicada por la OIT.  En algunos 
casos pueden ocurrir sanciones económicas o comerciales. Después de la 
aprobación de una convención el Estado Miembro tiene un plazo máximo de 18 
meses para someterla al órgano máximo competente (en el caso de Brasil, el 
Congreso Nacional). La convención entrará en vigor en el país después de un 
determinado período seguida por el registro en la OIT de su ratificación, el cual 
es especificado en la norma internacional. La ratificación tiene validad decenal. 
En el próximo tópico trataremos justamente de la cuestión del 
incumplimiento de las normas del Derecho del Trabajo, así como de los 
tratados y convenciones que apuntan a asegurar los derechos laborales. 
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1.2 Las causas de la erosión del Derecho del Trabajo 
 
Lo que se observa es que los mecanismos jurídicos y sociales creados 
para proteger al trabajador – incluyendo tanto a las organizaciones y pactos 
internacionales como los derechos constitucionales y la legislación de cada 
país - no siempre consiguen alcanzar su objetivo en el mundo contemporáneo. 
Intereses económicos y políticos interfieren e influencian en el mantenimiento 
de estos derechos adquiridos. Suspendiéndolos o manipulándolos por medio 
de presiones que obligan al propio trabajador a renunciar a ellos. 
Entre los responsables por esta situación está el sistema neoliberal que 
rige el mercado mundial y que anuncia que tanto la contratación de empleados 
como el salario (así como otros derechos) a ser pagado debe obedecer a ley 
de mercado, de la oferta y de la demanda. Además de eso, que no debe haber 
intervención del Estado en estas relaciones de trabajo ni sobre la economía o 
solo en algunos sectores imprescindibles y aun así de forma mínima.  
Dos ejemplos de acciones de gobiernos neoliberales más extremos. El 
primer gobierno a inspirarse (y seguir) los principios neoliberales fue el dictador 
Augusto Pinochet, en Chile (inicio de los años 1970) y el de Margaret Thatcher 
(años 1980) en Inglaterra. Durante su gobierno, Thatcher acabó con el salario 
mínimo, combatió fuertemente los sindicatos y redujo las acciones de bienestar 
social. Ya Pinochet, no solo reprimió violentamente todas las manifestaciones 
de los trabajadores sino también suspendió muchos beneficios. 
En la actualidad podemos citar las políticas impuestas por el Fondo 
Monetario Internacional (FMI) a los países de la Unión Europea que enfrentan 
una grave crisis económica, política y social. Para recibir ayuda monetaria 
estos países están siendo obligados a adecuarse a las normas impuestas por 
las instituciones financieras internacionales. Como en el caso de Grecia. Entre 
las medidas impuestas a este país están el corte del subsidio de vacaciones a 
todos los empleados públicos, congelamiento hasta el 2014 de todos los 
salarios pagados por el Estado y reducción de las indemnizaciones que deben 
ser pagadas en los despidos. A lo que arremete la definición de Pimenta (2004, 
p. 216): ―el neoliberalismo es sin duda el intento de alterar la lógica 
protectora del Derecho del Trabajo hacía una lógica flexible‖.  
32 
 
Un procedimiento que de forma evidente indica un distanciamiento del 
corazón del Derecho del Trabajo que conceptualmente es un conjunto de 
reglas jurídicas que regulan las relaciones entre trabajadores y sus patrones. 
Las interferencias externas, como la que están sucediendo en varios países 
europeos, pueden indicar una superposición de intereses paradójicos al 
Derecho del Trabajo, ya que su finalidad no es solo asegurar mejores 
condiciones de trabajo sino también mejorar las condiciones sociales al 
trabajador. 
En realidad, el Derecho del Trabajo es una de las ramas jurídicas más 
susceptibles a los cambios provenientes del proceso de la globalización 
mundial. En la visión del empresario que busca mantener y ampliar sus lucros, 
para conseguir mantenerse en el mercado es fundamental disminuir el costo de 
la mano de obra a cualquier precio y manipular la carga de trabajo de sus 
funcionarios. Por otro lado, para evitar el desempleo estructural e intentar 
resolver los problemas del mercado, la solución encontrada, de acuerdo con la 
ideología neoliberal, es la flexibilización de las leyes de trabajo y también el 
cambio en la contratación del empleado, optando por la tercerización. 
Uno de los argumentos para su defensa es que estas leyes, de la forma 
como están en vigor, muchas veces limitan el crecimiento de los trabajadores y 
contribuyen para el crecimiento del desempleo. Como resume Pimenta (2004, 
p. 216)28 ―el pensamiento neoliberal es, sin duda, el intento de alterar la 
lógica protectora del Derecho del Trabajo para una lógica flexible‖.  
No obstante, la tercerización vuelve precaria la situación del trabajador en 
varios aspectos. Entre los cuales con la creación de nuevas categorías 
profesionales con menos organización y consecuentemente con entidades de 
clase más débiles y con un poder menor en la negociación. También produce un 
aumento en la rotatividad en los puestos de trabajo, pues los contratos tienen un 
tiempo previamente determinado y en la mayoría de las veces no son 
renovados.  
                                                          
28
 PIMENTA, José Roberto Freire et al. Direito do trabalho. Evolução, crise, perspectiva. São 
Paulo: LTr, 2004. 
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Además de eso, como resalta Pirotta (2000, p. 10)29 ―expone al 
trabajador a abastecer su fuerza de trabajo para empresas con escaso 
patrimonio, siendo de difícil ejecución las sentencias laborales contra tales 
empresas, en caso de incumplimientos de las obligaciones laborales‖.  En 
verdad, la tercerización está muy lejos de ser, como algunos pregonan la 
solución para el desempleo. O por lo menos, el precio a ser pagado por el 
trabajador tercerizado es muy alto, contradiciendo toda una historia de luchas y 
conquistas. 
 Retrocediendo un poco, podemos decir que esta lucha para proteger al 
trabajador y así alcanzar la justicia social comenzó en el siglo XIX, con Robert 
Owen, autor del libro “New View of Society” (1812) y que dio el ejemplo para 
otros empresarios implantando reformas sociales en sus propias fábricas. 
Continúa en 1864 cuando se da la Primera Internacional Socialista, con la 
participación de Marw y Engels, en 1891 con el lanzamiento, por el Papa León 
XIII, de la Encíclica Rerum Novarum (Sobre la Cuestión Operaria) y tiene su 
punto culminante en 1919, cuando la ONU crea la Organización Internacional 
del Trabajo, la OIT. Debo decir que estos marcos sirven solamente como 
representantes de todos los capítulos que componen la lucha laboral. 
Una trayectoria que queda profundamente comprometida delante del 
conflicto generado entre el principio proteccionista y la libertad de gestión 
empresarial que en la actualidad sigue básicamente el modelo neoliberal. 
Mientras el primero proclama la función social del Estado y del Derecho del 
Trabajo como una protección del trabajador, para el empresariado lo que debe 
prevalecer es su libertad de acción, lo que significa el mínimo de leyes. Este 
conflicto no es nuevo, recientemente fue acentuado y con el retroceso del 
Estado, cediendo a las presiones económicas, flexibilizar las leyes laborales 
pasó a ser de hecho una desreglamentación.  
Beneficium juris nemini est denegandi30, pero lo que se percibe es 
exactamente lo contrario con la transferencia al trabajador de la carga de los 
riesgos de las actividades empresariales. Como, citando un ejemplo práctico y 
actual, lo que está sucediendo en la Unión Europea. En Grecia fue aprobada 
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 PIROTTA, W. R. B. O impacto da flexibilização das leis trabalhistas sobre as condições da 
mulher. Trabajo presentado en el XIII Encuentro de la asociación brasileña de estudios 
poblacionales, realizado en Ouro Preto, MG, de nov. 2002. 
30
 Del latín “A nadie debe serle negado el beneficio del Derecho” (N.do A.) 
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una reducción de 22% de los salarios y la flexibilización de las leyes laborales 
apuntando a facilitar el corte de 15 mil funcionarios públicos. Grecia registra hoy 
casi 20% de desempleo – entre los jóvenes con hasta 25 años este número es 
de cerca de 50% -, excedida solo por España donde el índice supera los 21%. 
En España, entre las medidas de austeridad adoptadas por el gobierno están el 
congelamiento de salario y el aumento de impuestos. 
En Italia – resaltando que todos estos países están cediendo a las 
presiones económicas en el sentido de flexibilizar su legislación laboral -, el 
desempleo está casi en 10%, una triste marca histórica. Para sanear las deudas 
públicas del país el salario del funcionalismo público será congelado por tres 
años, además de otras medidas para estimular la productividad y bajar los 
costos.  
No cabe duda que para atender las exigencias del mercado estos países, 
así como otros que no fueron citados por una cuestión de limitación de espacio 
en este artículo, al adoptar estas medidas están violando el Pacto Internacional 
de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales31, adoptado por la 
Organización de las Naciones Unidas en 1966 y que dispone en su artículo 5º, 
en su §2 que: “No se admitirá cualquier restricción o suspensión de los 
derechos humanos fundamentales reconocidos o vigentes en cualquier 
país en virtud de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, bajo el 
pretexto de que el presente Pacto no los reconozca o los reconozca en 
menor grado.‖  
La privación del trabajo es una restricción de los derechos humanos 
fundamentales constitucionalmente reconocidos, no siendo admitida su 
suspensión como intento de solucionar desequilibrios provenientes de medidas 
económicas adoptadas. De la misma forma ultraja la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos32 que en su XXIII afirma: ―1.Toda persona tiene 
derecho al trabajo, a la libre elección de empleo, a condiciones justas y 
favorables de trabajo y a la protección contra el desempleo; 2. Toda 
persona, sin cualquier distinción, tiene derecho a igual remuneración por 
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 Pacto Internacional dos Direitos Econômicos, Sociais e Culturais. Disponible en 
http://www.oas.org/dil/port/1966%20Pacto%20Internacional%20sobre%20os%20Direitos%20Ec
on%C3%B3micos,%20Sociais%20e%20Culturais.pdf. Acceso el 17 feb 2014. 
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 Declaração Universal dos Direitos Humanos. Disponible en 
http://www.dhnet.org.br/direitos/deconu/textos/integra.htm. Acceso el 17 feb. 2014. 
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igual trabajo; 3. Toda persona que trabaje tiene derecho a una 
remuneración justa y satisfactoria, que le asegure, así como a su familia, 
una existencia compatible con la dignidad humana, y la que se añadirán, si 
es necesario, otros medios de protección social y 4. Toda persona tiene 
derecho a organizar sindicatos y en ellos ingresar para protección de sus 
intereses.‖  
Si no fueran suficientes para comprobar la discrepancia entre los 
compromisos firmados por los países y las resoluciones adoptadas en la 
práctica, podemos continuar citando otras incoherencias y que todas ellas 
encaminan a un desequilibrio y falencia del Estado Democrático de Derecho. 
Como las normas internacionales del trabajo que tiene como objetivo constituir 
un sistema global de instrumentos relativos al trabajo y la política social 
mantenido por un sistema de control que permitiría abordar todos los tipos de 
problemas relacionados a su aplicación en los países que ratificaron estas 
normas. 
Brasil no huye a esta regla. Un ejemplo de eso es la Convención nº 158 
de la OIT que fue ratificada por el Congreso Nacional en 1992 y promulgada 
por el Decreto Presidencial nº 1.855 en abril de 1997, fue suspendida por el 
Supremo Tribunal Federal con la argumentación de que no era autoaplicable, 
esta necesitaría ser transformada en ley complementaría. La Convención 158 
de la OIT trata, entre otros ítems, de la garantía del empleo. Vale resaltar que 
el Derecho de los Tratados forma parte del Derecho Internacional Público y 
hasta inicios del siglo XX era de naturaleza consuetudinaria, o sea, fundado en 
principios generales, en especial el pacta sunt servanda y el de buena fe, 
siendo analizado bajo dos aspectos, el del Derecho Internacional Público y el 
del Derecho Constitucional. 
Lo que se vislumbra delante de todo este panorama expuesto hasta aquí 
es que el poder económico parece imbatible en su trayectoria que apunta al 
mantenimiento del poder y del lucro. Para garantizar el éxito de esta labor 
cuenta con el apoyo imbatible de los lobistas. La palabra lobby es de origen 
inglesa y significa antesala. La razón de la elección de esta palabra para 
designar la presión política de algunos sectores de la sociedad en beneficio de 
sus intereses está según algunos, en el hecho de que las articulaciones 
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políticas normalmente se dan en las antesalas de hoteles o también del 
Congreso Nacional. 
En Estados Unidos la profesión de lobista (quien hace el lobby) es 
reconocida y reglamentada y el lobby es considerado una parte del proceso 
político. El lobista norteamericano actúa exclusivamente en el Congreso y 
aborda situaciones específicas que merecen tratamiento legislativo. Al contrario 
de lo que ocurre en Brasil, donde la profesión no es reglamentada. Aquí la 
actividad es ejercida informalmente por representantes de algunos segmentos. 
Los cuales, inclusive, pueden ocupar cargos destacados en el propio gobierno. 
Evidentemente ninguno de ellos reconoce la práctica de esta actividad. Aunque 
la acción del lobista ocurra con más frecuencia en el Legislativo y Ejecutivo, 
también es común la práctica del lobby en el Poder Judicial. 
Evidentemente que es necesario hacer una distinción entre la defensa 
de derechos y reivindicaciones hecha de forma democrática, con transparencia 
y ética, de aquella en la cual se utiliza el tráfico de influencia o la corrupción 
para alcanzar sus objetivos finales. En verdad, cuando estos métodos son 
utilizados es porque entre estos objetivos se favorecen a empresas o personas, 
como perdón de deudas, préstamos subsidiados, financiamientos ocultos, 
concurrencias desleales, liberación de cláusulas por proceso fraudulento y la 
flexibilización de leyes laborales. 
Por eso mismo la acción del lobista también se da en el sentido de 
impedir que sean aprobados proyectos que contradigan los intereses de sus 
contratantes, aunque el número de beneficiados sea infinitamente mayor. O al 
contrario, para que el Congreso y el Senado aprueben proyectos que van a 
beneficiarlos directamente. Lo que impulsó una corriente de juristas y políticos 
brasileños que defendían la reglamentación del lobby en Brasil. Sería, según 
ellos, una manera de disminuir la corrupción en el país a partir del 
establecimiento de límites y procedimientos en la relación entre agentes 
públicos y aquellos que representan los intereses privados. No obstante, más 
allá de eso, es necesario que exista un control social, siempre atento y 
participativo. Caso contrario la reglamentación del lobista no producirá los 
resultados anhelados.  
La flexibilización de los derechos laborales tendría su espacio 
garantizado en este tópico, sin embargo, a causa de su dimensión actual, 
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optamos por abordar la cuestión separadamente, como veremos 
seguidamente. 
 
 
1.3 Las formas de flexibilización de los derechos laborales 
 
La flexibilización de los derechos laborales es nada más que una 
consecuencia directa de lo que está sucediendo en el mercado de trabajo 
mundial. Para garantizar el mantenimiento de sus prioridades, o sea, aumento 
de la producción y del beneficio, las empresas buscan reducir los costos por 
medio de sus empleados con la adopción de una serie de medidas que 
contribuyen de forma expresiva con la distorsión y hasta aún eliminación de 
derechos laborales. O sea, un proceso puesto en acción para acompañar la 
dinámica de la política de mercado. Lo que conduce a una paradoja porque 
justamente en épocas de crisis del mercado los derechos laborales que 
deberían actuar como escudos de protección de los trabajadores son 
vilipendiados y son los primeros a ser distorsionados o revocados, aunque de 
forma no tan explicita.  
Como define Catharino (1997, p. 49-51) flexibilidad presupone 
elasticidad. O sea, flexibilizar es hacer de lo rígido flexible, o potencializar lo 
que es ya flexible. Se trata de la adaptación de normas jurídicas laborales para 
atender alteraciones ocurridas en la economía y que se reflejan en las 
relaciones entre trabajo y capital. También podríamos decir que flexibilización 
de los derechos laborales es reformatio in pejus33 ya que en la práctica significa 
la renuncia, por los trabajadores, de muchos de sus derechos conquistados y 
confirmados. 
De acuerdo con Martins Filho (1999, p. 589): ―flexibilización 
representa la atenuación de la rigidez protectora del Derecho del Trabajo 
con la adopción de condiciones laborales menos favorables que las 
previstas en ley‖. Lo que puede aún suceder según este autor, mediante una 
negociación colectiva, en que la perdida de ventajas económicas podrá ser 
compensada por la institución de otros beneficios que no gravarán 
excesivamente la empresa. 
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Lo que nos lleva al argumento utilizado por los empresarios para la 
defensa de la flexibilización de los derechos laborales y que se ajusta a lo que 
afirma Sussekind (1997, p. 127): ―el objetivo de dar lugar a una 
flexibilización en el Derecho del Trabajo fue justamente el de evitar la 
extinción de Empresas, con evidentes reflejos en las tasas de desempleo 
y agravio de las condiciones socioeconómicas.‖  
En la actualidad podemos apuntar a la existencia de tres corrientes de 
posicionamiento frente a esta cuestión: la flexibilista, la antiflexibilista y la 
semiflexibilista. Según Nascimento (2007) los flexibilistas entienden que el 
Derecho del Trabajo está pasando por una fase de adecuación y de esa forma, 
para que se actualizasen las relaciones de trabajo las convenciones colectivas 
de trabajo deberían tener cláusulas in melius e in pejus para el trabajador.  
Aunque no tengamos el mismo punto de vista del autor mencionado 
arriba es importante reproducir su defensa de la flexibilización. Él afirma: ―Dar 
al empleador libertad para renovar la planilla de personal, siempre con 
salarios inferiores en cada nueva admisión, ciertamente contribuye a 
incrementar el ánimo de lucro y dar oportunidad a nuevas inversiones. 
Estas deberán generar nuevos empleos. La conservación de los salarios 
en niveles bajos provoca la contratación de la demanda interna, con 
reflejos en la capacidad de exportación, que tiende a crecer en atención a 
las exigencias del servicio de la deuda externa. (NASCIMENTO, 2008, p. 
163).‖  
Los antiflexibilistas defienden que la flexibilización no pasa de un intento 
disfrazado de abolir los derechos laborales, esto porque, al no tener la 
intervención de las normas o del Estado el trabajador no tendría condiciones de 
garantizar sus derechos básicos.  En este punto encontramos otro desacuerdo 
entre los adoctrinadores. Para algunos, aunque de forma elemental, existe una 
intervención del Estado en el proceso de flexibilización apuntando a garantizar 
el mantenimiento de los derechos fundamentales de los trabajadores. 
Defienden que cuando esta intervención estatal no ocurre no podemos hablar 
más de flexibilización sino de desreglamento del Derecho del Trabajo. Como 
afirma Lopes (2000, p. 716) en la desreglamentación es retirada ―la 
protección del Estado, permitiendo que la autonomía privada, individual o 
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colectiva regule las condiciones de trabajo y los derechos y obligaciones 
resultantes de la relación de empleo.‖  
En la opinión de Cunha (2004, p. 322): ―Las leyes protectoras del 
trabajo son rayos de esplendor que proviene de la cumbre de la pirámide 
legislativa, donde está el centro-mayor de fuerza y de irradiación regente. 
Del bien encadenado y sistémico centro generador de normatividad, salen 
chispas que se energizan en proceso continuo y harmónico, bajo la forma 
de conductores que se unen, en una espiral-ricochet, iluminando todo el 
ordenamiento jurídico. Están unidos, así, el binomio dignidad-trabajo y a 
este los derechos sociales.‖  
En cuanto a los semiflexibilistas, la flexibilización es viable desde que 
suceda por medio de iniciativas de los trabajadores, de forma gradual y con 
base en las negociaciones. Lo que podría ser considerado el ideal teniendo en 
vista la inevitabilidad de las transformaciones que están en curso en el ámbito 
de los derechos laborales. 
A pesar de estas divisiones ideológicas por lo menos en Brasil es posible 
encontrar un consenso entre los adoctrinadores laborales. Ellos defienden que 
la flexibilización de los derechos mínimos que son asegurados en la Carta 
Magna de este país solo podrá ocurrir si fuese permitido en la propia 
Constitución de acuerdo con los incisos VI, XIII y XIV del art. 7º. En estos 
incisos está prevista la reducción de salario, compensación de horarios y 
reducción de jornada solo si fuesen resultantes de convención o acuerdos 
colectivos.  
Según uno de los miembros de la Comisión de Peritos de la OIT y 
profesor de Derecho del Trabajo de la USP, Cássio Mesquita Barros, ―en 
Brasil ratificamos las convenciones de la OIT, pero no las seguimos. El 
garantismo legal y nuestra legislación aparatosa se han comprobado 
ineficientes para garantizar las buenas condiciones de trabajo en todo el 
territorio nacional.‖ 
También es importante resaltar que la Constitución brasileña determina 
la imposibilidad de reducción de salarios, pero no de la remuneración. Según el 
art. 457 de la CLT, Consolidación de las Leyes del Trabajo (Consolidação das 
Leis do Trabalho), ―remuneración del empleado, para todos los efectos 
legales, más allá del salario debido y pagado directamente por el 
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empleador, como contraprestación del servicio, las propinas que 
reciben.‖ (Traducción libre) En cuanto a la propina, este mismo artículo 
define de esta forma: ―se considera propina no solo el importe 
espontáneamente dado por el cliente al empleado, sino también aquella 
que fuese cobrada por la empresa al cliente, como adicional en las 
cuentas, a cualquier título, y destinada a la distribución a los empleados.‖  
Fue exactamente lo que sucedió en Portugal en 2011, cuando la Ley del 
Presupuesto del Estado (Ley 55-A/2010) – atendiendo las exigencias del FMI 
(Fondo Monetario Internacional) - determinó una reducción de 3,5% a 10% de 
las remuneraciones de los trabajadores públicos (de los tres Poderes) y 
privados. Aún con el pedido de inconstitucionalidad hecho por un grupo de 
diputados que alegó violación del principio del Estado de Derecho, del principio 
de la igualdad y del derecho fundamental a no reducción del salario, el Tribunal 
Constitucional Portugués no acató la solicitud y no declaró la ley 
inconstitucional.  El Tribunal concluyo34: ―No habiendo razones de evidencia 
en sentido contrario, y dentro de ‗límites del sacrificio‘, que la 
transitoriedad y los montos de las reducciones aún salvaguardan, es de 
aceptar que esa sea una forma legítima y necesaria, dentro del contexto 
vigente, de reducir el peso del gasto del Estado, con la finalidad de 
reequilibrio presupuestal.‖  
Se debe resaltar que los trabajadores portugueses no sufrieron solo una 
reducción salarial, los cortes alcanzaron también a las vacaciones, el 13º 
salario y tuvieron un aumento en la jornada de trabajo. Estos sacrificios que no 
impidieron que la tasa de desempleo del país alcanzase en noviembre del 2012 
15% de la población activa, el equivalente a 827 mil personas de acuerdo con 
datos oficiales del INE (Instituto Nacional de Estadística) de Portugal. 
Lo mismo sucedió en Grecia que también atendió las exigencias de los 
acreedores internacionales y al inicio de noviembre de 2012 el gobierno aprobó 
un paquete más de austeridades que incluyó un recorte de hasta 15% en las 
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 CARVALHAL, Ana Paula. Crise econômica e redução dos salários em Portugal. Disponible 
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pensiones, recortes parciales en los subsidios de vacaciones, el aumento de la 
edad para jubilación en el sector público, de 65 a 67 años, y la renuncia de 25 
mil funcionarios públicos. Estas medidas tranquilizaron a los acreedores e 
hicieron que los trabajadores griegos revivan una recesión semejante a la 
época de la Segunda Guerra Mundial, con 1,15 millones de desempleados, 
desempleo juvenil cerca de 55% y 30% de la población debajo de la línea de la 
pobreza. 
Solo estos dos ejemplos mundiales ilustran muy bien lo que significa 
para el mercado el proceso de flexibilización del Derecho del Trabajo, aun 
cuando la argumentación utilizada invoca la necesidad de medidas como estas 
para el mantenimiento de los puestos de trabajo y para impedir que las 
empresas cierren sus puertas.  
En el continente americano tenemos un panorama jurídico bien 
diversificado con relación a las relaciones laborales. En Argentina con la Ley nº 
24.013/91 (Ley Nacional del Trabajo) el país ingresa en el proceso de 
flexibilización y da inicio a una transformación en su estructura política y 
sindical. En 1995 la Ley nº 24.465 alteró la Ley de Contrato de Trabajo e 
introdujo cuatro nuevos tipos de contrato: de aprendizaje, de tiempo parcial, de 
trabajadores con más de 40 años, de mujeres, portadores de deficiencia, de los 
excombatientes de la Guerra de las Malvinas y el contrato de experiencia. Por 
medio de la Ley nº 24.467/95 Argentina concedió a las pequeñas y medianas 
empresas el poder de contratación precaria sin previa habilitación por 
convención colectiva, generando entre otras consecuencias la posibilidad de la 
parcelación del pago del 13º salario. 
En la evaluación de Uriarte apud Gonçalvez (2004, p. 125) ―aunque 
todos se recuerden de la hiperinflación que había en Argentina en 1990 
pocos se recuerdan que la tasa de desempleo en esa época era de 6%, lo 
que, en términos históricos, equivale al pleno empleo.‖ (Traducción libre) 
El autor complementa: ―En el año de 1991 comienza el proceso de 
flexibilización laboral en Argentina, para mejorar el empleo y la 
competitividad y el desempleo aumentó a 20%, habiendo disminuido en 
1997, curiosamente cuando los contratos temporarios fueron eliminados.‖  
En otras palabras, según el profesor y especialista de la OIT 
(Organización Internacional del Trabajo), el uruguayo Oscar Ermida Uriarte, no 
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se comprobó en Argentina lo que dicen las tesis neoliberales de que la 
flexibilización es capaz de aumentar los empleos y disminuir el trabajo informal.  
En los años de 1990 Colombia, con una tasa de desempleo de 5%, 
realizó una amplia reforma y flexibilizó cien artículos de su ley laboral con el 
objetivo de atraer inversiones y generar empleos. Esta ley autorizó el 
funcionamiento de empresas de trabajo temporal, la contratación precaria o por 
tiempo determinado, la derogación de la estabilidad decenal y la ampliación de 
la jornada de trabajo. No obstante el efecto fue exactamente el contrario del 
esperado. El desempleo subió a 12% en 1996 y seguidamente a 20%35.  
Sin embargo, de acuerdo con Uriarte (2002, p. 30-31): ―Aunque poco 
recordado en términos de desreglamentación impuesta en América 
Latina, Brasil representa el marco inicial. Esto se debe a la Ley n. 5.107, 
de 13 de setiembre de 1966 (FGTS), que substituyó la estabilidad decenal, 
pues, hasta entonces, esta confería al trabajador con más de diez años de 
antigüedad en la empresa la posibilidad de ser incorporado caso no 
hubiese justa causa para su eventual despido. La adopción del referido 
fondo acabó por consolidar el fin de la estabilidad absoluta para 
trabajadores con más de 10 años de empleo, al acabar generando una 
mayor rotatividad en el empleo, ya que, en los patrones brasileños, el 
trabajador no permanece más de dos años en una misma empresa. Y nos 
toca recordar el lado de la moneda: cuanto más tiempo esté el trabajador 
en la empresa, los eventuales 40% a título de indemnización en la 
hipótesis de despido sin justa causa incidirán sobre un monto de 
depósitos siempre mayor. Y el empleador, a sabiendas, no quiere hacer 
frente a eso, teniendo en cuenta los ―acuerdos‖ entre las partes en cuanto 
a la parcela indemnizatoria.‖  
Es importante registrar que mientras esta tesis está en desarrollo fueron 
aprobadas en Brasil dos medidas provisorias que comprueban la fragilidad de 
las relaciones laborales actuales y la vulnerabilidad de los derechos ya 
adquiridos. La Medida Provisoria n° 664/2014 alteró la Ley de Beneficios del 
Régimen General de Previsión Social (Ley 9.123/91) y fue cuestionada en el 
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Internacional sobre Flexibilización organizada por el TST (Tribunal Superior del Trabajo) en 
2003 en Brasilia. 
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Supremo Tribunal Federal por la Confederación Brasileña de Jubilados y 
Pensionistas (COBAP). Si antes de esta MP la pensión por muerte no dependía 
del tiempo de contribución, ahora hay una necesidad de 24 contribuciones. 
Además de eso, para citar solamente una alteración más provocada por la MP 
664, el cónyuge, compañero o compañera no tendrá derecho al beneficio de la 
pensión por muerte si el matrimonio o el inicio de la unión estable hubiera 
ocurrido hace menos de dos años de la fecha del óbito del instituidor del 
beneficio.  
Otra Medida Provisoria aprobada en el 2014 y que ya está en vigor es la 
del n° 665 que alteró substancialmente las concesiones del seguro de 
desempleo, imponiendo un período de carencia de 18 meses de trabajo 
anteriormente a la primera solicitud del beneficio, 12 meses para la segunda 
solicitud y 06 meses a la fecha de la renuncia para las demás solicitudes. Para 
la Federación de los Sindicatos de Profesores de Instituciones Federales de 
Enseñanza Superior (Proifes), las Medidas Provisorias 664 y 665 no trajeron 
los “ajustes necesarios”, como afirma el Gobierno Federal, pero sí injusticias 
muy graves, principalmente para los más vulnerables de la sociedad brasileña. 
Otro hecho relevante que sucedió en marzo de 2015, durante la 
elaboración de esta tesis, fue la aprobación en Brasil del nuevo Código de 
Proceso Civil (CPC) que trajo, entre otras modificaciones, una que interesa 
particularmente al trabajador y que dispone sobre la inembargabilidad de los 
vencimientos (Sección VIII – De la Partición)36: Art. 649. Son absolutamente 
inembargables: IV — los vencimientos, subsidios, sueldos, salarios, 
remuneraciones, ganancias de la jubilación, pensiones, peculios y 
montepíos; las cantidades recibidas por liberalidad de tercero y 
destinadas al sustento del deudor y su familia, las ganancias de 
trabajador autónomo y los honorarios de profesional autónomo, 
observado lo dispuesto en el § 3º de este artículo.  
También son considerados inembargables las cláusulas rescisorias 
laborales y la cantidad depositada en la libreta de ahorros, hasta el límite de 40 
salarios mínimos. 
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 BRASIL. Código de Processo Civil. Diário Oficial da União, 2015, pág. 51. Disponible en 
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Es importante resaltar, al término de este capítulo, que aunque la 
palabra flexibilización haya ganado más popularidad en las últimas décadas, en 
verdad se trata de un proceso provocado por dictámenes económicos y 
mercadológicos que de acuerdo con los resultados presentados líneas arriba 
en varios países, vilipendian preceptos constitucionales y provocan resultados 
nefastos para los trabajadores y para los derechos laborales universalmente 
reconocidos. Delante de esta realidad, ¿Qué reservan el presente y el futuro al 
trabajador? y ¿Cómo él se posiciona frente a la precarización de sus derechos? 
Más que eso, ¿Cuáles son las dificultades enfrentadas por la Justicia del 
Trabajo y Ministerio Público y el papel de los sindicatos en cuanto al control del 
cumplimiento de los derechos laborales? Estas indagaciones serán ampliadas 
en el próximo capítulo. 
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Capítulo II – Diagnóstico de la Implantación de la Tutela laboral en Brasil y   
en Argentina 
 
La crisis del Derecho del Trabajo y las restricciones operacionales de la 
justicia del trabajo y de la fiscalización laboral, con el consecuente desamparo 
de los trabajadores, es admitida por la mayoría de los juristas. -  Las varias 
corrientes jurídicas aunque presentan un diagnóstico diferente mantienen, no 
obstante, algunos denominadores comunes. Para Veneziani (1995), el 
problema es la incapacidad del Derecho del Trabajo para regular las varias 
alternativas que modelan las nuevas relaciones de trabajo y que se expresan 
por la continuidad y discontinuidad de la actividad, determinación e 
indeterminación del plazo del contrato, la singularidad y diversidad del local de 
trabajo, y trilateralidad bilateralidad de la relación contractual.  
Romagnoli (1997)37 va más allá al afirmar que considera poco probable 
que el actual Derecho del Trabajo, manteniendo su rasgo tradicional subsista 
ante la ausencia estructural de trabajo “que genera situaciones de alarma 
social cuyas tensiones alcanzan y pueden sobrepasar el umbral de la 
afectación del orden público”. (Traducción libre) Freitas (2001) complementa 
diciendo que la precarización es, de hecho, la eliminación del Derecho del 
Trabajo, “una vez que vuelve el contrato y las condiciones de trabajo muy 
frágiles, tornan a las empresas más libres para contratar y despedir 
empleados y retienen del Estado atribuciones relacionadas a la 
protección laboral y/o previsional.”  
O sea, deja de conferirle la superioridad jurídica al empleado, delante de 
su inferioridad económica frente al empleador que retiene el capital. Y aun 
incumpliendo el principio de la Protección, uno de los orientadores del Derecho 
del Trabajo. Como explica Delgado (2007)38, por medio de este principio el 
Derecho del Trabajo estructura en su interior, con sus reglas, institutos, 
principios y presunciones propias, una tela de protección a la parte 
hiposuficiente en la relación laboral apuntado a rectificar (o atenuar), en el 
plano jurídico, el desequilíbrio inherente al plano fático del contrato de trabajo. 
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En la opinión de Bordieu (1998)39 la flexibilización unilateral por parte del 
empleado se justifica por la precariedad que está por todas partes, dando a los 
trabajadores la impresión de que son, fácilmente, substituibles y que están 
amenazados por la pérdida del empleo. De esta forma el trabajador se siente 
coaccionado a aceptar la flexibilización de sus derechos como única opción 
para mantener su trabajo. Lo que lleva a suponer que la precarización de los 
derechos laborales es el producto de una voluntad política, y no de una 
fatalidad económica. 
No obstante, Martins (2005)40 alerta que es necesario hacer la distinción 
entre flexibilización y desreglamentación. Desreglamentar significa desproveer 
de normas heterogéneas a las relaciones de trabajo. “En la 
desreglamentación la ley simplemente deja de existir. En la flexibilización 
se da una alteración de las reglas existentes”.  Con todo, la distancia entre 
la desreglamentación y la flexibilización es mínima tomándose en cuenta las 
perdidas laborales y desamparo legal que son provenientes de la segunda y 
que ocurren justamente por la ineficacia de la Justicia Laboral. Y que alcanzan 
de forma mayoritaria a los grupos más vulnerables de trabajos: niños, 
adolescentes y trabajadores tercerizados.  
Para ejemplificar la situación recurrimos a la investigación realizada por 
la maestra en salud pública por la Universidad de São Paulo (USP) e 
investigadora de la Fundacentro, Fundación Jorge Duprat Figueiredo de 
Seguridad y Medicina Ocupacional (Fundação Jorge Duprat Figueiredo de 
Segurança e Medicina do Trabalho), Maria Maeno, a partir de datos recogidos 
del Ministerio de Salud. La encuesta revela que dos personas menores de 18 
años, en promedio, son víctimas de accidentes de trabajo cada día en Brasil. 
Entre 2006 y agosto de 2011, 5.353 menores de 18 años se vieron 
envueltos en accidentes graves de trabajo. Son considerados accidentes 
graves los que resultan en mutilación. En el mismo período, 58 niños y 
adolescentes de hasta 18 años murieron durante el trabajo. La propia condición 
de trabajador ya contradice la Constitución Federal que en su art. 7º dispone 
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que “está prohibido el trabajo, nocturno, peligroso o insalubre a menores 
de 18 y de cualquier trabajo a menores de 16 años, salvo en condición de 
aprendiz, a partir de 14 años.”41 En la práctica, la situación es otra.  
Otra investigación, hecha por el Instituto Brasileiro de Geografia e 
Estatística, Instituto Brasileño de Geografía y Estadística (IBGE), por medio del 
Pnad, Investigación Nacional por Muestra de Domicilio (Pesquisa Nacional por 
Amostra de Domicílio), en el 2008, mostró que 4,5 millones de niños y 
adolescentes trabajaban, siendo 993 mil de ellas del grupo de 5 a 13 años de 
edad. Esos trabajadores eran, sobre todo, niños, que estaban principalmente 
en actividades agrícolas y sin registro42. De 2008 al 2014 este panorama sufrió 
poca alteración. En el 2014, según datos de la Organización Internacional de 
Trabajo, más de 3,4 mil niños fueron sorprendidos infraganti trabajando en 
Brasil. Solamente en Santa Catarina (estado de la región Sur del País), uno de 
cada diez niños o adolescentes trabaja, la mayoría en el campo o dentro de 
casa.  
Con relación al combate del trabajo infantil, jurídicamente hablando, 
Brasil – a pesar de todos los índices señalados – es considerado uno de los 
países que más avanzó en la materia. Más allá del conjunto de leyes sobre el 
asunto – que tuvo inicio en 1891 con el Decreto n° 1.313 que definía la jornada 
de trabajo mínima para menores -, el País tiene la propia Consolidação das 
Leis Trabalhistas, Consolidación de las Leyes Laborales (CLT), – respaldada 
por la Constitución - y el Estatuto da Criança e do Adolescente, Estatuto del 
Niño y del Adolescente (ECA), creado por medio de la Ley n° 9.069/90.  
También es importante registrar las acciones positivas que se están 
realizando en algunos estados brasileños. En Santa Catarina, estado de la 
región Sur de Brasil, donde uno de cada diez niños o adolescentes trabaja, la 
mayoría en el campo o dentro de casa, la Justicia del Trabajo desde 2013 
sobrepasó las salas de audiencia y pasó a actuar también en la prevención. El 
Conselho Superior da Justiça do Trabalho, Consejo Superior de la Justicia del 
Trabajo (CSJT), lanzó el Programa de Combate al Trabajo Infantil, por medio 
del Acto 419 CSJT,  cuyo objetivo es desarrollar, en carácter permanente, 
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acciones para acabar con esa práctica y promover la adecuada 
profesionalización del adolescente.  Las acciones del Programa son 
coordinadas por dos gestores regionales: la jueza del Supremo Tribunal de 
Justicia del TRT-SC y gestora regional del Programa Nacional de Erradicación 
del Trabajo Infantil, Maria de Lourdes Leiria, y el juez del trabajo Ricardo Kock 
Nunes, de la 1ª Jurisdicción del Trabajo de Tubarão, municipio del sur de 
Catarina. 
Además de eso, Brasil ratificó la Convención n° 182 de la OIT43  en el 
2001 – un año después de entrar en vigor -, por medio de la cual se 
compromete a combatir las peores formas de trabajo que son, la esclavitud,  la 
venta y tráfico de niños, la servidumbre por deuda y el trabajo forzado. 
Datos como el citado en el párrafo anterior contribuyen para que Brasil 
ocupe el cuarto lugar del mundo en número de accidentes fatales en el trabajo. 
Esto hace que el pago de los beneficios previsionales y por accidentes a los 
asegurados y dependientes consuma el 90% de los recursos del Instituto 
Nacional de Seguro Social (INSS).  
La ley 8.213 de 24 de julio de 1991, en su artículo 19 define accidente de 
trabajo como aquel "que ocurre por el ejercicio del trabajo a servicio de la 
empresa o por el ejercicio del trabajo de los asegurados referidos en el 
inciso VII del art. 11 de esta ley, provocando lesión corporal o 
perturbación funcional que cause la muerte o la pérdida o reducción, 
permanente o temporaria, de la capacidad para el trabajo.” El art. 7°, inciso 
XXVIII, de la Carta Magna brasileña declara que es derecho de los 
trabajadores el seguro contra accidentes de trabajo y que el mismo está a 
cargo del empleador, sin excluir la indemnización a que este está obligado, 
cuando incurra en dolo o culpa. 
En cuanto a los trabajadores tercerizados, según el Departamento 
Intersindical de Estatísticas e Estudos, Departamento Intersindical de 
Estadísticas y Estudios (Dieese), ocho de cada diez accidentes de trabajo son 
registrados en empresas tercerizadas y cuatro de cada cinco muertes ocurren 
con empleados de empresas prestadoras de servicios.  El Dieese señala aún 
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que los riesgos de un tercerizado muera en accidente de trabajo es 5,5 veces 
más alto que en los demás segmentos productivos44. 
Según el Instituto de Pesquisa Econômica Aplicada, Instituto de 
Investigación Económica Aplicada (IPEA), el número de trabajadores 
tercerizados en Brasil crece 1 millón por año. Con base en ese cálculo, el IPEA 
revela que actualmente (2014) hay cerca de 15 millones de tercerizados en el 
País. No obstante, a pesar de este expresivo contingente de trabajadores 
tercerizados, no existe en Brasil una ley específica que regule las varias 
dimensiones de esta relación de trabajo. Existen solamente leyes, decretos, 
precedentes y enunciados que, directa o indirectamente, reglamentan algunos 
de los aspectos comerciales y laborales de esta situación (Anexo G).  
El principal regulador jurídico de la tercerización en Brasil es el 
Enunciado nº 331, del Tribunal Superior del Trabajo (TST), de 17/12/1993 que 
determina que la contratación de mano de obra por empresa interpuesta es 
ilegal, a excepción del trabajo temporario. Por esto, podrán ser tercerizados los 
servicios de vigilancia, conservación y limpieza y los servicios especializados 
relacionados a la actividad intermedia de la  empresa tomadora. El Enunciado 
nº 331 determina que45:  “I - La contratación de trabajadores por empresa 
de tercera interpuesta es ilegal, formándose el vínculo directamente con 
el tomador de los servicios, salvo en caso de trabajo temporario (Ley n. 
6.019, de 03/01/1974);II – La contratación irregular del trabajador, a través 
de empresa interpuesta, no genera vínculo de empleo con los órganos de 
la Administración Pública Directa, Indirecta o Funcional (art. 37, II, de la 
Constitución de la República); III – No forma vínculo de empleo con el 
tomador la contratación de servicios de vigilancia (Ley n. 7102, de 
20/6/83), de conservación y limpieza, tanto como la de servicios 
especializados relacionados a la actividad intermedia del tomador, desde 
que sean inexistentes a la personalidad y la subordinación directa; IV- el 
incumplimiento de las obligaciones laborales, por parte del empleador, 
implica en la responsabilidad subsidiaria del tomador de los servicios, en 
cuanto a aquellas obligaciones, inclusive en cuanto a los órganos de la 
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administración directa, de las autarquías, de las fundaciones públicas, de 
las empresas públicas y de las sociedades de economía mixta, desde que 
hayan participado de la relación procesal y consten también del título 
ejecutivo judicial (artículo 71 de la Ley n. 8666/93).”  
En cuanto a la tercerización pensamos sea oportuno reproducir la 
Enmienda publicada en el portal del Tribunal Superior do Trabalho, Tribunal 
Superior del Trabajo (DEJT) 46 ,: “Enmienda: RECURSO DE 
REVISTA. TERCERIZACIÓN LABORAL.1. INCOMPETENCIA DE LA 
JUSTICIA DEL TRABAJO. 2. ENTIDADES ESTATALES. ENTENDIMIENTO 
FIJADO POR EL STF EN LA ADC Nº 16-DF. SÚMILLA 331, V, DEL TST. 
RESPONSABILIDAD SUBSIDIARIA. NECESIDAD DE COMPROBACIÓN DE 
CONDUCTA CULPOSA EN EL CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES 
DE LA LEY 8.666 /93 EXPLICITADA EN LA RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL 
SUPERIOR REGIONAL. En la observancia al entendimiento fijado por el 
STF en la ADC nº 16-DF , pasó a prevalecer la tesis de que la 
responsabilidad subsidiaria de los entes integrantes de la Administración 
Pública directa e indirecta en el transcurso del mero incumplimiento de 
las obligaciones laborales asumidas por la empresa regularmente 
contratada, pero solamente cuando es explicitada en la resolución del 
Tribunal Superior regional su conducta culposa en el cumplimiento de las 
obligaciones de la Ley 8.666 , de 21.6.1993, especialmente en la 
fiscalización del cumplimiento de las obligaciones contractuales y legales 
de la prestadora de servicio como empleadora. En el caso concreto, el 
TRT a quo mantuvo la condenación subsidiaria delineando la culpa in 
vigilando de la entidad estatal. Aunque la Instancia Ordinaria mencione 
fundamentos no acogidos por la decisión del STF en la ADC nº 16-DF 
(tales como responsabilidad objetiva o culpa in eligendo), el hecho es que, 
manifiestamente, afirmó en el decisum que hubo culpa in vigilando de la 
entidad estatal en cuanto al cumplimiento de las 
obligaciones laborales por la empresa prestadora de servicios 
tercerizados. La configuración de la culpa in vigilando, caso afirmada por 
la Instancia Ordinaria (como ocurrió en los presentes autos), autoriza la 
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incidencia de la responsabilidad subsidiaria de la entidad tomadora de 
servicios (arts. 58 y 67, Ley 8.666 /93, 186 y 944 del Código Civil). Recurso 
de revista no conocido.”  
Para el profesor en Ciencias Sociales por la Universidad Estadual de 
Campinas (UNICAMP), Giovanni Alves (2000, 78)47: “Los impactos de la 
tercerización sobre el mundo del trabajo son indiscutibles, demostrando 
la pésima calidad del empleo en las empresas tercerizadas en Brasil. Por 
ejemplo, en lo que respecta a la remuneración salarial, esta es 27,1% 
menos para los trabajadores tercerizados. En relación a la jornada de 
trabajo contratada, los tercerizados realizan una jornada de 3 horas a más 
semanalmente, eso sin considerar las horas extras o banco de horas 
realizadas. El tiempo de empleo demuestra una diferencia aún mayor 
entre trabajadores directos y terceros. En cuanto a la permanencia en el 
trabajo es de 5,8 años para los trabajadores directos, en promedio, para 
los terceros es de 2,6 años. De ese hecho deriva la alta rotatividad de los 
tercerizados – 44,9% contra 22% de los directamente contratados. Ese 
hecho tiene una serie de consecuencias para el trabajador tercerizado, 
que alterna períodos de trabajo y períodos de desempleo, resultando en la 
falta de condiciones para organizar y planear su vida, inclusive para 
proyectos personales como formación profesional, pero tiene también un 
rebatimiento sobre el FAT, Fondo de Amparo del Trabajador (Fundo de 
Amparo do Trabalhador), ya que esa alta rotatividad presiona hacia arriba 
los costos con el seguro de desempleo. De este modo, ¿la tercerización 
no se configura como daño existencial, en la medida en que las 
relaciones de trabajo arriba descritas someten a los empleados a 
jornadas excesivas de trabajo, causando shock físico y psicológico, 
impidiéndoles disfrutar del derecho al ocio y al convivencia social?”  
Mientras esta tesis estaba en desarrollo fue aprobado por la Cámara de 
los Diputados, después de 11 años de discusión el texto principal del proyecto 
de ley que reglamenta  y amplía la posibilidad de tercerización de las 
contrataciones en el mercado de trabajo brasileño, el Proyecto de Ley n° 
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4330/04.  Anteriormente no había una ley específica para la tercerización en 
Brasil y era regulada por el Tribunal Superior del Trabajo, a través del 
precedente 331, del 2003. Según la cual la tercerización es posible solamente 
si no se tratar de una actividad a fin, el objetivo principal de la empresa, por 
ejemplo: el acto de fabricar carros es la actividad a fin de una montadora. Por la 
regla actual, solo actividades intermedias, como limpieza, mantenimiento y 
vigilancia en la montadora del ejemplo, serían posibles de tercerización. A partir 
de ahora las empresas pasan a tener permiso para tercerizar cualquiera de las 
actividades. O sea, por ejemplo, una escuela que antes podría contratar solo 
servicios tercerizados de limpieza, alimentación y contabilidad ahora podrá 
también contratar profesores. 
 En Argentina la situación no presenta formas muy distintas al cuadro 
brasileño. Sobre la crisis de la tutela laboral en Argentina, Valdovinos (2006, p. 
171) revela que: “El sistema de relaciones labores en nuestro país se 
caracteriza en la actualidad por un elevado grado de incumplimiento y 
evasión de normas y regulaciones, así como por una insuficiencia del 
orden  jurídico y del aparato de control para proteger adecuadamente a 
los trabajadores frente a esa situación, ejercer coerción adecuada para 
evitar conductas antijurídicas y sancionar razonable y oportunamente 
todo incumplimiento de los deberes de prestación y conducta por parte 
de los empleadores.” 
Además según Valdovinos (2006, p. 53) el deterioro de las relaciones 
laborales también se verifica en el “incremento de los poderes del 
empleador al interior de la empresa, imponiendo modificaciones en las 
condiciones de trabajo, muchas veces en violación de normas 
convencionales o legales”. O autor complementa: “La onda flexibilizadora 
intento desnaturalizar o Derecho Individual Del Trabajo, sustrayendo de 
su órbita relaciones y situaciones a las que se les pretendió quitar 
carácter laboral.” 
Vamos a comenzar el análisis en Argentina por el trabajo esclavo. De 
acuerdo con la Unión Argentina de Trabajadores Rurales y Estibadores 
(UTRAE), 60% de la mano de obra rural en el País es informal y la mayoría de 
las víctimas – inclusive muchos menores de edad – son provenientes de las 
provincias del Noroeste argentino, como Santiago del Estero, Tucumán y Jujuy. 
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Ya en los centros urbanos argentinos el sector que más emplea mano de obra 
esclava es el textil – 78% de ellos son informales. Apenas en la capital, Buenos 
Aires, estimativas informales indican la existencia de más de 15 mil industrias 
textiles clandestinas, las cuales emplean entre siete y diez costureros, siendo la 
mayoría de ellos inmigrantes bolivianos. 
De acuerdo con el presidente de la Fundación La Alameda – Asamblea 
Popular y Cooperativa de Trabajo -, Gustavo Vera, existe “un amplio abanico 
de complicidades. Las mafias, intrínsecamente ligadas a los cárteles 
internacionales del narcotráfico, compran las voluntades de legisladores, 
policías, inspectores y jueces.” Ante esta situación la fundación argentina 
está reivindicando la creación de una ley que garantiza la aprehensión de los 
bienes de las empresas cuando está comprobada la utilización de mano de 
obra esclava y que estos bienes sean colocados a la disposición de las 
víctimas para que las mismas puedan organizar cooperativas de trabajo. 
En Argentina, así como en Brasil, existe respaldo legal al combate del 
trabajo esclavo y se remonta, en sus inicios, al siglo XX. La Ley Palacios (n° 
9.1430), sancionada en 1913 fue la primera ley en tener como objetivo proteger 
a las víctimas de explotación sexual y de trabajo esclavo, así como de 
penalizar a los responsables. Una ley de este porte en todo el continente 
americano, siendo considerada como un avance significativo en los derechos 
humanos de Argentina. En el 2008 el País sancionó la ley n° 26.842 que 
trataba de la Prevención y Sanciones al tráfico de personas y de la asistencia a 
las víctimas. En el 2012 esta ley fue derogada y ampliada la Ley Nacional 
n° 26.842 que amplió las condenas para los delitos de tráfico de personas  y 
creó el Consejo Federal para la lucha contra el tráfico y un comité ejecutivo 
para dar asistencias a las víctimas. 
Para ilustrar esta cuestión reproducimos una decisión que envuelve 
Delitos Contra la Libertad - Jurisprudencia Nacional argentina - Causa “E. M., 
G.. E. M., N. E. y E. M., M.C. s/ Infrac. Ley 26.364". CAMARA FEDERAL DE 
APELACIONES DE LA PLATA, rta. 30 de octubre de 2008 (Extracto –El 
Dial-) E. M., G.. E. M., N. E. y E. M., M.C. s/ Infrac. Ley 26.364" - CAMARA 
FEDERAL DE APELACIONES DE LA PLATA - 30/10/2008: "Es 
generalmente aceptado que la trata de personas es una forma de 
esclavitud (sexual laboral) que involucra el secuestro, el engaño o la 
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violencia. Las víctimas de trata suelen ser reclutadas mediante engaños 
(tales como falsas ofertas de trabajo u ofertas engañosas que no aclaran 
las condiciones en las que se va a realizar el trabajo ofrecido) y 
trasladadas hasta el lugar donde serán explotadas. En los lugares de 
explotación, las víctimas son retenidas por sus captores mediante 
amenazas, deudas, mentiras, coacción, violencia, etcétera, y obligadas a 
prostituirse o trabajar en condiciones infrahumanas. El Protocolo de las 
Naciones Unidas para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, 
especialmente mujeres y niños es el instrumento que contiene la 
definición de trata de personas acordada internacionalmente. En 
Argentina, esta definición fue recogida por la ley 26.434, norma que 
también -como se dijo- introdujo nuevas figuras en el Código Penal. 
También hay acuerdo que la trata de personas es la tercera actividad 
lucrativa ilegal en el mundo, luego del tráfico de armas y de drogas. Y, en 
términos más acotados, que "Argentina es un país de destino y de 
tránsito hacia Europa, en particular con tránsito de muchas mujeres 
paraguayas. Se tiene por cierto que: a) mujeres menores y mayores de 
edad, de escasos recursos económicos e indocumentadas recibían 
ofertas de trabajo en su país -Paraguay- para trasladarse a Argentina; b) 
ingresaban ilegítimamente al país; c) eran trasladadas desde la Provincia 
de Misiones hasta la ciudad ...; d) una vez aquí se les hacía saber que 
debían prostituirse; e) vivían en el mismo local en que ejercían su 
actividad; f) las condiciones de higiene del lugar eran deplorables; g) 
recibían alimentación una vez al día; h) no manejaban su propio dinero; i) 
eran amenazadas para disuadirlas de abandonar el sitio. "En este marco 
el argumento -implícito en la defensa de los imputados- de que las 
mujeres ejercían por su propia voluntad la prostitución y que prueba 
categórica de su libertad para permanecer o abandonar el lugar resultaba 
del hecho de que sólo a metros del local donde vivían estaba la Estación 
Terminal de Ómnibus..., no tiene consistencia. Indocumentadas, sin 
dinero, amenazadas y con conocimiento de que al local concurría la 
policía, toda idea de libertad para decidir desaparece. La situación de 
vulnerabilidad a que se refiere la ley encuentra en el caso de autos un 
ejemplo paradigmático. La ley 26.364 fue publicada en el Boletín Oficial el 
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30 de abril de 2008. Y la defensa afirma que no se le puede aplicar de 
manera retroactiva pues "los hechos investigados son de data anterior a 
dicha promulgación". Pero el Código Penal en su actual redacción no sólo 
persigue a quien capte, transporte o traslade sino también a quien acoja 
con fines de explotación. Esta situación se mantuvo hasta el día del 
allanamiento del local y detención de los imputados que ocurrió el 14 de 
junio de 2008. Por tanto, la aplicación de la nueva figura no contraría la 
prohibición constitucional de la retroactividad en la materia (art. 18)48." 
En cuanto a la situación de los trabajadores informales en Argentina, el 
estudio publicado por la OIT en 2014, “Transición a la formalidad en América 
Latina y el Caribe” 49  con base en informaciones del Instituto Nacional de 
Censos y Estadísticas (Indec), reveló la dimensión del problema. Casi la mitad 
de los trabajadores argentinos – 46% - está en la informalidad. Cuando se 
restringe la investigación a los jóvenes – entre 15 y 24 años – este índice sube 
a 61,6%.  
En noviembre de 1991 fue sancionada en Argentina la Ley Nacional de 
Empleo (n° 24.013), la cual dispone en su art. 8 que en los casos de 
trabajadores no registrados el empleador deberá pagar al funcionario una 
cuarta parte de los salarios acumulados por este desde el inicio de la relación 
laboral entre ellos. El art. 9 de esta misma ley dispone que si el empleador hizo 
el registro con una fecha falsa, o sea, posterior a la real, este también deberá 
pagar una cuarta parte de las remuneraciones como indemnización, contando a 
partir del inicio real del trabajo.  
El art. 15 de la Ley Nacional de Empleo argentina tiene como objetivo 
proteger al trabajador que presiona a su empleador a regularizar la situación, 
ya que corre riesgo de ser despedido. En este caso, si la renuncia se da sin 
justa causa en el plazo de dos años después de que el trabajador haya hecho 
presión, el empleador deberá pagarle una indemnización duplicada. En el 2000, 
                                                          
48
 INSTITUTO DE ESTUDIOS PENALES. Trata de personas. Esclavitud sexual y laboral. 
Situación de vulnerabilidad de las víctimas.Disponible en 
http://www.iestudiospenales.com.ar/parte-especial/delitos-contra-la-libertad/jurisprudencia-
nacional/547-trata-de-personas-esclavitud-sexual-y-laboral-situacion-de-vulnerabilidad-de-las-
victimas.html. Acceso el 19 dic. 2014. 
49
  ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO. Transitando  de la Informalidad a la 
Formalidad. Disponible en 
http://www.oitcinterfor.org/sites/default/files/file_publicacion/wcms_247378.pdf. Acceso el 24 de 
nov. 2014. 
56 
 
por medio de la Ley n° 25.323 fueron duplicadas las indemnizaciones de la Ley 
de Contrato de Trabajo en caso de renuncia de los trabajadores informales. 
Tognola y Rossi (1993, p. 72) explican: “La ley 24.013 que, entre otras 
cuestiones, sanciona la regularización del empleo no registrado, 
caracteriza a éste como aquella relación de trabajo no inscripta en el libro 
especial del art. 52 de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976) o en la 
documentación laboral que haga sus veces, o en los registros 
mencionados en el art. 18, inc. a, (art. 7) – supuesto para el cual prevé una 
indemnización especial. Asimismo, la norma castiga con indemnizaciones 
especiales a aquellos supuestos en los cuales el empleador haya 
consignado en la documentación laboral una fecha de ingreso posterior a 
la real (art. 9), o una remuneración menor que la percibida por el 
trabajador (art. 10).” 
Sirounian (1993, p. 81), a pesar del respaldo legal descrito anteriormente 
afirma que: “Me gustaría poner el acento no sólo en la hiposuficiencia 
negocial que padece el trabajador, aun con las normas imperativas y 
protectorias que rigen la materia, sino en su hiposuficiencia 
reclamacional. Ello por cuanto es innegable que durante la vigencia de la 
relación laboral resulta prácticamente inexistente los reclamos que puede 
siquiera esbozar el dependiente como tal. Es, precisamente, por el temor 
a la pérdida de su fuente de trabajo que calla y consiente con su silencio 
situaciones que el resultan plenamente desfavorables. Por esa misma 
razón, cuando el informe del grupo de expertos en relaciones laborales 
abordó dicho tópico, no surgieron disidencias en cuanto al “diagnóstico” 
que en tal sentido existe, desde hace largo tiempo, en las relaciones 
laborales. El desafío consiste en encontrar una solución para que el 
trabajador, durante la vigencia del contrato del trabajo, pueda exigir el 
cumplimiento de las obligaciones incumplidas por el empleador, pues la 
realidad nos demuestra todos los días que, ante un reclamo que en, tal 
sentido, pudiera interponer el trabajador tiene, como consecuencia, el 
despido como sanción.” 
Con relación a los accidentes de trabajo en Argentina, según la 
Superintendencia de Riesgos del Trabajo – organismo de la  Secretaria de 
Seguridad Social del Ministerio del Trabajo, Empleo y Seguridad Social – en el 
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2013 de un total de 8,76 millones de trabajadores con carné de trabajo firmado 
fueron registrados 67,8 casos de accidentes de trabajo o enfermedades 
provenientes de actividades profesionales. En Argentina, la construcción civil 
es la actividad con mayor incidencia de accidentes – 108 casos para cada mil 
trabajadores. En los últimos años las muertes por accidentes laborales 
disminuyeron en más de 36% y los accidentes tuvieron un descenso de 25%. 
En términos absolutos, en el país murieron 952 trabajadores en accidentes de 
trabajo en el 2012, es decir, 2,6 personas por día, mientras en el 2005 ese 
promedio fue de 2,15 por día. La diferencia se justifica por el hecho de que en 
el 2005 la población empleada era de 5,5 millones y en el 2012, 8,6 millones. 
El 24 de octubre de 2012 fue sancionada en Argentina la Ley n° 26.773 
– Régimen de ordenamiento de la reparación de los daños derivados de los 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales50. Pero recién al inicio del 
2014 la Ley de Riesgos del Trabajo fue reglamentada por medio del Decreto 
472/2014 que contiene, entre otras medidas, las fórmulas de cálculo para 
las indemnizaciones laborales y los gastos de las Aseguradoras de Riesgo 
de Trabajo (ART).  
Más allá de eso, la situación de los trabajadores tercerizados sigue el 
mismo camino trágico de los brasileños. En 2012 había más de un millón de 
trabajadores tercerizados en este País. El proceso de tercerización surge en 
Argentina por medio de una modificación en la Ley de Contrato de Trabajo (n° 
20.744) hecha durante la dictadura militar y que fue expandida de forma 
definitiva en los años 1990 con los procesos de privatización y reformas 
estructurales.  
La tercerización en Argentina es reglamentada por la Ley n° 30/2003 que 
en su art. 1° dispone sobre la intermediación e interposición privada de la 
tercerización del trabajo que está autorizada en los casos en que los 
intermediarios se encuadren en el art. 1°, inciso I de la ley. Los artículos 30 y 
136 de la Ley de Contrato de Trabajo también establecen la responsabilidad 
solidaria entre el empleador principal y el interpuesto en cuanto a la 
contratación, subcontratación y delegación de los establecimientos. Por medio 
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de estos dispositivos la empresa principal queda obligada a controlar a los 
contratistas y los subcontratistas con respecto al cumplimiento de las normas 
relativas al trabajo y a la seguridad social. 
Para la investigadora especializada en sindicalismo e historia de los 
trabajadores argentino, Victoria Basuald, en realidad la tercerización es “la 
forma principal de precarización en el trabajo registrado y uma vía legal 
de fragmentar al colectivo laboral.” Basuald resalta además que “la 
tercerización no afecta sólo a los tercerizados, sino que como sucede con 
otras formas de precarización laboral, la debilidad de un grupo de 
trabajadores es también una amenaza para el colectivo.”51Todos estos 
datos nos inducen a la averiguación de los problemas que pueden estar 
ocurriendo tanto en la Justicia del Trabajo como en la Fiscalización del Trabajo, 
temas que serán abordados seguidamente. 
 
2.1 Principales problemas en la Justicia del Trabajo 
 
La Justicia del Trabajo en Brasil fue instituida en la Constitución de 1934, 
en  su artículo 122, con el objetivo de dirimir cuestiones entre empleadores y 
empleados.   
Un breve panorama general de la situación de la Justicia del Trabajo en 
Brasil revela, según informaciones divulgadas en el 2014 del Conselho 
Nacional de Justiça, Consejo Nacional de Justicia (CNJ), que tramitaron en el 
2012 cerca de 7 millones de procesos laborales, siendo 3,8 millones de 
procesos nuevos y 3,2 millones, antiguos. En este mismo período fueron 
creados 1,1 millones de puestos formales de trabajo. Lo que significa 3,4 
acciones judiciales para cada nuevo puesto. Otro dato interesante se refiere a 
los gastos anuales de las empresas en Brasil con litigios judiciales, 110 billones 
de reales. Los procesos laborales representan 50% de este monto.   
Muchos gastos y el mismo problema que afecta otras áreas de la 
Justicia: la morosidad. Una demora que fue acentuada en los últimos años, con 
la posibilidad de que los recursos lleven el proceso hasta el Supremo Tribunal 
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Federal (STF) si la discusión estuviera basada en materia constitucional. De 
esta forma, un proceso que antes llevaba de dos a tres años para concluirse, 
hoy puede demorar 10 años o más. El camino de las reclamaciones laborales 
después de la sentencia, en la 1ª Instancia, es el siguiente: Tribunal Regional 
del Trabajo (TRT - 2ª Instancia) y Tribunal Superior del Trabajo (TST - 3ª 
Instancia). En este último, según datos del propio TST, los procesos 
permanecen en promedio cinco años.  
Lo que va en contra de la Constitución brasileña que dispone que una 
sentencia de la Justicia del Trabajo crea débitos de naturaleza alimenticia, es 
decir, urgentes y esenciales para la sobrevivencia del ciudadano y su pago 
debe ser prioritario. O también como resalta Souza (2011) 52  “tolerar la 
ineficacia de la sentencia cuando existen o existirían condiciones para su 
cumplimiento es lo mismo que negar el acceso a la Justicia.”  
También contribuye a la demora, más allá del aumento del número de 
procesos en los últimos años, el hecho de que el número de Jurisdicciones 
laborales no haya aumentado en la misma proporción, sobrecargando a los 
jueces que apuntan a un problema de estructura material para dar seguimiento 
a los procesos. 
Un ejemplo para ilustrar esta situación. El tiempo promedio entre la 
distribución de una reclamación laboral y de la audiencia de instrucción en una 
de las Jurisdicciones del Trabajo de Recife y la Región Metropolitana (región 
Noreste brasileña) es de un año y cinco meses.  Para el presidente del Tribunal 
de Justicia del Estado de São Paulo, José Renato Nalini, el congestionamiento 
de los tribunales de justicia del Brasil constituye una de las más graves trabas 
al crecimiento del País. Según el profesor de la Universidad de São Paulo y 
Presidente del Conselho de Emprego e Relações do Trabalho da Fecomércio-
SP, Consejo de Empleo y Relaciones del Trabajo de la Fecomercio-SP, José 
Pastore 53 : “Para aliviar a los tribunales del trabajo es imprescindible 
simplificar las leyes, reforzar la garantía de derechos negociados y 
admitir el uso de métodos alternativos de resolución de conflictos como 
las comisiones de conciliación previa y el arbitraje - ambas amparadas 
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por ley, pero combatidas por la Justicia del Trabajo. Es lamentable 
verificar que el talento de los magistrados es movilizado para juzgar 
casos idénticos, que se repiten a cada día y, peor, que desembocan en 
sentencias diferentes. Nalini cita la visita de un grupo de empresarios 
chinos que indagaron: presidente, si la ley es la misma, ¿Por qué hay 
tantas sentencias divergentes?”  
 Souto Maior (2008)54 apunta a otro problema, la tercerización. En su 
entendimiento, bajo el prisma de la realidad judicial, se percibe, fácilmente, 
cuanto la tercerización ha contribuido a dificultar, en la práctica, la identificación 
del real empleador de aquel que busca la Justicia para rescatar un poco de la 
dignidad perdida al percibir que prestó servicios y no sabe siquiera a quien 
cobrarle sus derechos. Él afirma: “La Justicia del Trabajo que 
tradicionalmente ya se podía identificar como la Justicia del exempleado, 
dada la razonable incidencia de esta situación, pasó a ser la Justicia del 
“exempleado de alguien, solo no se sabe de quién.”  
Es decir, ocurre el proceso de precarización de las relaciones laborales 
que también es una forma del “intervención estatal”, dejando a los 
trabajadores subordinados a las instituciones para que estas encuentren el 
punto de equilibrio de las relaciones. Lo que sucede entonces es un beneficio 
del lado más fuerte de esta relación a quien el Estado permite establecer las 
condiciones que le son más favorables (GALVÃO, 2007)55.  
En verdad, no hay carencia de dispositivos legales para la obligatoriedad 
del cumplimiento de las ejecuciones de los procesos laborales. Por el artículo 
475-J del Código de Proceso Civil (CPC), introducido por la Ley nº. 
11.232/2005, en el ámbito de las ejecuciones civiles el débito debe ser 
aumentado en una multa del 10% en caso de incumplimiento de las 
obligaciones reconocidas en sentencias condenatorias, en el plazo de quince 
días después de la citación del ejecutado56.  Y además en el artículo 14 – que 
trata de los deberes de las partes y procuradores-, también del CPC, está 
previsto que están sujetos al pago de multa pecuniaria a ser aplicada por el 
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juez, de acuerdo con la gravedad de la conducta, no superior a 20% del valor 
de la causa, pudiendo ser inscrita como deuda activa de la Unión, en caso de 
no ser pagado en el plazo establecido. En el 2011 la Ley nº 10.358 alteró el art. 
14 del CPC introduciendo el inciso V expresando el deber de “cumplir con 
precisión las provisiones mandamentales y no crear dificultades a la 
efectuación de provisiones judiciales, de naturaleza anticipatoria o final” , 
su incumplimiento constituye acto atentatorio a la jurisdicción. 
Es importante resaltar que las disposiciones del derecho procesal común 
son aplicables supletoriamente al proceso del trabajo por fuerza del artículo 
769 de la Consolidación de las Leyes del Trabajo (CLT)57, desde que omita 
esta y desde que no haya incompatibilidad con sus disposiciones. No obstante, 
lo que se verifica y comprueba por medio de los datos, es la ineficacia de la 
Justicia del Trabajo por la falta de rigor en la aplicación de las sanciones 
creadas por el legislador. O sea, no hay falta de sanciones, pero sí ineficacia 
en la aplicabilidad de las mismas. 
En Argentina los problemas de la Justicia del Trabajo no son muy 
distintos de los encontrados en Brasil. Estas dificultades que ni con el aumento 
autorizado en marzo del 2015 del 10% a los funcionarios de la Justicia 
argentina se consiguen minimizar. De acuerdo con el presidente de la 
Asociación Argentina del Trabajo y Seguridad Social, César Arese, la gran 
demanda de los tribunales laborales y la falta de políticas para agilizar la 
resolución de conflictos “deja a los trabajadores sin respuestas reales”. 
Para Arese 58 : “Sólo una reforma profunda puede modificar el 
panorama y alcanzar una Justicia laboral eficaz y moderna. El objeto 
central es que garantice el acceso a tutela judicial-laboral efectiva según 
los artículos 8 y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos. 
El proceso laboral que se extiende indebidamente es desregulador o 
flexibilizador, priva de derechos alimentarios y deja sin respuestas reales 
a los trabajadores. El nuevo sistema procesal debe poseer tribunales 
suficientes con expediente digital, simplificación del procedimiento y la 
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prueba, de instancia única, oral y concentrada, dictado de sentencia en no 
menos de cuatro a seis meses de interpuesta la demanda y una instancia 
de casación a cargo de un tribunal especializado. A lo sumo, el proceso 
total puede durar un año.” 
En la opinión del juez Nacional del Trabajo, Julio Grisolía, la legislación 
laboral argentina es satisfactoria. Sin embargo, él hace una excepción: “Sin 
embargo, por más que haya normas protectorias, muchas veces no se 
materializan en la práctica por la situación social que hace que los 
trabajadores acepten condiciones de no cumplimiento de la ley para 
mantener su puesto de trabajo.” 
Específicamente sobre la Justicia del Trabajo y la demora en el juicio de 
los procesos, él afirma: “Éste es un tema central, un gravísimo problema 
que tiene la Justicia del trabajo de todo el país. Los juzgados de Capital 
Federal están en su peor momento de la historia, con un ingreso de más 
de 100 causas por mes, por juzgado, que ha hecho que estén 
desbordados. Creo que en Capital Federal el problema es esencialmente 
la competencia territorial, que hace que todos los juicios por accidentes 
de trabajo -por las ART tener domicilio en la ciudad de Buenos Aires- 
vayan a Buenos Aires. A esto hay que sumar el problema de la tasa de 
interés que en la provincia de Buenos Aires es muy baja, de 11% anual, y 
en Capital de 37%. Entonces, el que puede optar por la competencia lo 
hace por la ciudad de Buenos Aires. Esta situación lleva a que un juicio 
laboral pueda durar cuatro años, lo que se traduce en una denegación de 
Justicia, ya que un trabajador necesita juntarse con su dinero de forma 
inmediata.”59 
Para el juez argentino la alternativa más eficaz para revertir esta 
situación sería  “luchar para agilizar los tiempos procesales y hacer lugar a 
medidas cautelares para asegurar el crédito del trabajador, porque el otro 
gran problema es que se dicta sentencia y cuando se tiene que ejecutar 
nadie paga; el empleador dice ser insolvente. Esto hay que corregirlo de 
alguna manera.” E complementa: “Si entran muchos expedientes, la única 
                                                          
59
 COMERCIO Y JUSTICIA. El trabajo no registrado es un grave mal para el país. Disponible 
en http://comercioyjusticia.info/blog/justicia/el-trabajo-no-registrado-es-un-grave-mal-para-el-
pais/. Acceso el 19 nov. 2014. 
63 
 
forma es resolver más -lo que es casi imposible-, o bien la otra alternativa 
es que ingresen menos. Para ello habría que poner una instancia previa 
de mediación.” 
 Los problemas y dificultades en el ámbito del trabajo y que fueron 
citados en los párrafos anteriores, diagnosticados tanto en Brasil como en 
Argentina, no se restringen solamente a la Justicia Laboral. La inspección del 
trabajo también enfrenta desafíos cotidianamente, los cuales serán 
presentados y evaluados en el tópico siguiente. 
 
 
2.2 Principales problemas en la inspección del trabajo 
 
 
El objetivo de la inspección del trabajo es la prevención y el 
mantenimiento adecuado de los derechos de los empleados. En Brasil el 
Estado actúa como regulador de esta relación laboral por medio de la 
inspección directa y autónoma del auditor fiscal junto al empleador y, en 
segundo plano, vía la Justicia del Trabajo. 
Según Casale (2012)60: “Las inspecciones del trabajo en América 
Latina se basan en un concepto generalista, típico de las inspecciones en 
varios países europeos, y se caracterizan por el respeto del Ius Gentium 
(El Derecho de las naciones o el Derecho Internacional), en 
contraposición a un sistema de inspección del trabajo focalizado en las 
cuestiones de SST, típico de los países del norte de Europa. El modelo de 
inspección heredado de Francia, Italia y España es un modelo que abarca, 
tanto el asesoramiento como las sanciones, en contraste con los países 
nórdicos, el modelo anglosajón, en el que la inspección del trabajo es, 
stricto sensu, de naturaleza supervisora.” 
Sobre Brasil y Argentina, Casale explica que: “Aunque existe un 
cuerpo único de inspectores, internamente hay una especialización 
funcional, de acuerdo con el empleo y las condiciones de trabajo, y los 
inspectores con diferentes perfiles técnicos, conocimiento y formación 
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(abogados, médicos o expertos técnicos), conducen las inspecciones 
sobre seguridad y salud, e inspecciones sobre medio ambiente.” 
             La inspección del trabajo en Brasil se fundamenta legalmente en el art. 
21 de la Constitución Federal: “Compete a la Unión - Inciso XXIV - organizar, 
mantener y ejecutar la inspección del trabajo". Así como en la Consolidación de 
la Ley del Trabajo (CLT), en su art. 626 y siguientes, en los cuales están 
previstas la competencia de la reglamentación por el Ministerio del Trabajo y 
Empleo61: “Art. 626 -Incumbe a las autoridades competentes del Ministerio 
del Trabajo, o a aquellas que ejerzan funciones delegadas, 
la fiscalización del fiel cumplimiento de las normas de protección al 
trabajo. Párrafo único - Los fiscales del Instituto Nacional de Seguridad 
Social y de las entidades paraestatales en general, dependientes del 
Ministerio del Trabajo, serán competentes para la fiscalización a la que se 
refiere el presente Art., en la forma de las instrucciones que fuesen 
expedidas por el Ministro del Trabajo.”  
El respaldo legal de la inspección del trabajo también es encontrado en 
los Documentos oficiales: 3.158/71; 3.159/71; 3.292/71; 27/77  - Ley 7.855/89; 
Instrucción Normativa 28/2002; Decreto 55.841/65. 
No obstante, a pesar de que la inspección del trabajo está amparada 
legalmente, las previsiones legales no impiden la ocurrencia de situaciones 
alarmantes. En junio del 2014 el Ministerio Público del Trabajo (MPT) entró con 
una acción en la cual solicitaba al gobierno brasileño la realización inmediata 
de un concurso público para la contratación de 862 auditores fiscales del 
trabajo. Oficialmente son reconocidas la existencia de 3.644 puestos, pero 
solamente 2.782 estaban cubiertos. El MPT pidió también el comprometimiento 
de la Unión en mantener un fiscal laboral para cada diez mil personas 
ocupadas. 
La necesidad de la contratación de más auditores es reconocida por el 
propio Ministerio do Trabalho e Emprego, Ministerio del Trabajo y Empleo 
(MTE), que confirma que el cuadro de trabajadores actual es insuficiente para 
atender a la demanda de inspección de trabajo. Según el MTE las principales 
áreas afectadas por el bajo número de fiscales son la prevención de 
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accidentes y enfermedades relacionadas al trabajo, el combate al trabajo 
análogo al de esclavo, la inserción de personas con deficiencias y de 
aprendices en el mercado de trabajo, la erradicación del trabajo infantil, la 
formalización de vínculos de empleo y el aumento en la recaudación del 
Fundo de Garantia do Tempo de Serviço,  Fondo de Garantía del Tiempo de 
Servicio (FGTS). 
La situación en São Paulo, estado más rico de Brasil, es “extremamente 
grave”. De acuerdo con el coordinador del Programa de Erradicação do 
Trabalho Escravo da Superintendência Regional do Trabalho e Emprego, 
Programa de Erradicación del Trabajo Esclavo de la Superintendencia Regional 
del Trabajo y Empleo (SRTE), Renato Bignami. Según Bignami, actualmente 
(2014) el Estado tiene solo cuatro auditores que se dedican integralmente a la 
fiscalización de trabajo en condiciones análogas a las de esclavo. Aun así, 
solo en el 2013 fueron rescatadas 427 víctimas, lo que equivale al 15% del 
total de trabajadores esclavizados en todo el país
62
. 
El número insuficiente de auditores del trabajo en Brasil contradice la 
Convención n° 81 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) que trata 
de la inspección laboral en la industria y en el comercio y que fue ratificada por 
el País en 1989. Aunque la Convención no determine exactamente la cantidad 
de auditores laborales que cada país debe tener, en su 10° artículo dice que 
“el número de inspectores de trabajo será el suficiente para permitir el 
ejercicio eficaz de las funciones de servicio de inspección”. De acuerdo 
con el MPT hay una relación directa entre la falta de fiscalización y el 
número de accidentes de trabajo.  
Según datos de la OIT 2 millones de personas en el mundo mueren 
por año debido a enfermedades relacionadas al trabajo y más de 300 mil 
mueren por causa de accidentes. Brasil ocupa la cuarta posición mundial en 
número de accidentes fatales. La legislación brasileña establece que los 
empleadores, en caso de accidentes con sus funcionarios, deben ser 
responsabilizados en acciones judiciales a indemnizar a las víctimas por 
daños morales y materiales. El MPT también puede multar a las empresas 
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que fuesen encontradas in fraganti poniendo a sus funcionarios en riesgo 
sin la debida protección o planeamiento. 
Ejemplificando la situación por medio de la situación en uno de los 
estados brasileños, Rio Grande do Sul (región Sur del País). Un 
levantamiento de información divulgado por el Ministerio de la Previsión 
Social en los primeros meses del 2014, reveló que, cada dos días, en 
promedio, una persona muere en este Estado a consecuencia de 
accidentes de trabajo. 
La situación es aún más trágica cuando hablamos de trabajadores 
tercerizados que representan un contingente de más de 8 millones de personas 
pero a pesar de eso todavía no poseen una legislación que reglamente sus 
relaciones laborales. De acuerdo con el Departamento Intersindical de Estudos 
e Estatísticas Socioeconômicas, Departamento Intersindical de Estudios y 
Estadísticas Socioeconómicas (Dieese), es registrado un índice de accidentes 
tres veces superior al de los demás trabajadores.  En un estudio divulgado en 
el 2011 y realizado en el 2008 el Dieese reveló que de los 227,8 mil 
trabajadores del sector eléctrico brasileño, 126,3 mil eran tercerizados, 
correspondiendo a más de 50% de la fuerza de trabajo del sector. Este estudio 
fue realizado en conjunto con la Fundación Coge, una institución creada y 
generada por las empresas del sector eléctrico. 
En el 2008, la tasa de mortalidad de la fuerza de trabajo del sector 
eléctrico fue de 32,9 muertes por grupo de 100 mil trabajadores. En aquel año, 
el análisis segmentado de la fuerza de trabajo reveló una tasa de mortalidad 
3,21 veces superior entre los trabajadores tercerizados en relación a lo 
verificado para la planilla propia. La tasa quedó en 47,5 para los tercerizados 
contra 14,8 para los trabajadores de la planilla propia de las empresas. El 
resultado del estudio permitió concluir que existe mayor riesgo de muerte 
asociado al segmento tercerizado de la fuerza de trabajo. 
Aunque la OIT no tenga el poder de castigar a los países que no 
cumplen debidamente las convenciones que ratificaron, al ministro del 
Tribunal de Trabajo y también miembro del Comité de Peritos de la OIT, 
Lélio Bentes Corrêa, afirma que este incumplimiento  puede generar 
“sanciones morales”.  
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En Argentina, el 2 de marzo de 2004 fue sancionada la Ley n° 25.877 
por medio de la cual fue creado el Sistema Integral de Inspeção do Trabalho e 
da Segurança Social, Sistema Integral de Inspección del Trabajo y de la 
Seguridad Social, cuyo objetivo es controlar y fiscalizar el cumplimiento de las 
normas de trabajo y seguridad en todo el País, así como combatir el trabajo sin 
registro. Además de esto, esta ley estableció que el Ministerio de Trabajo, 
Empleo y Seguridad Social es la autoridad competente para aplicar esta 
determinación y también verificar las infracciones cometidas por los 
empleadores y aplicar las penalidades correspondientes. 
Según datos divulgados por el Ministerio de Trabajo, Empleo y 
Seguridad Social de Argentina en su sitio web63, “se ha incrementado el 
número de inspectores a 400 en todo el país a través de 40 delegaciones 
regionales, lugar desde donde se realizan tareas de inteligencia previa 
para luego realizar los operativos de control indicados.” 
En 2003 fue lanzado en Argentina el Plan Nacional de Regularización 
del Trabajo (PNRT), un intento de revertir un cuadro laboral local que indicaba 
que, en el período del lanzamiento del Plan, 49,9% de los trabajadores 
argentinos no tenían registro. Una situación que motiva campañas específicas 
de inspección del trabajo en Argentina. Como explica Casale (2012)64: “En 
Argentina, la regularización de los trabajadores clandestinos es el tema 
principal de la campaña. Desde que el Plan Nacional de Regularización 
del Trabajo fue lanzado en 2003, se estima que el 24 por ciento de los 
trabajadores afectados han sido visitados. En este caso, la inspección 
combina la información registrada durante la visita con bases de datos 
que proporcionan información sobre las declaraciones juradas de los 
empleadores sobre contribuciones y pagos, detallando el número de 
trabajadores registrados. El inspector podrá exigir el acceso al registro 
(en este nivel, la inspección sólo tiene carácter consultivo).” 
A pesar de las campañas el trabajo clandestino continúa siendo una 
realidad cotidianamente en Argentina. Un levantamiento de información hecho 
en el 2008 por la Fundación El Otro, "Quién es quién en la cadena de valor 
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en la Indumentaria Textil", reveló la existencia de 130 mil trabajadores 
clandestinos, la mayoría bolivianos, en Argentina. Además de eso, de acuerdo 
con informaciones divulgadas por el Instituto Nacional de Estadística y Censos 
(Indec), al início del 2014, “el 33,5% de los asalariados urbanos del país no 
tuvieron descuentos jubilatorios, es decir, trabajaban en negro” 65 . En 
octubre del 2014 el Instituto para el Desarrollo Social Argentino (Idesa) reveló 
que 1 de cada 3 trabajadores argentinos no está registrado. 
También es importante resaltar que Argentina, con relación al trabajo 
tercerizado, sigue el mismo trágico camino brasileño. En el 2012 había en el 
País más de un millón de trabajadores tercerizados. En Argentina, la Ley n° 
20.744 de Contrato de Trabajo establece en sus arts. 31 y 32 que en todos los 
casos de contratación de trabajadores por medio de terceros, estos deben ser 
“considerados empleados directos de quien utilice su prestación”.  Esta 
ley sufrió muchas alteraciones durante la dictadura militar y de cierta forma 
legalizó las tercerizaciones, eliminando la relación directa entre la empresa 
principal y el trabajador. 
Así como sucedía en Brasil antes de la aprobación en abril del Proyecto 
de Ley 4330/04, también en Argentina está en marcha desde el 2013 un debate 
que envuelve empresarios, sindicatos y el Ministerio de Trabajo para modificar 
las normas del régimen de tercerización en el País. Una de las propuestas es la 
incorporación, en el último párrafo del art. 30 de la Ley de Contrato de Trabajo, 
de lo siguiente: “En los casos en que las tareas o actividades objeto de 
contratación o subcontratación se realizaran en el establecimiento del 
principal o en instalaciones que se encuentren bajo su custodia o guarda, 
resultará de aplicación a los trabajadores dependientes del contratista o 
subcontratista el régimen legal y convencional aplicable en la principal en 
cuanto resulte más favorable.” 
También es prioridad de la inspección de trabajo la reducción del 
número de accidentes de trabajo. Con todo, en Argentina así como en Brasil – 
cuyos datos ya citamos anteriormente – la realidad de los números es 
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desalentadora. Datos del 2012 de la Superintendencia de Riesgos de Trabajo 
revelan que en el País ocurren 35 mil accidentes por año. 
De esta forma, frente a todo  lo que fue presentado hasta aquí, tenemos 
que concordar con Casale (2012), cuando este afirma que: “La inspección del 
trabajo realiza una función vital, que debe adaptarse a los cambios en el 
mundo del trabajo y es esencial para lograr el cumplimiento de la 
legislación laboral. Es sólo de una manera sistemática, que la paz y el 
progreso social, que son los objetivos últimos de la legislación laboral, 
puede convertirse en una realidad.” 
Siendo vital para el equilibrio y justicia en las relaciones laborales, la 
inspección del trabajo debe, entre otras medidas para ganar efectividad, 
perfeccionar los procedimientos administrativos, la colaboración internacional y 
la cooperación con instituciones públicas y privadas para la realización de un 
trabajo en conjunto. Seguidamente vamos a tratar sobre el Ministerio Público 
del Trabajo cuya misión es actuar en la defensa de los derechos colectivos e 
individuales en el área laboral. 
 
 
2.3 El papel del Ministerio Público de Trabajo en Brasil y Argentina 
 
El Ministerio Público do Trabalho, Ministerio Público de Trabajo (MPT), 
en Brasil es una de las ramas del Ministerio Público da União, Ministerio 
Público de la Unión. Posee autonomía funcional y administrativa y, de esa 
forma, actúa como órgano independiente de los poderes legislativo, ejecutivo y 
judicial. Hasta 1988 el MPT tenía una actuación restringida como órgano 
interviniente junto al Tribunal Superior de Trabajo o a los Tribunales Regionales 
de Trabajo y como fiscal de la ley, emitía su opinión en los procesos judiciales. 
A partir de la promulgación de la Constitución, en 1988, en su art. 128, pasó a 
actuar también como órgano agente en la defensa de los derechos difusos, 
colectivos e individuales de los trabajadores. 
Según Diniz (2004, p. 173)66: “El Ministerio Público del Trabajo en 
Brasil, tuvo su origen con el Consejo Nacional del Trabajo, en 1923, en el 
ámbito del entonces Ministerio de la Agricultura, Industria y Comercio, 
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donde pasó a funcionar un Procurador General y Procuradores Adjuntos, 
cuya función básica consistía en emitir pareceres en los procesos que allí 
tramitaban. A partir de ahí, su evolución se muestra paralela al desarrollo 
de la propia Justicia del Trabajo, pero solo en 1943, con la promulgación 
de la CLT, recibió esta denominación.”  
El MPT tiene papel de árbitro y mediador en conflictos laborales 
colectivos, que envuelven trabajadores y empresas o entidades sindicales que 
los representan, más allá de fiscalizar el derecho de huelga en las diferentes 
categorías. También recibe denuncias, instaura procesos investigatorios y 
juzga acciones judiciales cuando es comprobada alguna irregularidad.  
El Ministerio Público del Trabajo puede emitir opiniones en procesos 
juzgados por la Justicia del Trabajo, participa de las sesiones de juicio y 
también tiene el poder de ingresar con recursos caso haya violación a la 
legislación vigente. Es además responsable por la fiscalización del derecho de 
huelga en actividades esenciales, y las opiniones técnicas haciendo que la 
Justicia del Trabajo juzgue la procedencia o improcedencia de la paralización.  
El MPT, por medio del Término de Ajuste de Conducta (TAC), puede 
hacer que el causador de daño a los intereses difundidos, individuales o 
colectivos expresados en la Ley de Acción Civil Pública (Ley n°7.347) ajuste 
sus actos legales de acuerdo con la legislación vigente, bajo pena de multa que 
puede ser ejecutada en las Jurisdicciones de Trabajo, pues el TAC es un  título 
ejecutivo extrajudicial que puede ser cobrado en juicio. El Ministerio Público del 
Trabajo también dispone de Acciones Públicas y Colectivas y Acción Anulatoria 
Laboral que permiten su actuación puntual en cláusulas de acuerdos y 
convenciones colectivas laborales. 
Algunas de las cuestiones laborales citadas en el tópico anterior han 
causado preocupación al MPT brasileño. Una de ellas es el aumento de la 
tercerización en Brasil. Durante el “Seminario sobre tercerización y 
precarización en las relaciones de trabajo” realizado en São Paulo en el 2013, 
el procurador general del Trabajo Luís Antônio Camargo de Melo dijo
67
: 
“Existen cerca de 8 millones de trabajadores tercerizados y 31 mil 
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empresas tercerizadas, según el MPT. Los sectores que más tercerizan 
son los de la salud, de la construcción civil y el bancario. Entre los 
problemas recurrentes de la tercerización están el aumento del número de 
accidentes de trabajo y la dificultad de que el empleado consiga defender 
sus derechos ante la Justicia. “Por ser empleado de una empresa y 
prestar servicio en otro local, eso genera una serie de problemas y 
complicaciones, por ejemplo,  dificultad en identificar su entidad sindical. 
Quien presta servicio en un banco pero no es empleado directo no será 
regido por las normas conquistadas por el sindicato de los bancarios. Ese 
empleado es considerado de segunda categoría, se crea una disparidad. 
Muchas veces ese trabajador desempeña la misma función que los 
empleados directos.”  
Para el procurador general del Trabajo el momento es “crucial para 
evitar retrocesos”. Él resalta que “los trabajadores sufren una ofensiva 
del empresariado, que tiene sus representantes en el poder legislativo, 
tenemos algunas propuestas tramitándose en el Congreso Nacional que 
tiene por objetivo retirar derechos garantizados en la constitución.” Al 
mismo tiempo, Melo defiende que la Consolidação das Leis Trabalhistas, 
Consolidación de las Leyes Laborales (CLT), y la Constitución Federal son 
instrumentos que ya garantizan los derechos a los trabajadores y deben ser 
valorizados. 
El juez del Trabajo de la 15ª Región y docente de la Universidad de São 
Paulo, Jorge Luís Souto Maior, que también participó del Seminario como 
conferencista, el empleado tercerizado acostumbra tener baja escolaridad, ser 
migrante o hijo de migrante. El problema afecta principalmente a mujeres. Para 
Souto Maior “estas características marcan una discriminación de género y 
reflejan la deficiencia educacional en Brasil. Nadie es tercerizado por 
opción, pero sí porque es la única forma que tienen para trabajar, sin 
perspectiva de evolución.”  
Otro problema enfrentado por el MPT en Brasil es el trabajo esclavo. Por 
medio del documento oficial 231/2002 el órgano creó la Coordenadoria 
Nacional de Erradicação ao Trabalho Escravo, Coordinación Nacional de 
Erradicación al Trabajo Esclavo (CONAETE), para elaborar planes uniformes 
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de acción en todo el país. La CONAETE tiene como objetivo erradicar el trabajo 
análogo al de esclavo, así como de suprimir el trabajo degradante. La 
Coordinación actúa por medio de fiscalizaciones - programadas frente a las 
denuncias y noticias de irregularidades laborales - efectuadas en los locales de 
trabajo por equipos de trabajo interinstitucionales. Estas acciones pueden 
resultar en acciones judiciales inhibitorias, de reparación, indemnizatorias y 
condenatorias, así como también cautelares. 
De acuerdo con datos de la organización de derechos humanos Walk 
Free Foundation, divulgados en noviembre del 2014, Brasil, a pesar de tener 
uno de los menores índices de esclavitud del continente americano (atrás de 
Canadá, EUA e Cuba), aún alberga 155,3 mil personas en esa situación. De 
acuerdo con el informe de la organización 68 : "Después de Europa, el 
continente americano es la región con la menor prevalencia de esclavitud 
moderna en el mundo. Aun así, cerca de 1,28 millones de personas (en el 
continente) son víctimas de esclavitud, en su mayoría por medio del 
tráfico sexual y explotación laboral, (sobre todo) trabajadores agrícolas 
con bajas aptitudes y elevada movilidad.” 
Con relación a la ocurrencia de accidentes laborales, el Ministerio 
Público del Trabajo revela que en todo el País el promedio es de siete 
trabajadores muertos por día. Para el Juez y coordinador del Programa Trabajo 
Seguro en el Tribunal Regional de Trabajo de la 4ª Región, Raul Zoratto 
Sanvicente, la realidad es aún más grave, pues la Previdencia consigue registrar 
solo los casos de trabajadores con carnet de trabajo firmado, que representan el 
50% de la población económicamente activa. Él afirma: “Lo que sucede en el 
mercado informal, o hasta aún con autónomos, no es contabilizado. En las 
relaciones precarias de trabajo, el índice de accidentes debe ser aún mayor.”  
Lo que significa que, aunque con el lanzamiento en el 2011 del Programa 
Nacional de Prevención de Accidentes de Trabajo, una iniciativa conjunta del 
Tribunal Superior del Trabajo y del Consejo Superior de la Justicia del Trabajo, 
en agrupación con el Ministerio de Salud, Ministerio de Prevención Social, 
Ministerio del Trabajo y Empleo y la Abogacía General de la Unión, el problema 
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está lejos de ser solucionado o, al menos, minimizado. El objetivo del Programa 
es formular y ejecutar programas y acciones nacionales direccionadas a la 
prevención de accidentes de trabajo y a fortalecer la Política Nacional de 
Seguridad y Salud en el Trabajo. 
En Argentina, el Ministerio Público de Brasil es el Ministerio Público 
Fiscal, el cual no actúa en cuestiones laborales. Según la definición encontrada 
en el portal electrónico del órgano69: “El Ministerio Público Fiscal es parte 
fundamental en la administración de justicia, compuesta por el Poder 
Judicial (integrado por jueces, juezas, funcionarios, funcionarias, 
empleados y empleadas) y los Ministerios Públicos: Fiscal y de la 
Defensa. En su conjunto, conforman las tres partes fundamentales en un 
proceso judicial. Asimismo, el Ministerio Público Fiscal es un órgano 
independiente dentro del sistema de administración de justicia. Se 
encuentra a cargo del Procurador o de la Procuradora General, que es 
propuesto o propuesta por el Poder Ejecutivo y aprobado por el Congreso 
de la Nación. Es independiente incluso del Poder Judicial (encabezado 
por la Corte Suprema de Justicia).” Para el fiscal ante Juzgados Nacionales 
de Primera Instancia del Trabajo en Argentina, Alejandro Perugini, “la figura 
de un procurador general en una estructura que englobe no solo la 
materia penal, sino también el derecho civil, laboral, comercial y que 
fuese bien aprovechada podría resultar, coincidentemente, con la 
nominación de un ombudsman.”  
Una de las funciones extrajudiciales del MPT es la de agente articulador 
social. Una función que tiene su origen influenciado directamente de los 
ombudsmen de los países escandinavos. En Argentina esta función es ejercida por 
el Defensor Del Pueblo, de acuerdo con lo que establece el art. 86 de la Carta 
Magna argentina. Se trata de un órgano independiente con autonomía funcional.  
Para el primer Defensor Del Pueblo argentino, Jorge Luis Maiorano70 : “Para 
defender al individuo, al ciudadano, al habitante, al ciudadano que lo es 
no solamente cuando vota sino todos los días, frente a la inacción del 
Estado y frente a los abusos, por ejemplo, de las empresas licenciatarias 
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de los servicios públicos, ese individuo debe conocer sus derechos. Una 
de las enseñanzas más firmes que me dejó el ejercicio de este caro se 
resume así: derecho que no se conoce es derecho que no se ejerce, y 
derecho que no se ejerce es derecho que se atrofia”.  
La Ley n° 24.28471 – que creó la Defensoría del Pueblo argentina – fue 
sancionada en diciembre del 1993 y modificada en 1994 por medio de la Ley n° 
24.37972. El órgano está formado por un equipo interdisciplinario constituido por 
profesionales de diversas categorías que analizan las acciones emprendidas y 
también elaboran propuestas sobre las mismas a partir de técnicas modernas 
de gestión y de procesamiento de información. 
Según la definición de la propia Defensoría, el Defensor del Pueblo “está 
facultado realizar investigaciones, inspecciones, verificaciones, solicitar 
expedientes, informes, documentos, antecedentes, determinar la 
producción de toda otra medida probatoria o elemento que estime útil a 
los fines de la investigación”. En su artículo 86 la Ley 24.284 dispone que: 
“El Defensor del Pueblo es un órgano independiente instituido en el 
ámbito del Congreso de la Nación, que actuará con plena autonomía 
funcional, sin recibir instrucciones de ninguna autoridad. Su misión es la 
defensa y protección de los derechos humanos y demás derechos, 
garantías e intereses tutelados en esta Constitución y las leyes, ante 
hechos, actos u omisiones de la Administración; y el control del ejercicio 
de las funciones administrativas públicas. El Defensor del Pueblo tiene 
legitimación procesal. Es designado y removido por el Congreso con el 
voto de las dos terceras partes de los miembros presentes de cada una 
de las Cámaras. Goza de las inmunidades y privilegios de los 
legisladores. Durará en su cargo cinco años, pudiendo ser nuevamente 
designado por una sola vez. La organización y el funcionamiento de esta 
institución serán regulados por una ley especial.” 
En el sector de seguridad social y empleo la Defensoría del Pueblo 
contempla la protección, promoción y garantía de los derechos de los jubilados 
y pensionistas argentinos, la relación laboral en el servicio público, condiciones 
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de seguridad e higiene en los locales de trabajo, así como las asociaciones de 
clase.  
En octubre del 2014 el Defensor del Pueblo de la Nación, a cargo de 
Carlos Haquim, requirió informaciones sobre las acciones realizadas por el 
Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de Argentina destinadas a la 
adhesión del Protocolo para combatir las formas modernas de trabajo esclavo 
que fue adoptado este año durante la Conferencia Internacional del Trabajo. 
Según Haquim, la OIT adoptó en junio del 2014 un nuevo Protocolo para 
reforzar la lucha contra el trabajo esclavo y que se actualizó en el Convenio 29, 
una norma internacional aprobada en 1930. 
Los jubilados y pensionistas argentinos cuentan con el Defensor del 
Pueblo de la Tercera Edad, creado en 1993 por la Defensoría y que atiende un 
promedio de 300 personas diariamente que denuncian diversas irregularidades 
cometidas contra los derechos de este segmento específico en Argentina. 
Como explica el Defensor del Pueblo de la Tercera Edad de la ciudad de 
Buenos Aires, el abogado Eugenio Semino 73 : “En esta trayectoria de 
alrededor de veinte años, hemos llevado adelante una importante 
cantidad de acciones colectivas; desde lo que fueron las denuncias 
contra Alderete; contra Cavallo en su momento, por la privatización del 
Sistema de Seguridad Social; el recupero del 13% descontado en 2001 a 
los jubilados y pensionados; lo que tiene que ver con la pérdida del 3% de 
2011, en lo que fue la aplicación de la Ley de Movilidad. Y casos que al día 
de hoy están en la Corte, tal como el requerimiento por lo que fue el fallo 
Badaro y el caso Eliff, que es un amparo de la Defensoría que está 
tratando la Corte desde hace tres años, donde se está reclamando que se 
hagan extensivos los efectos de esos fallos a todos los jubilados que 
tienen su derecho reconocido, más allá de la situación procesal de los 
mismos. Esto tiene que ver un poco con esta cuestión macro que atiende 
las situaciones relacionadas a lo que es la violencia cotidiana y hogareña, 
a lo que es la violencia institucional, lo que es el abuso y el maltrato, 
genéricamente planteado.” 
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Según datos de la Defensoría Pública de la Nación, 7,68% de las 
demandas atendidas entre mayo del 2012 y abril del 2013 fueron del área de 
Empleo y Seguridad Social que ocupa el tercer lugar de las denuncias. No 
obstante, a pesar de la importancia excepcional del órgano, a finales de 
octubre del 2014, cinco organizaciones argentinas – Asociación Civil por la 
Igualdad y la Justicia, la Asociación por los Derechos Civiles, la Fundación 
Ambiente y Recursos Naturales y el Instituto de Estudios Comparados en 
Ciencias Penales y Sociales – participaron de una audiencia temática con la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) en los Estados Unidos 
para informar al organismo internacional sobre las dificultades enfrentadas por 
la Defensoría del Pueblo en Argentina. Fue informado al CIDH que la 
Defensoría está sin titular desde 2009 y en 2013 venció el mandato del 
Defensor Adjunto que había asumido el cargo. 
Las mismas organizaciones argentinas lideran un movimiento dentro del 
país -  “Un Defensor/a del Pueblo y para el Pueblo”74 – para conscientizar la 
sociedad sobre la gravedad del problema. En el documento que fue presentado 
a la CIDH durante la conferencia en octubre las organizaciones revelaron que: 
“Desde el 2009 hasta la fecha la falta de designación regular de un 
Defensor del Pueblo se evidenció entre otros indicadores en la 
disminución en la actividad resolutiva de la institución, en la caída y 
actual parálisis en el ejercicio de la legitimidad procesal del Defensor, en 
la drástica disminución de su aparición en las discusiones públicas 
relevantes, así como también en la falta de proactividad de la Institución 
en casos que afectan gravemente los Derechos Humanos.” 
Un dilema que ilustra muy bien la situación general tutelar laboral en 
países como Brasil y Argentina. Para cerrar el capítulo sobre este tema 
seguidamente presentaremos y evaluaremos el papel en la actualidad de los 
sindicatos frente a nuevas demandas laborales y también en el sentido de 
asegurar el mantenimiento de los derechos ya legitimados en ambos países. 
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2.4 El papel de los sindicatos en el control del cumplimiento de las normas    
laborales individuales y colectivas 
   
 
Brasil tiene 9,8 mil sindicatos y 6,8 millones de trabajadores 
sindicalizados (datos del 2013). Sin embargo, del total de trabajadores con 
carnet de trabajo firmado – más de 70 millones – menos de 10% son 
sindicalizados. El universo de las centrales sindicales es más reducido. La 
Central Única dos Trabalhadores, Central Única de los Trabajadores (CUT), la 
mayor del país, en el mismo período, 2013, tenía 2,1 mil sindicatos registrados 
y 2,4 millones de asociados. 
Aunque de acuerdo con el levantamiento de información hecho por la 
Fundación Perseu Abramo la tasa de sindicalización en Brasil aumentó de 16,4 
a 17% en los últimos años, lo que significa que de los 13,4 millones de 
trabajadores que entraron al mercado de trabajo en este período, 2,8 millones 
se sindicalizaron. 
Las organizaciones laborales comienzan a surgir en Brasil entre finales 
del siglo XIX y comienzos del siglo XX, resultado del impulso recurrente de la 
industrialización en el país a partir de 1850. Al inicio del siglo XX más de 300 
mil personas estaban relacionadas de forma directa o indirecta con la 
producción industrial y la mayoría, inmigrantes de varias partes del mundo, 
principalmente italianos. Ellos trajeron al País sus experiencias laborales, 
dando los primeros pasos para la creación de los sindicatos.  Especialmente en 
São Paulo, donde se concentraba el mayor número de industrias. 
Los operarios trabajaban entre 12 y 15 horas por día, sin derecho al 
descanso semanal o a los feriados, recibían salarios muy bajos y no tenían 
ningún contrato de trabajo, pudiendo ser despedidos en cualquier momento. 
Además de eso, los patrones no se responsabilizan por enfermedades o 
accidentes de trabajo y aún amenazaban a los funcionarios con castigos y 
multas. 
Las formas iniciales de organización de los operarios fueron las 
asociaciones de socorro mutuo, que mantenían obras asistenciales para 
ayudar los trabajadores con sus problemas de salud y de accidentes de trabajo. 
Una de las primeras luchas operarias organizadas en Brasil tuvo lugar en 1858 
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en Rio de Janeiro. Los tipógrafos de la ciudad entraron en huelga por aumento 
salarial.   
Los sindicatos fueron legalizados en Brasil por medio del Decreto n° 
979/1903 que permitió la existencia de sindicatos de trabajadores rurales – lo 
predominante en el País en aquel período. En 1907 el Decreto n° 1637 
reglamenta los sindicatos urbanos. Según Vianas (1981, p. 958)75 : “Estas 
organizaciones que surgieron, de sindicato solamente poseían el rótulo. 
Entre los trabajadores del campo no existía una base intelectual que les 
asegurase capacidad para organizarse y, además de eso, estaban 
económicamente subyugados a los señores de la tierra, que no dudaban 
en despedir a los que tuviesen el coraje de reclamar cualquier medida en 
su beneficio, ya que los derechos no existían consagrados en textos de 
ley.”  
Un año antes, en 1906 tuvo lugar en Rio de Janeiro, el 1º Congreso 
Operario Brasileño, con la presencia de varios sindicatos, federaciones, ligas y 
uniones operarias. En este congreso fue creada la primera entidad operaria 
nacional, la Confederación Operaria Brasileña (COB). La reacción del gobierno 
y de los patrones vino el año siguiente: 132 sindicalistas fueron expulsados de 
Brasil. 
En este período embrionario de la organización de los trabajadores la 
ideología anarquista – traída por los inmigrantes, especialmente los italianos y 
españoles – influenció mucho el movimiento. Es decir, en Brasil como en otros 
países, las corrientes políticas siempre influenciaron los movimientos sindicales. 
El anarquismo surgió en la Europa de finales del  siglo XVIII e inicios del 
siglo XIX cuando tomó lugar en la ascensión del movimiento operario. 
Proclamaba la extinción del Estado, el fin de la propiedad privada de los 
medios de producción, la organización autónoma de los trabajadores en sus 
locales de trabajo y la igualdad social76: “El primer hombre a reivindicar para 
sí la definición de anarquista fue el trabajador francés Joseph Proudhon. 
Él reivindicó el término porque su método de transformación de la 
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sociedad incluía la construcción de una sociedad igualitaria y libre que 
solo sería posible con la eliminación del Estado y la construcción de una 
organización política igualitaria, organizada no de arriba hacia abajo, por 
la imposición de una cúpula en el poder, pero de abajo hacia arriba, 
partiendo de cada trabajador. Este tipo de organización política Proudhon 
la llamó de Federalismo. Entretanto, la estrategia de Proudhon era basada 
en una concepción de transformación gradual de la sociedad. Él tenía 
esperanza en el avance rumbo al socialismo sin una ruptura 
insurreccional.”  
Los anarquistas organizaron la mayor huelga en Brasil en la primera 
mitad del siglo XX, en 1917. La paralización comenzó en el sector textil, 
alcanzando en seguida a los trabajadores de las áreas portuarias y del 
interior del país. Hubo una adhesión de cerca de 50 mil trabajadores y São 
Paulo paró. Entre las reivindicaciones estaban el aumento salarial, la 
prohibición del trabajo infantil, jornada de 8 horas, garantía del empleo y el 
derecho de asociación. 
La huelga fue violentamente reprimida por el gobierno – inclusive con 
la muerte del zapatero Antonio Martinez -, pero a pesar de eso el gobierno 
fue obligado a negociar con los operarios y atendió a las principales 
reivindicaciones de los huelguistas. Dos años después, en 1919, uno de los 
líderes de la Unión Operaria Constantino Castelani fue asesinado por policías 
cuando hacía un discurso en frente de una fábrica. 
Con el triunfo de la Revolución Soviética los comunistas también 
ganaron más prestigio con los trabajadores, principalmente después de la 
fundación, en 1922, del Partido Comunista Brasileño. Así, los anarquistas 
dejaron de tener hegemonía en el movimiento laboral del país. 
La revolución de Getúlio Vargas (1930) inicia un proceso de 
modernización e industrialización. En su gobierno, Vargas creó el Ministerio 
del Trabajo, la Justicia del Trabajo y la CLT, la Consolidação das Leis 
Trabalhistas, Cosolidación de la Leyes Laborales. Al mismo tiempo, creó 
una estructura sindical corporativista,  poniéndola al dominio del gobierno y 
destruyendo sus bases políticas y sociales. Fue en este período que surge 
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el término “pellejo” para designar sindicatos oficiales, mucho más cercanos 
del gobierno que de la clase trabajadora. 
El Pellejo es el nombre de la manta que se coloca entre el caballo y la 
silla de montar. Los sindicalistas pellejos son aquellos que como la silla, 
amortizan los choques entre patrones y la clase trabajadora. No obstante, 
aunque delante de este panorama, algunos sindicatos combatientes resistieron 
las presiones y consiguieron importantes victorias. Entre ellas la Ley de 
Vacaciones, el descanso semanal remunerado y la jornada de ocho horas. 
La constitución de 1934, aunque limite el número de trabajadores en 
reuniones sindicales y mantenga un delegado del ministerio fiscalizando las 
mismas, acepta como principios la pluralidad y autonomía sindicales. 
Pluralismo que es encerrado con la Carta Magna de 1937. Según Nascimento 
(2005, p. 92): “En este sistema sindicatos, federaciones y confederaciones 
eran como escalones de una escalera que desembocaría en la 
corporación. Con esa medida busca el Estado tener en sus manos el 
control de la economía nacional, para desarrollar mejor sus programas de 
política económica y laboral. Para ese fin juzgó imprescindible evitar la 
lucha de clases; a partir de ahí, la integración de las fuerzas productivas, 
los trabajadores, empresarios y profesionales liberales, en una unidad 
monolítica y no en grupos fraccionados y con posibilidades estructurales 
conflictivas.”  
De 1940 a 1953 el número de operarios se duplica en Brasil, llegando a 
1,5 millones. Las huelgas – aprobadas por medio del Decreto n° 9.070/1946 -
aumentaron en la misma proporción y las intervenciones en los sindicatos 
también – solamente en 1947 fueron más de 400 intervenciones y en 1954, 800 
huelgas. Los trabajadores rurales comenzaron a movilizarse en 1955, con la 
creación de la primera Liga Camponesa y en 1956 con la União dos 
Trabalhadores Agrícolas do Brasil, Unión de los Trabajadores Agrícolas de 
Brasil. A pesar de toda esta movilización no disminuyó el intervencionismo del 
Estado en los sindicatos. 
Con el golpe de 1964 las ocupaciones militares y las intervenciones 
sindicales alcanzaron aproximadamente 2 mil entidades en todo Brasil. Los 
líderes sindicales fueron suprimidos, presos y exilados. La aprobación de la Ley 
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Antihuelga (nº. 4.330), los asesinatos, tortura y la censura, puso fin a las 
organizaciones y manifestaciones de los trabajadores (y de cualquier sector de 
la sociedad en el período).  
Pero no fue lo suficiente para matar de forma definitiva el sindicalismo 
brasileño. A partir de 1970 surge un nuevo movimiento que retoma las 
comisiones de fábrica, principalmente en la región del ABCD paulista  - 
compuesto por las ciudades de Santo André, São Bernardo do Campo, São 
Caetano do Sul y Diadema. Es en esta época que el expresidente de Brasil, 
Luiz Ignácio Lula da Silva, surge como lider sindical, en São Bernardo do 
Campo. 
El ápice de estas luchas fue la campaña de las Diretas Já, por el retorno 
de las elecciones directas. En los años 1980 es fundado el Partido de los 
Trabajadores, el PT y en 1984 el 1º Congreso Nacional de la Central Única de 
los Trabajadores (CUT) – ya en la fase de redemocratización de Brasil -, con 
más de 5 mil delegados electos en asambleas sindicales de todo el país.  
A partir de la promulgación de la Constitución Federal en 1988 los 
sindicatos constituidos en el período anterior fueron reconocidos legalmente 
junto al Estado por medio de la obtención de la Carta Sindical que fue 
proporcionada por la Secretaria de Relaciones del Trabajo del Ministerio de 
Trabajo. A partir del 15 de febrero de 1990 pasó a fortalecerse la Instrucción 
Normativa nº 05 que estableció reglas para el pedido de “Registro Provisorio” 
del sindicato junto al Ministerio de Trabajo. El 21 de marzo de 1990, la 
instrucción normativa nº 09 instituyó el Arquivo de Entidades Sindicais 
Brasileiras, Archivo de Entidades Sindicales Brasileñas (AESB), vinculando el 
depósito del estatuto del Sindicato a aquella entidad. 
Cuatro años después, el 10 de agosto de 1994, fue creado el Cadastro 
Nacional de Entidades Sindicais, Registro Nacional de Entidades Sindicales 
(CNES), con el poder de decidir sobre el registro de las entidades sindicales. Y 
el 10 de abril de 2008 el Ministerio del Trabajo y Empleo expidió el Documento 
Oficial n° 186 que es el que regula actualmente el proceso de Registro Sindical. 
Con relación a los nuevos rumbos del sindicalismo es interesante 
reproducir lo que afirma Alves (2002)77: “De cierto modo, el mayor desafío 
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del sindicalismo en Brasil en este vuelco hacía el siglo XXI es romper con 
el sesgo burocrático-corporativo, organizar y movilizar un contingente 
macizo de jóvenes operarios y operarias, empleados y empleadas y, 
inclusive, trabajadores por cuenta propia en estado precario, explotados 
por el capital. En consecuencia de la crisis del sindicalismo, que poseyó 
un componente estructural (los límites del sindicalismo frente a la nueva 
lógica de acumulación capitalista), la capacidad de agitación sindical en 
el sentido de su inserción en las luchas sociales se volvió bastante 
exigua (el propio sesgo neocorporativo contribuyó a su aislamiento 
relativo de los problemas apremiantes del mundo del trabajo).”  
Señales innegables de la necesidad de cambio de los ejes sindicales 
brasileños surgieron al inicio de 2014 con el significativo aumento de 
movilizaciones de trabajadores fuera de la estructura sindical tradicional. Este 
se dio con los trabajadores de Carreteras de Rio de Janeiro que se unieron en 
un movimiento disidente para modificar los términos de la convención colectiva 
y también con los barrenderos y trabajadores del Complejo Petroquímico de 
Rio de Janeiro.  
Otra señal vino de la mayor entidad sindical de la Región Metropolitana 
del Vale de Paraíba y Litoral Norte (estado de São Paulo, región Sudeste del 
País), con una base territorial que reúne cerca de 40 mil trabajadores, el 
Sindicato de los Metalúrgicos de São José dos Campos. El sindicato sufrió 
derrotas en la campaña salarial del 2014 en las dos mayores empresas de su 
base, General Motors y Embraer. Los metalúrgicos rechazaron la propuesta de 
reajuste, pero se negaron a entrar en huelga como propuso el sindicato y 
continuaron trabajando normalmente. Para los analistas, estas movilizaciones 
son reflejos directos del proceso de reconfiguración por el cual ya pasa hace 
algunos años el sindicalismo brasileño. 
Una reconfiguración sindical que para muchos tuvo inicio recién en el 
primer mandato del expresidente Lula, un exdirigente sindical y líder del PT 
(Partido de los Trabajadores) que se mantuvo en el poder en Brasil hace 12 
años. Para el profesor del Departamento de Sociología de la Universidad de 
São Paulo y Director del Centro de Estudios de los Derechos de la Ciudadanía, 
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Ruy Braga78: “La burocracia sindical lulista amplió esas tendencias al 
conquistar el gobierno federal y conservar la esencia de la política 
económica anterior. Seguidamente, el gobierno de Lula inmovilizó los 
movimientos sociales por medio del “transformismo” de parte expresiva 
de sus líderes, colaborando activamente con el desmanche burocrático 
del petismo. Al absorber las fuerzas sociales antagónicas en el aparato de 
Estado, desmovilizando las clases subalternas y los movimientos 
sociales, el lulismo vació todo el contenido crítico presente en la larga 
“era de la invención” de los años 1970-1980. El efecto políticamente 
regresivo, antes visto por Francisco de Olivera y explorado analíticamente 
por el equipo de investigadores del Centro de Estudios de los Derechos 
de la Ciudadanía (Cenedic-USP), consiste exactamente en eso: bajo Lula, 
la política se alejó de los embates hegemónicos trabados por las clases 
sociales antagónicas, refugiándose en la soñolienta y desinteresante 
rutina de los gabinetes, aunque frecuentados habitualmente por 
escándalos de corrupción.”   
Según una investigación realizada por la profesora del Departamento de 
Sociología y Política de la Pontificia Universidad Católica de Rio de Janeiro 
(PUC-Rio), Maria Celina D’Araújo, que muestra con base empírica que el 
expresidente Lula y el PT prometieron una reforma sindical, pero, en realidad, 
intensificaron la simbiosis con los principales sindicatos. “Subieron en la 
jerarquía de la base estatal varios pellejos y personas con asociación con 
el partido. Eso acabó creando un mecanismo de retroalimentación de los 
propios líderes sindicales y el gobierno.”  
Otras características del sindicalismo brasileño. Según explica Martins 
(2008) en Brasil está prohibida la creación de más de una organización sindical 
en la misma base territorial que no puede ser inferior al área de un municipio. 
Una imposición que impide la ratificación por el País de la Convención n° 87 de 
la OIT relativa a la libertad y autonomía sindical. En Brasil no es permitido que 
las personas creen libremente los sindicatos que deseen. Además de eso, la 
contribución sindical obligatoria, creada en 1930 en el gobierno de Getúlio 
Vargas, continúa valiendo hasta los días actuales. También conocido como 
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impuesto sindical, esta tasa está disciplinada en la parte final del art. 8°, inciso 
IV de la Constitución Federal y en los arts. 578 y 610 de la Consolidación de las 
Leyes de Trabajo (CLT).  
Para Villela (2008, p. 201) “los dispositivos constitucionales que 
recibieron la contribución sindical compulsoria terminan por violar el 
tríple aspecto del principio de la libertad sindical (colectiva, individual y 
autonomía sindical), en los términos de la Convención n° 87 de la OIT, no 
ratificada por Brasil y del Pacto Internacional de los Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de la ONU.”  
Para tener derecho a una parte del impuesto sindical, basta obtener un 
registro en el Ministerio de Trabajo y Empleo. El valor reexaminado por el 
gobierno lleva en cuenta el tamaño de la base de trabajadores o de empresas 
que la entidad representa y no su número de afiliados. El 60% están con los 
sindicatos, el 15% con las federaciones, el 5% confederaciones, el 10% con las 
centrales sindicales y el 10% con el Ministerio. 
El científico político Wilson Ferreira da Cunha explica que cada 
trabajador tiene que trabajar gratis un día al año, para pagar la contribución 
sindical que es compulsoria. En su entendimiento antes de que el Partido de 
los Trabajadores (PT) asuma el poder, él prometía cambiar esa realidad, 
entretanto hoy refuerza las distorsiones sindicales reinantes actualmente en 
Brasil. Él afirma: “El PT rescató la tradicional política brasileña del 
oportunismo, carrerismo y corrupción. La industria de los sindicatos crea 
una mafia que debe ser combatida y denunciada.”  
De una manera general es este el perfil del actual sindicalismo brasileño 
que parece no estar atendiendo adecuadamente los anhelos de los 
trabajadores, sea por una percepción equivocada en las actuales demandas 
laborales o por una sujeción excesiva a los poderes gubernamentales. 
Veamos ahora el sindicalismo Argentino. 
En este país, de acuerdo con los datos del 2014 de las centrales 
sindicales, de los 11 millones de trabajadores registrados, 40% son 
sindicalizados. El sistema sindical argentino presenta dos formas principales de 
organización: las uniones y las federaciones, que pueden ser nacionales o de 
las provincias. Las uniones son sindicatos con jurisdicción directa en todo el 
territorio nacional en que tiene actuación. Las federaciones son formadas por 
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varios sindicatos asociados y su liderazgo es elegido por voto directo de sus 
miembros.  
Actúan en Argentina cinco centrales sindicales que presentan los dos 
tipos de organización, son ellas las siguientes: Confederación General del 
Trabajo de la República Argentina (CGT), que son tres, siendo una de ellas la 
CGT Azul y Blanca; Central de Trabajadores de la Argentina (CTA) – que 
acepta la adhesión de trabajadores informales -  y Central de Trabajadores 
Autónoma). Existen aún una gran cantidad de sindicatos autónomos que no se 
adhirieron a ninguna de las cinco centrales.  
La frase del expresidente argentino, Juan Domingo Perón (1895-1974), 
“cuando en un país hay más de una CGT, es exactamente lo mismo que si 
no hubiese ninguna", aparentemente no es tomada en consideración en el 
país. En cuanto al número de sindicatos, son más de 3 mil que reciben 
mensualmente entre 2 a 3% del salario bruto de los trabajadores afiliados.  
Los sindicatos argentinos son regulados por la Ley n° 23.551, 
sancionada en 1943 y reglamentada en 1988 por medio del Decreto n° 467. 
Esta ley pasó por alteraciones parciales en el 2002 (Ley n°25.674) y en el 2008 
(Ley n° 26.390). Sobre la ley n° 23.551 es importante reproducir una 
observación hecha por el profesor de la Facultad de Derecho de la Universidad 
de Buenos Aires, Héctor García, durante el debate sobre “El sistema de 
representación sindical en la Ley 23.55179” realizado en la UBA en setiembre 
del 2014. García resaltó un aspecto relevante para el tema en desarrollo en 
esta tesis al evaluar el art. 9° de esta ley (“Las asociaciones sindicales no 
podrán recibir ayuda económica de empleadores, ni de organismos 
políticos nacionales o extranjeros. Esta prohibición no alcanza a los 
aportes que los empleadores efectúen en virtud de normas legales o 
convencionales”). Para el académico hay incoherencia en este artículo. Él 
explica: “Luego de prohibir en el primer párrafo la ayuda económica de los 
empleadores., en el segundo desbarata esta prohibición con una 
excepción amplia, señalando que esta prohibición no alcanza a los 
aportes que los empleadores efectúen en virtud de normas legales o 
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convencionales. Este aporte implica una importantísima fuente de 
financiamiento de los sindicatos, la fuente número uno, lo cual da pie 
para decir que el modelo sindical en la Argentina está económicamente 
sostenido por el empresariado argentino, no sólo por el Estado. También 
resulta contradictorio con la Constitución las facultades cuasi 
jurisdiccionales que tiene la administración de trabajo en materia 
electoral y sindical.” 
Para Garcia “el modelo sindical en la Argentina está 
económicamente sostenido por el empresariado argentino, no sólo por el 
Estado.” El profesor e investigador del Núcleo de Investigaciones y Estudios 
del Trabajo (NUPET) Julián Gindin en su artículo “Conflictos Laborales y 
Sindicalismo en Argentina” (2014)80 hace el siguiente análisis, agregando la 
relación económica citada por García, el sujetamiento político del sindicalismo 
argentino: “El sindicalismo argentino se consolidó como un sindicato muy 
político, organizado en una central sindical única, e identificado con el 
peronismo y con el Partido Justicialista. El sindicalismo era llamado de 
“columna vertebral” del movimiento nacional justicialista. Pero esto ha 
cambiado.”  
Gindin (2014) complementa el análisis: “A partir de la llegada de 
Nestor Kirchner, en el 2003, y por nueve años, no hubo huelgas generales 
en Argentina. Desde el gobierno de Perón (1946-1955) no había un 
período tan largo sin huelgas generales. De cualquier manera, esto no 
significó la ausencia de conflictos laborales, pues el fortalecimiento del 
sindicalismo y la persistente inflación los estimularon. En el 2012, por 
primera vez, un segmento del movimiento sindical enfrentó al 
kirchnerismo con una huelga general. En abril del 2014 se realizó la 
segunda huelga general y, en agosto del 2014, la tercera. Aunque 
cuantitativamente no sea visible un cambio (sí una tendencia), en 
términos cualitativos maduró una transformación que actualmente está 
consolidada: el gobierno actúa en los conflictos laborales con políticas 
conservadoras (inclusive represivas), la izquierda sindical tiene voz 
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propia en el escenario laboral y un segmento significativo del 
sindicalismo está abiertamente enfrentado al kirchnerismo.  En los 
primeros años el kirchnerismo reconoció la legitimidad – y en cierta 
medida estimuló – los conflictos laborales, en un contexto de fuertes 
crecimientos económicos, salarios desfasados y legitimidad de los 
protestos sociales. El gobierno se legitimaba “por izquierda”. Eso no 
sucedió más: el kirchnerismo critica algunos de los sectores con más 
capacidad de acción sindical por ser la “aristocracia operaria” y resalta 
que la prioridad es cuidar el empleo.”  
Para facilitar el entendimiento del momento actual del sindicalismo 
argentino es relevante volver en el tiempo y presentar una breve recapitulación 
de la trayectoria del movimiento en Argentina. La primera organización operaria 
argentina fue la Sociedad Tipográfica Bonaerense, creada en 1857 en Buenos 
Aires. El primer sindicato, también de los tipógrafos, aparece en 1878 y en el 
año siguiente declara una huelga contra la reducción de salarios y por la 
reducción de la jornada de trabajo, obteniendo éxito en las reivindicaciones. 
En 1890 durante la manifestación de 1º de mayo en Buenos Aires y 
otras ciudades argentinas fue aprobada la organización de la Federación 
Operaria – lo que sucedió dos meses después con la creación de la Federación 
de los Trabajadores de la Región Argentina, la primera central operaria de 
América Latina.  
También fueron aprobados 12 puntos llamados “leyes protectoras de la 
clase operaria” y enviados al Congreso Nacional. Estas leyes son la base para 
el futuro del Derecho del Trabajo argentino. Entre los 12 ítems están la jornada 
de 8 horas, la prohibición del trabajo de los menores de 14 años, abolición del 
trabajo nocturno para mujeres y menores de 18 años; descanso no 
interrumpido para todos los trabajadores de 36 horas semanales; inspección de 
las oficinas y fábricas por delegados remunerados por el Estado; seguro 
obligatorio para los operarios contra los accidentes a cargo exclusivo de los 
empresarios y del Estado y aún la creación de tribunales integrados por 
operarios y patrones para la solución de conflictos entre las partes. Estas leyes 
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solo comenzaron a ser consideradas en el Parlamento cuando en 1904 fue 
elegido el diputado socialista Alfredo Palácios81. 
En 1901 un grupo de sindicatos socialistas y anarquistas crean la 
Federación Operaria Argentina (FOA). Pero esta unión no dura mucho tiempo. 
En 1903 sindicatos socialistas crean la Unión General de los Trabajadores, la 
CGT, y en 1904, los anarquistas la Federación Operaria Regional Argentina 
(FORA).  Cinco años después de creada la UGT es disuelta y formada la 
Confederación Operaria Regional Argentina (CORA), que marca el nacimiento 
de una nueva corriente sindical en Argentina: el sindicalismo revolucionario, 
que proclamaba la desvinculación de los sindicatos a los partidos políticos.  
En 1916 es elegido el presidente Hipólito Yrigoyen de la Unión Cívica 
Radical, la UCR, y al mismo tiempo los socialistas consiguen elegir 20 
diputados para el Congreso, siendo algunos de ellos dirigentes sindicales. Lo 
que garantiza un impulso a la legislación laboral, aprobando entre muchas 
leyes, la jornada de 8 horas.  
Aún durante el gobierno de Yrigoyen tuvo lugar la llamada Semana 
Trágica, uno de los hechos más resaltantes del movimiento operario argentino. 
Un policía es asesinado durante la huelga en las Oficinas Metalúrgicas Vasena, 
desencadenando el asesinato de cuatro operarios. La FORA declara huelga 
general y ocurre una violenta represión que termina con cerca de 800 
trabajadores muertos y más de 50 mil presos, marcando el fracaso del modelo 
de confrontación revolucionario proclamado por esta federación. 
En 1922 es creada una nueva central, la Unión Sindical Argentina (USA) 
y disuelta la FORA. En 1926, la Confederación Operaria Argentina (COA), que 
organiza la federación por ramo de actividad. Cuatro años después el 
presidente Yrigoyen es destituido del poder por un golpe militar encabezado 
por José Félix Uriburu. Este golpe abre una secuencia de golpes militares y de 
violación de los derechos humanos que solo tendrá fin de forma definitiva en 
Argentina en 1983. El golpe militar de 1930 no es denunciado por el 
movimiento sindical del período. 
                                                          
81
 História do movimento operário argentino (1870-2000), 2 tomos. Buenos Aires: Corregidor, 
2000. 
 
89 
 
El peronismo, de 1943 a 1955, reconfigura el movimiento sindical 
argentino y lo pone al dominio cada vez más del poder político.  El movimiento 
operario fue considerado la columna vertebral del Partido Justicialista, 
coalición que eligió a Juan Perón. En este período la Central General del 
Trabajo (CGT), ya unificada, ganó mucho poder. Pasó de 80 mil afiliados en 
1943 a 4 millones en 1955. Sus miembros participaban de las reuniones de 
gabinete y sus diputados (de la rama sindical), actuaban en bloque. En este 
período fue sancionada la Ley 14.250 (de Convenios Colectivos de Trabajo) 
que ratificaba el papel central de los sindicatos, estableciendo la aplicación de 
los convenios colectivos a afiliados y no afiliados. 
En 1945 Perón es tomado preso y los militares asumen el gobierno. 
Mientras este acto es recibido con alegría por la clases medias y altas de  
Argentina, el proletariado hace una revuelta y la CGT convoca a una huelga 
general - considerada la más importante manifestación operaria de la historia 
argentina - , reuniendo millares de personas que exigen que Perón sea 
liberado, lo que sucede en esa misma noche. Cuatro meses después son 
realizadas las elecciones en el país y Perón es elegido con el apoyo del recién 
creado Partido Laborista, que reúne un gran número de sindicatos. 
Cuatro años más tarde Argentina gana una nueva Constitución, la cual 
será disuelta en 1955 por el golpe militar, la cual incorpora, por primera vez en 
la Carta Magna argentina los derechos del trabajador. Son 10: derecho de 
trabajar, derecho a una retribución justa, derecho a la capacitación, a  
condiciones dignas de trabajo, a la preservación de la salud, al bienestar, a la 
seguridad social, a la protección de su familia, al mejoramiento económico y a 
la defensa de sus intereses profesionales. No consta el derecho a huelga. 
En 1955 un nuevo golpe militar destituye a Perón del poder e interviene 
en la CGT y en todos los sindicatos que apoyaban al presidente. Los militares 
adoptan la política de debilitar a las organizaciones sindicales fragmentando y 
dividiendo el movimiento operario. Doce años después la UCR vuelve al 
gobierno con Arturo Illia, pero no queda en el poder por mucho tiempo. Se da 
un golpe militar en 1966. Con la diferencia que esta vez no fue para implantar 
un gobierno provisorio, pero si una dictadura militar definitiva.  
Comienza entonces un período de extrema violencia y represión en 
Argentina. De 1966 a 1973 fueron asesinados, entre tantos otros, el secretario 
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general de la Unión Operaria Metalurgia y el secretario general de la CGT. La 
incoherencia es que muchos dirigentes sindicales hayan mostrado simpatía por 
el nuevo gobierno militar.  
El peronismo vuelve al poder en 1973 con el presidente Cámpora que 
seguidamente renuncia y en las elecciones siguientes Perón vuelve al poder 
con el mayor número de votos de la historia electoral argentina. En su gobierno 
fue sancionada la Ley nº 20.744 (Ley de Contrato de Trabajo) y aprobada una 
nueva Ley de Asociaciones Profesionales, la cual permitía la actuación política 
de los sindicatos. Con la muerte de Perón un año después, asume su mujer 
María Estela, anulando los convenios colectivos, teniendo como respuesta de 
la CGT una huelga de 48 horas y una gran movilización. Estas acciones 
obligaron al gobierno a volver atrás.  
Un golpe militar más. En 1976 los militares asumen el poder. Entre 15 y 
30 mil personas “desaparecieron” en Argentina de 1976 a 1983. Casi todos los 
sindicatos sufrieron intervención, la CGT fue desarrollada y la huelga era 
tomada como una actividad criminal con pena de 6 años para los trabajadores 
que participasen de una y de 10 para quien fuese el organizador. Algunos 
trabajadores fueron fusilados cuando entraron en huelga. 
En octubre de 1983, dos meses antes que los militares dejen el poder, 
las unidades sindicales argentinas volvieron a tener unidad con el 
restablecimiento de la CGT. Casi 4 millones de trabajadores argentinos 
estaban sindicalizados en este periodo, representando 56% de los asalariados 
del país. 
En los años 1990, de acuerdo con Svampa (2007)82  la realidad del 
sindicalismo argentino cambió de forma considerable con la política neoliberal 
adoptada por Carlos Menem que produjo cambios en el sistema sindical 
tradicionalmente peronista. Svampa afirma: “La expansión de nuevas formas 
de contratación precarias e inestables, la tercerización de servicios; el 
cuestionamiento de las formas de negociación colectiva y su reemplazo 
por los acuerdos individuales y por empresa, los aumentos por 
productividad; en fin, los cambios implicados por la imposición de 
nuevas formas de gestión y organización del trabajo, repercutieron 
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profundamente en las formas de representación sindical. Este proceso 
fue acompañado por el decrecimiento de la conflictividad laboral, sobre 
todo en el sector de los trabajadores industriales, quienes sufrieron 
directamente el impacto de la flexibilización y, a partir de 1994, la 
amenaza disciplinadora del desempleo.” 
Se da entonces una reorientación y realineamiento del papel sindical que 
a partir de la reducción de su espacio de acción busca alternativas para su 
intervención. Comienzan los acuerdos. A cambio del apoyo a las políticas 
neoliberales del gobierno de Carlos Menem la CGT consigue que una buena 
parte de sus prerrogativas corporativas – como el monopolio de la 
representación sindical – fuesen aprobadas. Ahí según Svampa, “si la 
tendencia a la burocratización era ya una dimensión fuerte de la acción 
sindical, en los 90, ello desembocó en la cristalización de las estructuras 
burocráticas.”  
En los años 1990 tuvo lugar una profunda desestructuración del mapa 
laboral que representó para los sindicatos una pérdida de poder. Hubo una 
caída en los conflictos laborales y también una división entre las 
agremiaciones. José Natanson (2010)83 hace esta evaluación del sindicalismo 
en el período Menem: “La conducción de la mayoría de los sindicatos 
acompañó el giro menemista. Hubo excepciones, como la CTA y el MTA 
de Hugo Moyano, una línea interna que sin romper con la CGT se opuso a 
muchas de las políticas de aquellos años. Pero el balance general es de 
complicidad. A cambio del colaboracionismo, Menem desoyó las 
presiones de su principal aliado interno (los grandes empresarios) y 
externo (los organismos internacionales) y se negó a implementar una 
sola medida que modificara la regulación de la organización obrera. Ni 
una sola.” 
 Sobre los rumbos del sindicalismo argentino en el siglo XXI, él presenta 
este diagnóstico:  “En suma, el sindicalismo argentino se formó al calor del 
Estado peronista, fue perseguido pero no aniquilado por la dictadura y, 
renovado sólo en parte, colaboró con las reformas de Menem. Hoy 
acompaña mayoritariamente a Kirchner. ¿Cuál es el resultado de esta 
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evolución? En primer lugar, un sindicalismo que, salvo excepciones, es 
verticalista y tendiente a concentrar el poder interno en un cacique 
indestructible. Es escasamente democrático, al menos si se considera la 
alternancia como requisito básico de la democracia. A la falta de 
democracia interna se suma, retroalimentándola, la escasa transparencia 
en el manejo de los recursos de las obras sociales. Las patotas que 
responden ciegamente al líder funcionan como fuerza de choque interna: 
hubo, en los últimos años, varios episodios de violencia sindical, de los 
cuales el asesinato de Mariano Ferreyra es sólo el más grave. Por último, 
cabe señalar la desatención de los sindicatos hacia las personas que se 
encuentran excluidas del mercado formal de trabajo, a quienes han 
preferido ignorar.” 
Tal vez este panorama desalentador presentado por Natanson en 
Argentina, aliado a la situación sindical brasileña abordada al inicio de este 
capítulo, explique la búsqueda del trabajador por instrumentos alternativos para 
la defensa y garantía de sus derechos y también por la reestructuración de los 
ya existentes. Lo que vuelve fundamental la revisión del papel de las 
defensorías del pueblo y su participación efectiva en la tutela laboral, lo que se 
hará en el próximo capítulo.  
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Capítulo III – Las defensorías del pueblo 
 
El papel de la Defensoría del Pueblo o Defensoría Pública –así 
denominada en Brasil– es, de acuerdo con Galliez (1999, p.7)83, el de 
“mantener el equilibrio, por lo menos en relación al aspecto jurídico, entre 
los „dueños del poder‟ y los oprimidos” De esta forma, la Defensoría Pública 
actúa como un instituto esencial del Estado de Derecho para el enfrentamiento 
la desigualdad entre las clases sociales. Galliez complementa afirmando que la 
Defensoría Pública tiene “una tarea doble, a saber, la de proporcionar justa 
distribución de la justicia y la de prestar solidaridad a las personas que 
buscan apoyo en la institución”.  
Sobre este acceso a la justicia Granover (2003, p. 110) esclarece que: 
“Acceso a la justicia no se identifica, pues, con la mera admisión al 
proceso o la posibilidad de iniciar en juicio. Como se verá en el texto, 
para que exista un efectivo acceso a la justicia es indispensable que el 
mayor número posible de personas sea admitido para demandar y 
defenderse adecuadamente (incluso en el proceso criminal), siendo 
también condenables las restricciones en cuanto a determinadas causas 
(pequeño valor, intereses difusos); pero, para la integridad del acceso a la 
justicia, es preciso eso y mucho más”. 
Para Galliez (199, p. 64) “el acceso a la Justica no se restringe a la 
actuación de las instituciones y de los profesionales del derecho. 
También se precisa introducir modificaciones sustanciales en la 
instrumentalidad del proceso, para volverlo más ágil y eficaz” (traducción 
libre). De acuerdo con Wambier (2007, pg.37), “no se trata solo de asegurar 
el acceso o ingreso al poder judicial. Los mecanismos procesuales deben 
ser capaces de proporcionar decisiones justas, oportunas y útiles para 
los demandantes asegurándose, concretamente, los bienes jurídicos que 
se deben a aquellos que gozan de razón.”  
Evidentemente, el acceso a la Justicia es un requisito fundamental de un 
sistema jurídico moderno e igualitario, que precisa ser así no solo teóricamente. 
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Como resaltan Cappelletti e Garth (1988, p. 13): “El acceso no es 
únicamente un derecho social fundamental, cada vez más reconocido, 
sino también, necesariamente, el punto central del moderno derecho 
procesal.”  
Como afirma Miranda, apud Bastos (1999, p. 424)84: “Asistencia 
judicial y beneficio de justicia gratuito no es lo mismo. El beneficio de 
justicia gratuito es el derecho a la exención provisional de costos, 
ejercible dentro de la relación jurídica procesual, ante un juez que 
promete un servicio jurisdiccional. Es instituto de derecho pre-procesual. 
La asistencia Jurídica es una organización estatal, o paraestatal, que tiene 
como fin, junto con la asignación de dispensas provisionales para gastos, 
indicar un abogado. Es instituto de derecho administrativo.” De esta 
forma, concordamos con Menezes (2013)85 cuando afirma que la Defensoría 
Pública es un órgano que “concretiza” la dignidad de la persona humana al 
“dar voz a los oprimidos y desfavorecidos”, la cual tiene como misión 
revertir el cuadro descrito por Comparato (2010, p. 241)86: “El pecado capital 
contra la dignidad humana consiste, justamente, en considerar y tratar al 
otro –sea individuo, clase social o pueblo– como un ser inferior, con el 
pretexto de diferencias de etnia, género, costumbres o fortuna 
patrimonial.”  
Esto escenario hace pertinente lo que dice Ceneviva (2003, pag. 90)87: 
“Para que la asistencia sea integral, ella debe ser redundantemente plena; 
no limitada a cuestiones procesuales, civiles o penales, sino atender 
cualquier aspecto de la vida jurídica que implique que un desprovisto de 
medios carezca de orientación y acompañamiento en un juicio.”  
Igualmente Siraque (2005, p. 172)88 explica: “Las Defensorías 
Públicas deberían ser prioridad para todos aquellos que promueven la 
ciudadanía, pues ellas representan la posibilidad de garantizar asistencia 
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judicial gratuita a todas aquellas personas que necesiten defender sus 
intereses en juicio.”  
Resumiendo, se puede afirmar que la función de la Defensoría Pública 
consiste tanto en orientar y promover el respeto de los derechos, como en 
garantizar el acceso a la justicia a todos aquellos que no poseen recursos 
financieros para asumir los costos de su tutela jurisdiccional. 
En Brasil, el primer servicio de asistencia jurídica del país, fue creado en 
el estado de Sao Paulo en 1934. En 1939, por medio del Código Procesal Civil 
fueron establecidas las reglas básicas de la justicia gratuita, aunque no fue sino 
hasta el año 1950 cuando fueron consustanciadas en la ley n°1050. En 1975 
fue instituida la asistencia jurídica como órgano de Estado, posteriormente 
llamada Defensoría Pública. 
Dos años después, en 1977, se publicó en Rio de Janeiro la Ley 
Complementaria Estadal, posteriormente denominada Ley Orgánica de la 
Defensoría Pública89, y aún vigente. Esta ley no sólo sirvió de ejemplo para los 
otros estados brasileros sino también fue referencia fundamental para la 
creación de la Ley Complementaria Federal n° 80 de 199490, prevista en el 
parágrafo único del art. 134 de la Constitución Federal Brasilera, que instituyó 
la Defensoría Pública de la Unión.  
La Defensoría Pública de la Unión es un órgano vinculado al Ministerio 
de Justicia y tiene como objetivo la prestación de asistencia jurídica integral y 
gratuita a todos aquellos que no tienen condiciones económicas para asumir 
los costos de su defensa. De acuerdo con el artículo 134 de la Constitución 
Brasilera: “Art. 134. La Defensoría Pública es institución permanente, 
esencial a la función jurisdiccional del Estado, concerniéndole la 
orientación jurídica y la defensa, en todos los grados, de los derechos 
individuales y colectivos, de forma integral y gratuita a los necesitados en 
la forma del inciso LXXIV del art. 5º de esta Constitución Federal. La Ley 
complementaria organizará la Defensoría Pública de la Unión y del Distrito 
Federal y de los Territorios y prescribirá normas generales para su 
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organización en los Estados, en cargos de carrera, provistos, en clase 
inicial, mediante concurso público de pruebas y títulos, asegurando a sus 
integrantes la garantía de la inamovilidad y vetando el ejercicio de la 
abogacía fuera de las atribuciones institucionales. § 2º - A las Defensorías 
Públicas Estadales les es asegurada autonomía funcional y 
administrativa, y la iniciativa de su propuesta presupuestaria dentro de 
los límites establecidos en la ley de directrices presupuestarias y bajo 
subordinación a lo dispuesto en el art. 99, § 2º.”  
De acuerdo con Souza (2003, p.94)91: “Por ser del Estado la 
obligación precipua de prestar asistencia jurídica integral y gratuita, se 
hacía forzoso reconocer una institución autónoma e independiente que 
pudiese prestar fielmente ese servicio público. La Defensoría Pública es, 
entonces, el máximo órgano garante de la prestación de asistencia, como 
promotor de la igualdad entre los individuos.”  
Sin embargo, como destaca Moreira (1998, p. 61)92: Las Defensorías 
Públicas, notablemente, ni siempre consiguen imprimirle a su trabajo la 
eficiencia deseable, a pesar de la competencia y dedicación de los tantos 
defensores. Equiparlas bien es un tópico que necesitaría asumir mayor 
relevancia entre las escalas de prioridad de la Administración Pública; 
pero lo que se ve, en lo particular, es la frecuente incoherencia entre la 
declarada preocupación social de muchos gobiernos y la negligencia en 
la práctica orientada hacia este tema.”  
De forma resumida, es papel de la Defensoría Pública prestar asistencia 
jurídica integral y gratuita a las personas que no pueden pagar por los servicios 
de un abogado. Así, su función característica es la defensa de los que son 
financieramente hiposuficientes. 
En el universo laboral el papel de la Defensoría Pública en Brasil es 
llevado a cabo por medio de los sindicatos, los cuales emplean sus 
procuradores acreditados para defender los derechos individuales de sus 
asociados en Juicio. Todavía no se ha implementado en el país, una 
Defensoría Pública en el ámbito de la Justicia Laboral, por lo que actualmente, 
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el trabajador no dispone de una alternativa para la defensa de sus derechos de 
forma gratuita.  
En Argentina, como veremos más detalladamente en los tópicos 
siguientes, la Defensoría del Pueblo atiende reclamos sobre cuestiones 
laborales en su sector de Seguridad Social y Empleo, contemplando: “la 
protección, promoción y garantía de los derechos de los jubilados y 
pensionados nacionales en general, la relación de empleo público, la 
seguridad e higiene en el trabajo (ART), las asociaciones gremiales y los 
subsidios de la Administración Nacional de la Seguridad Social, entre 
otros”, los cuales también están lejos de atender a los anhelos del trabajador.  
Como propone Elias (2011)93: “Si bien entendemos que la asociación 
sindical parece el candidato natural a ejercer este tipo de acciones en 
defensa de los trabajadores comprendidos en su ámbito de 
representación, corresponde también considerar la posibilidad de que se 
habilite a otros sujetos para ejercer este derecho. Tal como lo 
expusiéramos en el ya referido Informe del Estado Actual de las 
Relaciones Laborales en la Argentina (38), podría pensarse en un 
Ministerio Público del Trabajo con aptitud para instar acciones legales de 
carácter declarativo en defensa de intereses de determinados colectivos 
de trabajadores o de sujetos impedidos de asumir su propia defensa, así 
como en un Ombudsman o Defensor de los Trabajadores, al estilo de la 
figura del Defensor del Pueblo de la Nación (39), del Defensor 
Penitenciario (40) o de las facultades que se le reconoce a la 
Subsecretaría de Defensa del Consumidor, o sus equivalentes locales 
para ejercer acciones resguardo de los derechos de usuarios y 
consumidores hiposuficiencia reclamacional un nuevo desafío para el 
derecho del trabajo.” 
Es decir, tal vez haya llegado el momento, como afirma Elias –con quien 
compartimos la opinión– de “revisar también el paradigma que da por 
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presupuesta la capacidad de reclamo del trabajador, diseñando institutos 
que se hagan cargo de la situación.” 
Después de esta breve introducción sobre el tema propuesto en este 
capítulo, seguiremos con los antecedentes históricos de la Defensoría Pública 
para así conocer su evolución e implementación, además de contextualizar su 
actuación en el siglo XXI.  
 
3.1 Antecedentes históricos 
 
Al reconstruir la evolución histórica de la Defensoría Pública, 
encontramos referencias de acciones similares a las realizadas por esta 
institución en la actualidad, en la Grecia antigua y en Roma. En la Antigüedad, 
en Atenas, cada año eran escogidos diez abogados para defender a los 
ciudadanos más pobres, en causas civiles y criminales en contra de los 
poderosos de la ciudad. También en La Roma antigua encontramos 
dispositivos legales para garantizar cierta igualdad ante la ley y el acceso a la 
justicia para todos.  
Como explican Moraes y Silva (1995)94, refiriéndose a Roma, se le 
atribuye a Constantino (288-337) la primera iniciativa de orden legal 
incorporada a la legislación de Justiniano (483-565), la cual garantizaba un 
abogado para quien no tuviese condiciones financieras para acceder a un 
profesional. Con el Cristianismo y su ideal de caridad, se les impuso a los 
abogados, la obligatoriedad de no cobrar honorarios a los pobres, mientras que 
a los jueces se les exigía renunciar al pago de los procesos. Sin embargo, este 
espíritu “caritativo” perdió fuerza con el Feudalismo en la Edad Media; época 
en la cual los nobles se encargaban de dictar las leyes.  
Fue sólo a partir de la Revolución Francesa en 1789 cuando una 
organización dependiente del Estado puso a disposición de los sectores más 
desfavorecidos de la sociedad un servicio de asistencia jurídica. Se trataba de 
una exigencia inherente al Principio de Igualdad ante la ley, proclamado por la 
Revolución. Esta visión de asistencia jurídica para los carentes y necesitados 
devenida de la Revolución Francesa en el siglo XVIII sólo va a ser modificada a 
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partir del Movimiento de Acceso a la Justicia que surge como reacción, en 
términos procesuales, a la Segunda Guerra Mundial.  
Ya al inicio del siglo XX como relata Souza (2003, p. 167), “tanto en 
Austria como en Alemania fueron frecuentes las denuncias de 
discrepancias entre la demanda y la oferta de justicia, surgiendo varios 
intentos, tanto por parte del Estado como por grupos de presión de las 
clases sociales más débiles, por minimizarlas.”  
En 1948, es consagrado el acceso al derecho y a la justicia, en la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos proclamada por la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU). Dos años después, en 1950, es 
reafirmado en la Convención Europea de Derechos Humanos.  
La necesidad de garantizar el acceso a la justicia ganó fuerza y 
principalmente visibilidad, presionando al Estado a posicionarse. De acuerdo 
con Cappelleti (1988, p. 31), quien junto con Brian Garth, en 1978 condujo un 
amplio estudio sobre el acceso al derecho y a la Justicia: “El despertar del 
efectivo acceso a la justicia dio origen a la primera onda de reformas, 
pudiendo ser clasificadas, en orden cronológico, de la siguiente manera: 
a) asistencia judicial; b) representación jurídica para intereses difusos; c) 
enfoque de acceso a la justicia. 
Esa nueva percepción de justicia dio origen al munus honorificum 
(abogacía pro-bono o voluntaria) que, a su vez, revolucionó la abogacía 
tradicional. Sin embargo, como todo proceso en fase de desarrollo, también 
presentó algunos problemas; dado que no hubo participación del estado en su 
garantía y al no contar con mucha motivación económica, la calidad de los 
servicios prestados fue muy baja y en la mayoría de los casos los procesos 
eran asumidos por abogados sin experiencia profesional.  
Le tocó, entonces, al Estado asumir su parte y así surgió el  Judiciare 
que, según Cappelletti (1988, p. 35) es: “Un sistema a través del cual la 
asistencia judicial es establecida como un derecho para todas las 
personas que se encuadren en los términos de la ley. Los abogados 
particulares, entonces, son pagados por el Estado. La finalidad del 
sistema judiciare es la de proporcionar a los litigantes de baja renta la 
misma representación que tendrían si pudiesen pagar un abogado.”  
100 
 
El Judiciare surgió en Inglaterra en 1949, cuatro años después del final 
de la Segunda Guerra Mundial. En su forma inicial el sistema presentaba 
muchas limitaciones, como la de no asegurar el interdicto, el habeas corpus o 
los derechos del consumidor, así como las elevadas sumas que el Estado 
debía pagar para contratar abogados calificados. Cappelletti (1988), sin 
embargo, resalta un dato importante, explica que en Francia, desde 1972, el 
Judiciare fue ideado para atender no sólo a los pobres, “sino también a 
algunas personas por encima del nivel de la pobreza”. El autor 
complementa “Este hecho es fundamental para la democratización. Hay un 
estigma sobre los términos “popular”, “asistencia gubernamental” como 
si sólo los pobres tuviesen necesidad de solicitar el auxilio del Estado; 
cualquier ciudadano que esté regido sobre las leyes de éste, tiene 
derecho de ser atendido por el gobierno, no se trata de una cuestión 
económica, “popular” se refiere al pueblo, y el pueblo es un conjunto de 
ciudadanos que construyen una nación. Por lo tanto, no es sólo la clase 
baja la que debe preocuparse con el acceso a la Justicia, sino todas las 
clases que conforman un país.”  
Es decir, a partir de este momento, el acceso a la Justicia comienza a 
ser entendido como un requisito básico de los derechos humanos, que debe 
formar parte del sistema jurídico moderno. Después de esta etapa, el 
movimiento mundial de acceso a la Justicia pasó por dos fases más; la primera 
planteó con mayor vigor la discusión sobre la democratización de la Justicia –
años „80– mientras que la segunda se centró en la facilitación del acceso a la 
Justicia a partir de medidas prácticas, con la idea de agilizar los procesos, para 
así conseguir responder a las demandas de la sociedad actual y atender a un 
mayor número de ciudadanos.  
En Europa, fue a partir de octubre de 1999 cuando, por medio del 
Consejo Europeo de Tampere, el acceso al derecho y a la justicia pasó a ser 
independiente, siendo establecido un patrón mínimo de apoyo judicial a los 
ciudadanos para que éstos pudiesen tener un juicio justo en el territorio 
europeo. En 2000 el Libro Verde de la Comisión Europea sobre la asistencia 
judicial civil propuso: la prestación de asesorías jurídicas gratuitas o de bajo 
costo, la representación en el tribunal por parte de un abogado y la exención 
101 
 
parcial o total de gastos y/o costos judiciales, entre otras medidas (PEDROSO, 
TRINCÃO e DIAS, 2003).95 
Es importante registrar que, de acuerdo a la comprensión de los 
estudiosos en el tema (PEDROSO, TRINCÃO e DIAS, 2003), es en Francia 
donde ha sido implantado el modelo más completo de acceso a la Justicia.  
Además de las estructuras judiciales y de las formas de resolución 
extrajudiciales de conflicto -conciliación, mediación y arbitraje-, el país cuenta 
también con Consejos Departamentales de Acceso al Derecho (CADAD), 
Casas de Justicia y de Derecho (CJD) y Puntos de Acceso al Derecho (PAD).  
En Holanda el programa de acceso a la Justicia no es completamente 
gratuito. Como explican Pedroso, Trincão y Dias (2003, p. 4): “El sistema de 
acceso al derecho y a la justicia en Holanda está organizado en 50 
gabinetes de apoyo jurídico y está subordinado a una doble condición 
que considera, por un lado, el patrimonio del demandante y, por otro, sus 
recursos financieros. El beneficiario debe, todavía, coparticipar a veces, 
en este sistema incluso con un pequeño presupuesto. El apoyo judicial es 
aceptado solo si el asunto cuenta con una hipótesis real de éxito en la 
solución del litigio.”  
En España, después de la promulgación de importantes leyes sobre el 
tema en 1996, fueron abolidas las tasas judiciales y creados servicios de 
consulta y orientación, culminando con la creación de las Comisiones de 
Asistencia Jurídica Gratuita en cada una de las capitales de las provincias que 
tienen soporte administrativo del Ministerio del Interior. Finalmente, en Portugal 
encontramos los Núcleos de Apoyo Judicial y la figura del Proveedor de 
Justicia, creada desde 1975. Esta figura, que cuenta con estatuto propio96, 
tiene como función defender y promover los derechos, libertades, garantías e 
intereses legítimos de los ciudadanos. El acceso al Proveedor de Justicia es 
gratuito para toda la población y el servicio se divide en varias áreas como: 
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Derecho de los Trabajadores, Derecho a la Justicia y a la Seguridad, Núcleo 
del niño, el anciano y la persona con Deficiencia, entre otros.  
Saliendo del continente europeo, nos encontramos con la situación del 
acceso al derecho y a la justicia en los países del continente americano. 
Estados Unidos fue el segundo país del mundo –después de Brasil– en 
correlacionar el instituto de la Defensoría Pública a la Constitución, después de 
la decisión de la Suprema Corte de 1963, de extender el derecho a la 
asistencia jurídica a todas las personas pobres, sin establecer condiciones.  
La Defensoría Pública de los Estados Unidos fue creada el 18 de marzo 
de 1963 cuando la Suprema Corte norteamericana, en una decisión histórica, 
decidió que todo ciudadano tenía derecho a un abogado, aunque que no 
tuviese condiciones para pagar sus honorarios. De acuerdo con la Suprema 
Corte “abogado en un tribunal criminal es una necesidad, no un lujo”. El caso 
Gideon versus Wainwright motivó esta decisión.  
Melo (2013)97 relata este caso: “Acusado de robo, pero jurando 
inocencia, Gideon pidió al tribunal que nombrase un abogado público 
para defenderlo. Entretanto, una decisión de la Suprema Corte de los EUA 
de 1942 (Betts v. Brady) negaba a los acusados, juzgados en tribunales 
estadales, el derecho a la asistencia jurídica prevista en la Sexta 
Enmienda de la Constitución sin que atendieran determinadas 
condiciones. Los estados sólo eran obligados „a asignar un abogado para 
reos indigentes en circunstancias especiales; en esos casos en que un 
abogado se encargaría de asegurar la justicia fundamental‟. Las 
circunstancias no ayudaron a Gideon. Él no sería condenado a la pena de 
muerte, no era analfabeto, ni tenía problemas mentales. Y su caso no era 
particularmente complejo. Gideon protestó vehementemente contra su 
condena a prisión, por decirse inocente. Pero fue a la cárcel. Sin 
embargo, su caso acabó en la Suprema Corte de los EUA. Incluso sin él 
saber, la mayoría de los ministros de la Suprema Corte declararon que la 
ley, basada en Betts, creó „sistemas de justicia criminal en los estados 
que generaron desigualdades e injusticias desenfrenadas‟. Para los 
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ministros, „cualquier persona arrastrada a un tribunal, que no pudiese 
contratar un abogado por ser pobre, no podía tener un juicio justo a 
menos que le fuera garantizado un defensor‟. Y así cambió el sistema.”  
En 2014 –cincuenta y un años después esta decisión de la Suprema 
Corte– según Steven Benjamin, presidente de la Asociación Nacional de los 
Defensores Públicos de los Estados Unidos: “la Defensoría Pública de los 
Estados Unidos está quebrada” y no “se puede confiar en la institución 
para proteger a las personas contra condenas indebidas.”  
De acuerdo con un estudio realizado en 2013 por la American Bar 
Association (ABA), todos los años miles de personas son procesadas en los 
Estados Unidos sin la presencia de un abogado.  Además, los defensores 
públicos están sobrecargados y sin tiempo ni recursos para ofrecer una 
defensa apropiada a los que la necesitan.  
Otro problema señalado por la ABA con respecto a la Defensoría Pública 
norteamericana, es la falta de independencia para realizar su trabajo, y se citan 
dos ejemplos. Uno de ellos es que, en determinadas jurisdicciones, los jueces 
prefieren nombrar defensores que concuerden sin reservas con las 
declaraciones de culpa que son propuestas por la Fiscalía. Lo otro es que en la 
mayoría de los estados los defensores públicos son nombrados por los 
gobernadores o por comisiones. Ambos estarían más interesados, de acuerdo 
con la ABA, en la cantidad y no en la calidad de la representación.  
Ahora pasemos a la situación de América del Sur. 
 En el año 2000 el Consejo del Mercado Común, órgano del Mercosur, 
publicó la Decisión n° 49/00 aprobando el Acuerdo sobre el Beneficio de la 
Justicia Gratuita y la Asistencia Jurídica Gratuita entre los Estados Partes98. En 
su art. 1° el Acuerdo determina que: “los nacionales, ciudadanos y 
residentes habituales de cada uno de los Estados Partes gozarán, en el 
territorio de los otros Estados Partes, en igualdad de condiciones, de los 
beneficios de la justicia gratuita y de la asistencia jurídica concedida a los 
suyos, nacionales y residentes habituales.” Actualmente forman parte del 
Mercosur, Argentina, Brasil, Paraguay, Uruguay y Venezuela.  
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De acuerdo con Brauner (2010, p. 85)99: “La parte que haya obtenido 
el beneficio de la asistencia gratuita en el proceso de entrega de la 
sentencia, lo mantendrá para la ejecución de esa sentencia en otro Estado 
del Mercosur. En este caso, la autoridad judicial del local de ejecución de 
la sentencia no podrá revisar la decisión de concesión de gratuidad, 
mitigando la independencia del magistrado, bajo pena de responsabilidad 
en el plan internacional. Si las circunstancias fácticas indicaran 
modificación de la situación socioeconómica del beneficiario, la autoridad 
jurídica deberá comunicar el hecho a la autoridad que concedió el 
beneficio, no pudiendo, todavía así, revocarlo. Hay previsión de 
circulación de informaciones acerca de la situación económica del 
requirente del beneficio de justicia gratuita, mediante la intervención de 
autoridades centrales o igualmente de acceso directo en zonas 
fronterizas.”  
Para implementar condiciones de acceso a la justicia en las relaciones 
transfronterizas, fueron creados en el año 2003, el Bloque de Defensores 
Públicos Oficiales del Mercosur (BLODEPM) y la Asociación Interamericana de 
Defensorías Públicas (AIDEF), que también fortalece institucionalmente a las 
Defensorías nacionales.  
A pesar de todas las iniciativas del bloque, para Brauner (2010, p. 88), 
de acuerdo con el derecho comparado, “todavía hay un desajuste entre la 
implementación de las Defensorías Públicas en los diferentes Estados del 
Bloque.” La autora complementa que, sin embargo, al lado de la sociedad 
civil, los Estados buscan crear formas de fiscalización y directrices 
comunes para la garantía de acceso a la justicia en el ámbito regional, 
destacándose por la elaboración de reglas comunes de asistencia jurídica 
gratuita.”  
En Chile actúa la Defensoría Penal Pública, creada en 2001 y que tiene 
como función, de acuerdo con la definición del propio órgano: “proporcionar 
defensa penal a los imputados o acusados por un crimen, simple delito o 
falta que carezcan de abogado, asegurando de esta manera el derecho a 
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defensa por un letrado y el debido proceso en el juicio penal. Es decir, a 
través de la Defensoría Penal Pública se garantiza el derecho de las 
personas a contar con un abogado defensor.” 
Siguiendo con América del Sur, en Bolivia existe una figura de Defensor 
del Pueblo, que no presta asistencia jurídica; sino que más bien encarna a un 
tipo de promotor nacional de Derechos Humanos. En este país la asistencia 
jurídica gratuita se encuentra a cargo del Servicio Nacional de Defensa Pública 
de Bolivia (Senadep), que integra los servicios jurídico y social, prestados por 
funcionarios públicos y que prioriza la atención en área criminal. Datos 
publicados en 2012 revelaron que, para ese año, Bolivia contaba con apenas, 
0,8 defensores por cada cien mil habitantes, lo que llevó al país a crear un 
servicio de abogados gratuitos remunerados por el Estado.  
En Venezuela la Defensoría del Pueblo funciona como instancia 
promotora de Derechos Humanos y Defensa Pública que ofrece asistencia 
jurídica y que actúa bajo representación procesal. La constitución del Perú 
prevé la asistencia jurídica gratuita, pero no indica cómo ésta debe ser 
realizada. En 2010 el servicio de defensoría pública fue reorganizado, dándole 
prioridad al servicio criminal y al área de familia.  
En Paraguay, el Ministerio de Defensa Pública, tiene abogados 
contratados por el Estado, conectados a la Suprema Corte, que actúan solo por 
representación procesal. Empero, el país no cuenta con una ley orgánica de la 
Defensa Pública. Finalmente, Uruguay presenta defensores concursados, 
conocidos como “defensores de oficio”. En este país, tampoco existe una ley 
orgánica en esta área y los abogados actúan apenas subsidiariamente en 
cuestiones de asistencia jurídica. Sin embargo, en 2006 fue creada la figura del 
Defensor del Pueblo, que es una especie de ombudsman nacional. 
También es importante registrar que existen varias instituciones 
mundiales que reúnen a los Defensores del Pueblo. América Latina cuenta con 
la Federación Iberoamericana de Ombudsman (países de América Latina, 
España, Portugal y otros) y también con el Instituto Internacional de 
Ombudsman que organiza reuniones y seminarios, para así divulgar acciones y 
perfeccionar el trabajo.  
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Después de esta breve presentación sobre la evolución histórica y la 
actualidad de la Defensoría Pública en varias partes del mundo, pasaremos al 
foco de este trabajo, la situación de la Defensoría Pública en Brasil y Argentina.  
 
 
3.2 Implantación jurídica en Brasil y Argentina  
 
La primera iniciativa que apunta a la asistencia jurídica gratuita en Brasil 
se encuentra en las Ordenanzas Filipinas100, Libro III, título 84, párrafo 10 que 
dice lo siguiente: Al ser el agravante tan pobre que jure no tener 
mobiliarios, ni de raíz, ni por donde pagar el agravio, y diciendo en la 
audiencia una vez el Pater Noster por el alma del Rey Don Diniz, le será 
habido como que pagó los novecientos reis, con tal de que quite todo 
certificado dentro del tiempo, en que había de pagar el registro.”  
Oliveira (2007, p. 59)101 explica que: “Aunque esta Ordenanza date de 
1603, solo hasta 1823 estos dispositivos pasaron a estar vigentes por 
fuerza de ley. Algunos años después, otros dispositivos fueron creados 
en forma de leyes y normativas, estableciendo, de forma más concreta la 
asistencia judicial en el país. En un primer momento, esas leyes 
disciplinaron esa asistencia en procesos penales. Sin embargo, 
posteriormente, otras leyes vinieron a darle un carácter más abarcador, 
abarcando el proceso civil.”  
En 1843 se creó, por parte del emperador Pedro II, el Instituto de los 
Abogados Brasileros (IAB) que tuvo entre sus presidentes al jurista Augusto 
Teixeira de Freitas, protagonista de mi libro “Teixeira de Freitas sob a ótica da 
contemporaneidade”102, lanzado en el 2011. En 1870 el IAB creó un Consejo 
con el objetivo de prestar asistencia jurídica a los más necesitados en causas 
civiles y criminales. Sin embargo, y a pesar de la importancia de la iniciativa, 
ésta resultó insuficiente para atender la demanda del país. Era fundamental la 
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elaboración de una legislación específica que garantizara la asistencia jurídica 
gratuita, así como la exención de costos procesales.  
A pesar del clamor de los abogados y juristas de la época por la 
formalización de esta acción, fue preciso esperar hasta 1897. En ese año, 
específicamente el día 5 de mayo, el Decreto n° 2457103 instituyó la Asistencia 
Judicial en Rio de Janeiro, capital del país para ese momento. Dicho órgano 
representó un avance muy limitado, ya que la atención quedó restricta a los 
habitantes de Rio de Janeiro.  
Con la Constitución de 1891 se avanzó un nuevo paso. Aunque la Carta 
Magna no hacía mención sobre la asistencia jurídica, en su art. 72 abordó la 
cuestión de la plena defensa, estableciendo en su inciso 16 que: “a los 
acusados se les asegurará en la ley la más plena defensa, con todos los 
recursos y medios esenciales para ella, desde la nota de culpa, entregue 
en 24 horas al preso y firmada por la autoridad competente con los 
nombres del acusador y los testigos.”  
El gran avance se dio con la Constitución de 1934104 (título III, capítulo II, 
art. 113) que finalmente reconoce el derecho al acceso gratuito a la Justicia: 
“32) La Unión y los Estados concederán a los necesitados asistencia 
judicial, creando, para ese efecto, órganos especiales y asegurando, la 
exención de honorarios, costos, tasas y sellos.”  
Continuando con la trayectoria legislativa de la asistencia jurídica 
gratuita en Brasil, para 1939 el Código Procesal Civil (Decreto n° 1608 de 
1939) estableció las reglas elementales sobre la institución de la justicia 
gratuita, lo que de cierta forma compensó la falta de previsión de este servicio 
en la Constitución de 1937, promulgada durante la dictadura del Estado Nuevo. 
El párrafo único del art. 68 determina que: “La parte que no esté en 
condiciones de pagar los costos del proceso, sin prejuicio del sustento 
propio o de la familia, gozará del beneficio de gratuidad, que comprenderá 
las siguientes exenciones: I – de las tasas judiciales y los sellos; II – de 
los emolumentos y los costos de  los jueces, órganos del Ministerio 
Público y empleados de la justicia; III – de los gastos en publicaciones del 
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 Decreto 2457 de 8 de fevereiro de 1897. Disponible en 
http://legis.senado.gov.br/legislacao/ListaPublicacoes.action?id=69524. Acceso el 01 dic. 2014. 
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 Constituição da República dos Estado Unidos do Brasil de 16 de julho de 1934.  Disponible 
el http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/constituicao/Constituicao34.htm. Acceso el 01 dic. 2014. 
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periódico encargado de la divulgación de los actos oficiales; IV – de las 
indemnizaciones debidas a testigos; V – de los honorarios de abogado y 
perito.”  
Con el fin del Estado Nuevo, la Constitución de 1946105 restableció la 
asistencia judicial en su art. 141, párrafo 35: “El Poder Público, en la forma 
que la ley lo establece, concederá asistencia judicial a los necesitados.”  
Sobre los procedimientos siguientes Oliveira (2007, p.70) explica que: 
“El 5 de febrero de 1950 fue editada la Ley 1060, que dispone sobre la 
concesión de la asistencia judicial a los necesitados. Hay un error en la 
nomenclatura de la Ley, pues, la verdad, ella trata de las reglas para la 
concesión de la Justicia Gratuita. La justicia gratuita y la asistencia 
judicial, a pesar de estar íntimamente ligadas y converger hacia el mismo 
objetivo, son conceptos diferentes que necesitan ser distinguidos. Los 
dispositivos del Código Procesal Civil que regulaban la Justicia Gratuita 
fueron procesados por el Código Procesal Civil de 1973, para la referida 
Ley. Ésta continúa en vigor hasta hoy, pues fue adoptada por la 
Constitución de 1988 y es, con certeza nuestro entender, un marco en la 
lucha por el acceso a la Justicia.”  
Con respecto a la diferencia conceptual entre asistencia judicial y 
beneficio de justicia gratuita citado por Oliveira en el párrafo anterior, es 
importante recordar lo que dice Pontes de Miranda (1967, p. 460)106: “El 
beneficio de justicia gratuita es el derecho a la exención provisional de 
gastos, ejercible en relación jurídica procesal, ante un juez que promete la 
adjudicación; es instituto de derecho pre-procesal. La Asistencia Judicial 
es una organización estatal, o paraestatal, que tiene como fin, al lado de 
la exención provisional de gastos, la indicación de un abogado; es 
instituto de derecho administrativo.”  
El art. 134 de la Constitución Federal promulgada en 1988107 dispone 
que: “La Defensoría Pública es institución permanente, esencial a la 
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 Constituição da República dos Estado Unidos do Brasil de 18 de setembro de 1946. 
Disponible en http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/constituicao/Constituicao46.htm. Acceso el 
01 dic. 2014. 
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2.ed. Rio de Janeiro: Forense, 1967.  
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función jurisdiccional del Estado, concerniéndole la orientación jurídica y 
la defensa, en todos los grados, de los derechos individuales y 
colectivos, de forma integral y gratuita a los necesitados en la forma del 
inciso LXXIV del art. 5º de esta Constitución Federal. La Ley 
complementaria organizará la Defensoría Pública de la Unión y del Distrito 
Federal y de los Territorios y prescribirá normas generales para su 
organización en los Estados, en cargos de carrera, provistos, en clase 
inicial, mediante concurso público de pruebas y títulos, asegurando a sus 
integrantes la garantía de la inamovilidad y vetando el ejercicio de la 
abogacía fuera de las atribuciones institucionales. § 2º - A las Defensorías 
Públicas Estadales les es asegurada autonomía funcional y 
administrativa, y la iniciativa de su propuesta presupuestaria dentro de 
los límites establecidos en la ley de directrices presupuestarias y bajo 
subordinación a lo dispuesto en el art. 99, § 2º. (Incluido por la Enmienda 
Constitucional nº 45, de 2004) § 3º Se aplica lo dispuesto en el § 2º a las 
Defensorías Públicas de la Unión y del Distrito Federal. (Incluido por la 
Enmienda Constitucional nº 74, de 2013) § 4º Son principios 
institucionales de la Defensoría Pública la unidad, la indivisibilidad y la 
independencia funcional,  dispuesto en el art. 93 y en el inciso II del art. 96 
de esta Constitución Federal. (Incluido por la Enmienda Constitucional nº 
80, de 2014).”  
Para Oliveira (2007, p. 71) “pese a la precariedad de nuestra 
Defensoría Pública, Brasil se destaca en el panorama mundial como uno 
de los pocos países que erige la Defensoría Pública, por mandamiento 
constitucional, y bajo la condición de carrera de Estado, lo que denota 
nuestro elevado grado de madurez democrático, desde el punto de vista 
formal.”  
De acuerdo con el Mapa de Defensorías Públicas en Brasil108 realizado 
en 2013 por el Instituto de Investigación Económica Aplicada (IPEA) 
conjuntamente con la Asociación Nacional de los Defensores Públicos 
(ANADEP) la Constitución de 1988 representó grandes avances. El documento 
apunta que: “Además de incorporar la legislación anterior, al estipular que 
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 Mapa da Defensoria Pública no Brasil. Disponible en 
http://www.ipea.gov.br/sites/mapadefensoria/a-defensoria-publica. Acceso el 01 dic. de 2014. 
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„el Estado prestará asistencia jurídica integral y gratuita a los que se le 
compruebe insuficiencia de recursos‟ (art. 5°, LXXIV), la Constitución 
también estableció la Defensoría Pública como „institución esencial para 
la función jurisdiccional del Estado, concerniéndole la orientación jurídica 
y la defensa, en todos los grados, de los necesitados, en la forma del art. 
5º, LXXIV’ (CF, art. 134, sin destaques en el original). En 2004, la Enmienda 
Constitucional n. 45 le aseguró a las defensorías públicas estadales, 
autonomía "funcional" y “administrativa”, dándoles tratamiento 
equiparables al de la Magistratura y el Ministerio Público.”  
El documento también apunta que el modelo determinado por la 
Constitución de 1988 obtuvo reconocimiento internacional y fue aprobado por la 
Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA) en 
2011 y 2012 (por medio de las resoluciones AG/RES. 2714 (XLII-Lo/12) y 
AG/RES 2656 (XLI-Lo/11) siendo incluso recomendada, su adopción a todos 
los países miembros. Esto no significa, sin embargo, que no existan problemas. 
Uno de ellos, por ejemplo, es la lentitud con la que se ha venido implementado 
en los estados brasileños. Hasta los años „90 sólo siete estados tenían 
Defensorías Públicas, llegando a diez en esa década. Para el nuevo milenio 
ocho estados más crearon sus Defensorías, siendo que, de acuerdo con 
informaciones del IPEA y de la ANADEP, “las dos últimas de ellas fueron 
creadas por ley, una en 2011, en Paraná, y otra en 2012 en Santa Catarina” 
(Traducción libre), dos estados de la región Sur de Brasil. 
Además de la lentitud de creación de las Defensorías Públicas, IPEA y 
ANADEP identifican otros “obstáculos verificados en ese proceso de 
consolidación institucional”. En el estado de São Paulo fue diagnosticado 
como punto neurálgico, la insatisfacción con la estructura de funcionamiento de 
las Defensorías; descontento que se ha estado irradiado a otros estados de la 
Unión. Como explica el documento citado anteriormente: “Casi dos décadas 
después de la promulgación de la Constitución y de la expresa previsión 
de que la Defensoría Pública sería responsable por la „orientación jurídica 
y la defensa, en todos los grados, de los necesitados, en la forma del art. 
5º, LXXIV‟; (art. 134), São Paulo mantuvo una estructura controversial para 
la  prestación de tales servicios legales, basada en la designación de 
abogados públicos en una unidad específica de la Procuraduría General 
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del Estado –la „Procuraduría de Asistencia Judicial‟ (PAJ) –, con el 
agregado de abogados trabajando en convenios celebrados entre el 
Estado y la OAB/SP.”  
Muchos entendían que los abogados públicos podían estar sujetos a un 
conflicto de interés, durante su actuación como asistentes jurídicos de los 
carentes, al no sentirse confortables por actuar en contra del gobierno que 
garantiza sus honorarios. Otra crítica era la referente a la falta de recursos que 
el gobierno del estado disponía para este servicio. Delante de este cuadro, 
para el año 2002, São Paulo creó el Movimiento por la Defensoría Pública que 
involucró a más de 400 instituciones y organizó una serie de peticiones y 
manifestaciones públicas buscando apoyo dentro la comunidad jurídica y 
también dentro el sistema político del país. 
De acuerdo con el IPEA y la ANADEP: “La lógica de movilización 
social que marcó la implantación de la Defensoría Pública en São Paulo 
se diseminó por el país, configurando así, una conciencia social sobre el 
derecho de todos, de acceder a la justicia: en los estados en los cuales no 
había defensoría pública, los movimientos sociales, sindicatos y grupos 
de la sociedad civil pasaron a organizarse para ejercer presión contra los 
gobiernos, reclamando su implantación. Y –tal vez más importante– esos 
movimientos y grupos acompañaron directamente y, en algunos casos, 
participaron activamente en la redacción de los proyectos de ley que 
estaban siendo presentados en las asambleas provinciales legislativas 
para la instauración de las defensorías; además colaboraron 
continuamente con sus líderes y miembros, después de que las mismas 
fueran implantadas.”  
En 2007, con la aprobación por el Congreso de la Ley Federal n° 11.448, 
la Defensoría Pública pasó a formar parte de las instituciones legítimas con 
capacidad de juzgar acciones colectivas bajo los supuestos de la Ley Federal 
n° 7.347/1985, que es la Ley de la Acción Civil Pública. La Asociación Nacional 
de Miembros del Ministerio Público (CONAMP) presentó una demanda de 
inconstitucionalidad en contra de esa disposición, alegando que la misma 
“vulnera tanto las prerrogativas constitucionales del Ministerio Público 
como las atribuciones constitucionales de la Defensoría Pública”. De 
acuerdo con esta entidad, “en los casos en los que se busca proteger los 
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derechos colectivos y difusos, no hay forma de separar claramente los 
que pueden y no pueden pagar un abogado.” En setiembre del 2015º, el 
Supremo Tribunal Federal (STF) decidió de forma unánime por la 
constitucionalidad de la disposición. 
Otro problema, que las Defensorías Públicas de Brasil, han tenido que 
enfrentar es el déficit de profesionales. Datos de la Asociación Nacional de los 
Defensores Públicos (ANADEP) revelan que para 2013 los únicos estados que 
no presentaron déficit de defensores públicos fueron: Distrito Federal y 
Roraima Los estados que presentaron un déficit de hasta 100 defensores 
fueron: Acre, Tocantins, Amapá, Mato Grosso do Sul, Paraíba, Rondônia e 
Sergipe. “Los estados con mayores déficits en números absolutos son: 
São Paulo (2.471), Minas Gerais (1.066), Bahía (1.015) y Paraná (834).” El 
déficit total de Brasil es de 10.578 defensores públicos.” Para calcular este 
déficit, la ANADEP consideró el índice poblacional y la necesidad de al menos 
un defensor público por comarca, incluyendo a aquéllas con menos de diez mil 
personas con hasta tres salarios-mínimos. 
Las áreas de actuación, con mayor número de defensores públicos en 
Brasil son: criminal, civil, familiar y ejecución penal, en ese orden. Incluso 
reconociendo la necesidad de la Defensoría Pública en el ámbito de la Justicia 
Laboral, ésta aún no ha sido instituida en el país. La Ley Complementaria n° 
88, con fecha 12 de enero de 1994109, en su art. 14 prevé que la “Defensoría 
Pública de la Unión actuará en los Estados, en el Distrito Federal y en los 
Territorios, junto a la Justicia Federal, del Trabajo, Electoral, Militar, 
Tribunales Superiores e instancias administrativos de la Unión; no 
obstante, en la práctica esta determinación legislativa no ha sido cumplida.  
En Argentina, como explica Diaz Solimine (2003)110 el derecho a litigio 
sin costos está previsto en el art. 78 del Código Procesal Civil y Comercial de la 
Nación, en el art. 16 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires y en las constituciones de otras provincias del país. Igualmente, la 
previsión se encuentra en el art. 15 de la Constitución de la Provincia de 
Buenos Aires que también asegura la gratuidad de los trámites judiciales y de 
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la asistencia jurídica. Para acceder a ese beneficio solo es preciso tener una 
necesidad de reclamo o defensa de un derecho ante la Justicia y comprobar, 
por medio de testigos, la carencia de recursos. 
En cuanto a la Defensoría del Pueblo, la misma fue instituida por el 
Congreso Nacional argentino y sus competencias están previstas en los 
artículos 86 y 43 de la Constitución Federal y en la Ley nº 24.284 de 1994 - 
modificada posteriormente por medio de la Ley nº 24.379. Ésta en su art. 1° 
establece que “el objetivo fundamental de esta institución es el de 
proteger los derechos e intereses de los individuos y la comunidad frente 
a los actos, hechos y omisiones de la administración pública nacional”. 
La Defensoría del Pueblo es un organismo nacional independiente que 
funciona con total autonomía, y cuyo defensor es nombrado y destituido por el 
Congreso Nacional. Bugallo Olano y García Blanco (1998, p. 169) citando la 
definición de “Defensor del Pueblo” del profesor Agustín Gordillo señalan que 
esta figura “apunta a la defensa y protección de los derechos del hombre 
tutelados en un gran marco jurídico: la Constitución, los tratados en 
materia de derechos humanos, las normas jurídicas positivas en general; 
y en paralelo a un control de la administración pública. Creo que de esta 
manera se resalta al hombre, al ser humano, para que alguna vez se 
cumpla lo que dijo”. 
Ombudsman es el término sueco sobre el cual se inspiró la figura del 
Defensor del Pueblo. Aunque los monarcas del antiguo Egipto, ya contaban 
con funcionarios específicos para recibir las quejas de los ciudadanos en sus 
cortes, no fue sino en Suecia donde el ombusdman recibió las características 
que lo definen actualmente. En cuanto a su denominación, en los países 
hispánicos el ombusdman es conocido como Defensor del Pueblo; en Francia 
como Médiateur y en Portugal como Proveedor de Justicia. En estos países el 
ombudsman ejerce sus funciones a nivel nacional, provincial y municipal. 
Regresando al origen de la Defensoría del Pueblo en Argentina, sus 
inicios datan de los años 1930 (73 y 74) cuando fue presentado en la Cámara 
de Diputados un proyecto en que se detallaba el papel del ombudsman. Y 
aunque dicho proyecto no fue llevado a votación, la idea no fue olvidada. En los 
años „80 se creó la Asociación Pro-Ombudsman Argentino (APROA), una 
entidad civil que tenía como objetivo promover y organizar el estudio y la 
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difusión de la institución como instrumento de tutela de los derechos e 
intereses de los ciudadanos, frente a la administración pública. 
Maiorano (2004, p. 312) revela que: “Fue precisamente a mediados de 
la década del ochenta, (exactamente el 22 de Marzo de 1984) una vez 
reinstaurado el sistema democrático en nuestro país, que fue presentado 
un proyecto de ley por los senadores Eduardo Méndez y Libardo Sánchez, 
el cual creaba la defensoría del pueblo como órgano inserto en el ámbito 
del Poder Legislativo. El organismo respondía al modelo clásico del 
ombudsman tradicional, nada tenía que hacer con los derechos humanos 
y no se previó la legitimación procesal como instrumento para su 
defensa. Ello respondió a una razón de prudencia política ya que no 
pareció conveniente, a pocos meses del restablecimiento de las 
instituciones democráticas, incorporar una nueva institución que, en esos 
años, tenía un perfil fundamentalmente de incidencia moral.” 
A pesar del fracaso a nivel nacional, la semilla de la creación de la 
Defensoría del Pueblo germinó en varias provincias argentinas durante los 
años „80. Podemos citar como ejemplos la Constitución de la Provincia de San 
Juan, sancionada el 23 de abril de 1986, que estableció en su art. 150, inciso 
21 que “son atribuciones de la Cámara de Diputados crear la institución 
del Defensor del Pueblo”. Por su parte, la Constitución de la Provincia de La 
Rioja (14 de agosto de 1986) estipuló en su art. 144 “la creación en 
jurisdicción de la Cámara de Diputados de la Defensoría del Pueblo”. 
Igualmente, la Constitución de la Provincia de Córdoba (sancionada el 26 de 
abril de 1987) determinó en su art. 124 que “la Legislatura, con el voto de los 
dos tercios de sus miembros reunidos en Asamblea designan al Defensor 
del Pueblo.” 
Sin embargo, no fue sino hasta 1994 cuando, con la reforma 
constitucional, fue instaurada la Defensoría del Pueblo de la Nación Argentina, 
incorporándose en la Constitución Federal en el art. 86, el cual determina 
que111: “El Defensor del Pueblo es un órgano independiente instituido en 
el ámbito del Congreso de la Nación, que actuará con plena autonomía 
funcional, sin recibir instrucciones de ninguna autoridad. Su misión es la 
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defensa y protección de los derechos humanos y demás derechos, 
garantías e intereses tutelados en esta Constitución y las leyes, ante 
hechos, actos u omisiones de la Administración; y el control del ejercicio 
de las funciones administrativas públicas. El Defensor del Pueblo tiene 
legitimación procesal. Es designado y removido por el Congreso con el 
voto de las dos terceras partes de miembros presentes de cada una de las 
Cámaras. Goza de las inmunidades y privilegios de los legisladores. 
Durará en su cargo cinco años, pudiendo ser nuevamente designado por 
una sola vez. La organización y funcionamiento de esta institución serán 
regulados por una ley especial.” 
De forma gratuita los Defensores del Pueblo pueden, en consonancia 
con la propia definición de Defensoría “iniciar y proseguir de oficio o a 
petición del interesado cualquier investigación en todos aquellos casos 
originados por cualquier repartición de la Administración Pública 
Nacional y las empresas prestadoras de servicios públicos, aún las 
privatizadas.”  Las investigaciones son realizadas en caso de: mal 
funcionamiento, ilegitimidad, ausencia de respuestas a reclamos efectuados, 
maltrato o servicio mal prestado, falta de información y violaciones a los 
derechos humanos. También actúan en cuestiones relacionadas con la 
preservación del medio ambiente y en casos de incumplimiento de sentencias 
jurídicas por parte del Estado. 
Para poder atender las demandas de la población, la Defensoría del 
Pueblo cuenta con un equipo multidisciplinar formado por profesionales de 
diversas áreas como: abogados, ingenieros, contadores, asistentes sociales, 
psicólogos, biólogos, entre otros. Las demandas son divididas y encaminadas 
de acuerdo a las áreas temáticas, que son: derechos humanos, salud, medio 
ambiente, servicios públicos, seguridad social y empleo, y cuestiones legales. 
El 4 diciembre de 2014, fue creada la primera Defensoría LGBT (Lésbicas, 
Gays, Bisexuales, Transgéneros, Transexuales y Simpatizantes) de Argentina y 
también la primera de América Latina. 
Aunque la actuación del Defensor del Pueblo no esté específicamente 
ligada al Derecho Laboral, es posible identificar varias acciones que intentan 
responder a las aspiraciones de los trabajadores. El área específica de 
Seguridad Social y Empleo contempla demandas relacionadas con la 
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protección, promoción y garantía de los derechos de los jubilados y 
pensionados; la situación de la función pública, cuestiones de seguridad e 
higiene en los locales de trabajo, entre otros temas. 
Ahora pasaremos a explicar los mecanismos de funcionamiento de la 
Defensoría Pública brasileña y de la Defensoría del Pueblo argentina, así como 
la efectividad de cada una de ellas y en qué puntos dejan las demandas de los 
ciudadanos sin respuestas.   
 
 
 
3.3 La dinámica de funcionamiento 
 
La Defensoría Pública en Brasil, como ya se explicó anteriormente, es la 
institución pública encargada de garantizar la asistencia jurídica a todos 
aquéllos que no tienen condiciones económicas para pagar este tipo de 
servicio. Los defensores públicos, por su parte, son profesionales formados en 
Derecho, aprobados por concurso público, capacitados para actuar en las 
áreas: civil, familiar, criminal y de ejecución criminal. 
Para Robert y Séguin (2000, p. 225)112: “Los Defensores Públicos 
además de ser Operadores de Derecho –por tener la oportunidad de lidiar 
con la capa más desprotegida y desinformada de la población– son 
también agentes de cambio, participando en la educación informal del 
pueblo para concientizarlos sobre la ciudadanía que poseen. Al informar 
su parte, el Defensor Público hace más que sólo defender un derecho 
subjetivo, él cambia paulatinamente la conciencia social.”  
También, como ya se mencionó en un apartado anterior de este capítulo, 
aunque la actuación de la Defensoría Pública en la esfera de la Justicia Laboral 
es una de las competencias determinadas en el art. 14 de la Ley 
Complementaria n° 88 del 12 de enero de 1994, esta previsión aún no ha sido 
implementada en el país. Por lo tanto, este órgano no actúa en acciones 
laborales o en casos de beneficios de seguridad social. 
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De acuerdo con el defensor público federal Alexandre Cabral, aunque la 
actuación de la Defensoría Pública de la Unión en causas laborales esté 
prevista constitucionalmente y cuente con el apoyo de la Judicatura, “aún 
enfrenta la ausencia de un cuerpo estructural.” (Traducción libre) Cabral 
trabaja desde 2010 en un proyecto piloto de la Defensoría Pública de la Unión 
en Distrito Federal, el cual creó cuatro oficios laborales para atender a las 
demandas de la población más pobre. En 2011 la Defensoría del Distrito 
Federal firmó un término de cooperación con el Tribunal Regional de Trabajo 
Local y en el primer año fueron atendidos cerca de 500 casos laborales, por los 
defensores públicos de la unidad.  
Según Cabral, iniciativas como la del Distrito Federal existen en varias 
localidades de Brasil, sin embargo “la falta de estructura material impide 
que la defensoría atienda a las causas laborales”. El defensor público 
federal esclarece que113: “Además de las dificultades materiales, el común 
de la población no sabe que el servicio de atención a las personas más 
pobres, en cuestiones relacionadas con Justicia Laboral, corresponde a 
la DPU y no a las defensorías provinciales. Como se resuelven causas en 
relación con el empleo –el empleado contra la empresa, la empleada 
doméstica contra un patrono–, las personas tienen la idea de que se trata 
de una Justicia común estadal. Pero es una Justicia federal especializada. 
La justificación de que el trabajador puede demandar por cuenta propia 
no exime el desempeño de la Defensoría. Cuando la Constitución otorga 
un derecho, nosotros tenemos que entenderlo de forma amplia y no 
restrictiva. Si se nos dice que la persona que no tiene recursos tiene 
derecho la asistencia jurídica, yo no puedo contradecir la Constitución 
diciendo: „no necesita de abogado porque la persona puede ir a la 
Justicia por sí misma‟. Y ¿si ella quisiera ir con abogado?”  
Con respecto a la ausencia de un cuerpo estructural que, según el 
defensor público federal –citado anteriormente–, padece la Defensoría Pública, 
no se trata únicamente de un problema de la Unión, las Defensorías Públicas 
provinciales también lo presentan y hasta con mayor intensidad. Un ejemplo de 
esto es la Defensoría Pública de Paraná (estado de la región Sur de Brasil), 
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que para el año 2014 estaba funcionando con menos del 20% del efectivo 
necesario, mientras que más de 400 defensores públicos, aprobados por 
concurso público, aguardan nombramiento desde hace más de dos años. 
Todavía la situación no muestra señales de cambio; en agosto de 2014 la 
Defensoría Pública del estado estaba sin presupuesto previsto para 2015, lo 
que impide la contratación de nuevos defensores públicos. 
En Acre, estado localizado al Norte de Brasil, la Asociación Nacional de 
Defensores Públicos (ANADEP) presentó en septiembre de 2014 una demanda 
por Inconstitucionalidad ante el Tribunal Supremo Federal en contra de los 
dispositivos de la Ley de Directrices Presupuestarias (LDO) del estado, debido 
a la falta de previsión presupuestaria que efectivamente debe ser destinado a 
la institución. La ANADEP alega que esta situación viola la disposición 
constitucional que le asegura a las Defensorías Públicas provinciales 
autonomía funcional y administrativa, afectando así el “ejercicio de su misión 
constitucional”. Para los efectos, solo citamos dos ejemplos, pero 
encontramos casos similares en otros estados brasileños. 
Dicha situación profundiza la crisis social, pues como enfatiza Roca 
(2004, pag. 2): “No se puede, a su vez, ejercer, pacifica o 
contenciosamente, un derecho que no se reconoce como titular. Y la gran 
mayoría de la población brasileña –jurídicamente pobre– además de no 
ejercer, desconoce sus derechos o simplemente no los ejerce por 
desconocerlos –lo que es más grave–; es una hábil ignorancia la que 
provoca gran parte de los males sociales que llenan los periódicos 
brasileños contemporáneos. Diezmar tal ignorancia es el papel esencial 
de la Defensoría Pública.”  
Sin embargo, es el propio Estado quien –no en raras ocasiones– es 
silencioso y dilata el desarrollo de la Defensoría Pública. Como afirma Ewerton 
(2011, p. 5): “La demanda de los defensores públicos no coincide con la 
necesidad real del pueblo brasileño. La ineficacia se refiere también, a la 
mala estructuración de la Defensoría Pública y a la falta de iniciativas que 
estimulen o aceleren el proceso.”  
Para requerir los servicios de la Defensoría se debe ir a uno de los 
locales de atención. Durante este primer contacto no es necesario llevar 
testigos, pues éstos serán oídos sólo en tribunales; solo es preciso registrar el 
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nombre completo de cada uno de ellos y una dirección para que puedan ser 
avisados de la fecha de la audiencia y cuándo deben estar presentes. De 
acuerdo con datos del censo del Instituto Brasileño de Geografía y Estadística 
(IBGE) de 2010, 82% de la población brasileña que recibe hasta tres salarios 
mínimos son usuarios potenciales de la Defensoría Pública. 
Según el Mapa de la Defensoría Pública de Brasil, realizado por la 
Asociación Nacional de los Defensores Públicos (ANADEP) junto con el 
Instituto de Investigación Económica Aplicada (IPEA), de 160 millones de 
personas tan solo 45 millones hoy tienen acceso a la Institución. Una de las 
razones de esto es que 72% de las comarcas brasileñas carecen de 
defensores públicos. 
En Argentina para acceder a la Defensoría del Pueblo debe cumplirse 
con los siguientes trámites. Las quejas deben ser presentadas de manera 
escrita colocando el nombre completo, la dirección y una descripción detallada 
de la naturaleza del problema. También debe agregarse, todo proceso jurídico 
previo que se haya llevado a cabo para resolver el conflicto y las respuestas 
obtenidas. Según la propia Defensoría del Pueblo: “la queja se presenta en el 
plazo máximo de un año calendario de ocurrido el hecho, acto u omisión 
motivo de la misma y será acompañada por fotocopia de todos los 
comprobantes relacionados”. Y complementa: “recibido el reclamo, se 
enviará una nota donde se informará el número de actuación y el área que 
llevará adelante el trámite.”  
Las consultas a la Defensoría del Pueblo pueden ser realizadas 
personalmente o por vía telefónica. Después de analizada la situación de 
conflicto, se solicita pasar la queja por escrito y enviar la documentación. El 
órgano también dispone de un espacio en su página web en donde todo 
ciudadano argentino puede completar un formulario con las demandas y/o 
dudas respectivas.  
Según el primer Defensor del Pueblo de la Nación Argentina y ex-
presidente del Instituto Internacional del Ombudsman, Jorge Luis Maiorano114: 
“El Defensor del Pueblo no puede adoptar una actitud conformista ante la 
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patología que llega a su conocimiento. Debe estar comprometido con una 
visión más justa de la sociedad que permita la dignificación del ser 
humano y actuar sobre los factores que distorsionan los valores de una 
comunidad. Debe ser un innovador, casi un rebelde con causa. Es una 
Institución que debe actuar con objetividad, pero con parcialidad. Es que 
quien convive con la injusticia generada por los excesos o abusos del 
poder público y del poder privado, económico en la especie, no puede 
permanecer distante ni imparcial ante esa situación... cumple cabalmente 
su misión asumiendo una actitud parcial… debe ponerse en los zapatos 
del quejoso; debe asumir la posición del insatisfecho, del descreído, del 
desesperanzado, de aquel cuyos derechos humanos han sido 
desconocidos, por acción u omisión.” 
Para Maioriano “el Defensor puede ser visualizado como un poder 
de la sociedad, más que del Estado” que se “relaciona cotidianamente 
con la patología de la sociedad, con aquellos que no gozan de las 
ventajas del poder político o del poder económico”. Por lo tanto, están 
aptos para obtener una radiografía de las insatisfacciones sociales, siempre y 
cuando la actuación de los defensores goce de independencia funcional, sin 
colusiones o complacencias con el poder instituido.  
Constenla (2010, p. 12)115 define al Defensor del Pueblo de la siguiente 
manera: “Aunque el Defensor del Pueblo como institución no tiene poder 
(sus pronunciamientos no son vinculantes), sus acciones están referidas 
sustancialmente al poder. Tiene por misión defender a las personas del 
poder y a la vez controlar al poder; pero además, por su naturaleza, sus 
procedimientos y actuaciones se sustentan en otro poder al que se le da 
en llamar de poder negativo. El Defensor del Pueblo es una figura jurídica 
nacida al calor de una muy antigua y compleja relación institucional: la 
del poder con la libertad o la justicia, y al mismo tiempo con el 
imperecedero desafío de la resistencia a la arbitrariedad, a la opresión y a 
los abusos de la Administración.” 
En marzo de 2014, la Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia (ACIJ) 
junto con el Programa de Fortalecimiento de las Instituciones Democráticas, 
                                                          
115
 CONSTENLA, Carlos R. Teoría y Práctica del Defensor del Pueblo. Buenos Aires: Editorial 
Zavalía, 2010. 
121 
 
publicaron el documento “La Defensoría del Pueblo de la Nación Argentina: 
diagnóstico y recomendaciones en materia de transparencia, rendición de 
cuentas y apertura a la ciudadanía116”. En ese documento, entre otras 
informaciones y datos de gran relevancia para el análisis del papel y las 
acciones de la Defensoría del Pueblo en Argentina, fueron revelados algunos 
de los obstáculos con los que debe lidiar la institución para cumplir con 
objetivo. Estos son: independencia, falta de poder de sanción y el bajo nivel de 
actividad de la Comisión Bicameral del Congreso. 
En cuanto a la independencia el informe apunta dos ítems que pueden 
influir negativamente en dicho factor: la elección del Defensor del Pueblo y la 
asignación presupuestaria. La Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo 
establece que cabe a una comisión integrada por siete diputados y siete 
senadores proponer, por mayoría simple, hasta tres candidatos. Son electos 
aquéllos que obtienen dos tercios de los votos. Solo excepcionalmente es 
exigido que el candidato a Defensor del Pueblo tenga el aval de la mayoría del 
Parlamento. 
De acuerdo con el documento: “La posibilidad de ser reelegido (por 
única vez, y contando con la misma mayoría) genera una estructura de 
incentivos que podría atentar contra el pleno ejercicio de sus 
competencias, con el objetivo de no confrontar públicamente con el 
partido gobernante, cuyo aval es imprescindible para la extensión del 
mandato por cinco años más. A su vez, si el titular fuera designado a 
partir de acuerdos entre representantes político-partidarios sin atender 
los objetivos propios de la entidad, sus necesidades y el perfil requerido 
para satisfacer necesidades y cumplir metas, se minaría la capacidad de 
la entidad para cumplir con los fines que le asigna la Constitución 
Nacional. Este riesgo se ve aumentado, en tanto se omitió regular 
aspectos esenciales de este procedimiento, tales como la publicidad de 
los antecedentes de los candidatos, la forma y personas habilitadas para 
proponer candidatos, los mecanismos habilitados para adherir o 
impugnar a los postulantes, los plazos en que esto debe producirse, la 
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realización de audiencias públicas, entre otros aspectos. Sin duda, la 
opacidad en la designación de los Defensores del Pueblo atenta contra su 
legitimidad y limita los márgenes de acción para llevar adelante su labor.” 
Con relación la asignación presupuestaria, los autores del informe 
expresan: “El presupuesto es uno de los factores que pueden minar la 
independencia y/o capacidad de acción de una DPN, y por ende el 
cumplimiento de su misión institucional. Si bien el Defensor del Pueblo es 
designado por un periodo de 5 años, debe negociar anualmente el 
presupuesto para el funcionamiento de la institución. En este sentido, aun 
cuando se hubiera designado un Defensor del Pueblo independiente, el 
proceso de aprobación del presupuesto puede ser utilizado como 
herramienta de presión y/o castigo por parte del partido político de 
gobierno -que típicamente tiene un rol clave en su aprobación-, 
generando así un proceso que puede minar su independencia o bien 
limitar su capacidad de acción de manera posterior a la designación.” 
El segundo problema diagnosticado fue la falta de poder de sanción. 
Para el equipo responsable por el estudio se trata de una de las principales 
debilidades del actual diseño institucional de la Defensoría. Los autores 
argumentan que: “No es inusual que la Defensoría del Pueblo presente 
recomendaciones y sugerencias para enmendar las falencias detectadas 
en el marco de sus investigaciones y que el organismo en cuestión se 
niegue a implementar los cambios requeridos, en cuyo caso la Ley 24.284 
dispone como respuesta por parte de la Defensoría el envío de una nota al 
titular del Ministerio en cuestión y la necesidad de que incluya dicha 
situación en el informe anual que le envía al Congreso.” 
Para comprender el bajo nivel de actividad de la Comisión Bicameral del 
Congreso; tercera deficiencia apuntada a la Defensoría del Pueblo argentina, 
es necesario explicar primero su mecanismo de funcionamiento. La Ley n° 
24.284 prevé la creación de una Comisión Bicameral en el Congreso para 
actuar como receptora de los informes anuales y especiales de la Defensoría 
del Pueblo y también para aprobar la prestación de cuentas de la institución. La 
comisión es formada por siete representantes de cada Cámara los cuales 
deben ser designados respetando la composición de las mismas. Después del 
recibimiento de los informes, la Comisión los reenvía a las respectivas 
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comisiones temáticas en el Congreso. Finalmente, entre 15 y 20 días después 
del envío de la prestación de cuentas la Defensoría del Pueblo debe hacer una 
presentación oral para una Comisión Mixta. 
Para la Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia y el Programa 
Fortalecimiento de las Instituciones Democráticas, autores del documento: “La 
ley 24.284 prevé que la conformación de la Comisión debe respetar la 
composición del Congreso, de manera tal que el partido de gobierno 
suele tener la mayoría necesaria para dar el quórum necesario para la 
realización de reuniones y toma de decisiones (como definir los 
candidatos que se elevarán a las cámaras o aprobar el informe de 
rendición de cuentas de la DPN, entre otros). Este diseño genera una 
estructura de incentivos que no favorecen la proactividad de la Comisión 
encargada de enlazar el Congreso con una entidad que entre sus 
funciones principales se encuentra el control de la Administración 
Pública.”       
Es importante tener en cuenta que desde 2009 el cargo de Defensor del 
Pueblo está vacante en Argentina por falta de acuerdo político entre los 
bloques legislativos. 
Es decir, tanto en Brasil como en Argentina las defensorías públicas se 
enfrentan a obstáculos diarios que, no solo impiden el buen desempeño de sus 
funciones, sino que también debilitan la efectividad de sus acciones. Esto, 
consecuentemente, perjudica directamente la atención que recibe la población 
y compromete el nivel de respuesta de las demandas levantadas. La situación 
puede presentar contornos aún peores si nos remitimos al sector laboral que, 
en el caso de Brasil, ni siquiera cuenta con el auxilio de la defensoría pública 
mientras que en el de Argentina, aunque el trabajo esté incluido como área de 
atención, se queda corto ante las expectativas y necesidades de la clase 
trabajadora. 
En el capítulo siguiente una posible alternativa de cambio de este 
panorama de desamparo laboral, será evaluada en la presentación de la figura 
del ombudsman laboral. 
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Capítulo IV – El ombudsman laboral 
 
Aunque los monarcas del antiguo Egipto tenían operarios específicos 
encargados de recibir las denuncias de los ciudadanos, e incluso Moisés 
nombraba algunas personas para recibir las quejas del pueblo hebreo, no fue 
sino en Suecia donde el ombudsman ganó las características que lo identifican 
en la actualidad. Como explica Acuña (2005, p. 11)112: “Tal vez, la mejor 
aportación de Suecia fue la de haber demostrado tempranamente las 
condiciones que eran necesarias para que fuera viable la naturaleza de la 
función controladora del Ombudsman. Esta es la clave de la cuestión, 
haber convertido al Ombudsman en un verdadero instrumento 
potabilizador del medio público.” 
De acuerdo con Leite (1975, p. 35)113: “Si quisiéramos ir más lejos, y 
remontar a lo que pudiera considerarse una etapa anterior al Ombudsman 
(incluso con esta misma denominación),  tendríamos que retroceder hasta 
el año 1713, cuando el Rey Carlos XII, al comando de sus ejércitos en 
atribulada campaña en el exterior y ausente por largos años de Suecia, 
designó a una persona de su confianza para que, como su „delegado‟ o 
„agente‟, fiscalizara a los recaudadores de impuestos, jueces y otros 
funcionarios y autoridades.”  
En 1739 la Asamblea Representativa sueca estipuló que el presidente 
del Tribunal Supremo de Justicia debía notificarle todas las decisiones 
judiciales y posteriormente, ella misma, pasó a encargarse de la elección del 
presidente del Tribunal. En 1809 la Constitución Sueca creó la figura de 
ombudsman de la Judicatura – electo por la Asamblea Representativa – 
encargado de supervisar la administración pública y la actuación de las 
autoridades militares con respecto a la legislación, además de recibir e 
investigar los reclamos de la población. En 1915, con la primera Guerra 
Mundial, se instituyó el ombudsman militar el cual permaneció hasta 1968, año 
en que Suecia estableció, nuevamente, un ombudsman civil, único e 
independiente. 
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Maiorano (1987, p. 49) explica que114: “Junto a la función inicial de 
defender la legalidad, el Ombudsman finés cumple otra de similar 
transcendencia: la defensa de los derechos de los particulares. En 
Suecia, la obligación de velar que los derechos fundamentales y 
libertades de los ciudadanos no hayan sido vulnerados en los 
procedimientos de la Administración Pública, está prevista en una norma 
de rango inferior a la Constitución y en segundo lugar, tras la supervisión 
de la Administración para comprobar la observancia de las leyes.” 
La experiencia sueca fue seguida por otros países escandinavos, como 
Finlandia; segundo país en institucionalizar la figura del ombudsman. El art. 10 
de la Constitución finlandesa dispone que115: “El ombudsman debe, 
considerarse necesario, dirigir inspecciones que le permitan informarse 
sobre materias relacionadas con sus funciones oficiales. En particular, 
debe efectuar inspecciones en prisiones, campos de trabajo y en otras 
instituciones similares, obtener informaciones sobre el tratamiento que 
reciben las personas, y velar por algunos de los asuntos que los afectan. 
De manera similar, debe dirigir inspecciones en las diversas unidades de 
las Fuerzas Armadas, debiendo ser informado sobre el tratamiento que 
reciben los soldados.”  
Actualmente nueve países de la Unión Europea cuentan con la figura del 
ombudsman dentro de su ordenamiento jurídico, aunque con denominaciones 
diferentes: en Portugal (1975), Proveedor de Justicia; en Francia (1973), 
Mediador; en Gran Bretaña (1967), Defensor Cívico; en España (1981), 
Defensor del Pueblo y en Alemania (1957), Ombudsman de Ámbito Militar, 
entre otros. 
Alemania, después de los Nórdicos, fue el primer país del continente 
europeo en institucionalizar la figura del ombudsman. El cargo fue creado en 
1957, por medio de una ley complementaria, para atender casos del mundo 
militar. En 1973 hubo una tentativa de expandir su función a las áreas civiles, 
pero no tuvo éxito. Sin embargo, eso no significa que los ombudsman no 
operen en otras esferas; desde 1972, por ejemplo, existe en Alemania un 
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Ombudsman de Bancos Privados –normalmente un juez jubilado de un tribunal 
superior o profesor universitario alemán– que funciona como una especie de 
mediador privado en conflictos entre los bancos y sus clientes y que tiene el 
poder para obligar a las instituciones financieras a cumplir lo acordado entre las 
partes. 
Citando el caso de otro país europeo, el ombudsman en España, de 
acuerdo con Maiorano (1987, p. 138),  presenta las siguientes funciones: “En 
primer lugar, el titular del organismo puede formular sugerencias en 
orden a la modificación de los criterios utilizados en la Administración o 
de las normas cuyo cumplimiento riguroso pueda determinar situaciones 
injustas; también puede instar la actividad inspectora y sancionadora de 
la Administración sobre los particulares que actúen a su servicio, así 
como formular advertencias, recomendaciones y recordatorios de los 
deberes legales a los funcionarios. Todo ello no lo faculta, sin embargo, 
para modificar o dejar sin efecto actos o resoluciones administrativas, 
competencias que su Ley Orgánica expresamente le ha negado. En 
segundo término, el Defensor del Pueblo está legitimado para interponer 
los recursos de amparo y de inconstitucionalidad, ejerciendo un control 
semicontencioso, en terminología de Legrand. En tercer lugar, el 
Defensor del Pueblo puede ejercer de oficio la acción de responsabilidad 
civil contra „las autoridades, funcionarios y agentes civiles del orden 
gubernativo o administrativo, incuso local, sin que sea necesaria en 
ningún caso la previa reclamación por escrito.” 
Cabe acotar, que la Constitución española de 1978116 , en su art. 54 – 
que instaura la figura del Defensor del Pueblo – dispone sobre su potestad de 
defender los derechos fundamentales de todos los ciudadanos españoles: 
“Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como 
alto comisionado de las Cortes Generales, designado por éstas para la 
defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto 
podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las 
Cortes Generales.” 
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En el continente americano, en la franja norte, la figura del ombudsman 
ha estado presente en varias provincias de Canadá desde 1967 y en los 
estados de Hawái, Alaska, Iowa y Nebraska de Estados Unidos desde 1972. 
En América Latina y el Caribe, países como Argentina, Colombia, Costa Rica, 
El Salvador, Guatemala, Honduras, México y Puerto Rico, han creado institutos 
con denominaciones que varían desde Defensor del Pueblo hasta Procurador 
de los Ciudadanos. En Chile, Bolivia, Paraguay y Nicaragua están siendo 
gestionados proyectos análogos. Mientras que en África, específicamente 
Gana, Sudán, Zambia y Tanzania, han sido introducidos desde 1966, 
mecanismos similares de control de la administración pública. 
De acuerdo con Fernández Ruiz (1998, p.129)117: “El primer 
antecedente del ombudsman en México se puede localizar en la 
„Procuraduría de Pobres‟, creada en San Luis Potosí, por Decreto número 
18 del congreso local, presidido por el diputado Antonio Ladrón de 
Guevara, el 5 de marzo de 1847. Actualmente, en México la institución del 
ombudsman se ha estructurado, de acuerdo a un esquema federal, en dos 
ámbitos: el de las entidades federativas, y el ámbito nacional; juntos 
integran el sistema nacional de ombudsman para la protección de los 
derechos humanos.” 
A pesar de la diseminación de la figura del ombudsman por tantos  
países de diferentes continentes, Alcuña (2005, p. 173) puntualiza que se debe 
prestar atención a ciertos puntos: “Siempre existen peligros para una 
institución como la del Ombudsman que no puede ni debe por esencia ser 
cómoda al poder y que puede ser alcanzada – atropellada – por las 
consignas de los grupos parlamentarios en defensa de quien hace 
gobierno, lo mismo recortándole el presupuesto, o no designando 
sucesor cuando termina el mandato, o no designando la Comisión del 
Congreso que actúa de vínculo natural con la institución estilo 
Ombudsman.” 
Alcuña cita como ejemplo lo acontecido en Bolivia en el año 2000, 
cuando el recientemente nombrado Defensor del Pueblo fue obligado a 
renunciar junto con el entonces presidente de la República de ese país. Otro 
                                                          
117
 FERNÁNDEZ RUIZ, Jorge. El sistema mexicano de ombudsman. México: Pemex Lex, 1987. 
128 
 
caso directamente relacionado con la interferencia política, es el de la 
Defensoría en Argentina –citado anteriormente en otro punto de este trabajo– 
que desde 2009 viene presentado una disminución considerable de sus 
actividades, debido a la ausencia del ombudsman nacional. El cargo, que es 
asignado por medio de los votos de los miembros del Congreso, ha 
permanecido vacío ante la incapacidad de los congresistas argentinos de llegar 
a un acuerdo, y hasta finales del 2014 no había sido resuelto.  
La Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia (ACIJ), la Asociación por 
los Derechos Civiles (ADC), la Fundación por el Ambiente y los Recursos 
Naturales (FARN), el Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales y 
Sociales (INECIP) y el Poder Ciudadano Argentino, declararon que existe  
una118:“Profunda preocupación por la fragilidad institucional que atraviesa 
la Defensoría del Pueblo, los condicionamientos para un accionar 
independiente y proactivo que la actual situación conlleva, así como las 
consecuencias concretas que ello implica en relación a la pérdida gradual 
de protagonismo de la entidad respecto de las discusiones públicas más 
relevantes para la vigencia de los derechos humanos en nuestro país.” 
En octubre de 2014, la Ciudad de México recibió la XIX Asamblea 
General y Congreso Internacional de la Federación Iberoamericana del 
Ombudsman (FIO), que reúne a defensores del pueblo, procuradores, 
proveedores de Justicia y presidentes de Comisiones Públicas de Derechos, de 
los 20 países que integran la Federación. 
En la apertura del evento el presidente de la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos de México y actual presidente de la FIO, Raúl Plascencia 
Villanueva, afirmó que119: “temas fundamentales para los ombudsman en 
torno a su actuación para la defensa y promoción de los derechos 
humanos, así como perspectivas de fortalecimiento institucional, estarían 
en el foco: derechos de niños, mujeres, personas con deficiencia, 
poblaciones tradicionales, migrantes y acceso al agua.”  
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 DIARIO JUDICIAL. La CIDH reclama un Defensor del Pueblo. Disponible en 
http://www.diariojudicial.com/noticias/La-CIDH-reclama-un-Defensor-del-Pueblo-20141029-
0003.html. Acceso el 14 dic. 2014. 
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 Ministério Público Federal. Ombudsman: PFDC e instituições de direitos humanos de 20 
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http://pfdc.pgr.mpf.mp.br/informativos/edicoes-de-2014/outubro/ombudsman-pfdc-e-instituicoes-
de-direitos-humanos-de-20-paises-participam-de-encontro-anual/. Acceso el 20 mar. 2015. 
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La FIO es un foro de discusión para la cooperación, el intercambio de 
experiencias y la promoción, difusión y fortalecimiento de la cultura de 
derechos humanos entre las Defensorías del Pueblo, Procuradurías, 
Proveedurías de Justicia y Comisiones Públicas de Derechos de los 20 países 
que forman parte de la Federación: Brasil, Andorra, Argentina, Bolivia, 
Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, España, Guatemala, Honduras, 
México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Portugal, Porto Rico, Uruguay y 
Venezuela. 
En Brasil, durante la elaboración de la Constitución de 1988, algunos 
proyectos previeron la figura del Defensor del Pueblo, pero fueron rechazados.  
En este país cabe a las Ouvidorias y a los Ouvidores –que son quienes reciben 
e investigan las quejas por abuso de poder o de mal servicio público, además 
de defender los derechos de los ciudadanos – el papel de ombudsman. 
Llama la atención el hecho de que, ninguno de los países citados en los 
párrafos anteriores, ha institucionalizado la figura específica del ombudsman 
laboral. En Argentina, existe una sección dentro de la Defensoría del Pueblo 
dedicada a asuntos de jubilación, bienestar social y empleo, pero que no 
prioriza las quejas laborales de manera general. Por ello, desde hace algún 
tiempo, un grupo de juristas de la capital argentina ha iniciado estudios y 
discusiones destinadas a la implementación de un omdubsman laboral dentro 
del ayuntamiento de Buenos Aires. Durante el desarrollo de este trabajo, la 
iniciativa se mantuvo en su fase teórica. Una realidad que fue posible 
comprobar in loco durante la realización de entrevistas, para esta tesis, que 
realicé en la prefectura de la capital argentina en el 2015. 
En Brasil, como ya se discutió anteriormente, el trabajador tampoco 
cuenta con un respaldo jurídico para la defensa de causas específicas, excepto 
cuando se constata la violación de los derechos fundamentales del trabajador, 
como es el caso del trabajo esclavo. Esta excepción no sólo se hace en Brasil, 
también ocurre en otros países.  
A continuación, se explicarán los aspectos constitucionales y normativos 
necesarios para la institucionalización de un ombudsman laboral en Brasil y 
Argentina. 
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4.1 Marco jurídico constitucional y normativo en Brasil y Argentina  
 
 
En Argentina la figura del Defensor del Pueblo fue creada por la ley 
orgánica nº 24.284 y promulgada por el Decreto nº 2.469, del 02 de diciembre 
de 1993. Con la reforma constitucional de 1994, la ley fue incorporada a la 
Constitución Federal para así defender y proteger los derechos humanos y las 
garantías de la Carta Magna, que en su art. 86 expresa: “El Defensor del 
Pueblo es un órgano independiente instituido en el ámbito del Congreso 
de la Nación, que actuará con plena autonomía funcional, sin recibir 
instrucciones de ninguna autoridad. Su misión es la defensa y protección 
de los derechos humanos y demás derechos, garantías e intereses 
tutelados en esta Constitución y las leyes, ante hechos, actos u 
omisiones de la Administración; y el control del ejercicio de las funciones 
administrativas públicas. El Defensor del Pueblo tiene legitimación 
procesal. Es designado y removido por el Congreso con el voto de las 
dos terceras partes de los miembros presentes de cada una de las 
Cámaras. Goza de las inmunidades y privilegios de los legisladores. 
Durará en su cargo cinco años, pudiendo ser nuevamente designado por 
una sola vez. La organización y el funcionamiento de esta institución 
serán regulados por una ley especial.” 
Para Fernández (2004, p. 6)120, la creación del Defensor del Pueblo vía 
Constitución demuestra que: “Nuestro país se enrola en la línea que en la 
actualidad predomina en la teoría constitucional y que destaca que la 
presencia de este instituto en el régimen institucional comporta una de 
las notas distintivas que califican a la forma de gobierno existente como 
democrática.” 
En 1984, el entonces senador brasileño Marco Maciel presentó el 
proyecto de ley n° 266 con el cual proponía la creación de un ombudsman –
defensor del pueblo– brasileño. En consonancia con el proyecto, entre sus 
atribuciones se encontraban: defender la ecología, los derechos del 
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 FERNÁNDEZ, Emílio L. El defensor Del pueblo está impedido de plantear la 
inconstitucionalidade de uma ley. In: Doctrina, JA 2004-II, fascículo nº 9. Buenos Aires, 2 de 
junho de 2004.  
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consumidor y demás intereses de los ciudadanos, recibir y filtrar quejas o 
denuncias presentadas por quienes se sintieran perjudicados por actos de 
gestión e incluso criticar y censurar actos de la administración pública, entre 
otros. Con el fin del mandato del senador el proyecto fue archivado, hasta 1988 
cuando fue retomado pero con varias alteraciones. 
Ese mismo año la diputada Raquel Capiberibe presentó en la Asamblea 
Nacional Constituyente un anteproyecto previendo la creación del Defensor del 
Pueblo. El documento preliminar, presentado por la Comisión Provisional de 
Estudios Constitucionales (instituida por el decreto n° 91.450 del 18 de julio de 
1985), tampoco obtuvo éxito. 
En Brasil, la figura más próxima al Defensor del Pueblo es el Ouvidor; 
existente desde el siglo XVI (Brasil Colonial), aunque para esa época, no 
representaba a los ciudadanos sino al titular del poder, el rey de Portugal. 
Mucho tiempo pasó hasta que en 1986 –periodo de redemocratización del 
país– se creó por medio del Decreto nº 93.714/1986, la Comisión de Defensa 
de los Derechos del Ciudadano, vinculada a la Presidencia de la República, 
para defender los derechos del ciudadano contra abusos, errores y omisiones 
en la Administración Pública Federal. El presidente de la comisión, designado 
desde la Presidencia de la República, ostentaba la función de Ouvidor. El 
estado de São Paulo fue pionero en el país; en 1999 promulgó la ley de 
protección al usuario del servicio público y determinó la creación de Ouvidorias 
en todos los órganos estatales. 
En 2003, con la Ley nº 10.683/03, la Magistratura General de la Unión se 
convirtió en Contraloría General de la Unión, manteniendo entre sus 
atribuciones las actividades de Ouvidoria general, excepto aquellas 
relacionadas con los pueblos indígenas, defensa del consumidor y policías 
federales, a cargo del Ministerio de Justicia, y los procesos de derechos 
humanos, atendidos por la Secretaría Especial de Derechos Humanos de la 
Presidencia de la República. 
En el caso de Brasil, se puede observar, que las cuestiones laborales 
nunca han sido contempladas ni en los proyectos de ley presentados (aun no 
siendo aprobados) ni en las Ouvidorias del país. Aunque, como afirma Elias 
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(2011)121 “el sistema de relaciones laborales presenta numerosas 
situaciones de incumplimiento patronal tales como falta de inscripción o 
registro deficiente de los contratos, incumplimiento de las normas sobre 
jornada, o las relativas a la seguridad de los trabajadores, o en el pago de 
la remuneración.”  
Esto significa que nos encontramos ante una laguna que no ha podido 
ser llenada siquiera por los institutos legales creados para tutelar los derechos 
del trabajador. Incluso, la Defensoría del Pueblo argentina que cuenta con una 
sección destinada a atender las solicitudes en el área de “seguridad social y 
empleo”, no ha conseguido satisfacer esa demanda, común para ambos 
países suramericanos, y que exige una mayor atención en cuestiones 
relacionadas con los derechos en casos de despido e incumplimiento de la 
mano de obra contratada.  
Como aclara Elías: “El sistema de tutela de los derechos 
individuales del trabajador reposa, casi exclusivamente, en la eficacia de 
la protección contra el despido, con la única excepción de los reclamos 
encauzados por la acción sindical de hecho. En la medida en que la 
indemnización tarifada no repara el daño causado por la pérdida del 
trabajo, el empleador siempre dispondrá de un eficaz recurso para ejercer 
coacción, bajo la amenaza del despido. Por otra parte, el despido 
indirecto es virtualmente la única opción que la ley reconoce al trabajador 
frente a los incumplimientos del patrón. Como bien lo señala un 
pronunciamiento de la Sala VII de la Cámara Nacional de Apelaciones del 
Trabajo, también referido al reclamo por horas extraordinarias: “la 
realidad demuestra que, normalmente, cuando el trabajador efectúa ese 
reclamo es despedido.” 
Esto nos dirige hacia el cuestionamiento realizado por Crocce (2010): 
“¿Corresponde la legitimación procesal del defensor del pueblo para 
demandar por toda la categoría y obtener, así, una declaración genérica 
de inconstitucionalidad?” 
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Uruguay: Revista Derecho del Trabajo, 2011. 
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Para Maiorano (2010, p. 5)122: “El defensor del pueblo se constituye 
en un legitimado extraordinario, con características específicas. El 
ordenamiento jurídico contempla, sin embargo, casos de legitimación 
anómala o extraordinaria que se caracterizan por la circunstancia de que 
resultan habilitadas para intervenir en el proceso, como partes legítimas, 
personas ajenas a la relación jurídica sustancial en el que aquél se 
controvierte. En estos casos se produce una disociación entre los sujetos 
legitimados para demandar y los sujetos titulares de la respectiva relación 
sustancial. El defensor del pueblo no defiende un derecho propio sino un 
derecho colectivo; él tiene la misión de representar a ese colectivo y de 
defenderlo a través de la legitimación.” 
Teniendo como base estos argumentos, pasaremos a la descripción de 
las competencias que consideramos básicas para un ombudsman laboral.  
 
 
4.2 Competencias 
 
 
Ombudsman es una palabra de origen nórdica, que surge de la unión 
entre los vocablos ombud que significa representante o procurador, y man, que 
equivale a hombre. Como explica Alvarez (1988)123, la institucionalización del 
ombudsman contemporáneo – también llamado de Ouvidor o defensor del 
pueblo en algunos países hispánicos– no está restricta a las condiciones 
económicas o políticas de un país. Sin embargo, independientemente del lugar 
donde se encuentre, su actuación siempre debe cumplir con ciertos principios 
comunes fundamentales, entre los que se destacan: independencia, 
capacitación para actuar con eficiencia y flexibilidad, entre otros aspectos 
(PÉREZ-UGENA, 1994)124. La Organización de Naciones Unidas (ONU) 
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 MAIORANO, Jorge Luis. La legitimación del defensor del pueblo para cuestionar 
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Rubinzal Online, 2010. 
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sostiene que las acciones de un ombudsman - en cualquier ámbito – o de un 
órgano que reivindique esta denominación, deben estar basados en los 
“Principios de París” 125. Uno de estos principios expresa: “Todas las 
disposiciones de carácter legislativo y administrativo, así como las 
relativas a la organización judicial, destinadas a preservar y ampliar la 
protección de los derechos humanos; a este respecto, la institución 
nacional examinará la legislación y los textos administrativos en vigor, así 
como los proyectos y proposiciones de ley y hará las recomendaciones 
que considere apropiadas para garantizar que esos textos respeten los 
principios fundamentales en materia de derechos humanos; en caso 
necesario, la institución nacional recomendará la aprobación de una 
nueva legislación, la modificación de la legislación en vigor y la adopción 
de medidas administrativas o su modificación.” 
En algunos países, entre ellos Argentina, donde existe el Defensor del 
Pueblo de la Nación –creado por medio de la Ley nº 24.284 de 1994– se hace 
evidente la asimilación de los Principios de París como guía de actuación. En 
su artículo I la ley argentina dispone que “el objetivo fundamental de esta 
institución es el de proteger los derechos e intereses de los individuos y 
la comunidad frente a los actos, hechos y omisiones de la administración 
pública nacional”126. El Defensor del Pueblo de la Nación es un órgano 
independiente que actúa con total autonomía y cuyo titular es designado y 
retirado del cargo por el Congreso Nacional. Los Principios de París son un 
conjunto de normas y directrices, a seguir por las instituciones nacionales de 
Derechos Humanos. 
Bugano Olano y García Blanco (1998)127 citando la definición de 
Defensor Del Pueblo del profesor Agustín Gordillo afirman que éste: “apunta a 
la defensa, a la protección de los derechos del hombre tutelados en un 
gran marco jurídico: la Constitución, los tratados en materia de derechos 
humanos, las normas jurídicas positivas en general; y en paralelo a un 
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control de la administración pública. Creo que de esta manera se resalta 
al hombre, al ser humano, para que alguna vez se cumpla lo que dijo.” 
Aunque el Defensor Del Pueblo de la Nación Argentina no actúe 
específicamente en el área laboral –como se argumenta en este trabajo– es 
posible percibir que muchas de sus acciones se corresponden con los anhelos 
de los trabajadores, lo que podría servir de contrapunto ante el actual 
desamparo jurídico de esta clase. Lo mismo se puede decir con respecto al 
Ombudsman Nacional de México. 
En este país, según Álvarez (1998): “El Ombudsman es un cargo 
previsto en la constitución, que encabeza un funcionario público de alto 
nivel, el cual debe ser independiente y responsable ante la legislatura o 
parlamento, cuya labor consiste en recibir las quejas de personas 
agraviadas en contra de oficinas administrativas, funcionarios y 
empleados de la Administración Pública y quien tiene poder para 
investigar, así como recomendar acciones correctivas y publicar 
informes.” 
Dentro el Derecho Laboral internacional, la figura que más se aproxima a 
la propuesta de esta tesis, es la de Fair Work Ombudsman (Ombudsman del 
Trabajo Justo) de Australia. Se trata de un gabinete legal independiente creado 
por la ley Fair Work Act en 2009, que tiene como función principal asegurar la 
conformidad con las leyes laborales de la Comunidad Británica. 
En Brasil, la Ouvidoria del Ministerio de Trabajo y Empleo (MTE) es el 
canal comunicacional con los trabajadores; el órgano a través del cual éstos 
pueden hacer sus reclamos sobre procedimientos y acciones relacionados con 
agentes ligados o subordinados al Ministerio. Según la definición del propio 
Ministerio, la Ouvidoria debe proteger al “ciudadano contra la violación de 
derechos, errores, negligencias, abuso de poder o en contra la mala 
administración del servicio público, con el propósito de mejorar la 
administración pública y hacer la acción gubernamental más transparente 
y a los agentes públicos más responsables por sus acciones, omisiones y 
decisiones”. Sin embargo, su subordinación y dependencia al MTE impide la 
igualdad requerida para actuar con la imparcialidad necesaria.  
Además de eso, no posee el poder de influir sobre la legislación laboral. 
En cuanto a las Delegaciones Regionales del Trabajo (DRT), sus actividades 
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están más relacionadas con la seguridad y salud ocupacional. Sin embargo, la 
actuación de estos dos órganos – incluyendo el propio MTE – no impide, por 
ejemplo, el aumento del contingente de trabajadores informales; situación que 
exacerba el total desamparo social de estas personas tanto en el presente 
como en el futuro ya que, al no contribuir con la Seguridad Social, no podrán 
gozar del derecho a jubilación (MOSER e REICH)128. Tampoco promueven la 
creación de leyes laborales que impidan la flexibilización de los derechos 
adquiridos o incluso su eliminación de una manera poco evidente. Este vacío 
en la protección jurídica de los trabajadores puede ser llenado por medio de la 
actuación de un ombudsman laboral independiente y capacitado para tal 
función. 
Al final, como afirma el procurador jefe en ejercicio de la Procuraduría 
Regional del Trabajo de la 15ª Región Dr Eduardo Luis Amgarten – una de las 
personalidades del medio jurídico que entrevisté para el desarrollo de esta tesis 
– la falta de independencia ideológica y también la carencia de una 
infraestructura adecuada son problemas que contribuyen con la precarización 
de los derechos laborales. Para Amgarten: “el mayor problema es que la 
cúpula del Ministerio del Trabajo sufre la influencia e idiosincrasias de la 
ideología política de quien este en el Poder Ejecutivo, lo que en la práctica 
puede facilitar o hasta perjudicar la actuación efectiva de tal órgano, 
dependiendo de la política que se adopte. Lo curioso es que en la base de 
tal Ministerio, constatamos la existencia de un gran cuerpo de técnicos 
(auditores-fiscales del trabajo), personal de carrera comprometido con la 
legalidad de sus atribuciones y sin vinculación política y que, muchas 
veces, sufren con la falta de recursos (equipamientos, personal etc.) lo 
que dificulta también los trabajos de fiscalización.”  
 Por eso, así como se defiende en esta tesis, para otro entrevistado, el 
juez Flávio Allegretti de Campos Cooper, presidente del Tribunal Regional del 
Trabajo de Campinas (SP) “el ombudsman tiene que tener poderes 
variables, tiene que tener influencia en varios canales para que pueda 
ayudar no sólo en la efectividad de intermediar y ayudar a resolver el 
conflicto en un ámbito pre procesal y hasta en el procesal, sino también 
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perfeccionar cualquier relación, cualquier ambiente.” Esta misma opinión 
es compartida por el camarista del Tribunal Laboral de Buenos Aires, Miguel 
Ángel Maza – a quien también entrevisté – que afirmó ser fundamental que el 
ombudsman laboral este dotado de “amplias facultades legales y de 
estructura adecuada y suficiente para llevar adelante sus funciones.” 
           También es importante registrar la opinión sobre el papel del 
ombudsman laboral presentada por la profesora doctora de la Universidad de 
Buenos Aires (UBA), Isabel González Nieves, a quien también entrevisté. La 
reflexión que Nieves hace sobre el papel del ombudsman es muy cercana a lo 
que se expone en esta tesis. Para la académica: “El ombudsman laboral es 
una figura importante en la construcción de acuerdos, en la posibilidad de 
construir pactos y cumplimientos, tomando un papel distinto del estado 
en su intervención en la fijación de las condiciones laborales. Puede estar 
en el problema puntual, estar cerca de las partes y puede resolver el 
conflicto sin generar  más externalidades. Tendría un papel de bisagra 
entre las partes llevando los conflictos a resoluciones eficientes y 
equitativas. Ya que las partes son las que mejor saben hasta donde 
quieren ver resultados sus problemas, es decir la mediación llevaría a  la 
reconstrucción muchas veces del acuerdo para soluciones efectivas.” 
Pienso que como afirmó la profesora de la UBA en el párrafo anterior, el 
ombudsman laboral sería una figura importante en la construcción de acuerdos, 
entre los cuales, uno de los más significativos sería para frenar el proceso de 
flexibilización de los derechos laborales. Principalmente porque ese proceso 
cuenta con defensores muy competentes. Por ejemplo, para Robortella 
(1994)129 la flexibilización es un instrumento de política social que se 
caracteriza por la adaptación constante de las normas jurídicas a la realidad 
económica, social e institucional. Es decir, la flexibilización atiende a las 
demandas de la política neoliberal que prioriza y sigue las reglas del mercado, 
siendo simplemente un acompañamiento de las tendencias políticas y 
económicas de la sociedad actual. 
Es así como, con el objetivo de adecuar la legislación nacional a los 
intereses del mercado (POCHMANN, 1999)130, y reducir los gravámenes 
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sociales, surge la iniciativa de ajustar el Derecho Laboral a las nuevas reglas 
de la economía, editando leyes e instaurando medidas provisionales. Según un 
levantamiento hecho por Freitas (2002)131, entre 1995 y 2001 fueron 
elaboradas más de dos decenas de leyes, diversas medidas provisionales 
(muchas ya convertidas), y proyectos de ley aún en marcha en el Congreso 
Nacional, que alteran el Derecho Laboral. Además sobre este levantamiento, 
muchas de estas leyes y medidas provisionales fueron tramitadas por el 
Congreso Nacional con carácter de urgencia–a solicitud del Gobierno– 
reduciendo la posibilidad de discusiones más amplias, y perjudicando el 
aspecto democrático del debate legislativo y la interlocución con los principales 
interesados de esos proyectos: los trabajadores. 
Este cuadro, que deja en evidencia el continuo proceso de suspensión 
de los derechos laborales y la ineficiencia de la Justicia Laboral para cohibir 
este tipo de acciones y priorizar la defensa del trabajador, justifica desde 
nuestra comprensión, la institucionalización de un ombudsman en el ámbito 
laboral. 
En fin, se trata de un cuadro general de inestabilidad y precarización de 
derechos que hace que autores como Elias (2011, p. 15) –al igual que como se 
hace en esta tesis– defiendan la institucionalización de un ombudsman laboral 
que actúe en defensa de los intereses individuales y pluriindividuales de los 
trabajadores: “Podría pensarse en un Ministerio Público del Trabajo con 
aptitud para instar acciones legales de carácter declarativo en defensa de 
intereses de determinados colectivos de trabajadores o de sujetos 
impedidos de asumir su propia defensa, así como en un Ombudsman o 
Defensor de los Trabajadores, al estilo de la figura del Defensor del 
Pueblo de la Nación, del Defensor Penitenciario o de las facultades que se 
le reconoce a la Subsecretaria de Defensa del Consumidor, o sus 
equivalentes locales para ejercer acciones en resguardo de los derechos 
de usuarios y consumidores.” 
Existen, incluso, algunos ejemplos que podrían servir como parámetros, 
pero evidentemente debe pensarse en un modelo específico que atienda a las 
demandas propias de cada país. Una alternativa ya en funcionamiento se 
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encuentra en Australia. En este país, por medio de la Ley de Justicia Laboral 
de 2009, fue creado un organismo oficial independiente, el Fair Work 
Ombudsman que enseña a los trabajadores y empleadores, los derechos y 
deberes para garantizar el cumplimiento de las leyes laborales. 
Cuando es necesario el Fair Work Ombudsman inicia demandas contra 
los empleadores y/o sus representantes que violen la legislación del trabajo. 
También se creó la Fair Work Commission, un tribunal nacional de relaciones 
laborales independientes que tiene la autoridad para llevar adelante acciones 
relacionadas con la garantía de los salarios mínimos, las condiciones de 
trabajo, la negociación colectiva, huelga, la solución de controversias, el 
despido y otros asuntos de la temática laboral. 
Otro ejemplo que se puede mencionar es el del ombudsman para 
trabajadores lesionados del estado de Oregon en Estados Unidos, quien a lo 
largo del año realiza visitas por toda la región para ayudar a los trabajadores a 
resolver problemas relacionados con el sistema de indemnización. También 
promueve seminarios educativos e informativos para las compañías de 
seguros, grupos de trabajos y todos aquellos interesados. El ombudsman para 
trabajadores lesionados no es un abogado y no puede representarlos en una 
audiencia Workers' Compensation Board, pero está disponible para asistir a las 
partes en la resolución de conflictos. 
En los dos ejemplos citados es posible percibir que las acciones 
emprendidas por los ombudsman australiano y norteamericano ya fueron en 
tiempos pasados asumidas por los sindicatos brasileños y argentinos. Una 
realidad que sufrió transformaciones, dejando un vacío en su lugar. De acuerdo 
con el profesor adjunto de derecho del trabajo y de seguridad social de la 
Universidad de Buenos aires, Raul Ojeda – a quien también entrevisté- frente a 
este panorama “un ombudsman tiene mucho por hacer, pues los 
sindicatos hacen poco por el cumplimiento laboral”. 
En consonancia con Castells (2013) los sindicatos argentinos continúan 
activos y seguirán siendo importantes por un determinado tiempo, sin embargo, 
éstos en la actualidad “son organizaciones sociopolíticas, mucho más que 
organizaciones de defensa de los trabajadores en concreto, salvo en el 
sector público.” 
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Para Palomino (2005, p. 71): “La tendencia a la burocratización de 
los sindicatos era ya una dimensión fuerte de la acción sindical en los 
años 90 y desembocó en la cristalización de las estructuras burocráticas, 
con un control férreo de las diligencias sobre las comisiones de 
delegados, a través tanto de disciplinamiento, vía acción patoteril, como 
de la cooptación, a través del ofrecimiento de cargos y nuevos servicios.” 
Podemos afirmar que la misma tendencia del sindicalismo argentino se 
encuentra en Brasil. Comenzando por la vinculación de los sindicatos y las 
centrales sindicales con el gobierno, que actúan incluso dentro de la máquina 
administrativa. Además de eso, el sindicato brasileño vive en constante 
contradicción. Mientras que la Constitución Federal establece un régimen de 
sindicato único, en la práctica hay una proliferación de sindicatos que son 
creados, en su mayoría, no con el objetivo de representar a los trabajadores, 
sino más bien, para recibir el impuesto sindical que es descontando 
mensualmente a todos los sindicalizados. El descuento está hecho por las 
empresas en las hojas de haberes. La obligatoriedad de la contribución sindical 
anual está prevista en el artículo 579 de la Consolidación de las Leyes del 
Trabajo – CLT, que dispone: “La contribución sindical es debida por todos 
aquellos que participen de una determinada categoría económica o 
profesional, o de una profesión liberal, en favor del sindicato 
representativo de la misma categoría o profesión, o inexistiendo este, en 
la conformidad de lo dispuesto en el art. 591.”  
De hecho, es importante resaltar que aunque los trabajadores son 
obligados a pagar esta cuota sindical, los sindicatos no tienen el deber de 
prestar cuentas sobre la utilización de los mismos. Es decir, no hay ninguna 
transparencia en esa entrada de recursos. 
De esta forma, se hace evidente que entre las competencias del 
ombudsman laboral está, de cierta forma, asumir el papel que otrora ocuparon 
los sindicatos y que en las últimas décadas ha sido relegado a un segundo 
plano, dejando a los trabajadores en una situación de inseguridad permanente. 
Situaciones como la ocurrida en Embraer (Empresa Brasilera de Aeronautica) 
en 2014; cuando los trabajadores, pasando por encima de la decisión del 
sindicato de continuar con la huelga, decidieron volver al trabajo, demuestran 
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que la crisis de la representatividad sindical es innegable y reflejan las 
constantes pérdidas que los trabajadores han venido sufriendo con regularidad. 
Además, la sobrecarga de acciones y procesos que presenta la Justicia 
Laboral tanto en Brasil como en Argentina, aumenta el tiempo de espera de 
aquéllos que necesitan resolver sus problemas y hacer valer sus derechos con 
urgencia. Lo que torna más importante las acciones realizadas por el 
ombudsman australiano en el sentido de educar a los trabajadores y a sus 
patrones sobre la legislación laboral. 
En la opinión del abogado del sindicato de los metalúrgicos de la región 
del ABC en la gran São Paulo, Sérgio Macário, “la actuación del sindicato es 
justamente equilibrar el poderío económico patronal, con la natural 
superioridad de la empresa, tanto como la concentración del poder sobre 
los medios de producción por parte del empleador sobre el empleado que 
necesita del trabajo para buscar su mantenimiento, así como la de sus 
familiares.” No obstante, Macário reconoce la importancia de un ombudsman 
laboral en un campo de actuación, lo que ya se enfatizó en otro punto de esta 
tesis. Para el abogado el ombudsman laboral “ejercería de forma rápida y 
eficaz la pacificación entre los trabajadores y empresarios.” Es decir, sería 
un instrumento efectivo para la resolución de conflictos entre las partes y 
también para frenar el proceso acelerado de flexibilización de los derechos. 
Presentadas las competencias que consideramos esenciales para un 
ombudsman laboral, pasaremos a abordar su actuación en el ámbito jurídico. 
 
4.2.1 Su esfera de actuación en los ámbitos judiciales  
 
 
Después de haber apuntado varios de los problemas a los que 
actualmente se enfrentan los trabajadores en relación a los intentos (a menudo 
con éxito) de precarizar y flexibilizar los derechos adquiridos, se hace evidente 
la necesidad de buscar otras salidas para resolver estas cuestiones. Entre 
ellas, la actuación efectiva del ombudsman laboral dentro del ámbito judicial, 
como ya se citó anteriormente. 
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La situación del trabajador es muy bien definida por Elías (2011): “Esta 
dura realidad de trabajadores impedidos de ejercer sus derechos, que en 
buena medida frustra la real vigencia del orden jurídico, nos lleva a 
plantearnos cuáles podrían ser las soluciones que, desde el derecho, 
puedan aportarse para resolver esta situación. Así como el derecho del 
trabajo, a partir de la ya apuntada hiposuficiencia negocial, construyó una 
estructura jurídica basada en la imperatividad normativa, y la fuerza 
negociadora del sujeto colectivo, esta nueva realidad nos impone la 
búsqueda de otras herramientas jurídicas que suplan esa hiposuficiencia 
reclamacional, a fin de evitar que el derecho individual del trabajo termine 
siendo un conjunto de normas bien inspiradas pero de tardía y relativa 
eficacia. En la medida en que la limitación del trabajador para accionar es 
una consecuencia del deterioro de la calidad del empleo, y los lógicos 
temores por la pérdida del mismo, podría pensarse que, de continuar el 
espiral virtuoso de crecimiento de la economía y mejoras en el empleo, 
esta desigualdad de reclamación podría verse naturalmente superada. Sin 
embargo, creemos que esa hipótesis dista mucho de verificarse, y así 
como no basta confiar que el crecimiento de la economía por sí solo 
habrá de mejorar las condiciones de trabajo de los asalariados, tampoco 
puede afirmarse que los institutos protectorios recuperarán vigencia 
efectiva por el solo hecho de que haya más oferta de trabajo.” 
Una de las propuestas de Elías para transformar esta situación, 
compatible con lo defendido en esta tesis, es ampliar el universo de 
legitimación habilitando a otros individuos, que puedan defender los derechos 
de los trabajadores, quienes están impedidos de hacerlo. El autor explica: “La 
búsqueda de sujetos que puedan accionar contra el empleador en 
defensa de derechos individuales de los trabajadores vigente la relación 
nos lleva naturalmente hacia el sujeto colectivo, quien, así como en 
materia negocial actúa supliendo con su intervención la debilidad o 
incapacidad del trabajador para convenir salarios o condiciones de 
trabajo a través de la negociación colectiva, también podría instalarse 
como sujeto de la reclamación, en defecto del trabajador inhibido para 
accionar por las razones que ya hemos expuesto.” 
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El próximo paso, como explica Maiorano (2010, p. 5) es: “Precisar 
ahora qué tipo de acciones puede interponer el defensor del pueblo y ante 
qué instancias; sobre este particular ya he sostenido, y así coincide 
autorizada doctrina, que el defensor del pueblo puede interponer 
demandas ordinarias, promover querellas criminales, presentarse como 
tercero interesado o incluso ser invitado a intervenir tal como ha 
sucedido y lo ha admitido la jurisprudencia; Gordillo, por ejemplo, 
sostiene que esa legitimación "...lo habilita para impugnar ante la 
administración (reclamos, recursos, denuncias) y la justicia en cualquier 
competencia dentro de la jurisdicción nacional (o sea ante la justicia 
procesal administrativa, civil, comercial penal) tanto como parte actora 
civil o contencioso administrativa, o como parte querellante en sede 
penal, en la justicia supranacional, iniciando el proceso ante la CIDH. En 
ese múltiple carácter puede demandar, querellar, recurrir, reclamar, 
denunciar, los actos, hechos u omisiones lesivos a los derechos y 
garantías mencionados.” 
Maiorano (2010, p. 18) complementa afirmando que: “Estamos ante un 
verdadero abogado de la sociedad, que actúa por la sociedad cuando sus 
derechos son vulnerados. Y son los derechos de incidencia colectiva, no 
los individuales, los que motivan su actuación; no es abogado de 'parte' 
sino abogado de la sociedad porque ella, a diferencia de lo que aconteció 
hasta 1994, es titular de derechos; por ejemplo, derecho a un medio 
ambiente sano, a la protección de su patrimonio histórico, cultural, entre 
otros. No es un defensor oficial sino, precisamente, como su 
denominación lo indica, un defensor del pueblo y de los derechos de los 
cuales ese pueblo resulta titular." 
Sin embargo, la delimitación del área de actuación parece ser un 
obstáculo real para la implementación de un ombudsman laboral. En México, 
por ejemplo, durante una reunión realizada en 2012 con el entonces 
ombudsman del estado mexicano de Nayarit y actual presidente de la Comisión 
de Defensa de los Derechos Humanos de ese estado, Huicot Rivas Alvarez, 
junto con presidentes de las diferentes comisiones de derechos humanos, 
fueron debatidos los alcances e influencia que podrían tener sobre las 
violaciones en el sector laboral. Se concluyó que después de la reforma 
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constitucional mexicana en 2011 los organismos defensores de los derechos 
humanos contaban con un campo mayor de intervención en el campo laboral y 
por ello, era fundamental una preparación adecuada de todos los integrantes 
de los órganos, para que pudiesen asistir mejor a aquéllos que sienten sus 
prerrogativas laborales fundamentales vulneradas. 
Asimismo, según Castillo (2012)132 los participantes de la reunión: 
“Indicaron que la actuación del ombudsman en cualquier parte del país 
no será suplir las funciones de la Procuraduría de la Defensa del Trabajo 
como tampoco atender asuntos laborales jurisdiccionales. Además de 
que no podrán condenar en sus resoluciones a la reinstalación o 
indemnización del afectado sino emitir recomendaciones con 
determinados alcances, dependiendo de la valorización de cada uno de 
los casos.” 
Como explica el primer presidente de la Comisión de Derechos 
Humanos de México, Jorge Carpizo Unam (1998)133, para su país “existe la 
competencia cuando intervenga alguna autoridad administrativa con ese 
carácter y se presuma que existió violación de Derechos Humanos.”  
Es decir, en el caso de México la actuación del ombudsman en el área 
laboral es muy limitada y casi restricta a una orientación o, a lo sumo una 
referencia exhortando la resolución del conflicto. Desde nuestro punto de vista, 
esto compromete la efectividad de su papel; el sólo emitir recomendaciones no 
es acción suficiente para suplir las demandas laborales. 
Fauda de Losada (2011)134 explica que el Defensor del Pueblo en 
Argentina: “puede interponer demandas ordinarias, presentarse como 
tercero interesado y/o querellante, encontrándose legitimado para 
impugnar ante la administración interponiendo recursos, reclamos y 
denuncias. Se postula incluso que el Defensor del Pueblo se encuentra 
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legitimado para actuar ante organismos internacionales iniciando proceso 
ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ( ), aspecto éste 
sobre el que la doctrina no se presenta conteste.” 
Y desafía el argumento contrario, es decir, que el Defensor del Pueblo 
argentino “no es uno de los sujetos legitimados a tenor del art. 44 de la 
Convención Americana de Derechos Humanos para presentar denuncias 
y comunicaciones resultando a su vez contradictorio que el propio Estado 
sea denunciado por el Estado”, con la siguiente argumentación: 
“Resaltamos sobre el tema el voto emitido por el Dr. Juan Carlos 
Maqueda quien sostuvo que por aplicación del principio de supremacía 
constitucional y en razón del carácter operativo del art. 86 de la 
Constitución Nacional, la legitimación del Defensor del Pueblo de la 
Nación para iniciar acciones judiciales ha sido expresamente reconocida 
para promover acciones en ejercicio de sus funciones, en todo aquello 
que hace a su competencia, tanto en el ámbito nacional como ante 
órganos o tribunales internacionales.” 
Con respecto a la evolución de la jurisprudencia del reconocimiento de la 
legitimidad del Defensor del Pueblo, una vez más, recurrimos a Fauda de 
Losada: “El fallo que marca el cambio es el emitido en la causa 
“DEFENSOR DEL PUEBLO C/PEN –Dto. 1738/92 s/proceso de 
conocimiento”, del 24 de mayo de 2005. En esta causa el Defensor del 
Pueblo de la Nación planteo la inconstitucionalidad del reajuste a las 
tarifas del gas. El recurso fue rechazado por no dirigirse contra sentencia 
definitiva sin perjuicio de lo cual el voto de la minoría reviste fundamental 
importancia en la materia que nos ocupa. En tal sentido los Ministros 
ZAFFARONI, MAQUEDA, PETRACHI y LORENZETTII consideraron que el 
Defensor del Pueblo por el art. 86 de la Constitución Nacional está 
legitimado para iniciar cualquier tipo de acción. El ministro MAQUEDA 
sostiene que la voluntad del constituyente fue no limitar ni restringir la 
legitimación del Defensor del Pueblo por ello concluye que tiene facultad 
para interponer todo tipo de acciones judiciales tanto en el ámbito 
nacional como ante órganos o tribunales internacionales. Igualmente 
postula la continuidad de la actuación procesal del Defensor del Pueblo 
en situaciones en que uno de los interesados en el pleito hubiere 
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interpuesto recurso o acción: “El art. 21 de la Ley 24.284 (Adla, LIV-A,30), 
al disponer que el Defensor del Pueblo de la Nación debe suspender su 
intervención cuando en una actuación se interpusiere un recurso 
administrativo o acción judicial por persona interesada, está limitado 
exclusivamente a la representación del afectado directo, sin que ello 
impida su intervención en los supuestos que constituyen problemas 
generales capaces de afectar los intereses difusos o colectivos, de 
acuerdo con el último párrafo de dicho artículo y el art. 1 de la ley citada”. 
Sobre este pronunciamiento se ha dicho que “…aún con las afirmaciones 
de sólo algunos de los miembros de la Corte Suprema de Justicia, 
adquiere un valor fundamental e implica un “antes” y un “después” en 
materia de legitimación del Defensor del Pueblo de la Nación. Pone fin a 
una triste etapa en la cual el precepto constitucional, tan claro e 
inequívoco, fue malformado por una interpretación mezquina y parcial de 
las normas en vigencia.” 
A pesar de la jurisprudencia de legitimidad del Defensor del Pueblo, 
podemos citar a Ugarte (2003, p. 7)135: “El reconocimiento de la legitimación 
procesal del defensor del pueblo encontró serios obstáculos en la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación. En efecto, en autos "Frías Molina, 
Nélida N. c/Instituto Nac. de Prev. Social" [40], ante la presentación por 
parte del defensor del pueblo en tales actuaciones -correspondientes a 
una solicitud de reajuste del haber jubilatorio de una persona de 
avanzada edad que se encontraba a estudio del tribunal desde hacía 
aproximadamente nueve meses- de una copia de la presentación 
formulada por la interesada ante la Defensoría del Pueblo, juntamente con 
copia de una resolución del órgano aludido en la que se solicitaba que la 
Corte arbitrara los medios conducentes para el dictado de la sentencia en 
el proceso y, además, se exhortaba al alto tribunal para que procurara 
prever los mecanismos que permitieran eliminar o disminuir el atraso en 
el dictado de sus fallos, concretamente, con relación a los referidos a 
cuestiones relacionadas con reajustes de haberes previsionales, la Corte 
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resolvió desestimar la presentación. Tal decisión fue reiterada en la causa 
"Varona" (expte. V. 369.XXVII, sent. del 30-5-95). Constituyó breve 
fundamento de la decisión comentada la afirmación relativa a que: atento 
a lo dispuesto por los artículos 86 de la Constitución Nacional, y 14, 16 y 
21, inciso b, de la ley 24.284, modificada por la ley 24.379, el defensor del 
pueblo carece de competencia para formular exhortaciones al tribunal 
sobre las causas en trámite. Cabe consignar que, por su parte, el 
defensor había fundado su resolución en que el artículo 86 de la 
Constitución Nacional lo facultaba a defender y proteger los derechos 
humanos y demás garantías e intereses tutelados en la Ley 
Fundamental.” 
Consideramos que la legitimidad procesal del Defensor del Pueblo –en 
términos de esta tesis; el ombudsman laboral– es un instrumento no sólo útil, 
sino fundamental para dinamizar su desempeño y optimizar sus acciones. 
A continuación y para concluir este capítulo, se discutirán las relaciones 
que deben ser construidas entre el ombudsman laboral y las diferentes 
organizaciones de la sociedad, en todos sus niveles de existencia. 
 
 
4.3 El vínculo con las instituciones de la sociedad 
 
 
Para Bordieu (1998)136 la flexibilización unilateral por parte del empleado 
se justifica por la precariedad que reina en todas partes, dando la impresión de 
que los trabajadores son, fácilmente, reemplazables y que están amenazados 
por la pérdida del empleo. Es decir, el trabajador se siente coaccionado a 
aceptar la flexibilización de sus derechos como la única opción para mantener 
su trabajo. Lo que lleva a suponer que la precariedad de los derechos laborales 
es el producto de una voluntad política, y no de una fatalidad económica. 
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Sin embargo, Martins (2005)137  alerta sobre la necesidad de hacer una 
distinción entre flexibilización y desregulación. Desregular significa desproveer 
de normas heterogéneas las relaciones de trabajo; “en la desregulación la ley 
simplemente deja de existir. En la flexibilización ocurre una alteración de 
las reglas existentes”. Pero, la distancia entre la desregulación y la 
flexibilización es mínima si se toman en cuenta las pérdidas laborales y el 
desamparo legal que resulta de la segunda, producto de la ineficacia de la 
Justicia Laboral. Las secuelas de la flexibilización alcanzan en mayor medida a 
los grupos laborales más vulnerables: niños, adolescentes y trabajadores 
tercerizados. 
De esta forma, la protección de los derechos laborales, desde nuestra 
perspectiva, es un papel que debe asumir toda la sociedad, involucrándose de 
manera estrecha con este proceso, y en donde el ombudsman laboral puede 
fungir de intermediario. Una de las formas en que puede ocurrir este 
estrechamiento relacional es por medio de una de las competencias citadas en 
el tópico anterior, que es la capacitación en derechos y deberes laborales. La 
ignorancia de la legislación laboral fomenta la explotación y la precarización de 
derechos, así como puede llevar a los patrones/empleadores a actitudes que 
no necesariamente derivan de la mala fe, pero si del desconocimiento o las 
interpretaciones erradas. 
Un ejemplo muy interesante es el Código de Defensa del Consumidor en 
Brasil, que fue creado con la misión de atender las necesidades de los 
consumidores, garantizar el respeto a su dignidad, y buscar la mejoría en la 
calidad de los productos y la atención al público. Una experiencia exitosa que 
incentivó a las empresas a invertir en un ombudsman para actuar como un 
canal comunicacional directo con los clientes, y así no tener que resolver 
conflictos sino principalmente prevenirlos. 
En Argentina, en marzo de 2015, entró en vigor la nueva Ley de Defensa 
del Consumidor (Ley n° 26.361) modificando la Ley n° 24.240 de Defensa del 
Consumidor de 1993, la Ley n° 22.802 de Lealtad Comercial de 1983, y la Ley 
n° 25.065/1999 de Tarjetas de Crédito. Con esta nueva legislación el 
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consumidor argentino pasa a tener un sistema de conciliación obligatorio y 
gratuito sin necesidad de recurrir a un abogado. La acción puede ser iniciada 
por Internet, donde es marcada la primera audiencia de conciliación. La 
“Justicia del Consumidor”, como es llamada en Argentina, representa un 
avance para la Unión de Usuarios y Consumidores argentinos en cuanto a los 
derechos del consumidor, pues agiliza acciones que tardan, en promedio, más 
de nueve meses para alcanzar un acuerdo entre las partes. 
En los medios de comunicación, específicamente los impresos, el 
ombudsman también pasó a ser una figura conocida por los lectores; alguien 
que más allá de responder a las demandas con mayor eficiencia y rapidez, que 
las antiguas cartas (mensajes electrónicos) enviados a las salas de redacción, 
tiene el poder de crear una empatía con el público. Esto ocurre porque el 
ombudsman de las salas de redacción tiene autonomía para apuntar los 
errores cometidos por los medios aunque estos no sean señalados por los 
lectores. 
En fin, todas estas actuaciones de los ombudsman pueden ser, desde 
nuestra visión, orientaciones para la creación de vínculos entre el ombudsman 
laboral y la sociedad. Pues, como afirma Pino (2014, p. 15)138: “La estructura 
legal de esta figura se ha diseñado para cubrir la insuficiencia y los 
vacíos que presentan los controles tradicionales (parlamentario, 
administrativo y jurisdiccional), realizando una supervisión de distinta 
naturaleza, configurándose como un mecanismo alternativo de acceso a 
la justicia, que refuerza la labor de las demás instituciones, para 
garantizar el respeto efectivo de los derechos fundamentales establecidos 
a nivel constitucional.” 
Además, como resalta Constenla (2010, p.16)139, con quien 
concordamos, el éxito institucional del ombudsman es uno de los desafíos de la 
modernidad en favor del derecho, la justicia y la libertad, por lo tanto: “su 
mandato sería procurar reparar las asimetrías que derivan de las 
diferentes posiciones en que se sitúan los seres humanos frente al poder, 
sea político, económico o social.” 
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Para que el ombudsman pueda tener las condiciones necesarias para 
llevar a cabo su función sin interferencias de terceros, es fundamental la 
autonomía operacional y financiera. También, en términos de eficacia, es 
importante que el ombudsman sea accesible a la población y no una figura 
distante, separada del ciudadano, por barreras burocráticas. Como bien explica 
Acuña, para que el acceso sea posible, la actividad del ombudsman necesita 
ser divulgada: “se precisa que la oficina sea realmente conocida entre la 
ciudadanía común. La accesibilidad es en sí misma una virtud 
institucional que presupone la filosofía de recibir a cualquier persona 
(individual o colectiva).”  
Otro punto que no puede ser subestimado en la formación de vínculos 
entre el ombudsman y la sociedad es crear canales de cooperación con 
instituciones tanto nacionales como internacionales, que contribuyan con el 
fortalecimiento de lazos. Esto no excluye, evidentemente, a las entidades 
civiles que pueden colaborar, permanentemente, con la identificación de 
problemas y con la parte operacional.  
Para que ocurra esta aproximación es preciso evitar la burocratización 
del servicio prestado y ser transparente, pues como Alcuña destaca de forma 
inequívoca, es preciso “evitar reproducir los vicios de las administraciones 
que supervisan y corrigen, evitar que haya dudas sobre el pulcro manejo 
de sus medios económicos.” 
El autor complementa: “El ombudsman es ante todo, un mecanismo 
que con su actuación debe lograr la reconciliación del individuo con el 
Estado, su labor ofrece el servicio de un „dialogo reforzado‟ entre ambos, 
en beneficio de una comunicación rectificadora y reparadora de los 
efectos de los actos de autoridad indebidos e incorrectos que hacen al 
ciudadano perder la fe en el Estado como la única forma de convivencia 
que tenemos, esa es una gran misión que se demuestra día a día y que 
cada día asegura su permanencia hacia el ilimitado futuro.” 
Interpretando las palabras de Alcuña, desde los intereses del derecho 
laboral, entendemos que cabe al ombudsman laboral el papel de ayudar en la 
remoción de los obstáculos que puedan impedirle al trabajador gozar de sus 
derechos adquiridos, frenando la precarización de los mismos y despertando, 
por medio de la educación y la capacitación su concientización. 
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Los entrevistados para el desarrollo de esta tesis, tanto de Brasil como 
de Argentina, expresaron su punto de vista en cuanto a la posibilidad de 
vínculos del ombudsman laboral con las instituciones de la sociedad. Para el 
fiscal de Primera Instancia del Trabajo de Argentina, Alejandro Perugini, “esto 
requiere, necesariamente, diálogos de colaboración con los distintos 
sectores sociales y con otros poderes vinculados al Estado.” Para la 
docente de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires (UBA), 
Isabel Gonzalez Nieves “los vínculos que mantendría  el ombudsman  con 
las instituciones públicas y privadas son de investigación de las 
situaciones, de resolución de los conflictos, de asesoramiento. Es decir 
una suerte de pater que protege, orienta y decide para lograr el bienestar 
general en el área laboral.” 
Según el abogado y secretario de Derechos Humanos de la CGT 
argentina, Júlio Piumato “el ombudsman o defensor del pueblo, o el 
defensor a secas, sea del pueblo, sea de la tercera edad, o en este caso 
de laboral, es una herramienta. Depende directamente de las facultades 
objetivas que se le den, la posibilidad que tenga de operar 
correctamente.” 
Para el subsecretario de Coordinación de Políticas del Ministerio del 
Trabajo, Empleo y Seguridad de Argentina,  Sebastián Etchemendy es 
necesario ser muy cuidadoso en este sentido. Él afirma: “existe la necesidad 
de un profundo análisis para no herir los órganos ya existentes.” En la 
opinión del médico de trabajo argentino, Guillermo Macia es fundamental, para 
que esto suceda, “tener un equipo de personas de confianza, alguien para 
contactar el poder ejecutivo.” 
En cuanto a las respuestas de los entrevistados brasileños, según el 
Procurador Jefe en ejercicio de la Procuraduría Regional del Trabajo de la 15ª 
Región, Eduardo Luis Amgarten, este vínculo con la sociedad se da por medio 
de convenios, asociaciones, unas formales y otras no, creación de fórums, 
entre otras medidas. De acuerdo con el juez y presidente del Tribunal Regional 
del Trabajo de Campinas (SP)  Flavio Allegretti de Campos Cooper “tanto el 
ombudsman público o privado necesita tener canales con las 
instituciones públicas, privadas. Tendría que tener poderes amplios para 
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cumplir su papel. El papel no sólo de oír, de ser el canal, de interlocución, 
pero hoy en día vivimos en un mundo efectivo.”  
Para la periodista brasileña Cal Moreira, la creación de vínculos con la 
sociedad no es solo posible sino debería ser una acción prioritaria. Ella afirma: 
“No pienso sea viable, principalmente en la contemporaneidad, la 
actuación eficiente de cualquier órgano o institución de forma 
fragmentada. Verdaderamente, uno de los grandes problemas que 
enfrentamos es esta visión segmentada que el ser humano tiene de las 
cuestiones y de sí mismo.”  
En la opinión de la jueza Denise Pacheco - Ouvidora del Tribunal 
Regional del Trabajo de la 4ª Región y Coordinadora del Núcleo de 
Conciliación -y del  juez Carlos Alberto Lontra (Juez Auxiliar de Conciliación del 
Tribunal Regional del Trabajo de la 4ª Región) que respondieron 
conjuntamente la entrevista, “en su actuación cotidiana, las ouvidorias de 
los Tribunales del Trabajo deben fomentar el relacionamiento con otras 
esferas de poder, sobre todo el Ministerio Público del Trabajo, los 
sindicatos y las instituciones de enseñanza, pues esta interlocución evita 
la actuación de forma fragmentada y fortalece los vínculos de solidaridad. 
Actuar como vasos comunicantes es imperioso para el alcance de la 
mayor eficiencia en el servicio público, en cumplimiento a los principios 
fundamentales de la Administración Pública: legalidad, transparencia, 
publicidad, eficiencia y moralidad.”  
Para complementar lo que visto hasta el momento, en el próximo 
capítulo, discutiremos el papel del ombudsman laboral en cuestiones como la 
inclusión social y el mantenimiento de la paz, más allá de los principios 
constitucionales e de las pautas para un marco legal para el establecimiento de 
la figura del ombudsman. 
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Capítulo V – Instrumentos para la paz y la inclusión social: el papel del 
ombudsman laboral 
 
 
Iniciamos este capítulo afirmando que el acelerado proceso de 
modernización, en todas las áreas de la sociedad, no ha conseguido contribuir 
efectivamente, con la reducción de la exclusión y el desequilibrio social, sino 
más bien ha acentuado las distancias entre las capas representativas de la 
sociedad, apuntalando un retroceso significativo de conquistas ya legitimadas, 
incluso constitucionalmente. Una dicotomía que ayuda en la solidificación de un 
desequilibrio que altera las condiciones objetivas necesarias para la 
supervivencia, además de reflejar de manera drástica las relaciones humanas.  
Siendo esto así, no resulta excesivo afirmar que la actual crisis 
económica iniciada en Estados Unidos de América, y que actualmente asola a 
los países de la Unión Europea, no está restringida únicamente al universo 
financiero. Extrapola ese límite, presentando un aspecto multifacético de 
carácter moral, ético, cultural, social e incluso ecológico. De cierto modo, se 
podría afirmar, que la economía mercantilista está recogiendo los frutos, por no 
haber considerado los requerimientos mínimos de racionalidad y justicia social 
que eran fundamentales para consolidar el tan anhelado proceso de paz 
mundial. 
Con la subvaloración del trabajo humano, considerado solo como un 
factor de costos, y la priorización de la máxima “todo para el mercado”; la 
élite económica y política internacional inició un viaje sin regreso al caos social. 
En un Estado Democrático de Derecho, tanto el trabajo como la dignidad 
humana son fundamentos. Por lo tanto, el trabajo es lo que crea oportunidades 
de inclusión social y lo que dignifica tanto la vida del trabajador como la de su 
núcleo familiar y social. 
Esta preocupación no parece formar parte del cuadro de prioridades 
mundiales. Como resalta Neri (2001)142, desde la óptica de la globalización 
neoliberal, los valores humanos, la renta, el empleo, la salud y la educación son 
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elementos secundarios; la discusión global se centra en las tasas de intereses, 
los ajustes fiscales y la devaluación cambiaria. En el ámbito jurídico, el Derecho 
Laboral también ha sido alcanzado por los efectos de la globalización. En 
palabras de Manus (2005, pág. 123)143: “El fenómeno de la globalización 
interfiere en el Derecho Laboral, acarreando entre sus consecuencias la 
tendencia a modificar las relaciones entre los prestadores y tomadores de 
servicios, como forma de aproximación entre los modelos jurídicos de 
varios países.”  
En realidad, de todas las ramas jurídicas, el Derecho Laboral es la más 
susceptible a los cambios generados por el proceso de globalización mundial. 
La visión del empresario es la de disminuir el costo de la mano de obra a 
cualquier precio y manipular la carga de trabajo de sus funcionarios, para 
ampliar sus beneficios y así poder mantenerse en el mercado. Por otro lado, 
para evitar el desempleo estructural y resolver los problemas del mercado, la 
respuesta dada por la ideología neoliberal ha sido la flexibilización de las leyes 
de trabajo. El argumento que defiende esta postura, sugiere que las leyes en 
vigor, muchas veces limitan el crecimiento de los trabajadores y contribuyen 
con el desempleo.  
Dichas alternativas son priorizadas por la clase que detenta el poder 
económico, que profundiza las divisiones sociales y que, contrariando todas las 
perspectivas sociales, contribuye con el mantenimiento de un estado de litigio 
permanente. De manera general, podemos afirmar que éste es el perfil que 
impera dentro de las relaciones laborales contemporáneas, afrontando 
claramente los derechos y volviendo cada vez más nítida la percepción de que 
la inseguridad ronda y amenaza la dignidad humana. 
Luego de esta introducción al capítulo, presentaremos los argumentos 
que darán substancia a la defensa asumida en esta tesis: la institucionalización 
de una nueva figura de representación para la protección efectiva de los 
trabajadores, el ombudsman laboral. 
 
 
 
                                                          
143
 MANUS, Pedro Paulo Teixeira. Direito do Trabalho. 9 ed. São Paulo: Atlas, 2005. 
155 
 
5.1 Definición y poderes 
 
 
Considerando la fuerza de las presiones económicas del Estado, que 
imponen un nuevo perfil de relaciones laborales y una flexibilización acentuada 
de derechos ya adquiridos; y la proximidad excesiva de los órganos de clase 
con el gobierno, se hace evidente que reformas superficiales, creación de 
nuevas leyes o incluso la intervención de ciertos organismos, como es el caso 
del Consejo Nacional de Justicia (CNJ) en Brasil, no son recursos eficientes 
para impedir el desamparo legal de los trabajadores. La institucionalización de 
un ombudsman laboral es la medida que consideramos más eficaz para mediar 
las relaciones laborales. 
Como explica Álvarez (1988)144, la institucionalización del ombudsman 
contemporáneo – también llamado de ouvidor en Brasil o defensor del pueblo 
en los países hispanos–no está restricta a las condiciones económicas o 
políticas de un país. Sin embargo, su actuación debe presentar algunos 
principios fundamentales comunes, como: independencia, capacidad de actuar 
con eficiencia y flexibilidad, entre otros aspectos (PÉREZ-UGENA, 1994)145. La 
Organización de Naciones Unidas (ONU) sostiene que las acciones de un 
ombudsman o de cualquier figura que goce de esta denominación -en cualquier 
ámbito– deben estar apegadas a los “Principios de Paris”146. Uno de estos 
principios declara: “Todas las disposiciones de carácter legislativo y 
administrativo, así como las relativas a la organización judicial, 
destinadas a preservar y ampliar la protección de los derechos humanos; 
a este respecto, la institución nacional examinará la legislación y los 
textos administrativos en vigor, así como los proyectos y proposiciones 
de ley y hará las recomendaciones que considere apropiadas para 
garantizar que esos textos respeten los principios fundamentales en 
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materia de derechos humanos; en caso necesario, la institución nacional 
recomendará la aprobación de una nueva legislación, la modificación de 
la legislación en vigor y la adopción de medidas administrativas o su 
modificación.” 
Algunos países han asimilado los Principios de París como guía de 
actuación. Entre ellos, Argentina, donde existe la Defensoría del Pueblo de la 
Nación, creada por medio de la Ley nº 24.284 de 1994, la cual establece en su 
artículo I: “el objetivo fundamental de esta institución es el de proteger los 
derechos e intereses de los individuos y la comunidad frente a los actos, 
hechos y omisiones de la administración pública nacional”147. El Defensor 
Del Pueblo de La Nación es una figura independiente que actúa con total 
autonomía, siendo designado y retirado del cargo por el Congreso Nacional. 
Como explica Pino (2014, pág. 79)148: “En cualquier Estado que tenga 
un régimen democrático, es decir donde la totalidad de la actuación de 
los poderes públicos esté sujeta a la ley y al derecho, implica a su vez que 
la defensa cuando se producen violaciones a los derechos humanos, 
deba hacerse por medios democráticos, a través del control mutuo de los 
poderes del Estado dentro de los límites que fije el Derecho, lo que ha 
derivado en el desarrollo de nuevos mecanismos controladores que han 
hecho indispensable la creación del Ombudsman en los ordenamientos 
jurídicos de los Estados tanto en Europa como en el resto del mundo.” 
Lo que nos llevó a elegir el tema de esta tesis fue, justamente, la 
percepción de tres factores en ascenso, que indican la vulnerabilidad de los 
trabajadores: (1) el aumento vertiginoso del número de accidentes laborales 
que involucran trabajadores tercerizados; (2) las diferencias salariales entre el 
trabajador tercerizado (con capacitación igual o superior) y el contratado, y (3) 
la aparición sistemática de conflictos de competencia laboral. Un cuadro que, 
tal y como defiende Pino, justifica la necesidad de crear nuevos mecanismos 
que controlen y supervisen los derechos ya establecidos y que están en 
situación de vulnerabilidad, por los diversos factores citados anteriormente.  
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Así, llegamos al siguiente cuestionamiento: ¿de qué manera el 
ombudsman laboral puede ayudar a interrumpir ese proceso de ataque a los 
derechos de la clase trabajadora? La actuación de un equipo de ombudsmen 
de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), puede brindar algunas 
pistas. Los ombudsmen de la ONU tienen como función encontrar soluciones 
para conflictos laborales dentro del cuerpo de operarios del órgano y actúan en 
consonancia con los siguientes principios: independencia, neutralidad e 
imparcialidad, confidencialidad y carácter oficial149. 
Este servicio de conciliación de la ONU fue creado por medio de la 
resolución 62/228 de la Asamblea General con el objetivo de fortalecer el 
sistema de justicia interna del organismo internacional. Entre las cuestiones 
laborales que los funcionarios de la ONU pueden dirigir al ombudsman, se 
encuentran: problemas de remuneración, relaciones entre funcionarios de 
diferentes niveles y entre compañeros de trabajo, perspectivas profesionales, 
situaciones de discriminación y asedio, condiciones generales del ejercicio de 
las funciones y cuestiones jurídicas. 
De acuerdo con la ONU: “El Ombudsman es un funcionario 
independiente, nombrado específicamente para ese cargo, que 
proporciona ayuda imparcial y oficiosa para la solución informal de 
conflictos y dificultades relacionadas con el trabajo en las Naciones 
Unidas. El servicio está a la disposición de todos los funcionarios de las 
Naciones Unidas, con inclusión de ex funcionarios y jubilados, 
independientemente del tipo de contrato o del lugar en que se 
encuentren. El Ombudsman puede ayudarle a examinar el problema 
desde todas las  perspectivas, facilitar la identificación de las opciones y 
evaluarlas con vistas a determinar la que sea más conveniente para 
usted. En todos los casos, el Ombudsman actúa con el máximo grado de 
confidencialidad e imparcialidad. No aboga por ninguna persona en una 
controversia dentro de una organización, ni por la organización; más 
bien, promueve el debido proceso y las garantías procesales y se encarga 
de facilitar una solución que sea aceptable para todas las partes. El 
Ombudsman no impone soluciones ni adopta decisiones administrativas 
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que puedan desembocar en un resultado. El procedimiento es totalmente 
controlado por el funcionario que se pone en contacto con el 
Ombudsman. Todas las comunicaciones con el Ombudsman tienen 
carácter confidencial. El Ombudsman en ningún caso menciona nombres 
sin autorización expresa y no puede ser obligado a prestar testimonio en 
ningún procedimiento formal.” 
Aunque el público atendido por el ombudsman laboral de la ONU es 
infinitamente menor al universo planteado en los objetivos de esta tesis, es 
posible percibir la similitud con la idea central. Principalmente, el hecho que el 
ombudsman sea laboral, es decir volcado a resolver los problemas de los 
trabajadores y a encontrar soluciones para conflictos que estén ocurriendo o 
que puedan suceder. Las cuestiones atendidas por el ombudsman de las 
Naciones Unidas reflejan –y no podría ser de otra manera– situaciones que 
afectan a los trabajadores en cualquier área de actividad. Por último, el 
objetivo del ombudsman y la definición de sus funciones dentro del organismo 
internacional son muy similares a los argumentos empleados en esta tesis. 
Entiéndase, la rapidez y la eficacia en la resolución de conflictos y su 
capacidad para ofrecer herramientas de defensa y mantenimiento de los 
derechos laborales. 
A continuación abordaremos los principios constitucionales presentes 
en la institucionalización de un ombudsman laboral. 
 
 
5.2 Principios constitucionales 
 
 
En Brasil el art. 129 de la Constitución Federal especifica las funciones 
del Ministerio Público, imponiéndole, entre otras atribuciones, el papel de 
asegurar el respeto a los Poderes Públicos y a los servicios de notable 
importancia para los derechos contemplados en la Carta Magna brasileña: Art. 
129. Son funciones institucionales del Ministerio Público: I - Promover, 
privativamente, la acción penal publica, en la forma de la ley; II - velar por 
el efectivo respeto de los Poderes Públicos y de los servicios de 
relevancia pública para los derechos garantizados en esta Constitución, 
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promoviendo las medidas necesarias para su garantía; III - promover la 
demanda civil y la acción civil publica, para la protección del patrimonio 
público y social, del medio ambiente y otros intereses difusos y 
colectivos; IV - promover la acción de inconstitucionalidad o la petición 
para la intervención de la Unión y de los Estados, en los casos previstos 
en esta Constitución; V- defenderá judicialmente los derechos y los 
intereses de la población indígena; VI - expedir notificaciones en los 
procedimientos administrativos de su competencia, solicitando informes 
y documentos para instruirlos, en la forma de la ley complementaria 
respectiva; VII - ejercer en control externo de la actividad policial, en la 
forma de la ley complementaria mencionada en el artículo anterior; VIII - 
requerir diligencias de investigación y la formulación de demanda policial, 
indicando los fundamentos jurídicos de sus manifestaciones policiales; IX 
- ejercer otras funciones que le fueran conferidas, en tanto compatibles 
con su finalidad, estándole prohibida la representación judicial y la 
asesoría jurídica de entidades públicas. § 1º - La legitimación del 
Ministerio Público para las acciones civiles previstas en este artículo no 
impide la de terceros en las mismas hipótesis según lo dispuesto en esta 
Constitución y en la ley. § 2º Las funciones del Ministerio Público sólo 
pueden ser ejercidas por integrantes de la carrera, que deberán residir en 
la comarca de la respectiva oficina, salvo autorización del jefe de la 
institución. (Redacción dada por la Enmienda Constitucional nº 45, de 
2004) § 3º El ingreso en la carrera se hará mediante concurso público de 
pruebas y títulos, garantizándose la participación de la Orden de los 
Abogados del Brasil en su realización y, observando en los 
nombramientos el orden de clasificación. (Redacción dada por la 
Enmienda Constitucional nº 45, de 2004) § 4º Se aplica al Ministerio 
Público, en lo que cupiese, lo dispuesto en el art. 93. (Redacción dada por 
la Enmienda Constitucional nº 45, de 2004) § 5º La distribución de 
procesos en el Ministerio Público será inmediata. (Incluido por la 
Enmienda Constitucional nº 45, de 2004).” (Traducción libre) 150 
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Como explica el fiscal de Justicia y magíster en Derecho de la 
Universidad de Coímbra, João Gaspar Rodrigues151, "la Constitución no 
utilizó el término ombudsman, convencionalmente llamado Defensor del 
Pueblo. Sin embargo, la asignación inherente a la disposición 
constitucional anterior, le otorga esa naturaleza, independientemente de 
la denominación que reciba.” Y añade: “De hecho, técnicamente el texto 
constitucional está errado, pues en los incisos de un artículo pincela los 
atributos del ombudsman, pero en el Caput no los especifica.”  
Igualmente, según Rodrigues: “Es fácil concluir que la Ley viviente no 
se compone de normas, sino de realidades sociales normalizadas o mejor 
dicho, de valores que se incorporan a la regla, cada uno con su propia 
identidad. Y el Ministerio Público como guardián de la orden jurídica y del 
régimen democrático debe amoldarse a tales señalamientos para 
incorporar, verdaderamente, ese perfil de ombudsman que fue conferido 
por Constitución Federal.”  
Cabe acotar, que antes de la promulgación de la Constitución de 1988, 
surgieron algunos intentos –fallidos– de institucionalización del ombudsman en 
Brasil. Estas tentativas fueron iniciadas por el Congreso Nacional, dos de ellas 
en 1981. La primera vino de parte del diputado Mendonça Neto, quien propuso 
la creación de una Procuraduría General del Pueblo, por medio de la enmienda 
constitucional, con el objetivo de investigar violaciones a las leyes y a los 
derechos fundamentales de las personas. Ese mismo año el diputado José 
Costa propuso la institución de la Procuraduría General del Poder Legislativo. 
También, en 1984 el diputado Jonas Nunes propuso la creación de una 
Procuraduría General para recibir y filtrar quejas en contra de la administración 
pública. 
El término ombudsman apareció en una propuesta del Senado Federal 
en 1983, de la mano del senador Luis Cavalcante, quien defendía que el 
ombudsman era el instrumento más eficaz para combatir la corrupción en 
Brasil. En 1986, la Comisión Provisional de Estudios Constitucionales, conocida 
como Comisión Afonso Arinos, presentó un anteproyecto para de la 
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institucionalización de un Defensor del Pueblo, nombrado por la Cámara de los 
Diputados. Ninguna de estas propuestas tuvo éxito.  
El artículo propuesto en el anteproyecto y rechazado en la plenaria de la 
Constituyente, expresaba152: Art. 56 – Es creado el Defensor del Pueblo, 
concerniéndole, en forma de ley complementaria, velar por el efectivo 
respeto de los poderes del Estado a los derechos asegurados en esta 
Constitución, investigar abusos y omisiones de cualquier autoridad e 
indicar a los órganos competentes las medidas necesarias para su 
corrección o sanción. § 1º – El Defensor del Pueblo podrá promover la 
rendición de cuentas de la autoridad requerida, en caso de omisión 
abusiva en la adopción de las providencias requeridas. § 2º – La ley 
complementaria dispondrá sobre la cualificación, organización y 
funcionamiento de la Defensoría del Pueblo, manteniendo los siguientes 
principios: I – el Defensor del Pueblo es elegido, por elección secreta y 
por la mayoría absoluta de los miembros de la Cámara de Diputados, 
entre candidatos propuestos  por la sociedad civil, de notorio respeto 
público y reputación intachable, con mandato no renovable por cinco 
años; II – son atribuciones del Defensor del Pueblo la inviolabilidad, los 
impedimentos, las prerrogativas procesales de los miembros del 
Congreso Nacional y los vencimientos de los Ministros del Tribunal 
Supremo Federal; III – las Constituciones Estadales podrán instituir la 
Defensoría del Pueblo, de conformidad con los principios de este 
artículo.”  
De acuerdo con Silva (2007, pág. 149)153: “La figura del Defensor del 
Pueblo desapareció en la constituyente, transfiriéndose para el Ministerio 
Público la tarea de examinar y promover la responsabilidad por abuso de 
poder de cualquier gobernante. Pero el artificio resulta en una tarea 
irrecusable, imposible de traer al control interno del sistema de poderes. 
Su equilibrio se rompe por esta supercompetencia otorgada a los fiscales, 
que no consigue frenar el ejercicio de la función creciente. En la práctica, 
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tal vez, el riesgo sea amortiguado por la entrada en escena de la moral de 
la corporación, que apacigua el control innovador – por más asombrosas 
que sean las ganas o el carácter puesto en la tarea. En las reglas del 
juego de poder y al contrario de la homeopatía casera, el símil no cura el 
símil. Reos y cerberos, gatos negros o pardos conocen, displicentes, 
todos los guisos en el mundo de la organización. Y la presente redacción 
de la propuesta no sólo evidencia la grieta enorme, mal escondida bajo el 
tapete de competencias del Ministerio Público. Deja entrever el desvío de 
la óptica que comprueba la tesis, dado que sólo se habla de correcciones 
de abusos del poder gubernamental. Nada se dice sobre el peor de ellos 
que es, exactamente, la omisión de las autoridades públicas, cada vez 
más prorrogada por la inercia burocrática, presa a su estricta e inmediata 
dinámica de intereses.”  
Habiendo perdido la oportunidad de instituir la figura de un ombudsman 
en la Constitución Federal, tales atribuciones quedaron en las manos del 
ouvidor, sin éste poseer los “trazos esenciales indicados por la más 
autorizada doctrina jurídica acerca del ombudsman” (BEZERRA, 2010). 
Además de eso, como defiende Silva (2007): “El Ministerio Público, 
principalmente el estadal, no posee, conforme se observa en la realidad 
actual brasileña, una cultura de acceso a los desvalidos que permita 
poner la institución a favor de los excluidos. Además la constante 
coincidencia del necesitado del “defensor del pueblo” con el frecuente 
reo en el proceso penal crean un natural distanciamiento del ejercicio de 
ambas funciones, con predominio, por cierto, de la represión. Prueba de 
esto son los habituales abusos policiales y en las prisiones, siempre 
condenados en los informes de las comisiones de derechos humanos de 
la ONU.”  
Sin embargo, hay quienes concuerdan con el rechazo de la creación de 
la figura del Defensor Público en Brasil. Silva (2000, pág. 583) es uno de ellos: 
“No es aceptable la tesis de algunos que quieren ver en la institución un 
cuarto Poder del Estado, porque sus atribuciones, incluso ampliadas a 
los niveles encima apuntados, son ontológicamente de naturaleza 
ejecutiva, siendo, pues, una institución vinculada al Poder Ejecutivo, 
funcionalmente independiente, cuyos miembros integran la categoría de 
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agentes políticos, y, como tal, han de actuar con plena libertad funcional, 
desempeñando sus atribuciones con prerrogativas y responsabilidades 
propias, establecidas en la Constitución y en leyes especiales. No son 
operarios públicos en el sentido estricto, ni están sujetos al régimen 
estatutario común. Tienen normas específicas para su elección, 
investidura, conductas y procesos por crímenes funcionales y de 
responsabilidad, que les son privativos.”  
En Argentina la situación es distinta. El Defensor del Pueblo está 
previsto en el artículo 86 de la constitución del país154: Capítulo Séptimo - Del 
Defensor del Pueblo. Artículo 86.- El Defensor del Pueblo es un órgano 
independiente instituido en el ámbito del Congreso de la Nación, que 
actuará con plena autonomía funcional, sin recibir instrucciones de 
ninguna autoridad. Su misión es la defensa y protección de los derechos 
humanos y demás derechos, garantías e intereses tutelados en esta 
Constitución y las leyes, ante hechos, actos u omisiones de la 
Administración; y el control del ejercicio de las funciones administrativas 
públicas. El Defensor del Pueblo tiene legitimación procesal. Es 
designado y removido por el Congreso con el voto de las dos terceras 
partes de miembros presentes de cada una de las Cámaras. Goza de las 
inmunidades y privilegios de los legisladores. Durará en su cargo cinco 
años, pudiendo ser nuevamente designado por una sola vez. La 
organización y funcionamiento de esta institución serán regulados por 
una ley especial.  
En este país el Defensor del Pueblo no está vinculado al Ministerio 
Público, sino al Poder Legislativo y no cumple con las mismas funciones de ese 
órgano. En consonancia con Fernández (2004, pág. 6), el Defensor del Pueblo: 
“Disfruta de enclave constitucional, circunstancia que desde la 
perspectiva piramidal del orden normativo lo ubica como autoridad de la 
Nación, en un plano de máxima jerarquía, no sujeto a instrucciones de 
ninguna otra, dado que la norma constitucional lo inviste como 
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independiente, y en consecuencia, por la índole del atributo conferido 
ejerce su misión con autonomía funcional.” 
Basanta (2009) cita las características principales del Defensor del 
Pueblo: “La autonomía que le permite organizarse internamente, la 
independencia de los poderes públicos, la ausencia de solemnidad e 
informalismos en sus trámites, el origen parlamentario dado su 
designación, la obligación de rendir informes. La rapidez de las 
actuaciones se torna un imperativo categórico frente a la excesiva 
tardanza de los procedimientos administrativos.” 
Presentadas las situaciones constitucionales del ombudsman o Defensor 
del Pueblo en Brasil y en Argentina, pasaremos al abordaje específico del 
ombudsman laboral y su marco legal. 
 
 
5.3 Pautas para un marco legal para el estabelecimiento de la figura del 
ombudsman laboral 
 
 
Reforzando las informaciones ya mencionadas anteriormente, en Brasil y 
Argentina la figura del ombudsman laboral aún no existe institucionalmente. 
Aunque Argentina cuenta con una sección de seguridad social y trabajo entre 
las áreas de actuación de la Defensoría del Pueblo de la Nación, que de 
acuerdo con la propia definición del órgano: “contempla la protección, 
promoción y garantía de los derechos de jubilados y pensionados 
nacionales en general, la relación de empleo público, la seguridad e 
higiene en el trabajo (ART), las asociaciones gremiales y subsidios de la 
Administración Nacional de la Seguridad Social, entre otros.” Según datos 
de la Defensoría Pública de la Nación, 7,68% de las demandas atendidas entre 
mayo de 2012 y abril de 2013 entraron dentro del área de Empleo y Seguridad 
Social que ocupa el tercer lugar entre el total de denuncias. 
En Brasil, los trabajadores cuentan con la Justicia del Trabajo, creada 
por medio del Decreto nº 16.027/1923, con el cual también se instituyó el 
Consejo Nacional del Trabajo (CNT). Como lo expresó el presidente del 
Tribunal Superior del Trabajo, ministro Carlos Alberto Reyes de Paula, el 
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objetivo de la Justicia del Trabajo “no es sólo poner término al conflicto 
laboral, de naturaleza individual o colectiva, también existe la necesidad 
de que la solución sea lo más justa posible. El criterio es el de la equidad, 
como consagra el artículo 766, del Texto Consolidado, es decir, 
asegurando el salario justo a los trabajadores y permitiendo también una 
justa retribución a las empresas interesadas155.” 
De acuerdo con los especialistas, sea por sus propias deficiencias 
estructurales o por el aumento expresivo de las demandas, la Justicia del 
Trabajo está a favor de proteger eficazmente las relaciones laborales, 
especialmente después de la promulgación de la Carta Magna en 1988 y la 
constitucionalización de los derechos laborales. Sin embargo, en palabras de 
Paula (1999) ésta se encuentra bajo “las influencias más nefastas del 
neoliberalismo manifestado por el proceso de globalización económica. 
Podemos entonces distinguir dos grandes efectos: el desempleo y la 
disminución de las formas de protección al trabajador.” 
En cuanto a los procedimientos sistemáticos de la Justicia del Trabajo, 
Leite (2008, pág. 86-87)156 esclarece que: “Con relación al derecho procesal 
del trabajo, se puede inferir que, con la promulgación de la CF, en 1988, el 
CDC en 1990, y más tarde, la LOMPU en 1993, la „jurisdicción laboral‟ 
pasó a estar constituida por tres sistemas: a) el primero, que llamaremos 
de jurisdicción laboral individual, destinado a las tradicionales 
„desavenencias individuales‟ y utilizado para la solución de reclamos 
(rectius, acciones) individuales o plurales. Su procedimiento es regulado 
por el Título X, Capítulo III, de la CLT y, subsidiariamente, por el CPC, a 
tenor del art. 769 consolidado; b) el segundo, en lo sucesivo denominado 
jurisdicción laboral normativa, se enfrenta a divergencias de intereses 
colectivos, en los cuales se busca, a través del Poder Normativo ejercido 
originalmente por los Tribunales del Trabajo (CF, art. 114, §2º), la creación 
de normas laborales aplicables a las partes en “desacuerdo colectivo” y 
sus representados. Su procedimiento es regulado por el Título X, Capítulo 
IV, de la CLT y, subsidiariamente, por el CPC, con fuerza de la regla 
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contenida en el mencionado art. 759 del texto obrero; c) el tercero y 
último sistema, aquí designado como jurisdicción laboral metaindividual, 
está dirigido, básicamente, a la protección preventiva y correctiva de los 
derechos o intereses metaindividuales, que son los difusos, colectivos, e 
individuales homogéneos.”  
Con respecto a las competencias de la Justicia del Trabajo, las mismas 
están dispuestas en el artículo 114 de la Constitución Federal que expresa: “Es 
competencia de la Justicia del Trabajo conciliar y juzgar: I - los conflictos 
individuales y colectivos entre trabajadores y empleadores, incluyendo 
los entes de derecho público externo y de la administración pública 
directa e indirecta de la Unión, de los Estados, del Distrito Federal, de los 
Municipios; II - las acciones que envuelvan el ejercicio del derecho a 
huelga; III - las acciones sobre representación sindical, entre sindicatos, 
entre sindicatos y trabajadores,  y entre sindicatos y empleadores; IV - los 
mandatos de seguridad, habeas corpus y habeas data, cuando el acto 
cuestionado involucre materia sujeta a su jurisdicción; V - los conflictos 
de competencias entre órganos con jurisdicción laboral salvo lo 
dispuesto en el art. 102, I, o; VI - las acciones de indemnización por daño 
moral o patrimonial, resultantes de la relación laboral; VII - las acciones 
relativas a las sanciones administrativas impuestas a los empleadores 
por los órganos de fiscalización de las relaciones de trabajo; VIII - la 
ejecución, de oficio, de las contribuciones sociales previstas en el art. 
195, I, a, e II, y sus cargos legales, derivados de las sentencias dictadas; 
IX - otras controversias derivadas de la relación de trabajo, en 
conformidad con la ley.”  
La Enmienda Constitucional 45/2004 amplió estas competencias y la 
Justicia del Trabajo pasó también a tener poderes para procesar y juzgar las 
controversias de las relaciones laborales. 
Por su parte, el Ministerio Público del Trabajo es una institución jurídica 
sin vínculos con los tres Poderes, a la cual le compete la defensa del orden 
jurídico laboral y la protección de los derechos e intereses de los trabajadores. 
El organismo está regido por la Constitución Federal, leyes 
infraconstitucionales y por la legislación internacional referente a los Derechos 
Humanos y Laborales. Integra junto con los Ministerios: Público Federal, 
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Público Militar y Público del Distrito Federal y Territorios, el Ministerio Público 
de la Unión. Con respecto a sus competencias, Cavaget (2000, pág. 122) 
explica157: “son incontables las atribuciones del Ministerio Público del 
Trabajo, tanto que las mismas no se encuentran enumeradas en un único 
dispositivo legal. Tenemos la norma máxima, la Constitución de la 
República, que establece en sus artículos 127 y 129 las funciones 
institucionales del Ministerio Público de la Unión y, por ende, del 
Ministerio Público del Trabajo. También la Ley Complementaria 75/93, que 
en los artículos 83 y 84, dispone sobre la competencia del Ministerio 
Público del Trabajo, siendo cierto que el rol previsto en estos artículos no 
es taxativo, una vez que las atribuciones establecidas en los artículos 6º, 
7º y 8º del mismo diploma legal, se refieren a todo el Ministerio Público de 
la Unión, observando apenas el campo de actuación de cada ramo. La 
propia CLT, en su artículo 793, establece la competencia del Ministerio 
Público del Trabajo para suplir la incapacidad procesal de los menores 
desasistidos.” 
De esta forma, y concordando con lo que afirma Brandão (2009)158, 
aunque la Constitución de 1988 no haya institucionalizado la expresión 
ombudsman o defensor del pueblo, le otorgó –constitucionalmente– al 
Ministerio Público una función similar, atribuyéndole al Ministerio Público del 
Trabajo, las cuestiones específicas al ámbito laboral. Incluso una de las 
funciones extrajudiciales del MPT es la de agente articulador social, cuyo 
origen estuvo directamente influenciado por los ombudsmen de los países 
escandinavos. 
En Argentina esa función es ejercida por el Defensor del Pueblo, en 
consonancia con lo establecido en el art. 86 de la Carta Magna. Se trata de un 
órgano independiente con autonomía funcional. Los trabajadores, por su parte, 
cuentan con instancias judiciales de trabajo adscritas a las Justicia del Trabajo.  
Los tribunales locales (con excepción de los de la capital que son nacionales 
integrados), la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, y los jueces 
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laborales de primera instancia también forman parte de la Justicia Laboral 
argentina.  Lo mismo sucede en otros países de América Latina, como 
Paraguay en el cual la Justicia del Trabajo fue instituida por el Código Procesal 
del Trabajo, Ley n° 742 de 1961, que tutela los Juzgados, los Tribunales y la 
Junta Permanente de Conciliación y Arbitraje. Por su parte, la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación decide la constitucionalidad de las causas laborales, y 
los Tribunales de Trabajo, compuesto por magistrados, son independientes. 
Según Sappia (2002, pág. 16)159: “Con un criterio de máxima 
amplitud, los tribunales de justicia, son en la región los destinatarios de la 
atribución para resolver las controversias jurídicas del trabajo, con 
capacidad para decir el derecho e imponer coercitivamente las conductas 
debidas a las partes. Incluso se admite la potestad judicial para ser alzada 
de decisiones en el plano de las relaciones laborales.” 
Sappia, sin embargo, hace una excepción con respecto a la 
obligatoriedad de que los reclamos laborales tengan que ser tramitados por un 
órgano administrativo. Él explica: “En Argentina y Canadá, el trámite es 
obligatorio. En el primero de esos países, se realiza ante un mediador 
privado, autorizado por el Ministerio de Trabajo, que aprueba el acuerdo y 
le da fuerza de cosa juzgada. Si este intento conciliador fracasa, queda 
habilitada la instancia judicial ante un Tribunal especializado en Derecho 
del Trabajo. En el segundo, se sustancia por ante una suerte de Tribunal 
administrativo de carácter tripartito con capacidad para resolver la 
controversia, y la posterior apelación ante un tribunal de justicia de tipo 
civil.” 
Sappia además advierte que en Argentina ocurre una: “falta de 
especial versación de los mediadores en la temática jurídico laboral del 
litigio. El notable número de causas resueltas en esa instancia acredita 
una disminución de causas en los tribunales laborales judiciales, pero no 
asegura eficacia técnica.” Concluyendo que: “todos los sistemas de 
solución de los conflictos del mundo del trabajo presentan no pocas 
dificultades de implementación en la actualidad. Se advierten deficiencias 
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que afectan la eficacia jurídica de las decisiones que se adoptan y, en 
términos de política laboral.” 
Conclusión que, junto con lo que expuesto sobre la situación en 
Brasil, tornan aún más relevante, los próximos tópicos que abarcarán las 
pautas para la creación de una ley en Brasil y Argentina que institucionalice la 
figura de un ombudsman laboral en ambos países. 
 
 
5.3.1 Pautas para una ley para Brasil 
 
 
En Brasil, la primera iniciativa para la creación de la figura de un 
ombudsman nacional remonta a 1823, un año después de la independencia del 
País. La propuesta de un entonces diputado, inspirada en los ombudsmen 
europeos del siglo XIX, fue rechazada por el Parlamento brasileño. 
En los años „60 del siglo XX, antes del golpe militar, varias agencias del 
Gobierno Federal, en especial en las áreas de salud y sanidad social, 
implantaron la figura del ombudsman. En este mismo periodo también comenzó 
a ser esbozada la creación de las oidoras en el país. 
Ya para los años „80, los constituyentes de la Carta Magna de 1988 no 
aceptaron la propuesta de creación del ombudsman en Brasil. El especialista 
en oidoras, Rubens Lyra, explica como ocurrió este rechazo160: “En 1988, el 
Congreso Constituyente rechazó la propuesta de creación del 
ombudsman en Brasil. El proyecto fue acogido en la primera comisión, la 
comisión de estudios constitucionales presidida por Afonso Arinos, pero 
no siguió adelante y quedó excluido del debate de la Constituyente en 
virtud de un fuerte lobby de presión del Ministerio Público. Tras la 
Constituyente, se crearon oidoras en los diferentes estados de la 
federación. La primera oidora se estableció en el estado de Paraná en 
1990, tras una experiencia pionera en Curitiba en 1986, que subsistió tan 
sólo por un año, y que fue reactivada recientemente. Tras eso, se 
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instituyeron oidoras en los estados de modo desordenado. La oidora de 
Minas Gerais tiene una plantilla única en que el ouvidor tiene el estatus 
elevado de secretario de Estado, posee mandato y la ley establece que es 
independiente entre los poderes del estado.”  
Sobre la diferencia entre la oidora y el ombudsman, Lyra afirma que: “El 
instituto del ombudsman se distingue por el hecho de actuar también en 
el ámbito judicial, con legitimidad activa para enjuiciar acciones, mientras 
que las oidoras tienen atribuciones administrativas. Las oidoras 
funcionan como un tipo de magistratura de la persuasión, no tienen poder 
coercitivo ni pueden imponer nada. No se trata de un órgano de la 
administración, funciona más bien como órgano de interlocución entre la 
sociedad y la administración pública, utilizando la persuasión, 
recomendación, mediación, evaluación y diálogo.” 
Por medio de la oidora del Ministerio del Trabajo y Empleo, el trabajador 
puede hacer reclamos y denuncias con respecto a los procedimientos y 
acciones de agentes directamente ligados o subordinados al Ministerio. Cabe a 
la oidora, de acuerdo con la definición del propio órgano: “proteger al 
ciudadano contra la violación de derechos, errores, negligencias, abuso 
de poder o contra la mala administración del servicio público, con el 
propósito de mejorar la administración pública y hacer la acción 
gubernamental más transparente y los agentes públicos más 
responsables por sus acciones, omisiones y decisiones.”  
En cuanto a su actuación, la oidora del Ministerio del Trabajo y Empleo 
después de recibir las denuncias las encamina hacia los sectores del Ministerio 
responsables, acompaña las providencias adoptadas e informa a los 
denunciantes sobre las mismas. También le corresponde a la oidora sugerir 
cambios para satisfacer las demandas presentadas y elaborar informes para 
subsidiar los gestores. 
Cuando se trata, específicamente, de dudas sobre cuestiones de política 
laboral o reclamos por incumplimiento de la legislación laboral por parte del 
empleador, el servicio sólo es entendido en los planteles de orientación fiscal 
de las Superintendencias Regionales de Trabajo y Empleo (SRTE‟s). Estas 
superintendencias actúan de dos formas; (1) educativa y orientadora, como 
está previsto en el artículo 627 de la Consolidación de las Leyes del Trabajo y 
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(2) reprimiendo y multando a los empleadores que no cumplen con la 
legislación laboral. 
No obstante, y a pesar de la importancia de las SRTE‟s, las condiciones 
precarias de trabajo y la insuficiencia de auditores-fiscales laborales y de 
servidores administrativos continúan siendo una realidad. Por ejemplo, a inicios 
de 2014, auditores-fiscales laborales intervinieron la sede de la SRTE del 
estado de Pará (región Norte de Brasil) al ser constatadas, entre otras 
irregularidades, la precariedad de las instalaciones, con fisuras e infiltraciones 
en la estructura del edificio, y la carencia de condiciones sanitarias e higiene 
adecuadas. 
Es decir, al igual que ocurre con otros órganos, que tienen como misión 
el cumplimiento de la legislación laboral, las SRTE‟s –como ya se argumentó 
anteriormente– no siempre cuentan con las condiciones necesarias para 
realizar su trabajo de forma eficiente. Lo que torna indispensable, a nuestro 
modo de ver, la urgente revisión de la eficiencia de las garantías institucionales 
de control y protección estatal para los derechos e intereses de la colectividad. 
Por lo tanto, concordamos con Gomes (2011) 161 cuando enfatiza que la 
institución del ombudsman en Brasil sería un “valioso sistema interorgánico 
de defensa de los derechos e intereses individuales y colectivos” y un 
“eficiente instrumento de control de la Administración Pública.” 
Igualmente, Gomes aclara un punto bastante relevante, con el cual también 
coincidimos: la institucionalización del ombudsman o Defensor del Pueblo en 
Brasil, no representa un “rival” para el Ministerio Público; “se trata de medios 
de defensa y de control completamente diferentes y, por eso, 
potencialmente complementarios.” Y añade: “de hecho, la acogida del 
ombudsman en la constitución de decenas de países se dio precisamente 
por su atípica relación con los demás medios de control y defensa.”  
Aunque Gomes (2011) no hace referencia directa a la institucionalización 
de un ombudsman laboral, como el defendido en esta tesis, aporta una 
argumentación legal, para que éste pueda ser implementado en Brasil, 
aclarando: “Si es verdad que la consagración del texto propuesto por la 
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Comisión de Estudios Constitucionales aseguraría la institucionalización 
del Ombudsman en la estructura del Estado brasileño, no es menos cierto 
la posibilidad constitucional de recibir esta institución dentro del sistema 
brasileño. En Brasil, contrario a las democracias europeas, las ouvidorias 
no nacieron en las alturas del plan constitucional, éstas fueron 
instituidas, en su mayoría, por ordenanzas, decretos y, raramente, por 
leyes. El ejercicio de las funciones de oidor, en regla, se ha limitado a 
cuestiones menores. Son desagravios puntuales a violaciones 
individuales. La mayoría de las veces, son pequeñas injusticias 
perpetradas contra ciudadanos, usuarios de servicios públicos, las que 
llegan a los oidores.”  
Finalmente, Gomes (2011) enfatiza que en Brasil hace falta un ouvidor 
general con “asiento constitucional, con cualificación, medios e 
instrumentos inherentes a los ombudsmen tradicionales”. Y defiende que: 
“La Constitución de Brasil, como se ha visto, ha recibido a las Oidoras de 
Justicia junto al Poder Judicial y al Ministerio Público de la Unión y los 
Estados. Como es sabido, Brasil también cuenta con una Oidora de la 
Unión, como órgano del Poder Ejecutivo. Estos avances, además de 
demostrar la idoneidad jurídica (estructural) y política (coyuntural) de un 
Ombudsman con los poderes y atributos que le son característicos, 
permiten restablecer la esperanza – la misma que animó al Prof. Afonso 
Arinos y a otros constituyentes apegados a la democracia – a incluir en la 
Constitución de Brasil un capítulo reservado a un Ombudsman con 
jurisdicción sobre todo el territorio nacional.”  
Al inicio de este capítulo citamos el anteproyecto de la Comisión Afonso 
Arinos que propuso la institucionalización del ombudsman en la Constitución 
brasileña de 1998 y que fue rechazado por los constituyentes. Ahora lo citamos 
nuevamente, pero adaptándolo a la creación especifica del ombudsman laboral 
y con algunos cambios que juzgamos precedentes: Art. ... – Es creado el 
Ombudsman Laboral, concerniéndole, en forma de ley complementaria, 
velar por el cumplimiento y garantía de los derechos laborales 
asegurados en la Constitución y en todas las leyes laborales,  investigar 
abusos y omisiones de cualquier autoridad, pública y privada e indicar a 
los órganos competentes las medidas necesarias para su corrección o 
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sanción. § 1º – El ombudsman laboral podrá promover la rendición de 
cuentas de la autoridad requerida, en caso de omisión abusiva en la 
adopción de providencias requeridas. § 2º - Cabrá al ombudsman laboral 
actuar en la resolución de conflictos judiciales y extrajudiciales, actuando 
en conjunto o por separado con los mediadores y conciliadores y actuar 
como defensor de los derechos inviolables del trabajador. § 3º – La ley 
complementaria dispondrá sobre las competencias, organización y 
funcionamiento del ombudsman laboral, manteniendo los siguientes 
principios: I – el ombudsman es elegido, por elección secreta, por 
miembros de una comisión multidisciplinar formada por integrantes de la 
Cámara de Diputados, representantes de la sociedad civil y de las clases 
jurídica y empresarial, de notorio respeto público y reputación intachable, 
con mandato no renovable por cinco años; II – son atribuciones del 
ombudsman laboral la inviolabilidad, los impedimentos, las prerrogativas 
procesales de los miembros del Congreso Nacional y los vencimientos de 
los Ministros del Tribunal Supremo Federal; III – las Constituciones 
Estadales podrán instituir el ombudsman laboral, de conformidad con los 
principios de este artículo. 
Es importante registrar que en Brasil la Propuesta de Enmienda 
Constitucional (PEC) debe ser presentada por el presidente y por el Senado y 
está sujeta a la tramitación especial en la Cámara de los Diputados. Necesita 
para ser aprobada de, mínimamente, un tercio del total de parlamentarios o por 
más de la mitad de las asambleas legislativas de las unidades de la 
Federación. El trámite de la PEC comienza después de ser direccionada por el 
presidente del Legislativo hacía la Comisión de Constitución, Justicia y 
Ciudadanía que tiene el plazo de cinco sesiones para devolver la propuesta a 
la Mesa de la Cámara con el dictamen de admisibilidad o no de la misma. 
En Argentina, según el artículo 30 de la Carta Magna de este país, la 
reforma constitucional puede ser hecha en todo o en cualquiera de sus partes. 
La necesidad de reforma debe ser declarada por el Congreso con el voto de 
dos tercios, al menos, de sus miembros: pero no se efectuará sino por una 
Convención convocada para este fin. Dispone el artículo 30: La Constitución 
puede reformularse en el todo o en cualquiera de sus partes. La 
necesidad de reforma debe ser declarada por el Congreso con el voto de 
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dos terceras partes, al menos de sus miembros: pero no se efectuará sino 
por una convención convocada a efecto. 
Ahora pasaremos a la institucionalización del ombudsman laboral en 
Argentina. 
 
 
5.3.2 Pautas para una ley para Argentina 
 
 
En Argentina, como se mencionó en otros capítulos, la Constitución 
establece que162: TITULO 1. GOBIERNO FEDERAL SECCION 1. DEL PODER 
LEGISLATIVO CAPITULO 7. Del Defensor del Pueblo –  Artículo 86.- El 
Defensor del Pueblo es un órgano independiente instituido en el ámbito 
del Congreso de la Nación, que actuará con plena autonomía funcional, 
sin recibir instrucciones de ninguna autoridad. Su misión es la defensa y 
protección de los derechos humanos y demás derechos, garantías e 
intereses tutelados en esta Constitución y las leyes, ante hechos, actos u 
omisiones de la Administración; y el control del ejercicio de las funciones 
administrativas públicas. El Defensor del Pueblo tiene legitimación 
procesal. Es designado y removido por el Congreso con el voto de las 
dos terceras partes de los miembros presentes de cada una de las 
Cámaras. Goza de las inmunidades y privilegios de los legisladores. 
Durará en su cargo cinco años, pudiendo ser nuevamente designado por 
una sola vez. La organización y el funcionamiento de esta institución 
serán regulados por una ley especial. 
Bugallo Olano y García Blanco (1998, p. 169) citando la definición de 
Defensor del Pueblo del profesor Agustín Gordillo afirman que éste “apunta a 
la defensa, a la protección de los derechos del hombre tutelados en un 
gran marco jurídico: la Constitución, los tratados en materia de derechos 
humanos, las normas jurídicas positivas en general; y en paralelo un 
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control de la administración pública. Creo que de esta manera se resalta 
al hombre, al ser humano, para que alguna vez se cumpla lo que dijo”. 
Aunque el Defensor del Pueblo de la Nación argentina no actúe 
específicamente en el área de Derecho Laboral, como defendemos en esta 
tesis, es posible percibir que muchas de sus acciones responden a algunos 
anhelos específicos de los trabajadores, los cuales podrían ser el punto de 
partida para la consolidación de un ámbito más amplio de defensa de sus 
derechos individuales o pluriindividuales. 
En fin, como también defiende Elias (2011, pág. 15): “Podría 
pensarse en un Ministerio Público del Trabajo con aptitud para instar 
acciones legales de carácter declarativo en defensa de intereses de 
determinados colectivos de trabajadores o de sujetos impedidos de 
asumir su propia defensa, así como en un Ombudsman o Defensor de los 
Trabajadores, al estilo de la figura del Defensor del Pueblo de la Nación, 
del Defensor Penitenciario o de las facultades que se le reconoce a la 
Subsecretaria de Defensa del Consumidor, o sus equivalentes locales 
para ejercer acciones en resguardo de los derechos de usuarios y 
consumidores.” 
Como explica Ruprecht (1979, pág. 13), el trabajador necesita de un 
representante que le ayude a solucionar los conflictos laborales que son –de 
acuerdo con el autor– consecuencia de las crisis de las sociedades, de la 
injusticia social y de los desequilibrios económicos. Concordamos con 
Ruprecht, cuando sugiere que el conflicto laboral ocurre, cuando una de las 
partes irrespeta el derecho del otro, cuando difieren en cuanto a la 
interpretación o alcance de una disposición – legal o convencional – o cuando 
se cree que es preciso cambiar las condiciones existentes o acordadas 
previamente entre las partes. 
De esta forma, como defiende Elias (2011), un núcleo de ombudsman 
laboral es esencial no sólo para representar a los trabajadores sino también 
para defender los intereses subjetivos colectivos y pluriindividuales que son 
comunes a todos. Es decir, mediar en los conflictos laborales para así 
contrarrestar el escenario de debilidad tutelar actual. El subsecretario de 
Coordinación de Políticas del Ministerio del Trabajo de Buenos Aires, Sebastian 
Etchemendy – entrevistado por mí para esta tesis -, apoya la 
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institucionalización de un ombudsman laboral y reconoce su importancia. No 
obstante, no se esquiva de apuntar un problema: “El ombudsman debe estar 
sujeto al neoliberalismo y es un hecho innegable que uno de los 
principales problemas generados por este sistema es la falta de una 
infraestructura organizacional.” Para el camarista del Tribunal Laboral de 
Buenos Aires, Miguel Angel Maza – otra personalidad del área jurídica que 
entrevisté -, “es posible evitar las influencias externas que podrían 
debilitar los derechos de los trabajadores, en la medida que los poderes 
públicos, así como los sindicatos, estén activos y atentos.” 
De acuerdo con el  académico argentino Héctor Omar García – que me 
concedió una entrevista -  “todo mecanismo destinado a potenciar la 
protección de los derechos e intereses de los trabajadores puede ser 
bienvenido.” No obstante, resalta que, en su opinión, “la legislación 
argentina posee un amplio abanico de dispositivos que permiten brindar 
protección a los trabajadores, a los cuales deben sumarse la capacidad 
de los sindicatos en la negociación colectiva y en la implantación en los 
establecimientos de las grandes empresas.” 
Una debilidad que alimenta la flexibilización de los derechos y que se 
mantiene inalterada incluso con la existencia de instrumentos de defensa 
disponibles al trabajador. En Argentina, entre las áreas de actuación del 
Defensor del Pueblo de la Nación se encuentra la de Seguridad Social y 
Empleo, la cual, en palabras del propio órgano “contempla la protección, 
promoción y garantía de los derechos de jubilados y pensionados 
nacionales en general, la relación de empleo público, la seguridad e 
higiene en el trabajo (ART), las asociaciones gremiales y subsidios de la 
Administración Nacional de la Seguridad Social, entre otros.” 
Los trabajadores argentinos cuentan también con otros medios, entre 
ellos el Programa Asistir (Resolución n° 195 del 11 de marzo de 1998) del 
Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social que, según informaciones 
divulgadas en la página web del programa163:“ofrece a los trabajadores 
asesoramiento jurídico gratuito en las demandas de competencia de la 
Justicia Nacional del Trabajo, y como instancia previa (obligatoria) de los 
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redamos que se tramiten en el SECLO (Dirección del Servicio de 
Conciliación Laboral Obligatoria). El servicio es para los trabajadores 
cuyos Empleadores tengan domicilio legal en el ámbito de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires.” 
Como la Constitución argentina, a diferencia de la de Brasil,  ya 
contempla la institución del Defensor del Pueblo, pensamos que lo más 
pertinente para este caso, sería una Ley que :exprese lo siguiente:  Es creado 
el Ombudsman Laboral, correspondiéndole, en la forma de ley para velar 
por el respeto y garantía de los derechos laborales asegurados en la 
Constitución y en toda la legislación laboral, investigar abusos y 
omisiones de cualquier autoridad, pública y privada e indicar a los 
órganos competentes las medidas necesarias para su corrección o 
sanción. § 1º – El ombudsman laboral podrá promover la rendición de 
cuentas de la autoridad requerida, en caso de omisión abusiva en la 
adopción de providencias requeridas. § 2º - Le corresponderá al 
ombudsman laboral actuar en la resolución de conflictos judiciales y 
extrajudiciales, actuando en conjunto o por separado con los mediadores 
y conciliadores y actuar como defensor de los derechos inviolables del 
trabajador. § 3º – Una Ley especial dispondrá sobre las atribuciones, 
organización y funcionamiento del ombudsman laboral, manteniendo los 
siguientes principios: I – el ombudsman será elegido, de manera secreta, 
por miembros de una comisión multidisciplinar constituida por 
integrantes de la Cámara de Diputados, y representantes de la sociedad 
civil, la clase jurídica y la empresarial, de notable respeto público y 
reputación intachable, con mandato no renovable por cinco años; II – son 
atribuciones del ombudsman laboral la inviolabilidad, los impedimentos, y 
las prerrogativas procesales de los miembros del Congreso Nacional y de 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina e III – las 
Constituciones de la Provincias podrán instituir el ombudsman laboral, de 
conformidad con los principios de este artículo. 
Entonces en Argentina es posible la creación de un ombudsman 
laboral sin un cambio en la Constitución, como sucedió con la Ley Nacional 
26.061 de 2015 que tiene como objetivo proteger de manera integral los 
derechos de niños y adolescentes que se encuentren en el territorio de la 
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Argentina. Esta ley permitió la creación del Defensor de los Derechos de las 
Niñas,  Niños y  Adolescentes en Argentina. Así, en Argentina hay la posibilidad 
de la creación de un defensor especializado – como el ombudsman laboral que 
se argumenta en esta tesis a través de leyes específicas para este propósito. 
Lo  mismo no sucede en Brasil que debe someterse a un cambio constitucional 
para permitir la institucionalización de un ombudsman laboral.  
A continuación presentaremos el esbozo general de una proyección 
regional e internacional del ombudsman laboral, así como un resumen de las 
acciones realizadas en este sentido, en varias partes del mundo, su alcance y 
eficacia. 
 
 
5.3.3 Pautas para una proyección regional e internacional de la figura del 
ombudsman laboral  
                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                
 Antes de presentar las pautas para una proyección regional e 
internacional de la figura del ombudsman laboral es importante la reproducción 
de lo que opinaron mis entrevistados – en Brasil y en Argentina - en cuanto a la 
posibilidad de la institución de un ombudsman laboral con influencia en toda 
América Latina. Según el procurador jefe en ejercicio de la Procuraduría 
Regional del Trabajo de la 15ª Región Eduardo Luis Amgarten, esto sí es 
posible. Él complementa: “en mi visión, es posible, por medio de las 
acciones de implementación de políticas públicas, a través de audiencias 
públicas, debates, seminarios. De acuerdo con el juez y presidente del 
Tribunal Regional del Trabajo de Campinas (SP), Flavio Allegretti de Campos 
Cooper esa organización podrá comenzar local y quien sabe “desarrollarse en 
el ámbito de los tratados multilaterales entre los países. Porque no un 
tratado multilateral que ya instituyó tribunales arbitrales como en Europa. 
Nosotros tenemos el Mercosur aquí. Él podría prestigiar este instituto 
también.”  
Según el juez y camarista del Tribunal Regional del Trabajo de la 15ª 
Región Manoel Carlos Toledo Filho para institución de un ombudsman laboral 
con influencia en toda América Latina es necesario “previamente reforzar la 
integración entre nuestros diversos países, eliminando algunas barreras 
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sin sentido que aún existen. Y, en este nivel, la iniciativa de Brasil es 
fundamental.”  
En la opinión de la periodista brasileña Cal Moreira esta posibilidad 
existe, no obstante, para volverla una realidad “es necesario un cambio 
general en los parámetros que orientan actualmente el continente. 
Comenzando por una reestructuración del propio Mercosur que se 
estacionó en el medio del camino y hoy en día es una mera sombra de los 
ideales que actuaron en su formación.” Esta misma dificultad es percibida 
por el abogado sindicalista Sergio Macario. Para él: “esto solamente podría 
suceder si hubiese una integral unidad de los Entes Políticos, pero de 
difícil concretización.”  
Para la jueza Denise Pacheco (Oidora del Tribunal Regional del Trabajo 
de la 4ª Región y Coordinadora del Núcleo de Conciliación) y para el juez 
Carlos Alberto Lontra (Juez Auxiliar de Conciliación del Tribunal Regional del 
Trabajo de la 4ª Región) que respondieron en conjunto a las preguntas “esta 
es una posibilidad a ser 'soñada' para un futuro a mediano plazo.”  
De acuerdo con el fiscal de la Primera Instancia del Trabajo (Argentina), 
Alejandro Perugini “la experiencia propia de los organismos 
internacionales, comenzando por la OIT, ha mostrado que hay una 
resistencia legislativa en la mayoría de los países y una resignación frente 
al poder de los organismos supra gubernamentales, lo que, de hecho, es 
el gran déficit de la OIT y de todas las normativas de un poder 
sancionatorio real.” La docente de la Facultad de Derecho de la Universidad 
de Buenos Aires, Isabel González Nieves  entiende que existe la posibilidad de 
la institución de un ombudsman laboral con influencia en toda América Latina. 
Para la profesora esto es posible “construyendo un organismo supra 
nacional atado a los acuerdos internacionales como por ejemplo el 
Mercosur.” 
En la percepción del subsecretario de Coordinación de Políticas del 
Ministerio del Trabajo, Empleo y Seguridad de Argentina, Sebastian 
Etchemendy “es muy difícil que las legislaciones sean eficaces y no me 
parece mal la figura de un defensor “ombudsman”, pero sujeto al 
neoliberalismo.” Para el también docente de la UBA, Héctor Omar García, “a 
priori parece una idea interesante pero de muy difícil realización, dada la 
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precariedad de los sistemas de integración regional y las dificultades de 
convergencia entre los sistemas laborales y económicos, además de 
culturales.” Para el camarista de Tribunal Laboral de Buenos Aires, Miguel 
Angel Maza, “no parece posible proyectar la posibilidad de un 
ombudsman continental cuando aún no hay experiencia en Argentina al 
respecto.” 
En la opinión del abogado sindicalista brasilero Sérgio Macário, el 
ombudsman laboral podría ser un efectivo instrumento para la paz e inclusión 
social pues ejercería de forma rápida y eficaz la pacificación entre los 
trabajadores y empresarios. Para el médico laboral brasilero, Osvaldo Kenzo 
Huruta, “el trabajador ya está amparado hoy en muchas leyes de 
protección, lo que necesita en el momento es de un instrumento para que 
las legislaciones sean cumplidas.” Para el médico laboral argentino, 
Guillermo Macia la protección existente es “insuficiente para los 
requerimientos que se están planteando hoy en día. Es necesario que los 
operadores de derecho laboral tengan capacitación multidisciplinar.”  
De acuerdo con el académico argentino, Hector Omar García, “la 
principal necesidad, a mi juicio, se encuentra en llevar a cabo una 
profunda reforma procesal, que incorpore mayor espacio a la oralidad e 
inmediación y un uso intensivo de la tecnología informática, a fin de 
abreviar la duración de los trámites procesales; ello además de atender 
las necesidades de infraestructura del Poder Judicial.” 
Aunque no todos las opiniones recogidas indiquen mucho optimismo, 
alternativas adoptadas con éxito en algunos países comprueban no sólo la 
viabilidad de la propuesta defendida en esta tesis, sino también su efectividad. 
En Australia, por medio de la Ley de Justicia Laboral de 2009 fue creado 
un órgano oficial independiente, el Fair Work Ombudsman, encargado de 
informar a empleados y empleadores todas las cuestiones referentes a la 
legislación laboral local. Cuando se comprueba alguna violación a la ley, el Fair 
Work Ombudsman abre procesos contra los empleadores y/o sus 
representantes. 
Otro ejemplo exitoso es la Fair Work Commission, también idealizada y 
puesta en práctica en Australia. Es un tribunal de relaciones laborales 
independientes, con autoridad para llevar adelante una serie de procesos 
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relacionados con el pago de salarios mínimos, condiciones de trabajo, 
negociación colectiva, solución de controversias, despido y otros asuntos 
pertinentes para los trabajadores. 
Todavía, podemos mencionar el Ombudsman para Trabajadores 
Lesionados del estado de Oregon, en los Estados Unidos de América que 
asiste la cuestión de las indemnizaciones que se les deben pagar a los 
trabajadores. El grupo también realiza seminarios educativos e informativos 
para las aseguradoras y todos los que tengan interés en los temas laborales. El 
ombudsman, en este caso, no es abogado, por lo que no puede representar a 
los trabajadores que sufrieron accidentes en la Workers’ Compensation Board. 
Pero, sí puede actuar como mediador en la resolución de conflictos. 
También es importante citar Organizaciones No Gubernamentales 
(ONGs) internacionales que actúan exclusivamente en el área laboral en todas 
partes del mundo. Tal es el caso, por ejemplo, de la Global Workers, una 
asociación de abogados de varios países que promueven el acceso 
transnacional a la justicia para ayudar a aquellos trabajadores inmigrantes que 
no saben cómo defender sus derechos laborales fuera del país de origen. Esta 
ONG cuenta con el apoyo de entidades de la clase de Progressive Lawyer de 
Estados Unidos y la Asociación Brasileña de Abogacía Tributaria (ABAT). 
Nos cabe citar la Labor Commission, creada a partir de una iniciativa de 
la Asociación Internacional de Abogados Democráticos y del Centro 
Internacional para los Derechos Sindicales, en consulta con abogados 
laborales y sindicalistas de todo el mundo.  
Todas estas iniciativas son de indiscutible relevancia justamente por la 
situación de desamparo en la que se encuentran los trabajadores en la 
contemporaneidad; época en que la proliferación de instrumentos de defensa 
de los derechos laborales, aún de aquellos ya consolidados jurídicamente, no 
consiguen minimizar los impactos económicos y políticos sobre la legislación y, 
consecuentemente, sobre la protección de los trabajadores.  
En Brasil, la Oidora del Ministerio del Trabajo y Empleo (MTE) es el 
canal comunicacional con los trabajadores, quienes pueden realizar sus 
reclamos contra procedimientos o acciones de agentes directamente ligados o 
subordinados al Ministerio, a través de este órgano. Según la definición del 
propio Ministerio la Oidora debe proteger al “ciudadano contra la violación 
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de derechos, errores, negligencias, abuso de poder o contra la mala 
administración del servicio público, con el propósito de mejorar la 
administración pública y hacer la acción gubernamental más transparente 
y los agentes públicos más responsables por sus acciones, omisiones y 
decisiones”. 
Sin embargo, su subordinación y dependencia al MTE impide la igualdad 
requerida para actuar con la imparcialidad necesaria. Además de eso, no 
posee –como se ha defendido en este proyecto– el poder de influir sobre la 
legislación laboral. En cuanto a las Delegaciones Regionales del Trabajo 
(DRT), sus actividades están más relacionadas con la seguridad y salud 
ocupacional. Sin embargo, la actuación de estos dos órganos – incluyendo el 
propio MTE – no impide, por ejemplo, el aumento del contingente de 
trabajadores informales; situación que exacerba el total desamparo social de 
estas personas tanto en el presente como en el futuro ya que, al no contribuir 
con la Seguridad Social, no podrán gozar del derecho a jubilación (MOSER e 
REICH)164. 
De la misma forma que no influyen en la creación de leyes laborales en 
el sentido de impedir la flexibilización de los derechos adquiridos e incluso en 
su eliminación de una manera no evidente. Un vacío en la protección jurídica 
de los trabajadores que puede ser llenado por medio de la actuación de un 
ombudsman laboral independiente y capacitado para tal función. 
El Fiscal ante Juzgados Nacionales de Primera Instancia del Trabajo 
(Argentina) Dr. Alejandro Perugini – entrevistado por mí -, aunque considere la 
legislación en países como Argentina, en términos generales, muy avanzada, 
hace una salvedad: “Lo más productivo no está en la ley en sí, sino en su 
aplicación de forma concreta, la cual necesita ser muy trabajada aún. Al 
final, es innegable que hay una inercia en las estructuras tradicionales. 
No obstante, deberíamos ser optimistas, porque existen algunas 
manifestaciones de cambio en el comando procesal. Estas fuerzas que 
vuelven difícil estructurar un pronóstico seguro para las 
transformaciones.” 
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 MOSER, Cláudio; REICH, Daniel (orgs.). Direitos Humanos no Brasil: diagnóstico e 
perspectivas. Rio de Janeiro:Ceris, 2003. 
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A pesar del optimismo de Perugini, en Argentina la situación de los 
trabajadores no es muy distinta a lo encontrado en Brasil. En 2014, a pesar de 
todas las críticas recibidas por parte de la sociedad, fue sancionada la reforma 
del Código Civil y Comercial de la Nación. Dichas críticas se repitieron en las 
Jornadas Nacionales de Derecho Civil realizadas en la Universidad de Buenos 
Aires (UBA), que contaron con la participación de todos los profesores titulares 
y adjuntos de Derecho Civil de todas las universidades argentinas, públicas y 
privadas.  
De acuerdo con la Federación de Colegios de Abogados de Argentina 
esta reforma “no es racional ni completa ya que desprotege a adultos y niños.” 
Para la organización no gubernamental (ONG) Argentinos Alerta.org165 el 
nuevo código hace renacer la: “locación de servicios, que es una figura que 
estaba superada por el derecho laboral, con toda la protección que 
implicó ele contrato de trabajo.” Y complementa: “La locación de servicios 
equipara el contrato de trabajo a cualquier otro tipo de contrato, sin 
protección para el trabajador que está en desigualdad con relación a su 
empleador. Una relación desigual no se puede equiparar a cualquier 
contrato donde hay equivalencia entre los contratantes.” 
De esta manera, lo que se puede observar de forma inequívoca es la 
precarización, a pasos largos y rápidos, del trabajo y el estado de 
vulnerabilidad al que están siendo sometidos los trabajadores de modo general, 
independientemente del país de origen. Un denominador común los une a 
todos: la carencia de instrumentos más sólidos de protección, desconectados 
del poder político y económico, los cuales no tienen otra prioridad que la 
defensa de sus propios intereses. Este panorama puede sufrir 
transformaciones positivas con la institucionalización de un ombudsman laboral 
independiente y capacitado para impedir el deterioro de las relaciones laborales 
irreversiblemente. 
                                                          
165
 Disponible en http://www.argentinosalerta.org/noticia/3038-reforma-del-codigo-civil-mas-
desproteccion-juridica-ninos-adultos. Acceso el 07 abr. 2015. 
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Capítulo VI –  En qué lugar el trabajador puede buscar ayuda 
 
En este capítulo se hace una exposición de las actividades actuales de 
las defensorías públicas y de los ouvidores en Brasil y de la figura del 
ombudsman en Argentina. El objetivo es detallar sus actividades, analizar 
debilidades y fuerzas en estas actuaciones y de esta forma demonstrar la 
existencia de un vacío en la protección de los derechos laborales que puede 
cumplirse con la institucionalización del ombudsman laboral. 
 
6.1 Los Defensores Públicos  
 
En 2013 la Associação Nacional dos Defensores Públicos (ANADEP), 
Asociación Nacional de los Defensores Públicos (ANADEP), publicó el “Mapa 
de la Defensoría Pública en Brasil” con el objetivo de volver esa investigación 
una herramienta de ayuda en la universalización de la actuación de la 
Defensoría Pública e impulsar su crecimiento. Al final, como explica Avritzer et 
al (2011, pág. 198): “El Poder Judicial no está organizado de forma igual 
en el territorio, que, a su vez, tampoco está estructurado 
homogéneamente. Así, el modo como el sistema judicial se estructura 
puede generar exclusiones de actores y demandas. Consecuentemente, 
no todos los conflictos sociales, económicos y políticos que ocurren en el 
territorio son procesados por el Poder Judicial, debido a la forma de 
organización de este último.” Siendo así, la concentración de informaciones 
y también su disponibilidad son acciones fundamentales para conocer y 
entender las especificidades de este Poder. 
Uno de los problemas detectados por este estudio se refiere al número 
insuficiente de defensores públicos – la proporción nacional es de dos jueces 
para cada uno de los defensores –, lo que significa la ausencia de defensores 
en las comarcas o una incuestionable acumulación de atribuciones. Si en el 
2013, año de la realización de esa investigación, se constató que faltaban 
defensores públicos en 72% de las comarcas brasileras, es decir, la Defensoría 
Pública sólo estaba presente en 754 de las 2.680 comarcas distribuidas en 
todo el país, de allá para acá, 2016, este cuadro no sufrió ninguna alteración 
significativa. De acuerdo con el IV Diagnóstico de la Defensoría Pública en 
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Brasil, también de la ANADEP, en el 2016 (año de la finalización de esta tesis) 
61% de las comarcas brasileras aún no poseen un defensor público. Las 
defensorías públicas en Roraima (RR), en Tocantins (TO), en Rio de Janeiro 
(RJ) y en el Distrito Federal (DF) son las únicas, entre las 24 existentes en el 
país, que atienden todas las comarcas en sus respectivos estados. 
Una situación que persiste a pesar de que la defensoría pública tenga 
una previsión constitucional en Brasil como la responsable por el modelo 
público de prestación de asistencia jurídica gratuita para todos los que no 
tienen las condiciones de pagar un abogado privado. El artículo 2º de la 
Constitución dispone que “la Defensoría Pública del Estado es una 
institución permanente, esencial a la función jurisdiccional del Estado, y 
tiene por finalidad la tutela jurídica integral y gratuita, individual y 
colectiva, judicial y extrajudicial, de los necesitados”.  
No obstante, como afirma Sadek (2014, pág. 2) 142  “la Defensoría 
Pública es una institución absolutamente primordial. No se trata solo de 
un organismo encargado de defender a aquellos que no tienen medios 
materiales para hacerse representar ante la Justicia estatal, sino de  una 
institución con potencial de actuar en todo proceso de construcción de la 
ciudadanía: desde la concretización de derechos hasta la búsqueda de 
soluciones, sean judiciales o extrajudiciales.”  
Para el defensor público-general de São Paulo,  Rafael Valle Vernaschi, 
- en una entrevista concedida al portal jurídico Conjur143 - “ la mayor misión 
de la Defensoría Pública es garantizar asistencia jurídica integral, y esto 
involucra una actuación jurisdiccional, métodos extrajudiciales para 
solución de conflictos, educación en derechos y la tutela colectiva de 
derechos, incluyendo la defensa de derechos difusos, cuya violación en 
general afecta de forma más perversa a la población más vulnerable y que 
depende de la Defensoría Pública.” Por eso, en su opinión “lo fundamental 
es garantizar la expansión sustentada de la Defensoría Pública, a fin de 
viabilizar la presencia de la institución en todas las comarcas dentro del 
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 SADEK, Maria Tereza.A Defensoria Pública no Sistema de Justiça Brasileiro. Disponible en 
em<http://www.defensoria.ce.gov.br/index.php?option=com_phocadownload&view=category&id
=12&Itemid=52>. Acceso  el 25 de mayo del 2016. 
143
 MORAES, Cláudia. Atrasar pagamentos a advogados foi a única alternativa da Defensoria. 
Disponible en http://www.conjur.com.br/2016-jan-09/entrevista-rafael-vernaschi-defensor-
publico-geral-sao-paulo. Acceso el 25 de mayo. 2016. 
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plazo constitucional. Hasta entonces, en las localidades en que la 
Defensoría Pública no se encuentre presente, la institución se vale de 
convenios con otros órganos para prestar asistencia judicial 
suplementaría a la población necesitada, como la Ordem dos Advogados 
de Brasil, instituciones de enseñanza y otras entidades con actuación 
local.”  
Citando solo al estado de São Paulo, su área de actuación, el defensor 
público-general Rafael Valle Vernaschi revela que más de 50% de las 
atenciones son en el área civil y 14% en el área criminal. Según Vernaschi, en 
la entrevista ya citada anteriormente, “el área de familia es muy demandada, 
con muchos casos de divorcio, custodia de hijos y pensión de alimentos. 
Además, los núcleos especializados realizan un importante trabajo en 
áreas como el derecho del consumidor, promoción de los derechos de la 
mujer, combate a la discriminación, atención a la población de la calle, 
vivienda, infancia y juventud, derechos del anciano, defensa de las 
personas con deficiencia, entre otras.”  
Todo individuo que necesite de asistencia jurídica, judicial y extrajudicial 
y compruebe falta de recursos – es necesario tener una renta familiar menor 
que el límite de exención del Impuesto a la Renta - puede contar con los 
servicios gratuitos de la Defensoría Pública de la Unión. La asistencia jurídica 
de la Defensoría Pública puede defender al ciudadano en procesos civiles o 
criminales en el Poder Judicial, presentar recursos a los tribunales y emprender 
acciones. También puede prestar asistencia extrajudicial a través de 
orientaciones y asesoramiento jurídico, así como representarlo en casos que 
involucren a órganos de la administración pública federal. Los defensores 
públicos son profesionales aprobados en un concurso público, con por lo 
menos dos años de experiencia jurídica. Son independientes para actuar en la 
defensa de los intereses del ciudadano y debe, inclusive, actuar en contra del 
Estado, sin ser sancionado.  
En el ámbito de la Justicia del Trabajo la Defensoría Pública no ha sido 
instituida, aunque sea innegable su necesidad. Esto no significa que no haya 
sido descrita entre las competencias determinadas por la Ley Complementaría 
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n° 88 de 1994144, para la Defensoría Pública. En su artículo 14°  dice que “la 
Defensoría Pública de la Unión actuará en los Estados, en el Distrito 
Federal y en los Territorios, junto a las Justicias Federal, del Trabajo, 
Electoral, Militar, Tribunales Superiores e instancias administrativas de la 
Unión.”  
En la opinión del abogado y miembro del Instituto Brasileiro para o 
Estudo do Direito, Instituto Brasilero para el Estudio del Derecho (Ibedi)145, 
Alessandro Buarque Couto, esta laguna provoca serios perjuicios a la 
población: “sucede que esta carencia con la Justicia del Trabajo está 
causando serios problemas para el hiposuficiente. Sin una Defensoría 
Pública Laboral el empleado está obligado a buscar un abogado, este, 
conociendo al Tribunal Superior del Trabajo que no considera honorarios 
de abogados, excepto en los casos de asistencia por los sindicatos 
(Enunciados 219 y 329), estipula un contrato con la parte, agregándole el 
porcentaje de su trabajo durante el proceso y cuando se reciba los 
honorarios legales (en regla). Este procedimiento no debe ser 
discriminado, ya que el  abogado profesional tiene que velar por la 
valorización de su desempeño, más allá de la cuestión de su 
supervivencia.”  
Couto defiende que “la Defensoría Pública en la Justicia del Trabajo 
debe ser una realidad y no una voluntad o idea. En caso no sea instituida 
por el ejecutivo federal, y por preservar la garantía de asistencia gratuita a 
los jurisdiccionado, deben las Defensorías Públicas Estatales, o las 
Procuradurías de los Estados que actúan a veces como Defensor en 
algunos Estados, asumir esta responsabilidad, hasta que la Unión, 
presionada, se vea obligada a instituir lo que la Ley Mayor ya garantiza al 
empleado.”  
Según el defensor público federal Alexandre Cabral, que trabaja desde 
noviembre del 2010 en un proyecto piloto de la Defensoría Pública de la Unión 
del Distrito Federal, quien creó cuatro oficios laborales para atender las 
demandas de la población carente, le falta estructura a la Defensoría para 
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 Lei complementar nº 80, de 12 de janeiro de 1994. Disponible en 
http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/leis/LCP/Lcp80.htm. Acceso el 24 de mayo del 2016. 
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 COUTO, Alessandro Buarque. O direito a uma Defensoria Pública Trabalhista. Disponível 
em http://www.boletimjuridico.com.br/doutrina/texto.asp?id=447. Acesso em 24 de mai.de 2016. 
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actuar en las causas laborales.  Por no conseguir manejar la demanda se 
decidió que el proyecto priorizaría solo un área de actuación y la escogida fue 
la de los empleados domésticos, por considerarla una categoría estigmatizada 
y vulnerable. El reconocimiento del vínculo laboral, pago de vacaciones y del 
13° salario están entre las mayores solicitudes de ayuda. 
Cabral aclara que existen iniciativas como la del Distrito Federal 
dispersas por todo el País, pero la falta de una estructura material adecuada 
impide que la Defensoría Pública atienda a las causas laborales. Además, el 
defensor público explica que no se justifica la resistencia de sectores de la 
abogacía, porque la Defensoría Pública no tiene el poder ni la pretensión de 
disminuir el trabajo de la iniciativa privada en el área laboral. Para Cabral: 
“nosotros cogemos una demanda que no les genera ningún tipo de 
ganancia, pero que para la persona es importante.”146  
De acuerdo con el defensor público federal Alexandre Cabral “la 
actuación como defensoría pública tiene fundamento en la Constitución. 
La Carta de 1988 prevé como garantía del ciudadano, en el artículo 5°, que 
el Estado prestará asistencia jurídica integral y gratuita a aquel que 
compruebe insuficiencia de recursos. Por lo tanto, la Constitución no 
señala ninguna rama de la Justicia. Dice solo que se debe probar la 
insuficiencia de recursos y la incapacidad de responsabilizarse de los 
costos. Siempre hubo esta previsión constitucional. Y la misma 
Constitución atribuye esta función a la Defensoría Pública, en el artículo 
134. Esta es la que prestará la asistencia jurídica estatal. La Defensoría 
Pública de la unión está regulada por una ley complementaría, la Ley 
Complementaría 80/94. Esta Ley Complementaría ya prevé la actuación de 
la DPU ante la Justicia del Trabajo.”  
Quien también fue expresidente de la Anadef, Gabriel Faria 
Oliveira, clasifica la inexistencia de defensores públicos en la Justicia del 
Trabajo como una “violación de derechos”. Para Oliveira “el ideal es que 
tuviésemos un defensor para cada jurisdicción laboral. Hoy la única 
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 BULLA, Beatriz. Falta de estrutura impede atuação da Defensoria em causas 
trabalhistas. 
Disponible en http://ultimainstancia.uol.com.br/justica-do-trabalho/falta-de-estrutura-impede-
atuacao-da-defensoria-em-causas-trabalhistas/. Acceso el 24 de mayo. del 2016. 
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opción del trabajador es pagar a un abogado particular, que llega a cobrar 
30% de honorarios.”147  
No obstante, la falta de estructura material y un número insuficiente de 
profesionales no parecen ser los únicos problemas que deben ser enfrentados. 
Al inicio del 2016, la Ordem dos Advogados del Distrito Federal promovió una 
movilización con el fin de evitar el proyecto piloto que cuenta con Defensores 
Públicos en el área laboral en Brasilia. Para el ex presidente de la Asociación 
Nacional de los Defensores Públicos Federales (Anadef), Luciano Borges, 
“querer impedir la actuación de la clase en materia laboral es defender 
una mirada solo corporativa, desasociado del menester de la OAB/DF, 
siempre orientado a los ideales democráticos. La democracia representa 
observancia al ordenamiento jurídico y a las leyes y si la Ley 
Complementaría 80/94 determina, en su art. 14, que la Defensoría Pública 
de la Unión tiene atribución legal para actuar en la Justicia del Trabajo, no 
se puede intentar encontrar un mecanismo supra legal para eludir la 
voluntad de la ley.” Como ejemplo de trabajos sin acceso a la Justicia del 
Trabajo Borges cita a los colombianos que trabajan, muchas veces, como 
mano de obra esclava en grandes confecciones del País. “Hombres, mujeres 
y niños trabajan 12, 13, hasta 14 horas, en la condición análoga al Brasil 
colonial. Estos extranjeros encuentran gran dificultad para proteger sus 
derechos laborales, pues no hay abogados que los defiendan."148  
La OAB también defiende la extinción de las reclamaciones laborales sin 
abogados, una posibilidad prevista en la CLT (Consolidação das Leis 
Trabalhistas, Consolidación de las Leyes Laborales) desde 1943, aún 
desconocida por buena parte de los trabajadores y que genera un debate 
permanente entre los diferentes actores de la Justicia del Trabajo. La jueza 
Ieda Regina Alineri Pauli, responsable por el sector de reclamaciones verbales 
del Tribunal Regional del Trabajo (TRT) en São Paulo no concuerda con esta 
postura de la Orden dos Advogados de Brasil. Pauli defiende que “la Justicia 
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 SOUZA, Marcelle. Sem defensor público, trabalhador paga por advogado em todos os 
Estados. Disponible en http://economia.uol.com.br/empregos-e-
carreiras/noticias/redacao/2013/04/18/sem-defensor-publico-trabalhador-paga-por-advogado-
em-todos-os-estados.htm. Acceso el 24 de mayo de 2016. 
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 Disponible en http://www.anadef.org.br/ultimas-noticias/1-latest-news/1869-anadef-condena-
abaixo-assinado-da-oabdf-contra-projeto-piloto-da-defensoria-publica-da-uniao-na-justica-do-
trabalho-. Acceso el 24 de mayo de 2016. 
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tiene que estar a disposición del ciudadano y no restringir una medida tan 
positiva.”149  
En Brasil, para hacer un reclamo laboral basta buscar la Jurisdicción del 
Trabajo portando los documentos solicitados, con o sin el auxilio de un 
abogado. En el sector de reclamaciones verbales, los servidores transforman el 
material del trabajador en una petición y la acción está distribuida a una 
jurisdicción. El proceso sigue el camino de cualquier otro y a cualquier 
momento es posible nombrar a un defensor para actuar en el caso. De acuerdo 
con los especialistas, esta medida es más eficaz en casos que pueden ser 
resueltos en acuerdos en primera instancia, ya que los recursos en tribunales 
superiores pueden inviabilizar la conducción del proceso sin un abogado. De 
cualquier forma, es una alternativa que el trabajador dispone, pero que en la 
mayoría de las veces no la utiliza por total desconocimiento de su existencia. 
De hecho, los párrafos arriba mencionados hacen referencia a uno de 
los principios del Derecho del Trabajo que es el Jus postulandi que puede ser 
definido como la facultad de demandar o defenderse sin la obligatoriedad de la 
presencia de abogado. Se trata de una característica del proceso del trabajo y 
que escapa a la regla general del proceso civil, según la cual, las partes en 
juicio no pueden requerir personalmente sus derechos, siendo obligatorio la 
presencia de un abogado.  
También es importante resaltar que el Jus postulandi solo puede ser 
ejercido en las relaciones de empleo, es decir, las partes deben cumplir con los 
requisitos contenidos en los artículos 2º y 3º de la Consolidación de las Leyes 
del Trabajo (CLT) que son los siguientes: “Art. 2º - Se considera empleador a 
la empresa, individual o colectiva, que, asumiendo los riesgos de la 
actividad económica, admite, asigna un salario y dirige la prestación 
personal de servicio. Art. 3º - Se considera empleado toda persona física 
que presta servicios de naturaleza no eventual a un empleador, bajo la 
dependencia de este y mediante un salario.”  
Sin embargo, algunos juristas entienden que, de la forma como es 
concebido, el Jus postulandi consagra la desigualdad procesal entre las partes 
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 SOUZA, Marcelle. Trabalhador pode entrar com ação na Justiça sem advogado; saiba como fazer. 
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en el proceso al permitir que la parte más vulnerable del proceso, el 
reclamante, se quede sin defensas o argumento frente a un profesional 
entrenado y capacitado para resolver las cuestiones jurídicas. Este es uno de 
los argumentos de Martins (2003, pág. 181): “El empleado que ejerce el ius 
postulandi personalmente acaba no teniendo la misma capacidad técnica 
que el empleador que comparece en la audiencia con abogado, 
levantando preliminares y cuestiones procesales. En ese caso, ocurre 
desigualdad procesal, de donde parte la necesidad de un abogado.”  
Sin poder recurrir a la Defensoría Pública en la Justicia del Trabajo, le 
queda al trabajador la opción de un abogado privado, entrar con una acción sin 
la presencia de un abogado – un derecho que muchos desconocen – o recurrir 
al sindicato de su categoría.  
En Argentina, el Ministerio Público es un órgano compuesto por el 
Ministerio Público Fiscal – dirigido por el Procurador General de la Nación – y 
por el Ministerio Público de Defensa, comandado por el Defensor General de la 
Nación, el cual es responsable por las acciones de los defensores públicos. A 
partir de la reforma de la Constitución argentina de 1994 el Ministerio Público 
de la Defensa ganó independencia de los otros poderes del Estado – artículo 
120 de la Constitución -, con total autonomía funcional y financiera.  
A este ministerio le corresponde la defensa de los acusados y 
condenados en causas penales; velar por la defensa de los derechos humanos, 
crear y ejecutar políticas para facilitar el acceso a la justicia de los grupos más 
vulnerables de la sociedad, entre otras funciones. Como está detallado en el 
sitio web de la institución: “Para los asuntos no penales (civil –familia y 
patrimonial-, comercial, contencioso administrativo federal, trabajo y 
seguridad social, etc), puede acudir a un Defensor Público Oficial para 
solicitar asesoramiento y/o patrocinio jurídico gratuito siempre que 
invoque y justifique limitación de recursos para afrontar los gastos del 
proceso, situación de vulnerabilidad o cuando estuviere ausente y fuere 
citado por edictos. El personal de la Defensoría evaluará su caso y le 
brindará el correspondiente asesoramiento y/o patrocinio letrado para 
iniciar las acciones legales pertinentes, siempre que se cumplan con los 
requisitos legales previstos (Ley 27149). En las Defensorías Públicas de 
Menores e Incapaces en lo Civil, Comercial y del Trabajo se asesora a 
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niñas, niños y adolescentes y a personas respecto de quienes haya 
recaído sentencia en un proceso referente al ejercicio de la capacidad 
jurídica o de implementación de apoyos y salvaguardias, así como a toda 
persona ligada al efectivo resguardo de los derechos de los mencionados 
acerca de las acciones conducentes para tales fines, y se interviene en 
forma principal o complementaria –según el caso- en todo asunto judicial 
o extrajudicial velando por la defensa de sus intereses. El personal de la 
Defensoría evaluará su caso y, de corresponder, iniciará las acciones 
pertinentes o bien le brindará el pertinente asesoramiento y su posterior 
derivación.”150  
De acuerdo con Birgin, Kohen et al (2006, pág. 183) “en el ámbito 
federal argentino, la actuación de la defensa pública oficial se rige por la 
Ley Orgánica n° 24.946, que estructuró el Ministerio Público de la Defensa 
como un organismo con autonomía funcional e autarquía financiera, a 
partir de su reconocimiento constitucional en la reforma de 1994.” 
Además, según estos autores: “la Defensoría General de la Nación es el 
superior organismo institucional; el defensor cuenta con importantes 
poderes de superintendencia y organización del servicio, en igualdad de 
condiciones con el procurador general de la Nación. Dentro de los 
deberes y las atribuciones del defensor, se establece en el artículo 51 que 
debe „realizar todas las acciones conducentes para la defensa y 
protección de los derechos humanos‟ (inciso d) y „promover y ejecutar 
políticas para facilitar el acceso a la justicia de los sectores 
discriminados‟ (inciso e).” 
En 1994, por medio del decreto n° 605, el Ministerio Público de  
Argentina recibió la responsabilidad de colaborar con la concretización de los 
proyectos para mejorar el funcionamiento de la Defensoría del Pueblo la cual 
está vinculada al Poder Legislativo y no al Ministerio Público, como en Brasil. 
De hecho, la Defensoría del Pueblo en Argentina no es una función del 
Ministerio Público – así como sucede en Brasil -, sino se trata de un órgano 
independiente. Como define el ex Defensor del Pueblo de la Nación (de 1999 a 
                                                          
150
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Acceso el 28 de mayo. del 2016.  
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2009) Eduardo Mondino151: “El Defensor del Pueblo es una Institución de la 
Nación que actúa con plena independencia y autonomía funcional; sin 
recibir instrucciones de ninguna autoridad, para la defensa y protección 
de los derechos humanos y los demás derechos, garantías e intereses 
tutelados en la Constitución y en las Leyes y el control del ejercicio de las 
funciones administrativas públicas.” 
Así como sucede en Brasil, la Defensoría del Pueblo en Argentina no se 
ocupa de litigios laborales, no ofrece a los trabajadores un respaldo jurídico a 
sus demandas. Debido a esta situación Elías (2011, pág. 1)152 afirma que en 
Argentina “podría pensarse en un Ministerio Público del Trabajo con 
aptitud para instar acciones legales de carácter declarativo en defensa de 
intereses de determinados colectivos de trabajadores o de sujetos 
impedidos de asumir su propia defensa, así como en un Ombudsman o 
Defensor de los Trabajadores, al estilo de la figura del Defensor del 
Pueblo de la Nación del Defensor Penitenciario o de las facultades que se 
le reconoce a la Subsecretaría de Defensa del Consumidor, o sus 
equivalentes locales para ejercer acciones resguardo de los derechos de 
usuarios y consumidores.” Y complementa: “Quizá haya llegado la hora de 
revisar también el paradigma que da por presupuesta la capacidad de 
reclamación del trabajador, diseñando institutos que se hagan cargo de la 
situación.” 
Un ejemplo de ombudsman específico para un sector de la sociedad, 
como defiende Elías, lo encontramos en la propia Argentina. En la capital 
argentina actúa el Defensor de la Tercera Edad. Según el ex defensor de la 
tercera edad Eugenio Semino “desde hace ya veinte años la Defensoría del 
Pueblo creó este instituto que tiene que ver con lo que es el 
conculcamiento de los derechos de los adultos mayores. Tanto por 
organismos naciones, provinciales o de la propia Ciudad. Tiene una 
demanda diaria de alrededor de trecientos a cuatrocientos abuelos o 
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 MONDINO, Eduardo. Institución. In: site oficial do Defensor del Pueblo de La Nación 
argentina, [s.d.]. Disponible en: <http://www.defensor.gov.ar/institucion/institucion-sp.htm>. 
Acceso el 26 de mayo. del 2016. 
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familiares que personalmente denuncian distintos hechos. Por otra parte, 
en esta trayectoria de alrededor de veinte años, hemos llevado adelante 
una importante cantidad de acciones colectivas.” 153  Es decir, existe en 
Argentina una experiencia ya consolidada y exitosa de un ombudsman que 
atiende a un segmento específico de la sociedad que tanto en este país como 
en Brasil también sufren con el proceso de flexibilización de los derechos 
laborales que alcanza a la jubilación de aquellos trabajadores que ya dejaron el 
mercado de trabajo. También en Argentina, a través de la ley  n° 26.061 de 
2015 fue creada la figura del Defensor de los Derechos de los niños y 
adolescentes y que es también un defensor especial. 
Si en el Ministerio Público no existe un sector que atienda 
exclusivamente las demandas laborales – ni en Brasil ni en Argentina -, en las 
Ouvidorias también hay esta laguna al no ser disponible un canal específico 
para las demandas de los trabajadores. Resumidamente la historia de las 
ouvidorias comienza en el siglo XIX en Suecia y solo al final del siglo XX estas 
llegaron a América Latina con el objetivo de ser un canal para que el ciudadano 
pudiese expresar sus necesidades y también hacer denuncias y reclamar. En 
Brasil, en 1964, durante los gobiernos militares, las instituciones democráticas 
fueron relegadas al silencio forzado. Solo a partir de 1983, con el surgimiento 
de las primeras señales de apertura democrática, tuvo lugar el debate para la 
creación de canales entre la estructura de poder y la población. La figura 
análoga al Ouvidor de Brasil en el ámbito internacional es el ombudsman.  
El primer ombudsman brasilero, u ouvidor, como es más comúnmente 
llamado en Brasil, del periódico Folha de São Paulo fue el precursor del Código 
de Defensa del Consumidor (Ley n. 8.078/90) en 1989. A partir de esto, los 
ombudsmen fueron adoptados por una serie de empresas privadas, surgiendo 
de ahí la necesidad del ciudadano de imponerse en relación a sus intereses en 
la condición de consumidor. En la actualidad las Ouvidorias, son estructuras 
que favorecen el control sobre el sector público y privado por medio de la 
recepción de manifestaciones de la sociedad en general. En la administración 
pública las Ouvidorias Generales fueron diseminadas fuertemente a partir de 
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una interpretación de la Enmienda Constitucional número 19 de 1998 y 
después con la llegada de la Enmienda Constitucional que aumentó el artículo 
103-A, §7º, en la Carta Magna, el cual determina la creación de ouvidorias de 
justicia en la Unión. En Brasil la Ouvidoria General es un instrumento de 
comunicación de la población con la administración pública; poniéndose frente 
al administrado, en beneficio de ambos, buscando conocer el grado de 
satisfacción y la opinión del usuario del servicio prestado.  
De acuerdo con Paoli (2009, pág. 13) “Brasil escogió el modelo de 
Ombudsman organizacional, denominando a esta figura como Ouvidoria. 
Bajo esta forma, las Ouvidorías se han expandido en las distintas áreas 
administrativas, instituciones y empresas públicas, en los Estados, 
Municipios y en la Unión. Inclusive, la figura del Ouvidor se está 
generalizando en las empresas privadas brasileras. Después de evaluar 
las experiencias internacionales, se puede afirmar que el desarrollo de la 
Ouvidoria/Ombudsman en Brasil está entre lo de más rápido crecimiento 
y mayor extensión en el mundo.”154  
En Argentina el Defensor del Pueblo u ombudsman es un órgano 
independiente en el ámbito del Congreso Nacional y que actúa con total 
autonomía funcional, sin recibir instrucciones de ninguna autoridad del país. 
Lopes (2005, pág. 42) explica: “En Argentina, un defensor del Pueblo fue 
creado en 1993, funcionando a partir de 1994. Aunque haya sido 
localizado en el ámbito del Poder Legislativo, está dotado de 
prerrogativas de independencia institucional. Las reclamaciones 
recibidas por la institución, por temas, se concentran en la administración 
económica, financiera, tributaria y en usuarios de servicios públicos y en 
la administración de empleos y seguridad social. Tales datos la 
evidencian como instancia de proyección de derechos de ciudadanía 
sobre las políticas públicas gubernamentales. Además, una característica 
del ombudsman argentino es su facultad de requerir la intervención del 
Poder Judicial, yendo, eventualmente, más allá de las recomendaciones a 
los administradores y a los legisladores.”  
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A partir de estas elucidaciones es posible afirmar que los trabajadores 
no cuentan con una ayuda específica en estos órganos presentados en los 
párrafos anteriores. La realidad es la misma en Brasil y en Argentina. 
Resta averiguar la forma de ayuda jurídica disponible por los sindicatos a 
los trabajadores y su efectividad. Lo que se hará a continuación. 
 
 
6.2 Los sindicatos y las demandas laborales  
 
En Argentina, de acuerdo con el periodista y escritor argentino José 
Natanson (2010, pág. 1)155, la situación del sindicalismo es la siguiente: “A la 
falta de democracia interna se suma, retroalimentándola, la escasa 
transparencia en el manejo de los recursos de las obras sociales, que a 
veces deriva en negocios homicidas como el de los medicamentos 
truchos. Las patotas que responden ciegamente al líder funcionan como 
fuerza de choque interna: hubo, en los últimos años, varios episodios de 
violencia sindical, de los cuales el asesinato de Mariano Ferreyra es sólo 
el más grave. Por último, cabe señalar la desatención de los sindicatos 
hacia las personas que se encuentran excluidas del mercado formal de 
trabajo, a quienes han preferido ignorar: la Asignación por Hijo, por 
ejemplo, nunca fue una bandera de los gremios –usemos la expresión de 
moda– concentrados.” 
Para el ex coordinador  de la Dirección de Políticas de Juventud del 
Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires Martín Yeza (2014, pág. 1)156  “el 
sindicalismo, que surge como una herramienta para equiparar la asimetría 
de condiciones existentes entre el empleador y el trabajador, ha 
desnaturalizado su finalidad desde el momento en que sus 
representantes están más preocupados por cómo se verán en televisión y 
en ser “el Lula Da Silva argentino”.  
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En la opinión de Yeza el sindicalismo argentino “no tiene una crisis, 
tiene varias y de ellas se desprenden algunos desafíos: iniciar un proceso 
de despartidización, siendo que en una estructura legal donde se prima la 
unicidad sindical la inclinación de una Central de trabajadores hacia un 
partido produce un desbalance democrático; limpiar su imagen, generar 
un vínculo humano y transparente entre el afiliado y los representantes, 
volver a enamorar a los trabajadores de la importancia de los sindicatos; 
generar diagnósticos y propuestas estructurales para los desafíos del 
presente y el futuro, lo cual implica una inversión para la 
profesionalización del entendimiento de las condiciones laborales y libere 
a los representantes sindicales de opiniones coyunturales.” 
En Brasil la situación no es muy distinta. Sumergido en una crisis política 
y económica que comenzó en el 2014, el País contempla impasible el aumento 
del número de procesos laborales. En el 2015 hubo un crecimiento de 12,3%, 
de acuerdo con datos del Tribunal Superior do Trabalho, Tribunal Superior del 
Trabajo (TST). Las jurisdicciones del Trabajo extendidas por el país recibieron 
2,6 millones de acciones en el 2015, lo que representó un record en toda la 
serie histórica que inició en 1941 – año en que la Justicia del Trabajo fue 
instalada en todo el territorio nacional. De acuerdo con el coordinador del curso 
de derecho del Mackenzie Campinas, Claudinor Barbiero, “estamos atravesando 
una crisis sin precedentes. Eso hace que los trabajadores desempleados, sin 
posibilidad de restitución o reposición, recurran a la alternativa de la acción 
judicial. Es un fenómeno que proviene principalmente de la recesión.”157 
(Traducción libre) 
El presidente del TST, Ives Gandra Martins Filho, afirmó, que hay una 
preocupación con el gran volumen de procesos. "¿qué explica el crecimiento 
desmesurado de las demandas laborales y el gran número de recursos, 
atorando y paralizando todos nuestros tribunales? ¿Cómo sacar del papel a  
la garantía constitucional de la celeridad procesal? Me parece que, más allá 
de las causas exógenas a la propia Justicia, que son los defectos e 
imperfecciones en nuestra legislación social, las causas endógenas son, en 
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mi humilde opinión, la complejidad de nuestro sistema procesal y recursal y 
el desprestigio de los medios alternativos de composición de los conflictos 
sociales.”158 (Traducción libre) 
Frente a este cuadro solo queda preguntar sobre la acción de los sindicatos 
y centrales sindicales. Los sindicatos tienen, básicamente, cinco funciones: 
negociación, asistencial, recaudación, colaboración y representación. Con 
relación a la representación ante las autoridades administrativas y judiciales, el 
sindicato debe defender los intereses colectivos de la categoría que representa 
o individuales de sus integrantes.  
La Consolidación de las Leyes del Trabajo establece en su artículo 514, 
letra “b” que compete a los sindicatos mantener servicios de asistencia judicial 
para los asociados. En nivel constitucional está el comando legal establecido 
en el artículo 8º, inciso III, que da a los sindicatos la tarea de defender los 
derechos e intereses colectivos e individuales de la categoría, en cuestiones 
judiciales o administrativas. La cuestión se encuentra disciplinada en la Ley nº 
5.584/70, en sus artículos 14 a 18: “Art. 14. En la Justicia del Trabajo, la 
asistencia judicial a la que se refiere la Ley nº 1.060, del 5 de febrero de 
1950, será prestada por el Sindicato de la categoría profesional a la que 
pertenece el trabajador. § 1º La asistencia le es debida a todo aquel que 
percibe un salario igual o inferior al doble del mínimo legal, quedando 
asegurado igual beneficio al trabajador de mayor salario, una vez sea 
probado que su situación económica no le permite demandar, sin 
perjuicio del sustento propio o de la familia. § 2º La situación económica 
del trabajador será comprobada en atestado proporcionado por la 
autoridad local del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, mediante 
diligencia sumaria, que no podrá exceder de 48 (cuarenta y ocho) horas. § 
3º No habiendo en el local la autoridad referida en el párrafo anterior, el 
atestado deberá ser expedido por el Delegado de Policía de la 
circunscripción donde resida el empleado. Art. 15. Para auxiliar en el 
patrocinio de las causas, observados los arts. 50 y 72 de la Ley nº 4.215, 
de 27 de abril de 1963, podrán ser designados por los Directorios de los 
Sindicatos Académicos, de Derecho, a partir de la 4º Serie, 
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comprobadamente, matriculados en establecimiento de enseñanza oficial 
o bajo fiscalización del Gobierno Federal.  Art. 16. Los honorarios del 
abogado pagados por el vencido revertirán en favor del Sindicato 
asistente. Art. 17. Cuando, en las respectivas comarcas, no haya Juntas 
de Conciliación y Juicio o no exista Sindicato de la categoría profesional 
del trabajador, es atribuido a los Promotores Públicos o Defensores 
Públicos el encargo de prestar asistencia judicial prevista en esta ley. 
Párrafo único. En la hipótesis prevista en este artículo, la importancia 
proveniente de la condena en los gastos procesales será recabada del 
Tesoro del respectivo Estado. Art. 18. La asistencia judicial, en los 
términos de la presente ley, será prestada al trabajador aunque no sea 
asociado del respectivo Sindicato.”159  
La Consolidação das Leis do Trabalho, Consolidación de las Leyes del 
Trabajo (CLT), establece en su artículo 514 que dispone sobre los deberes de 
los sindicatos, letra “b”,  la obligación del sindicato de mantener servicios de 
asistencia judicial a los asociados. En nivel constitucional está el comando legal 
establecido en el artículo 8º, inciso III, que da a los sindicatos la tarea de 
defender los derechos e intereses colectivos e individuales de la categoría, en 
cuestiones judiciales o administrativas.  
No obstante, lo que muchas veces ocurre es que la asistencia judicial es 
prestada al trabajador por sindicatos que no siempre poseen una estructura 
suficiente para atender la demanda. Una afirmación que puede ser 
ejemplificada con lo que sucedió en Belo Horizonte (MG) en el 2013. En aquel 
año un trabajador presentó una acción de indemnización por daños materiales 
y morales contra el Sindicato de los Trabajadores en las Industrias de 
Construcción de Belo Horizonte. El trabajador propuso la acción alegando que 
el sindicato, actuando en la condición de substituto procesal y patrocinando la 
reclamación laboral a su favor y a la de más 161 funcionarios de la empresa 
Encol, causó daños materiales y morales debido a la inadecuada conducción 
del proceso lo que provocó una drástica reducción del monto que tendrían 
derecho a recibir a modo de recursos laborales.  
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En 2015 el juez de 1º Grado le dio la razón al trabajador. Esta opinión 
fue mantenida por el Tribunal al juzgar recurso del reo, con base en el voto de 
la jueza Lucilde D’ajuda Lyra de Almeida. De acuerdo con Almeida fueron 
“demostrados, así, el acto ilícito y el perjuicio causado al autor, más allá 
del dolor moral sufrido, ante la negligencia del sindicato en proteger el 
crédito alimentario del trabajador, es debido a la indemnización prevista 
en el artículo 5º de la Constitución de la República, incisos V y X.”160  
Y existen otros problemas. Entre los cuales está el intento de impedir 
que un trabajador no sindicalizado tenga acceso a la asistencia judicial gratuita. 
Aunque esta actitud pueda ser considerada una afrenta a los dispositivos de la 
Constitución Federal y de la Ley 5. 584 de 1970 que prevé el beneficio a todos 
los que formen parte de una determinada categoría, independientemente de 
ser o no sindicalizados. De hecho, en el 2013 la 11ª División del Tribunal 
Regional del Trabajo de la 4ª Región (Rio Grande del Sur) utilizó estos 
fundamentos para mantener la sentencia que condenó al Sindicato de los 
Empleadores en el Comercio de Porto Alegre a no cobrar a los trabajadores no 
sindicalizados por la prestación de atención jurídica en causas laborales.  
Para el juez Ricardo Hofmeister de Almeida Martins Costa la ley es clara 
en estos casos y “determina el deber al sindicato de la categoría de prestar 
asistencia judicial al trabajador, asociado o no, ya que al sindicato le 
compete a la defensa de los intereses individuales y colectivos de la 
categoría, en los términos del artículo 8º, inciso III, de la Carta de la 
República, al ser la prestación de la asistencia judicial gratuita un ejemplo 
típico de esta defensa de intereses.”161 En su defensa, el sindicato invocó el 
principio de la legalidad, recordando que el artículo 592, inciso I, de la 
Consolidação das Leis do Trabalho, Consolidación de las Leyes del Trabajo 
(CLT), establece que el dinero de la contribución sindical será utilizado también 
para la asistencia jurídica de los trabajadores pero que, no obstante, no dice 
nada sobre si esta prestación es gratuita o no. 
                                                          
160
 Disponible en http://trt-3.jusbrasil.com.br/noticias/141121619/jt-condena-sindicato-que-
prejudicou-trabalhador-em-acordo-firmado-ha-17-anos-com-falida-encol. Acceso el 27 de mayo 
del 2016.  
161
 MARTINS, Jomar. Sindicato deve assistência jurídica a não-associados. Disponible en 
http://www.conjur.com.br/2013-mai-26/sindicato-prestar-assistencia-judiciaria-gratuita-nao-
associados. Acceso el 27 de mayo del 2016.  
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No obstante, para la jueza Cinara Rosa Figueiró, responsable por el 
proceso: “el tratamiento discriminatorio dado a los no socios del Sindicato 
de los trabajadores del comercio afrenta el derecho fundamental a la 
igualdad, asegurado al inicio del artículo 5º de la Constitución. También  
vulnera los incisos III y V, del artículo 8º, que dispone sobre la libertad de 
asociación profesional o sindical. Al final, la propia Constitución garantiza 
que la entidad sindical debe representar a los trabajadores, en la vía 
judicial, de forma indistinta.”162  
Finalmente, lo que es más grave aún, como resalta el ex ministro del 
Trabajo, Almir Pazzianotto, los sindicatos pueden mantener una relación 
promiscua con el gobierno causando serios perjuicios a los intereses del 
trabajador. El ex ministro es enfático: “Gobierno y sindicatos cultivan 
relaciones bastardas. El primero, porque le da tranquilidad, capacidad de 
control y apoyo electoral. En cuanto a los segundos, sacan el máximo 
provecho de la promiscuidad: reciben grandes ayudas en dinero público, 
gozan de prestigio político, interfieren en la elección de ministros, tienen 
libre acceso a palacios y ministerios. Ser dirigente sindical cercano al 
gobierno es la mejor posición que alguien puede desear, por traer 
ventajas sin generar preocupaciones.”163  
Por todo eso, muchos defienden la necesidad urgente de una reforma 
sindical. Para la procuradora jefe del Ministerio Público del Trabajo del 
Amazonas Alzira Melo Costa, por ejemplo, estos cambios deben comenzar con 
la abolición del impuesto sindical que para ella es “una fuente de 
acomodación de los sindicatos.” 164  En Brasil la contribución sindical es 
obligatoria, a pesar de que el trabajador no esté sindicalizado. Independiente 
de que el trabajador esté afiliado al sindicato de su categoría o no, la 
contribución sindical está descontada en la nómina del trabajador, 
generalmente en el mes de marzo, a causa de un día de trabajo por año, o el 
equivalente a 3,33% del salario. La contribución y el descuento están previstos 
                                                          
162
 Idem nota 154 
163
 NUNES, Augusto. “Governos e sindicatos, relações bastardas”, Almir Pazzianotto. 
Disponible en http://veja.abril.com.br/blog/augusto-nunes/feira-livre/governos-e-sindicatos-
relacoes-bastardas-por-almir-pazzianotto-pinto/. Acceso el 24 de mayo del 2016. 
164
 BARROS, Cimone. “Nós precisamos de uma reforma sindical”, diz procuradora. Disponible 
en http://acritica.uol.com.br/manaus/Amazonia-Amazonas-Manaus-entrevista-procuradora-
MPT-defende-reforma_sindical-abolicao-imposto_0_684531563.html. Acceso el 27 de mayo del 
2016. 
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en los artículos 578 a 610 de la Consolidação das Leis do Trabalho, 
Consolidación de las Leyes del Trabajo (CLT). 
Una realidad que lleva al periodista y maestro en filosofía Leandro 
Narloch a concluir: “con dinero garantizado por ley (la ley inspirada en 
la Carta del Lavoro, de Mussolini), el sindicato es dominado por la flojera 
y por la irrelevancia. El director sabe que su caja estará llena aunque 
ignore a los asociados. Es difícil encontrar a un trabajador brasilero que 
vea retorno en el dinero que el gobierno le obligó a pagar a la entidad. La 
ley creada para proteger a los sindicatos acabó por sabotearlos. 
Irrelevantes, le queda a los sindicatos solamente la función de registro de 
la rescisión de contrato y la lucha partidaria, a favor de aquellos que les 
garantizan tantos privilegios.”165  
De la misma forma que no es posible negar la relevancia de los 
sindicatos a lo largo del recorrido de la historia laboral, también es necesario 
admitir que no siempre el trabajador puede contar con una ayuda eficiente de 
estas organizaciones. No son raras las veces en que hubo (y continúa 
ocurriendo) omisión con relación a la indisponibilidad de los derechos del 
trabajador. Es decir, lo que se percibe es un agotamiento del modelo sindical y 
una necesidad urgente de transformación y adaptación a la nueva realidad 
social y al nuevo perfil del trabajador. Para que el sindicalismo asuma su 
función y deje de ser manipulado por los sucesivos gobiernos y renuncie a la 
acomodación burocrática y no permita la continuidad de la flexibilización de los 
laborales ni se abstenga de proteger a los trabajadores.  
A continuación, antecediendo a la conclusión de esta tesis, se presenta 
un análisis detallado de las entrevistas realizadas para este estudio. 
                                                          
165
 NARLOCH, Leandro. Os caminhoneiros e a irrelevância dos sindicatos.  Disponible en 
http://veja.abril.com.br/blog/cacador-de-mitos/economia/os-caminhoneiros-e-a-irrelevancia-dos-
sindicatos/. Acceso el 27 de mayo. del 2016.  
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Capítulo VII – Análisis de las entrevistas realizadas 
 
 
Para la realización de esta tesis se entrevistó a varias personalidades 
del mundo jurídico, profesionales que actúan directamente con los trabajadores 
en diversas actividades y también representantes de otros segmentos de la 
sociedad cuyos puntos de vista considero relevantes para el tema en cuestión. 
Los entrevistados provienen de Brasil y de Argentina. 
Las preguntas, todas pertinentes al tema de esta tesis, fueron 
respondidas personalmente o por medio de correo electrónico debido a la poca 
disponibilidad de tiempo de algunos entrevistados. La mayoría de ellos 
respondió las mismas preguntas, aunque algunas fueron cambiadas – 
especialmente en las entrevistas realizadas en Argentina – a causa de la 
actividad profesional del entrevistado. Todas fueron respondidas sin una 
limitación previa de espacio para las argumentaciones. También es importante 
mencionar que los cargos citados de los entrevistados eran aquellos que 
ocupaban durante el tiempo de las entrevistas que se realizaron entre el 2014 y 
el 2016. 
En este capítulo, se reproducirán y comentarán los temas que se 
consideran más pertinentes, aunque varios de ellos ya se han presentado en 
capítulos anteriores. 
La primera de las interrogaciones trata sobre la posición del operador de 
Derecho Laboral frente a las nuevas necesidades de protección de los 
trabajadores que sufren amenazas constantes de flexibilización de sus 
derechos. Iniciaremos con las respuestas de los brasileños.  
El procurador jefe de la Procuraduría Regional de Trabajo de la 15ª 
Región Eduardo Luís Amgarten “dependiendo del status del operador 
(abogado, juez o miembro del Ministerio Público) la posición o acción 
tendrá puntos semejantes y específicos.” (Traducción libre) Para 
Amgarten: “El principal derecho del trabajador es tener medios para 
obtener, a través de su fuerza de trabajo, una vida digna y acceso a todos 
los bienes y servicios que le posibiliten buscar su felicidad y la de 
aquellos que de él dependan. Sin embargo, el sistema económico que se 
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denominó “mercado” o “capitalismo” (denominación atribuida a partir de 
1848 por su rival el socialismo) en la actual fase de apertura mundial, con 
competencias de las más diversas (tecnologías, innovaciones, precios, 
plantas empresariales flexibles y transnacionales etc.) con la interrelación 
de los mercados y la necesidad de sobrevivencia y desarrollo económico 
de las naciones, fomentan situaciones de tensión entre las lógicas 
productivas de una región a otra (problemas de legislación laboral más 
protectora en algunos Estados y más flexibles en otros, por ejemplo). 
Flexibilización de derechos, tercerización de servicios, reducción de 
cargas sociales de la nómina etc. Estos son algunos ejemplos de temas 
discutidos actualmente. Nuestro sistema brasileño es protector (tenemos 
una Constitución de 1988 que reconoció como constitucionales varios 
derechos sociales de los trabajadores ex vi artículo 7° y los siguientes). 
También tenemos la Consolidación de las Leyes del Trabajo – Decreto-
Ley 5452 de 1943, que durante los años después de su edición, tuvo 
varios cambios, y que formó parte de un proyecto de gobierno 
desarrollista instalado en aquella época en Brasil (Estado Nuevo en el 
Gobierno del Presidente Getúlio Vargas), con lastre en los ideales de 
aquello que se denominó Welfare State. Tal estructura legislativa debe ser 
defendida por todos los operadores del Derecho del Trabajo, 
principalmente por el Ministerio Público del Trabajo que es defensor, 
entre otros, del ordenamiento jurídico laboral.”  
El presidente del Tribunal Regional del Trabajo de Campinas (SP) juez 
de la Corte Superior de Segunda Instancia Flávio Allegretti de Campos Cooper 
opina que “un operador del Derecho en las relaciones de trabajo necesita, 
en primer lugar, tener una mirada y una vocación social. Necesita también 
tener una formación colectiva del derecho, esta formación que 
normalmente no es dada en las universidades. Las universidades 
exploran más el derecho individual del trabajo, el derecho individual de 
otras disciplinas que el de una visión colectiva. Y en el trabajo no solo se 
observa, tutela y protege a los trabajadores sino a las asociaciones de los 
trabajadores, las acciones, los sindicatos, todo el sistema de conflictos 
colectivos del trabajo, incluyendo el fenómeno de la huelga. Entonces el 
operador del derecho también necesita estar muy atento a todas las 
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transformaciones que suceden tanto en la economía como en la 
legislación.”  
De acuerdo con el camarista del Tribunal Regional del Trabajo de la 15ª 
Región, juez de la Corte Superior de Segunda Instancia Manoel Carlos Toledo 
Filho, “el operador del derecho debe primar por el mantenimiento y, si es 
posible, ampliación de los límites y de las directrices del principio 
protector, para combatir los avances de la flexibilización y de la 
tercerización de las condiciones de trabajo.”  
Según la periodista Cal Moreira “como en todas las otras actividades 
profesionales es fundamental la capacitación y actualización permanente. 
No obstante, frente al panorama internacional actual esta necesidad es 
aún más imperativa cuando se trata de los derechos de los trabajadores. 
Al final, son los trabajadores los más afectados por toda crisis 
económica, social y política que asola los países. Los trabajadores son 
los que están siendo forzados a pagar la “cuenta” de la crisis y de la 
manera más cruel posible, por medio del corte de sus derechos ya 
adquiridos y consolidados. De esta forma, es necesario que el operador 
de Derecho Laboral esté muy atento y consciente porque todo sucede de 
una forma veloz y en la mayoría de las veces con la utilización de 
maniobras arbitrarias.”  
El médico del trabajo Osvaldo Kenzo Huruta entiende que “el 
trabajador está amparado hoy en muchas leyes de protección, lo que 
necesita ahora es un instrumento para que las legislaciones se cumplan.” 
Para el abogado del sindicato de los metalúrgicos de la región del ABC, en São 
Paulo, Sérgio Macário: “El derecho del trabajo está sufriendo varios 
cambios, sobre todo con la aplicación de la ley en la visión subjetiva de 
los Magistrados más nuevos, que se alejaron de la finalidad de la misma 
disciplina y buscan un análisis mucho más procesalista, lo que trae un 
nítido descompás entre el ser y el deber ser. Así, cada vez más el 
operador del derecho transita en una inseguridad jurídica, he aquí que los 
aplicadores del derecho ni siquiera observan la tabla de Kelsen, donde se 
retrata de forma clara que la cima a alcanzar es la Constitución Federal.”  
Finalmente, la ouvidora del Tribunal Regional de la 4ª Región y 
Coordinadora del Núcleo de Conciliación, la jueza de la Corte Superior de 
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Segunda Instancia Denise Pacheco y el juez auxiliar de conciliación del 
Tribunal Regional del Trabajo de la 4ª Región Carlos Alberto Lontra, que 
respondieron juntos el cuestionario, observan que “entre los principios que 
informan sobre el Derecho del Trabajo, se destaca el de la protección del 
trabajador, reflejado en la actual Constitución Brasileña. A los operadores 
del Derecho Laboral, les compete volverlo efectivo.”  
Se presentan las respuestas, de esta misma pregunta, de los 
entrevistados argentinos. Según el fiscal ante juzgados nacionales de Primera 
Instancia del Trabajo Alejandro Perugini para responder a este tema es 
necesario “comenzar a partir del concepto del trabajador, como un dato 
legítimo en sí mismo. A partir de ahí se estructura toda una red de 
relaciones que forman las dinámicas por sí mismas y se desarrollan a 
través de necesidades institucionales propias de manera independiente y 
traduciendo un concepto más elevado.” 
El subsecretario de Coordinación de Políticas del Ministerio del Trabajo 
de Buenos Aires (cargo que ocupaba cuando fue realizada la entrevista) 
Sebastian Etchemendy afirmó que es necesaria mucha atención pues “hoy lo 
que tenemos es una verdadera precariedad del derecho del trabajo, 
herencia de los neuroliberales. Este es el marco liberal de la postguerra 
colectiva.”  
En la opinión del profesor de la Universidad de Buenos Aires Héctor 
Omar García la respuesta no es simple. Él afirma: “Encuentro la pregunta 
muy amplia como para dar una respuesta precisa y unívoca de parte de 
los diferentes “operadores”. En primer lugar, la noción de “operador de 
Derecho Laboral” requeriría de precisiones. Tal concepto podría 
comprender, según mi entender, tanto abogados litigantes, defensores de 
los derechos e intereses de trabajadores o de empresas, así como 
asesores de sindicatos y cámaras empresariales, y también a los 
magistrados.  Ello implicaría seguramente diferentes puntos de vista que 
no podrían sintetizarse en una respuesta que represente a todos. A título 
personal, como asesor de trabajadores y una central sindical, veo que 
tanto la legislación argentina “de fondo” como las organizaciones 
sindicales proveen a los trabajadores de amplias posibilidades de 
protección. La principal necesidad, a mi juicio, se encuentra en llevar a 
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cabo una profunda reforma procesal, que incorpore mayor espacio a la 
oralidad e inmediación y un uso intensivo de la tecnología informática, a 
fin de abreviar la duración de los trámites procesales; ello además de 
atender las necesidades de infraestructura del Poder Judicial.” 
Según el camarista del Tribunal Laboral de Buenos Aires Miguel Angel 
Maza “los operadores del derecho laboral están atentos a las nuevas 
necesidades de protección de los trabajadores. Los poderes políticos 
(Congreso Nacional y Poder Ejecutivo Nacional) están al día en la 
generación de normas jurídicas (leyes y decretos) tendientes a hacerse 
cargo de los nuevos problemas y las formas cambiantes del fraude 
laboral. El Poder Judicial, por su parte, también reacciona en esa 
dirección para interpretar el régimen laboral de forma tutelar y para 
desarticular diversos mecanismos fraudulentos ideados por algunos 
empresarios para eludir las leyes.” 
Para el médico del trabajo argentino Guillermo Macia la posición del 
operador de Derecho Laboral frente a las nuevas necesidades de protección de 
los trabajadores puede ser considerada como “insuficiente para los 
requerimientos que se están planteando hoy en día. Es necesario que los 
operadores de derecho laboral tengan capacitación multidisciplinar.” 
El profesor adjunto de derecho laboral y de seguridad social de la 
Universidad de Buenos Aires Raul Ojeda dijo que “las nuevas necesidades 
surgen de las nuevas tecnologías y de las nuevas formas de producir. 
Hay desplazamientos de colectivos de un encuadre convencional a otro 
encuadre convencional, fruto del cambio de la producción (por ejemplo 
del metal al plástico). De ellos sólo se preocupa la autoridad política, 
puesto que los abogados de causas individuales, sólo plantean para el 
caso individual. Los abogados de causas colectivas, sólo obedecen 
directivas políticas de sus mandantes y en la negociación colectiva se 
plantea casi exclusivamente el tema salarial. Por ello, sólo queda la 
preocupación de las autoridades públicas.” 
De acuerdo con el secretario de Derechos Humanos de la CGT y 
secretario general de la Unión de Empleados Judiciales de la Nación, Júlio 
Piumato, “las necesidades de protección de los derechos de los 
trabajadores, por más que cambien las formas de producción, y por más 
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que cambien las circunstancias económicas son las mismas: garantizar la 
cobertura de todos los derechos humanos de los trabajadores, que tiene 
que ver, por ejemplo, con el salario decente al decir de la OIT, lo que 
significa un salario registrado, un salario con aportes, un salario con 
beneficios sociales, un salario convencionado por convenciones 
colectivas de trabajo, y un salario que permita hacer frente integralmente 
a las necesidades mínimas vitales, esto es, a la alimentación, a la 
vestimenta, a la vivienda, al esparcimiento, a la educación, a la salud de 
los trabajadores y todo su grupo familiar. En ese marco, el rol de las 
organizaciones sindicales, tendría que ser garantizar ese libre ejercicio. 
Respecto del sector empresarial, hoy se habla mucho de la 
responsabilidad social empresaria, pero suena más a una apelación de 
circunstancias que a una realidad efectiva, así que, haciendo uso de la 
responsabilidad empresarial el empresario debe saber aún hoy en estas 
actuales circunstancias, que el trabajador aparte de un trabajador, es un 
consumidor. Sigue vigente el pensamiento de Henry Ford, cuando en los 
años veinte era criticado por el salario que pagaba a sus trabajadores, 
alto en comparación a otros, a la competencia, que decía que si el no 
pagaba esos salarios, nadie le iba a comprar sus productos. Así que el rol 
sigue siendo el mismo, pero hemos pasado tiempo y todavía sigue 
existiendo la extrema codicia del sector empresarial que olvida esta 
realidad y olvida que el mundo debe ser un espacio como dice el Papa 
Francisco: quienes estamos en el mundo somos los administradores de 
la casa común, por lo cual hay que hacer una explotación racional de los 
recursos de la tierra para que el conjunto de los habitantes de este mundo 
viva con dignidad. Así que a los empresarios les cabe pensar no solo en 
la codicia de la ganancia, no solo en la ganancia extrema, sino en usar las 
tecnologías no para reemplazar puestos de trabajo sino precisamente 
para poder encontrar trabajo y realización para todos los habitantes de 
este mundo. En ese marco, la función del tercer actor o sujeto, que es el 
estado, debe propender al equilibrio entre ambos factores, entre el factor 
de la producción y el factor del trabajo. Tiene una función central y hay 
que reconocer que ha habido una tendencia fundamentalmente desde el 
imperio de las políticas neoliberales, o las pseudo-políticas neoliberales 
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disfrazadas de progresismo pero expresión de las mimas políticas 
neoliberales al fin, a que el estado juegue pegado al sector patronal en 
contra de los intereses de  los trabajadores.”  
Varios entrevistados, tanto de Brasil como de Argentina, aunque no 
dejan de destacar la importancia del operador de derecho en la lucha contra la 
flexibilización de los derechos laborales y reconozcan que la mayoría cumple 
sus tareas de forma incuestionable, no eluden en afirmar que el mismo sistema 
neoliberal que comanda las relaciones políticas y económicas en ambos países 
dificulta el éxito de esta labor, no permitiendo que se realicen grandes avances 
ni tampoco que el proceso de precarización de los derechos laborales sea 
detenido. Es posible deducir que existe la necesidad de un refuerzo en la 
protección de los derechos laborales 
La segunda pregunta es sobre la posibilidad de suplantar las influencias 
externas en la legislación laboral que debilitan los derechos de los 
trabajadores. Nuevamente comenzamos la presentación con las respuestas de 
los entrevistados brasileños.  
Para el procurador jefe de la Procuraduría Regional del Trabajo de la 15ª 
región Eduardo Luís Amgarten la respuesta es afirmativa. Su opinión es la 
siguiente: “Sí, es posible. En primer lugar reconociendo que vivimos en un 
mundo de mercados económicos abiertos y, por su causa surgen 
distorsiones entre la forma de producción y comercio entre naciones. 
Debemos identificar que existen países y locales (hoy se fabrica hasta en 
navíos en aguas internacionales) que están en una etapa de desarrollo 
social (vivienda, salud, derechos laborales etc.) muy atrasado en relación 
a las naciones más avanzadas económicamente. Tales centros de 
producción, en las reglas de juego del mercado, son atrayentes a las 
capitales especulativas, tanto por abaratamiento del producto (impuestos, 
salarios menores, costo operacional etc.) y con eso revelan una ventaja 
competitiva en la lógica de acumulación típica del sistema capitalista. Sin 
embargo, la necesidad de expansión de mercados encuentra ciertos 
límites, u “óbices” en naciones donde hay una mayor protección social. 
Para aquellas naciones en que la protección social se regula rígidamente, 
con mucha resistencia legal (leyes formales dotadas de fuerza legislativa 
con poca o ninguna posibilidad de permitir retrocesos sociales), como es 
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el caso del Brasil, hay mayor garantía y mayor efectividad en el combate a 
la lógica externa que pretende enfriar la estructura protectora de los 
derechos laborales. Lo mismo no ocurre en países que, aunque 
reconocen los derechos sociales después de la post-Gran Guerra, dotan 
sus ordenamientos jurídicos de mecanismos de rigidez y garantía formal 
de los derechos sociales (ex. países de Europa tales como Portugal, 
Grecia etc.) y ahora sufren verdaderos retrocesos sociales. Concluyendo, 
el operador del Derecho del Trabajo no debe analizar “herméticamente el 
derecho”, sino debe observar y estudiar los fenómenos económicos y 
políticos para argumentar mejor y enfrentar de forma eficaz todas las 
sofismas y problemas originados por las ondas económicas externas.”  
El presidente del Tribunal Regional del Trabajo de Campinas (SP) el juez 
de la Corte Superior de Segunda Instancia Flávio Allegretti de Campos Cooper 
afirma no estar seguro que las influencias externas debiliten el derecho de los 
trabajadores. Pero, al mismo tiempo reconoce que “existe una influencia 
externa que tiende a desvalorizar las ventajas y conquistas de los 
trabajadores, una mirada más económica, no en la escuela social de la 
economía, pero en la escuela liberal de la economía. La persona es 
contratada, el contenido del contrato está ahí, también lo que fue 
acordado, no debería existir ningún beneficio, ninguna indemnización. Y 
cuanto más retorno tenga la empresa más podría pagar un salario mejor. 
Pero sólo que esta economía liberal no ha demostrado ser suficiente para 
el bienestar de la sociedad ni para quienes engloban gran parte de ella, 
como son las personas que trabajan y las jubiladas. Entonces existe una 
lucha constante de influencias externas, estas dos influencias, la 
protección del trabajo internacional que incluye a Brasil y la influencia 
debilitante de los derechos de los trabajadores que también es 
internacional y también engloba a Brasil. Es una tensión, un estado 
conflictivo.”  
Para el camarista del Tribunal Regional del Trabajo de la 15ª región, el 
juez de la Corte Superior de Segunda Instancia Manoel Carlos Toledo Filho es 
posible suplantar las influencias externas en la legislación que debilitan los 
derechos de los trabajadores “desde que no se abdique de la naturaleza 
inherente al contenido de la legislación laboral, que tiene su centro y 
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razón de ser en la irrenunciabilidad de sus preceptos.” La periodista 
brasileña Cal Moreira no muestra mucho optimismo. En su opinión “es muy 
difícil, para no ser totalmente pesimista y decir imposible. Los intereses 
económicos y políticos mueven a los países y determinan las decisiones 
de los gobernantes, por más que digan, como en el caso del gobierno 
brasileño, que representan a los trabajadores. Así, es imprescindible una 
acción conjunta para por lo menos minimizar los efectos nocivos de estas 
influencias. Es necesario repensar las formas de debate, de reivindicación 
y hasta incluso de negociación que son mediadas por los sindicatos y 
centrales sindicales.”  
Según el abogado del sindicato de los metalúrgicos de la región del 
ABC, en la Gran São Paulo, Sérgio Macário, “Brasil tiene características 
muy propias. La ley tiene su origen en los principios laborales y muchos 
derechos nacieron de la lucha de los trabajadores brasileños, de modo, 
que al importar experiencias externas podemos tener consecuencias 
drásticas para nuestros trabajadores, pues enfatizo las peculiaridades de 
nuestro País.”  
De acuerdo con el médico del trabajo Osvaldo Kenzo Huruta “la 
influencia externa europea es la que traerá más beneficios al trabajador. Y 
la influencia externa asiática es una mala influencia al trabajador, y no 
necesitamos suplantar ninguna de estas influencias, nosotros ya tenemos 
nuestra legislación que protege los derechos del trabajador 
satisfactoriamente, es sólo cumplir las leyes.”  
La ouvidora del Tribunal Regional de la 4ª Región y Coordinadora del 
Núcleo de Conciliación, jueza de la Corte Superior de Segunda Instancia 
Denise Pacheco y el juez auxiliar de conciliación del Tribunal Regional del 
Trabajo de la 4ª Región Carlos Alberto Lontra, que respondieron juntos el 
cuestionario afirmaron que “el Derecho Laboral de Brasil asegura un 
contrato mínimo a los trabajadores, constituido por un conjunto de 
normas tajantes, a las cuales se añaden las conquistas de cada categoría 
profesional. A parte de los intentos de reducción del contrato mínimo, 
hay, efectivamente, maniobras para mitigar los derechos, creándose 
categorías menores que otras, especialmente por medio de la 
tercerización. Esto surge de influencias del poder económico, insertado al 
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sistema capitalista, y, actualmente, hasta incluso influencias externas al 
país, como, por ejemplo, en la instalación de productores brasileños de 
calzados en China o, incluso, en el desplazamiento de plataformas 
petrolíferas para construcción en aquel país, en que impera el trabajo 
semiesclavo. Posible, sin embargo, en cierta medida, que se suplanten las 
influencias externas por medio de sindicatos fuertes y actuantes, aunque 
la solución más amplia esté pendiente del fortalecimiento de la economía 
nacional.”  
 Presentamos ahora a los entrevistados argentinos que responden al 
mismo tema: ¿Es posible suplantar las influencias externas en la legislación 
laboral que debilitan a los derechos de los trabajadores? Para la profesora de 
la Universidad de Buenos Aires (UBA) Isabel Gonzalez Nieves “es muy difícil 
sobre todo en casos de economías sumergidas, donde la protección 
laboral no existe. De cualquier forma siempre existe la intervención 
estatal para evitarlas. De cualquier forma los costos de aplicación de la 
normas juegan muchas veces en contra y debilitan la norma.” 
En la opinión del camarista del Tribunal Laboral de Buenos Aires Miguel 
Angel Maza “es posible evitar las influencias externas que podrían 
debilitar los derechos de los trabajadores, en la medida que los poderes 
públicos, así como los sindicatos, estén activos y atentos.” Para el médico 
laboral argentino Guillermo Macia “no hay que suplantar, hay que tomar las 
quejas antes, de acuerdo con las condiciones políticas.” 
En la opinión del profesor adjunto de derecho laboral y de seguridad 
social de la Universidad de Buenos Aires Raul Ojeda “en Argentina no hay 
influencias externas negativas en el campo normativo. De hecho la 
Constitución Nacional y el reciente Código Civil y Comercial refuerzan la 
norma laboral. Las influencias derivan siempre del sector económico, que 
se neutraliza con la acción sindical.” 
En la percepción del secretario de Derechos Humanos de la CGT y 
secretario general de la Unión de Empleados Judiciales de la Nación, Júlio 
Piumato “si por influencias externas se plantea otros actores que incidan 
sobre los derechos de los trabajadores, creo que no es imposible atento a 
la respuesta a la pregunta anterior, nosotros pensamos con todo lo que 
es el pensamiento del peronismo verdadero en argentina (que no es el de 
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las últimas décadas sino el de Perón y Evita), y con el pensamiento de la 
doctrina social de la iglesia, hoy personalizado en la figura del papa 
francisco en su encíclica “ laudato si”, que el hombre debe ser el centro 
de la economía desde ese concepto, no de un antropocentrismo, sino del 
concepto del hombre como administrador de la casa común, es decir, una 
sensación de que nadie se realiza en una comunidad que no se realiza. 
Desde esa perspectiva, el concepto del respeto a los derechos humanos 
adquiere un carácter social, un carácter comunitario, por lo tanto la 
defensa de los derechos del trabajador tiene que ver con esa realización y 
con ese concepto colectivo, no es buscar un privilegio, una mejora 
excesiva que beneficie a una persona o a un grupo de individuos, sino 
buscar el bien común. El respeto para que esos trabajadores como sector 
social se puedan realizar, puedan vivir con dignidad sin situaciones que 
aparezcan como planteos exagerados. Entonces desde esa perspectiva 
creo que hoy el desafío que tiene el mundo es alcanzar esa realidad, 
porque de no ser así, de seguir con una visión egoísta de la realidad, 
evidentemente esas influencias van a nublar los derechos humanos para 
generar mayor marginación social y a partir de ahí un futuro sin objetivos 
claros. Así que resumiendo, entiendo que no deberían influencias 
externas afectar las defensas de los derechos humanos de los 
trabajadores que son los derechos del trabajo.” 
Según el periodista del Palacio de Justicia de Buenos Aires, Néstor 
Espósito para que la respuesta sea sí, sería necesario “hacer una legislación 
común que es imposible por las diferencias sociales.” Finalmente, para la 
coordinadora de la práctica forense y mediadora en Buenos Aires Olga Edda 
Crancia órganos como OEA y OIT “no cumplen con sus contenidos.” 
De modo general, para los entrevistados las influencias que resulten en 
efectos negativos a los derechos laborales ya adquiridos deben ser evitadas a 
todo costo y para eso es necesario un sindicato fuerte y un gobierno que haga 
su parte exigiendo el cumplimiento de las leyes. No obstante, como ya se 
analizó en otras partes de esta tesis, el sindicalismo en Brasil y en Argentina no 
se ha mostrado fuerte o suficiente y en cuanto al gobierno, en ambos países, 
muchas veces no prioriza el mantenimiento de los derechos laborales, 
prefiriendo beneficiar a los intereses económicos representados por lobistas. 
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Siendo así, la tercera pregunta es sobre el papel que los sindicatos de 
controlar el cumplimiento de las normas laborales individuales y colectivas. Una 
vez más iniciamos con las entrevistas de personalidades brasileñas. De 
acuerdo con el procurador Jefe de la Procuraduría Regional del Trabajo de la 
15ª Región Dr Eduardo Luis Amgarten “la actuación sindical sufrió un 
sensible declive al final del siglo XX, sujeto de intentos de 
desmantelamiento del modelo, que, hoy, en Brasil, también enfrenta el 
choque entre el sistema confederativo y el de centrales sindicales. Su 
papel, sin embargo, es fundamental, en un mundo más individualista, 
menos colaborativo, de fuertes contradicciones y de severas influencias 
económicas. Nada puede estar más cercano de los trabajadores que sus 
sindicatos, para fiscalizar las condiciones del trabajo. Además, el derecho 
colectivo es un instrumento relevante de distribución de renta y de 
democratización de las relaciones de trabajo. Es necesario, sin embargo, 
una nueva postura de los sindicatos, más adecuada al mundo 
contemporáneo.”  
El presidente del Tribunal Regional del Trabajo de Campinas (SP) Flávio 
Allegretti de Campos Cooper hizo un análisis bastante profundo y objetivo del 
sindicalismo en la actualidad. Él dijo: “El papel del sindicalismo hoy en día 
es un poco cuestionado cuando se compara a su actuación en épocas 
pasadas, en que el sindicato era más combativo y era un sindicato de 
confrontación. En que se organiza los movimientos, las paralizaciones, la 
negociación colectiva era más tensa, pero el sindicato conseguía 
conquistar algunos derechos con mucha lucha, con mucho sufrimiento. 
Hoy en día no se percibe más el sindicato de esta forma. Entonces 
algunos dicen que el sindicato prácticamente desapareció, que hoy es 
una organización formal y el índice de asociación en el sindicato 
disminuyó cada vez más en el mundo. Pero hay otro estudio que 
vislumbra un endurecimiento del sindicato, en que hoy el sindicato no es 
de confrontación, sino de colaboración. Una colaboración más 
inteligente, está más preparado para entender lo que sucede en el mundo 
económico como segmento que representa, con poder mayor de 
negociación y que no hay necesidad de una confrontación violenta sino 
de una negociación inteligente. Al mismo tiempo, estos sindicatos de 
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colaboración también sin desviarse de su cuidado con las relaciones que 
busca proteger a la vez han ingresado en el mando político y ocupado 
algunos puestos gubernamentales. Yo no hablo solo de Brasil, sino del 
mundo, el Partido Laboral de Inglaterra, el Partido Laboral de la antigua 
Yugoslavia, de Serbia, de aquellos países. Tienen una influencia 
gubernamental, pueden influir más en la economía, influir más en el 
mundo del trabajo y proteger al trabajador de esta forma.  Entonces la 
visión del papel del sindicato es un poco controversial. Hay personas que 
añoran el sindicato antiguo y personas para quienes el sindicato tuvo una 
evolución, que no se ve mucho la actuación del sindicato sino que existe 
y es efectiva. Ahora, en la rutina de un Tribunal de Trabajo que se ve hoy 
en día existen muchos conflictos dentro del sindicato, conflictos de poder 
en que grupos disputan el poder del sindicato. Entonces en las 
elecciones sindicales tenemos muchos conflictos dentro de los 
sindicatos. Tenemos un conflicto de representación. Varios sindicatos 
disputan la representatividad de una categoría. Esto se da mucho en 
nuestro día a día. Inclusive algunos sindicatos quieren representar toda la 
categoría de los tercerizados, lo que es un absurdo. Porque imagínese, 
esto tendrá que ser una categoría nacional. Y también el fenómeno de la 
multiplicación de los sindicatos y del resquebrajamiento de las 
categorías. Están los bancarios, donde hay gerentes de bancos, los 
cargos de confianza de los bancarios, ellos están haciendo pedazos toda 
la categoría y este fenómeno tiende a debilitar el movimiento sindical. 
Porque la asociación es la que vuelve al sindicato fuerte,  con la creación 
de varios sindicatos. Brasil es un gran ejemplo, existe un sin número de 
sindicatos y muchos de ellos son formales. Son sindicatos que recaudan 
pero no hacen efectivamente una contraprestación sindical deseable.”  
Según el camarista del Tribunal Regional del Trabajo de la 15ª región el 
juez de la Corte Superior de Segunda Instancia Manoel Castro Toledo Filho 
“los sindicatos poseen una importancia fundamental en esta dimensión, 
pues poseen el conocimiento y los medios necesarios para rápidamente 
identificar infracciones laborales y actuar frente a ellas, sea alertando y 
provocando la fiscalización estatal, sea promoviendo demandas judiciales 
o buscando reparaciones a nivel colectivo.”  
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Para la periodista Cal Moreira “evidentemente que los sindicatos no 
podrían quedar inmunes a todos los cambios ocurridos en las estructuras 
de las empresas y del mercado de trabajo que comienzan a suceder en 
los años 1980. Así, las transformaciones no sólo alcanzaron las 
reivindicaciones como la propia ideología sindical que dejó de luchar 
solamente por cuestiones salariales e incluyó en la lista ítems como 
capacitación, seguridad en el trabajo, el papel social de las empresas. 
Pero pienso que el mayor desafio de los sindicatos se refiere a la 
precarización de los derechos laborales, incluyendo en ella a la 
tercerización, que parece ser un camino irreversible, el trabajador 
temporario y sin vínculo laboral. ¿Cómo organizar esta nueva clase de 
trabajadores? ¿Cómo romper los vínculos tan estrechos con el gobierno, 
como sucede en la actualidad en Brasil, que inevitablemente desvirtúan el 
papel del sindicato? Son preguntas cuyas respuestas aún están siendo 
formuladas y que son fundamentales para el futuro del trabajador y de la 
sociedad de una forma general.” 
El abogado del sindicato de los metalúrgicos de la región del ABC, en la 
Gran São Paulo, Sérgio Mácario entiende que “el papel de los Sindicatos 
serios en la búsqueda por los cumplimientos de las normas laborales y 
colectivas es de vital importancia para los puestos de trabajo, pero como 
también se presentaron como instrumentos hábiles para el 
mantenimiento del Estado Democrático de Derecho, y en ella se lea el 
mantenimiento de los Derechos Sociales, a la luz de lo que prescribe el 
artículo 1º, III y 170, III, ambos de la Carta Republicana/88. Regístrese, que 
la actuación del Sindicato es justamente equilibrar el poderío económico 
patronal, con la superioridad natural de la empresa, en lo que respecta a 
la concentración del poder sobre los medios de producción por parte del 
empleador sobre el empleado que necesita del trabajo para buscar su 
manutención, así como la de sus familiares. Así, al haber un equilibrio 
natural para la actuación negociada de las partes, Sindicatos y Empresas, 
se establecen la igualdad de los mismos frente al empresariado, al menos 
creando mecanismos que, con la maduración del diálogo social, tengan la 
facultad de proporcionar este equilibrio, y que a través de este equilibrio, 
se busquen por medio de acuerdos colectivos o convenciones colectivas 
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garantizar el derecho a las mejores condiciones de trabajo, las 
condiciones sociales que afecten los intereses de las clases menos 
favorecidas.”  
La ouvidora del Tribunal Regional de la 4ª Región y Coordinadora del 
Núcleo de Conciliación, la jueza de la Corte Superior de Segunda Instancia 
Denise Pacheco y el juez auxiliar de conciliación del Tribunal Regional del 
Trabajo de la 4ª Región Carlos Alberto Lontra, que respondieron el cuestionario 
juntos entienden que “la actuación sindical sufrió un sensible declive al 
final del siglo XX, sujeto de intentos de desmantelamiento del modelo, 
que, hoy, en Brasil, también enfrenta el choque entre el sistema 
confederativo y el de centrales sindicales. Su papel, sin embargo, es 
fundamental, en un mundo más individualista, menos colaborativo, de 
fuertes contradicciones y de severas influencias económicas. Nada puede 
estar más cercano de los trabajadores que sus sindicatos, para fiscalizar 
las condiciones del trabajo. Además, el derecho colectivo es un 
instrumento relevante de distribución de renta y de democratización de 
las relaciones de trabajo. Es necesario, sin embargo, una nueva postura 
de los sindicatos, más adecuada al mundo contemporáneo.”  
Presentamos ahora las respuestas de los entrevistados argentinos para 
la pregunta sobre el papel actual de los sindicatos en el control del 
cumplimiento de las normas laborales individuales y colectivas. Para el fiscal 
ante juzgados nacionales de Primera Instancia del Trabajo Alejandro Perugini 
los sindicatos “aparentemente están más dedicados a mantener una 
estructura de poder que consideran necesaria para conseguir cosas. 
Pero, que no generan por sí mismo justicia. Algunos sindicatos trabajan 
mejor que otros en las asistencias a sus afiliados, como en la defensa de 
salarios y en el asesoramiento frente a conflictos. Sin embargo, sería 
completamente viable colaborar en la función tutelar y preventiva, porque 
de manera general la tarea de denunciar y exponer los hechos es 
deficiente.”  
De acuerdo con la profesora de la Universidad de Buenos Aires (UBA 
Isabel Gonzalez Nieves “los sindicatos tuvieron que sufrir un cambio en el 
estilo de conformación y en la figura del sindicalista, estas acciones 
colectivas a las cuales se atan los trabajadores por obligación o por 
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incentivos selectivos, deben comprometerse en la construcción de la 
legislación laboral, como en muchos casos lo hacen los sindicatos 
internacionales con acuerdos con grandes empresas que aplican una 
serie de normativas no sólo a sus empresas sino a las que colateralmente 
trabajan con ellos. Los sindicalistas controlan pero de acuerdo a la 
orientación del bienestar que da el estado su papel será más o menos 
preponderantes.”  
Según el entonces Subsecretario de Coordinación de Políticas do 
Ministerio del Trabajo de Buenos Aires Sebastian Etchemendy  “ciertamente 
una de las principales funciones de los sindicatos es combatir la 
precarización de los derechos de los trabajadores, un proceso de avance 
constante. Pero es necesario una transformación, pues los sindicatos que 
tenían una historia de lucha no representan las necesidades de ahora.” 
De acuerdo con la opinión del camarista del Tribunal Laboral de Buenos Aires 
Miguel Angel Maza “en Argentina los sindicatos cuentan con facultades 
legales para controlar el cumplimiento de las normas laborales 
individuales y colectivas.” Sin embargo, el médico laboral argentino 
Guillermo Macia  resume en pocas palabras la actuación del sindicato: “Banal, 
superfluo, no es firme.” 
El profesor adjunto de derecho laboral y de seguridad social de la 
Universidad de Buenos Aires Raul Ojeda entiende que “el sindicalismo está 
en proceso de transformación. Las estructuras antiguas no colaboran 
para nada en el control del cumplimiento de las normas. No se ocupan de 
los trabajadores no registrados, ni de los jubilados. Su rol es negociar 
colectivamente y brindar servicios a los afiliados. Las estructuras nuevas, 
en cambio, se muestran combativas y pretenden ganarse el favor de los 
afiliados a través de mayores controles y mayores luchas. Es un proceso 
que está vivo. De todos modos, casi ninguno se ocupa de los 
trabajadores no registrados.”  
En la opinión del secretario de Derechos Humanos de la CGT y 
secretario general de la Unión de Empleados Judiciales de la Nación, Júlio 
Piumato la situación es totalmente relativa porque “no hay delegación por 
parte del estado del poder de policía. Si el Estado tuviera interés en serio 
en combatir la precarización laboral y la violación de las normas 
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laborales, tendría mecanismos para darle una participación legal y 
objetiva a las organizaciones sindicales en el combate del trabajo 
precario, del trabajo esclavo, y otras formas de violación laboral. Esto 
desgraciadamente no existe, y cabe a la iniciativa de las organizaciones 
sindicales y de sus dirigentes tratar aun con limitaciones de espacio, 
tiempo y posibilidades objetivas, y sin cometer ningún tipo de delito 
como es la irrupción ilegal en establecimientos privados, de constatar la 
violación de la ley y generar las denuncias administrativas y judiciales de 
las violaciones a esos derechos, pero corre por cuenta de las 
organizaciones y en la medida de la intención o del afán de su dirigencia, 
el tomar esas funciones que no están ni reglamentadas, ni objetivadas, ni 
aceptadas y mucho menos fomentadas por el Estado Nacional ni por los 
Estados Provinciales.  Por eso el peso de ello, que sería tremendamente 
importante, en el cumplimiento del poder de policía en beneficio de evitar 
la violación de los derechos humanos de los trabajadores, al quedar en 
manos de una iniciativa relativa, es decir,  con limitaciones objetivas, 
termina siendo de baja incidencia.”  
Sin ceder al llamado de la generalización es posible concluir que de 
acuerdo con las entrevistas la contemporaneidad exige un nuevo modelo 
sindical, el cual, sin esta actualización, no conseguirá mantener más su misión 
de defensor de los trabajadores y sus derechos. Por eso, la insistencia en el 
mantenimiento de un modelo antiguo, que ya no atiende más a las necesidades 
actuales (y urgentes) de los trabajadores, deja un vacío en la lucha contra la 
flexibilización de sus derechos. 
Las siguientes preguntas abordan específicamente el tema del 
ombudsman laboral, tema central de esta tesis. La primera de ellas es si el 
ombudsman laboral puede ser un instrumento efectivo para la paz e inclusión 
social y de qué manera esto puede ser efectivo. Comenzaremos con las 
respuestas obtenidas en Brasil.  
El procurador jefe de la Procuraduría Regional del Trabajo de la 15ª 
Región Eduardo Luís Amgarten respondió enfocándose en la actuación del 
Ministerio Público del Trabajo como el órgano que cumple este papel, aunque 
sea distinto de lo propuesto en esta tesis. Él dijo que “el Ministerio Público 
tiene un papel muy importante en este tema de implementación de la paz 
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social, en la resolución pacífica de los conflictos. Nosotros tenemos una 
actuación represiva, de investigación cuando ocurre una denuncia, una 
violación de derechos fundamentales sea por el Estado o por un 
particular. Pero tenemos otro papel que es el de fomentar políticas 
públicas, las audiencias públicas, los fórums. Hoy el Ministerio Público 
del Trabajo está dividido en coordinadoras temáticas también, hasta para 
facilitar nuestro trabajo. Hace algunos años atrás se establecieron 
divisiones meramente administrativas que involucraban temas centrales 
de nuestra investigación. Medio ambiente del trabajo, infancia y juventud, 
trabajo en la administración pública, cuestiones sindicales. Fuimos 
dividiendo esto en coordinadoras temáticas que están comprometidas en 
un planeamiento estratégico nuestro. Hoy el Ministerio Público del 
Trabajo tiene un planeamiento estratégico. Todos los años tenemos un 
tema que es leído, estas coordinadoras temáticas tienen un coordinador 
nacional y en cada regional existe un representante y vicerepresentante 
de esta coordinadora nacional que aborda aquel tema. Y en cada región, 
estamos divididos en 24 regiones en Brasil y cada región está relacionada 
a un Tribunal del Trabajo, necesariamente, es atribución del Ministerio 
Público del Trabajo.”  
El presidente del Tribunal Regional del Trabajo de Campinas (SP) el juez 
de la Corte Superior de Segunda Instancia Flávio Allegretti de Campos Cooper 
entiende el ombudsman como un mediador. Cooper afirmó que “la figura del 
ombudsman como un mediador es una experiencia que nosotros aún no 
desarrollamos completamente en Brasil, estamos en pañales en este 
tema. La mediación es importante en todas las relaciones. Se sabe que la 
mediación ayuda en la pacificación de conflictos, inclusive no sólo en las 
relaciones Interobjetivas sino en las intraobjetivas, como es el caso de los 
psicólogos. Estos son mediadores entre los conflictos internos de una 
sola persona. Y la persona necesita de este mediador para poder 
comprender todo este conflicto y poder resolverlo. Entonces la mediación 
es una técnica importante. Los tribunales de trabajo están ya 
estableciendo este mediador entre la comunidad y sus servicios 
judiciarios de aplicación de la ley, de calidad de justicia, de prestación de 
servicio público. Entonces, este mediador, el ombudsman, en primer 
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lugar es un instrumento del ciudadano y para esto él existe. Ahora, dentro 
de la empresa, las ouvidorias son establecidas para hacer un canal entre 
los consumidores de los productos de la empresa y la empresa. La 
empresa está menos preocupada con el tema laboral, al tener un 
mediador laboral. Aunque la legislación laboral haya intentado establecer 
un mecanismo de órganos de conciliación previa, en que antes de que los 
interesados busquen la justicia ellos puedan buscar aquellos órganos 
que serían establecidos en normas colectivas. Este órgano sería un 
mediador para intentar resolver los conflictos. Pero esta mediación 
preprocesal, aunque sea fomentada por la doctrina y hasta por el 
Ministerio Público de la Justicia, por otros órganos de cúpula, no siempre 
es muy bien aceptada. Las personas tienen la tradición de buscar la 
justicia. Tienen un problema y buscan la justicia antes de buscar un 
mediador. Pero los institutos de mediación han sido fomentados tanto en 
la Justicia del Trabajo, por empresas y sindicatos o incluso en la Justicia 
común.”  
De acuerdo con el camarista del Tribunal Regional del Trabajo de la 15ª 
región juez de la Corte Superior de Segunda Instancia Manoel Carlos Toledo 
Filho “en Brasil, tal figura no está diseminada. Las empresas pueden 
mantener controles de calidad internos, que de algún modo se reporten 
igualmente a las relaciones de trabajo, pero no existe, a rigor o de modo 
general, una cultura institucional respecto a esto.”  
Para la periodista Cal Moreira “cualquier iniciativa en defensa de los 
derechos de los individuos es una forma de contribuir a la inclusión 
social y, consecuentemente, a la paz. La exclusión social es el reflejo de 
la debilidad en la defensa de estos derechos. Siendo así, no es posible el 
establecimiento de un cuadro de justicia social, de inclusión y de paz en 
la sociedad si el proceso de precarización de los derechos laborales no 
sufre ningún impedimento o acompañamiento por fuerzas contrarias a 
él.”  
El abogado del sindicato de los metalúrgicos de la región del ABC, en la 
Gran São Paulo, Sergio Macário dijo no tener dudas sobre la posibilidad de que 
el ombudsman laboral sea un efectivo instrumento para la paz e inclusión 
social. En su opinión “ejercería de forma rápida y eficaz la pacificación 
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entre los trabajadores y empresarios.” (Traducción libre) En la percepción 
del médico de trabajo Osvaldo Kenzo Huruta “el ombudsman a veces 
funciona como la ouvidoria, cuando la fiscalización no está abierta a la 
población y también como un canal más de comunicación entre las 
partes.”  
La ouvidora del Tribunal Regional de la 4ª Región y Coordinadora del 
Núcleo de Conciliación, la jueza de Segunda Instancia Denise Pacheco y el 
juez auxiliar de conciliación del Tribunal Regional del Trabajo de la 4ª Región 
Carlos Alberto Lontra, que respondieron el cuestionario juntos hicieron un breve 
resumen sobre la historia del ombudsman en el mundo y las ouvidorias en 
Brasil. “A mediados del siglo XVIII, en Suecia, surgió el instituto del 
Ombudsman, que era el representante indicado por el Rey con la función 
de efectuar el control de legalidad de los actos practicados por los 
funcionarios del gobierno, con la responsabilidad de apresurar las quejas 
presentadas por los ciudadanos contra los órganos de la administración 
pública, ejerciendo la defensa de los individuos contra los abusos del 
poder público. En Brasil, la experiencia del Ombudsman sueco fue un 
poco diferente. Surgió con el nombre de Ouvidor en el período colonial, 
siendo nombrado Pero Borges, en 1549, el primero Ouvidor-General de 
Brasil, cuyas funciones se limitaban a reportar al rey las quejas, las 
reclamaciones y demás acontecimientos ocurridos en la Colonia. 
Solamente a partir de 1984, con el proceso de redemocratización, fue 
posible la creación de las Ouvidorias públicas, siendo la primera 
implantada en la ciudad de Curitiba, por el Decreto-Ley n. 215/86. La Carta 
Constitucional de 1988 consagró los principios fundamentales para el 
surgimiento de instrumentos de provocación del gobierno, de 
comunicación entre la sociedad civil y el poder público y de ejercicio de la 
democracia de forma directa. En este sentido, las Ouvidorias públicas 
obtuvieron reconocimiento e importancia fundamental como medio de 
ejercicio pleno de la democracia participativa. Con la llegada de la 
Enmienda Constitucional nº 45/2004, se aumentó el art. 103-B a la 
Constitución Federal, trayendo en su párrafo 7º la determinación de 
creación de las ouvidorias de justicia, competentes para recibir 
reclamaciones y denuncias de cualquier interesado contra miembros u 
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órganos del Poder Judicial. Por lo tanto, en el Brasil contemporáneo dos 
instituciones comparten las prerrogativas de Ombudsman, las cuales 
son: el Ministerio Público y las Ouvidorias públicas. 
Esencialmente, la Ouvidoria se trata de una ocupación característica de la 
modernidad y del nivel de avance de las democracias. Es función 
adoptada en todo el mundo por organizaciones, gobiernos e instituciones 
preocupadas con la transparencia de sus actividades frente a la sociedad, 
resultando en la valorización de la ciudadanía. El Ouvidor, concebido 
como facilitador y principal responsable por la mediación entre las 
necesidades individuales o colectivas en la sociedad y las estructuras de 
poder de las organizaciones públicas, debe integrar su estructura, no solo 
con actuación reactiva, sino también proactiva, presentando sugerencias 
para la corrección del rumbo y actuando como legítima herramienta de 
gestión pública. Así, entiendo que queda consagrada su actuación como 
un efectivo instrumento de inclusión social.”  
Ahora las respuestas de los entrevistados argentinos en cuanto a la 
posibilidad de que el ombudsman laboral sea un instrumento efectivo para la 
paz y la inclusión social. Según el fiscal ante juzgados nacionales de Primera 
Instancia del Trabajo Alejandro Perugini “esta pregunta transmite la idea de 
que las instituciones laborales actuales no cuentan con organismos 
destinados a la inclusión social y a la prevención y que siendo así, un 
funcionario o representante específicamente destinado a esta función 
podría garantizar un respaldo político junto al estado. Como miembro del 
ministerio público hace muchos años puedo afirmar que en esta 
institución hay un aprovechamiento inadecuado del potencial humano, el 
que nos transforma en meros asesores técnicos procesales. La figura de 
un procurador general en una estructura que englobe no solo la materia 
penal, sino también el derecho civil, laboral, comercial y que fuese bien 
aprovechada podría resultar, coincidentemente, con el nombramiento de 
un ombudsman. Al final, la ley en sí del ministerio público es amplia en 
sus enunciados y nada excluiría a una aplicación dinámica dentro de este 
rol. Ombusdman puede ser una figura efectiva para todos. Sin embargo, 
si el ombudsman y/o procurador general del trabajo en Argentina debería 
estar estructurado al nivel del ministerio público del trabajo, son 
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soluciones legislativas que pueden ser observadas a partir de varios 
otros puntos.”  
Para la profesora de la Universidad de Buenos Aires (UBA) Isabel 
Gonzalez Nieves “el ombudsman laboral es una figura importante en la 
construcción de acuerdos, en la posibilidad de construir pactos y 
cumplimientos, tomando un papel distinto del estado en su intervención 
en la fijación de las condiciones laborales. Puede estar en el problema 
puntual, estar cerca de las partes y puede resolver el conflicto sin generar  
más externalidades. Tendría un papel de bisagra entre las partes llevando 
los conflictos a resoluciones eficientes y equitativas. Ya que las partes 
son las que mejor saben hasta donde quieren ver resultados sus 
problemas, es decir la mediación llevaría a  la reconstrucción muchas 
veces del acuerdo para soluciones efectivas.” 
“Sin duda, la creación de un ombudsman en materia social (para lo 
laboral y para la seguridad social) sería un paso positivo para la paz 
social y para aumentar la inclusión. Debería dotárselo de amplias 
facultades legales y de estructura adecuada y suficiente para llevar 
adelante sus funciones”, fue la respuesta del camarista del Tribunal Laboral 
de Buenos Aires Miguel Angel Maza. 
En la opinión del profesor adjunto de derecho laboral y de seguridad 
social de la UBA, Raul Ojeda, “un ombudsman tiene mucho por hacer, pues 
los sindicatos hacen poco por el cumplimiento laboral. Entonces, un 
ombudsman puede contribuir a la inclusión, pero no a la paz.” 
De acuerdo con el secretario de Derechos Humanos de la CGT y 
secretario general de la Unión de Empleados Judiciales de la Nación, Júlio 
Piumato “el ombudsman o defensor del pueblo, o el defensor a secas, sea 
del pueblo, sea de la tercera edad, o en este caso de laboral, es una 
herramienta. Depende directamente de las facultades objetivas que se le 
den, la posibilidad que tenga de operar correctamente. En la Argentina el 
defensor del pueblo en sus distintos estadios que hay ( no hay todavía 
ombudsman laboral), ha tenido una fuerza absolutamente relativa. Si la ha 
tenido relativa en cuestiones tan delicadas como la explotación que 
tienen los trabajadores pasivos ( es decir los jubilados) o la comunidad en 
general asolada por las violaciones del neoliberalismo y el gran capital 
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(como son temas de consumo, temas de violación en los servicios, etc.), 
realmente a la luz de la práctica de otros defensores del pueblo, hay que 
decir que hoy sería una novedad meramente declamativa, pero sin 
garantías de una utilización concreta y exitosa en beneficio de los 
trabajadores. Las funciones del defensor del trabajo, pueden ser 
fácilmente desplazadas por una legislación que sea penal, y por una 
autoridad de aplicación que tenga una función más concreta y activa, y 
porque se dé a los sindicatos una presencia más categórica. Así que esa 
figura tendría sentido en un gobierno, en una estructura estatal que tenga 
vocación y voluntad de defender los derechos humanos de los 
trabajadores, sino sería una incorporación declamativa, formal, y sin 
ninguna consecuencia para la defensa de los derechos de los 
trabajadores.” 
Finalmente, en la opinión de la coordinadora de práctica forense y 
mediadora en Buenos Aires, Olga Edda Crancia, “la figura del ombudsman 
pode ser una figura para efectivación de la paz con el término de una 
indecisión social, pero es cierto que esto consiste en actuar con 
severidad.” 
A continuación preguntamos si es posible pensar en un ombudsman 
laboral con influencia en toda América Latina. De acuerdo con el presidente del 
Tribunal Regional de Trabajo de Campinas (SP) el juez de la Corte Superior de 
Segunda Instancia Flávio Allegretti de Campos Cooper “esta organización 
podrá comenzar localmente y quien sabe se pueda desarrollar en el 
ámbito de tratados multilaterales entre los países. Por qué no un tratado 
multilateral que ya instituyó tribunales arbitrales como en Europa, 
nosotros tenemos el Mercosur. Se prestigiaría esta institución también.” 
(Traducción libre) 
El camarista del Tribunal Regional del Trabajo de la 15ª región el juez de 
la Corte Superior de Segunda Instancia Manoel Carlos Toledo Filho dijo que 
para esto suceda “tendríamos previamente que reforzar la integración 
entre nuestros diversos países, eliminando algunas barreras sin sentido 
que aún existe. Y, en este nivel, la iniciativa de Brasil es fundamental.”  
Según la periodista Cal Moreira “es posible pensar en esta 
posibilidad. No obstante, para volverla una realidad es necesario un 
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cambio general en los parámetros que orientan actualmente el continente. 
Comenzando por una reestructuración del propio Mercosur que se 
estacionó en el medio del camino y hoy en día es una mera sombra de los 
ideales que actuaron en su formación.”  
De acuerdo con el abogado del sindicato de los metalúrgicos de la 
región del ABC, en la Gran São Paulo, Sérgio Macário, “esto solamente 
podría ocurrir si hubiese una unidad integral de los Entes Políticos, pero 
de difícil concretización, puesto que la realidad de los otros Países difiere 
mucho de la de los Países de América del Sur. No obstante, con el 
objetivo de la integración entre los Países de América del Sur, donde 
tenemos a Brasil y a Argentina, con más del 50% del territorio, de la 
población, del comercio exterior de América del Sur y de su industria, 
sería perfectamente posible la implantación del ombudsman laboral, 
herramienta imprescindible para una rápida pacificación social.” El médico 
del trabajo Osvaldo Kenzo Huruta clasifica esta posibilidad “como un sueño, 
pues cada país tiene sus hábitos, costumbres y culturas.”  
En su respuesta en conjunto, la ouvidora del Tribunal Regional de la 4ª 
Región y Coordinadora del Núcleo de Conciliación, la jueza de la Corte 
Superior de Segunda Instancia Denise Pacheco y el juez auxiliar de 
conciliación del Tribunal Regional del Trabajo de la 4ª Región Carlos Alberto 
Lontra dijo que consideran “que esta es una posibilidad a ser 'soñada' para 
un futuro a medio plazo. La consolidación de las ouvidorias públicas en 
Brasil aún es un proceso en construcción, ya que es razonablemente 
reciente la inserción de este instituto en la Carta Constitucional (EC 
45/2004). Pensamos que las ouvidorias del Ministerio Público poseen 
mayor rasgo para la asunción de este relevante papel en América Latina. 
Es necesario, sin embargo, que la actuación del ombudsman sobrepase 
las fronteras del hoy fragilizado bloque económico de países que 
componen el Mercosur.”  
A continuación las respuestas de los entrevistados argentinos. Para el 
cardiólogo de la Universidad de Buenos Aires Carlos Pinheiro “la idea de 
implantar  el ombudsman laboral para toda América latina es buenísima, 
hasta que libera la figura de ombudsman  para trabajar y proteger todos 
los trabajadores de América.” Pero para el periodista del Palacio de Justicia 
227 
 
de Buenos Aires, Néstor Espósito un ombudsman laboral con influencia en toda 
América Latina es imposible. Para Espósito sólo sería posible si hubiese una 
legislación para integrar todos los trabajadores de América Latina. Para el 
profesor adjunto de derecho laboral y de seguridad social de la UBA, Raul 
Ojeda  tampoco es posible. Él dice: “No es posible. América Latina está en 
etapa de integración, y los procesos de integración son políticos, no 
jurídicos. No necesitamos un dictador, sino un buen parlamento 
latinoamericano que lime las diferencias y permita mayor integración.” El 
camarista del Tribunal Laboral de Buenos Aires Miguel Angel Maza concuerda 
con esta imposibilidad. Ojeda dice: “No me parece posible proyectar la 
posibilidad de un ombudsman continental cuando aún no hay experiencia 
en Argentina al respecto.” 
Al contrario de lo que piensa el secretario de Derechos Humanos de la 
CGT y secretario general de la Unión de Empleados Judiciales de la Nación, 
Júlio Piumato. En sus palabras: “Si, sería importante primero generar un 
cuadro protectivo del trabajo común para toda América latina o por lo 
menos para aquellos estamentos que están formalizados, como ser 
Mercosur o Unasur. En principio, establecer un piso de legislación laboral 
en dichos estamentos sería muy importante, establecer un mecanismo de 
justicia laboral común es también importante, y también establecer un 
ombudsman laboral es importante, siempre y cuando haya experiencias 
en Suramérica, para empezar por Suramérica. Que hubiera experiencias 
en algún país donde esa figura del ombudsman laboral tuviera un peso 
real, si no vuelvo a decir, si hoy decimos que la figura del ombudsman 
laboral puede ser meramente declarativa, en los países de la región 
llevado al plano internacional con la endeblez que todavía tiene la 
estructura formal de esta unidad continental, sería muchísimo más 
endeble. Así que sería otra forma de crear burocracias internacionales sin 
ninguna solución real para los trabajadores que están afectados por las 
violaciones de sus derechos.”  
El profesor de la Universidad de Buenos Aires (UBA) Héctor Omar 
Garcia dijo: “A priori me parece una idea interesante pero de muy difícil 
realización, dada la precariedad de los sistemas de integración regional y 
las dificultades de convergencia entre los sistemas laborales y 
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económicos, además de culturales.” También, la profesora de la UBA, Isabel  
Gonzalez Nieves afirmó que “es posible  construyendo un organismo supra 
nacional atado a los acuerdos internacionales como por ejemplo el 
Mercosur.”  
El fiscal ante juzgados nacionales de Primera Instancia del Trabajo 
Alejandro Perugini piensa que es viable esta posibilidad. En su percepción “la 
propia experiencia de los organismos internacionales, comenzando por la 
OIT, ha mostrado que existe una resistencia legislativa en la mayoría de 
los países y una resignación frente al poder de los organismos supra 
gubernamentales, lo que, de hecho, es el gran déficit de la OIT y de todas 
las normativas de un poder sancionatorio real. Además, existen las 
dificultades que emergen de los distintos.”  
Si no hay una unanimidad entre los entrevistados en cuanto a la 
posibilidad de un ombudsman laboral actuando en toda América Latina, por 
otro lado es posible observar que la resistencia se da principalmente por la 
precariedad de la integración entre los países del continente en varios 
aspectos, y no por una simple oposición a la idea. Para que esta posibilidad se 
vuelva realidad son necesarios muchos cambios en las bases que rigen las 
relaciones entre ellos, comenzando por un análisis de la efectividad del 
Mercosur. Por otro lado, también se percibe que la actuación de un 
ombudsman laboral, si es institucionalizada, sería recibida como una 
aglomeración de fuerzas en la lucha contra la flexibilización de los derechos 
laborales y la precarización del trabajo. Por lo menos es lo que quedó 
demostrado en la mayoría de las respuestas obtenidas. 
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Conclusión  
 
Después de tanto tiempo dedicado exclusivamente a la realización de 
esta tesis, incluyendo el curso de Master Doble en Girona, España y a las 
visitas al Centro de Estudios de la Universidad de Derecho de Lisboa, estoy 
convencida de que ninguna acción propuesta podrá obtener cualquier resultado 
duradero si no tiene el involucramiento y la participación de todos los 
segmentos de la sociedad. Al final, todo afecta a todos y no será viable 
conseguir grandes transformaciones si no son plantadas las pequeñas semillas 
iniciales que consoliden su base y aseguren su mantenimiento. 
Todos reconocen que el mercado de trabajo está en crisis, así como 
cada sector productivo de la sociedad. Además, es una consecuencia directa 
de una crisis mayor que afecta todo tejido social de la contemporaneidad y 
exige acciones inmediatas y eficaces para revertir este cuadro. Estas acciones 
que son efectuadas en conjunto por las instituciones de enseñanza, sociedad 
civil, empresariado y gobierno. 
El poder económico parece imbatible. Ni las ideologías resisten a su 
presión. Los representantes de los gobiernos prefieren fingir que no perciben 
las llamadas de los trabajadores para acceder a futuras y generosas 
contribuciones para sus futuras campañas electorales. Primeramente, las 
explotaciones están enmascaradas. Estas ya no son tan evidentes como eran 
en tiempos atrás. Hoy son puestas en práctica de forma encubierta. Los 
trabajadores son explotados de manera disimulada por sus patrones que ahora 
se presentan con un ropaje de comprensión y preocupación con la calidad de 
vida de sus empleados. Claro que existen excepciones. Algunos empleadores 
de hecho se empeñan en mejorar las condiciones de vida de los trabajadores, 
de ofrecer una remuneración adecuada, capacitación y beneficios, entre otras 
cosas. Pero son excepciones y muchos asumen esta postura con el objetivo 
únicamente de mejorar la imagen de su empresa y no alejar a consumidores 
más conscientes. 
La mayoría continúa preocupada en mantener en sus ganancias al 
mismo nivel (o incluso mejor, a un ritmo creciente) y para alcanzar este objetivo 
no miden esfuerzos. Descuidan inclusive la seguridad de los funcionarios en los 
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locales de trabajo. Pero la fragilidad de las relaciones laborales no es 
observada solo en los accidentes. Algunas situaciones condenadas 
internacionalmente por medio de tratados y convenciones, como el trabajo 
esclavo y la explotación de mano de obra infantil continúan ocurriendo y no hay 
señales, con raras excepciones, de una erradicación. Además, claramente, el 
gobierno intenta (independiente de que partido sea) de no desagradar 
demasiado a la clase empresarial (su mayor financiadora) y tampoco romper 
con los trabajadores, sus futuros electores. En este punto entran los sindicatos 
y las centrales. Cuando los afiliados al mismo partido de gobierno apoyan sus 
decisiones y asumen la responsabilidad de convencer a sus afiliados. 
En medio de esta turbulencia económica y social, los derechos laborales 
están a la merced de los intereses de las clases dominantes que a su vez 
manipulan e interfieren en las decisiones políticas de los países. Siendo así, ¿a 
quién deben recurrir los trabajadores para proteger sus derechos? La 
respuesta debería ser obvia: a la legislación laboral y también a los tratados y 
convenciones internacionales. Pero ahí también encontramos problemas. Los 
patrones muchas veces burlan las leyes apostando por la impunidad que 
infelizmente aún impera, en la falta de fiscalización adecuada, en el número 
insuficiente de fiscales y en la eficiencia del soborno. 
Con relación a los tratados y convenciones internacionales muchos de 
ellos no están cumplidos. Sea por negligencia o por insuficiencia de recursos 
(materiales o humanos). Las penas son blandas, generalmente sanciones 
morales y solo en algunos casos es realizado un embargo económico, el cual 
alcanza mucho más a la población de una manera general que al gobierno que 
firmó y no cumplió las determinaciones. 
De esta forma, como ya afirmé en otros capítulos de esta tesis, la 
precarización de los derechos laborales camina rápidamente, tanto como el 
estado de vulnerabilidad al que están siendo sometidos los trabajadores. Un 
denominador común une a todos ellos: la carencia de instrumentos más sólidos 
de protección, desvinculados del poder político y económico que no tiene otra 
prioridad a no ser la defensa de sus propios intereses. En Brasil, por ejemplo, 
fue aprobado en la Cámara de los Diputados hace un año, el proyecto de Ley 
4.330/04 que reglamenta el trabajo tercerizado en el sector privado y aguarda 
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apreciación en el Senado. El texto de este PL autoriza la tercerización en 
cualquier sector empresarial, crea reglas de sindicalización y prevé la 
responsabilidad solidaria de la empresa contratante y de la contratada en las 
obligaciones laborales. En verdad, se trata de un proyecto de ley que servirá 
para legalizar la flexibilización del trabajo y la consecuente pérdida de derecho 
de los trabajadores. 
De la misma forma debo registrar la preocupación al respecto del nuevo 
Código de Proceso Civil que entró en vigor en el 2016 en Brasil y que afecta el 
Derecho del Trabajo al no indicar directrices específicas para este segmento, 
produciendo así, de algún modo, cierta inseguridad jurídica a los magistrados. 
Completando este cuadro de desaliento, el Tribunal Regional del Trabajo 
(TRT/SP), mayor tribunal laboral de Brasil, responsable por juicios de recursos 
de acciones de trabajadores de la Baixada Santista y de las huelgas en la 
región, puede cerrar sus puertas a partir de julio, en caso que el corte en el 
presupuesto de este año de casi 30% y de 90% en el costo de las actividades 
de la justicia del trabajo, no sea revertido. 
Un panorama que creo que puede sufrir transformaciones positivas con 
la institucionalización de un ombudsman laboral que sea independiente y tenga 
la capacitación para intervenir (e interrumpir) la deteriorización de las 
relaciones laborales de forma irreversible. Para que el ombudsman laboral sea 
capaz de ejercer esta tarea es fundamental su autonomía operacional y 
financiera, pues, solamente así tendrá las condiciones necesarias de llevar 
adelante su papel sin interferencias de terceros. Esta idea que tiene el aval del 
abogado laboral norteamericano y director Interino de la Oficina de la OIT en 
Brasil desde abril del 2015, Stanley Arthur Gacek, con quien tuve la honra de 
participar en abril del 2016 del I Congreso Internacional de Derecho del Trabajo 
y Procesal del Trabajo en la Universidad del Estado de Bahía. Gacek, en su 
ponencia, habló sobre la libertad sindical según las normas y la jurisprudencia 
de la OIT.  
Por otro lado, también es importante para esta eficacia, que el 
ombudsman laboral sea accesible a la población y no una figura distante y 
separada del ciudadano por obstáculos burocráticos. De esta forma, defiendo 
que la institucionalización del ombudsman laboral, en las condiciones ya 
citadas, no solo es viable sino es imprescindible para detener el avance del 
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proceso de pérdidas de los derechos laborales y de la vulnerabilidad del 
trabajador. 
Para crear el futuro es necesario tener coraje para soñar y esto ha sido 
mi meta hace ocho años, desde la elección del tema de esta tesis. Al final, 
como dijo Eduardo Galeano: “¿Para qué sirve la utopía? Sirve para esto: 
para que yo no deje de caminar.” 
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ANEXO 
 
Entrevistados 
 
Argentina - Fiscal ante Juzgados Nacionales de Primera Instancia del 
Trabajo Dr. Alejandro Perugini 
 
1) ¿Cuál es la posición del operador de Derecho laboral frente a las 
nuevas necesidades de protección de los trabajadores?  
 
- Tenemos que comenzar a partir del concepto del trabajador, como un dato 
legítimo en sí mismo. A partir de ahí se estructura toda una red de relaciones 
que forman las dinámicas por sí mismas y se desarrollan a través de 
necesidades institucionales propias de manera independiente y traduciendo un 
concepto más elevado. 
 
2) ¿En su opinión es posible suplantar las influencias externas en la 
legislación laboral que debilitan los derechos de los trabajadores? 
 
- Considero que la legislación en sí, en países como Argentina, en términos 
generales, muy avanzada. Sin embargo, lo más productivo no está en la ley en 
sí, sino en su aplicación de forma concreta, pero aún hay mucho a trabajar. Al 
final, es innegable que hay una inercia en las estructuras tradicionales. No 
obstante, deberíamos ser optimistas, porque existen algunas manifestaciones 
de cambio en el comando procesal. Estas fuerzas que vuelven difícil estructurar 
un pronóstico seguro para las transformaciones. 
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3) ¿Cuál es su diagnóstico del cuadro normativo tutelar laboral en Brasil 
y en Argentina y cuáles son, en su opinión, los principales problemas 
en la Justicia del Trabajo y en la Fiscalización del Trabajo?  
 
– El principal inconveniente es la continuidad de una visión de derecho del 
trabajo como conflicto judicial, aunque no pueda ser encarado como un 
problema exclusivo del derecho del trabajo. Es decir, el trabajador y quienes los 
asesoran tienden a confundir la satisfacción del derecho con el juicio y con la 
indemnización.  Así, hace falta la prevención por medio de la educación y la 
concepción de los derechos como deseo cotidiano y no como proceso político 
en el tribunal. En este sentido la figura de la conciliación no está estructurada 
para recomponer situaciones que podrían ser rescatadas y se traducen en solo 
un acierto económico para un juez. 
 
4) ¿En la actualidad cual es el papel de los sindicatos en el control del 
cumplimiento de las normas laborales individuales y colectivas?  
 
- Los sindicatos padecen del mismo problema al cual nos referimos en el inicio 
de esta entrevista. Aparentemente están más dedicados a mantener una 
estructura de poder que consideran necesaria para conseguir cosas. Pero, que 
no generan por sí mismo justicia. Algunos sindicatos trabajan mejor que otros 
en las asistencias a sus afiliados, como en la defensa de salarios y en el 
asesoramiento frente a conflictos. Sin embargo, sería completamente viable 
colaborar en la función tutelar y preventiva, porque de manera general la tarea 
de denunciar y exponer los hechos es deficiente. 
 
5) ¿El ombudsman laboral puede ser un efectivo instrumento para la 
paz e inclusión social y de qué manera? 
 
- Esta pregunta transmite la idea de que las instituciones laborales actuales no 
cuentan con organismos destinados a la inclusión social y a la prevención y 
que siendo así, un funcionario o representante específicamente destinado a 
esta función podría garantizar un respaldo político junto al estado. Como 
miembro del ministerio público hace muchos años puedo afirmar que en esta 
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institución hay un aprovechamiento inadecuado del potencial humano, el que 
nos transforma en meros asesores técnicos procesales. La figura de un 
procurador general en una estructura que englobe no solo la materia penal, 
sino también el derecho civil, laboral, comercial y que fuese bien aprovechada 
podría resultar, coincidentemente, con el nombramiento de un ombudsman. Al 
final, la ley en sí del ministerio público es amplia en sus enunciados y nada 
excluiría a una aplicación dinámica dentro de este rol. Ombudsman puede ser 
una figura efectiva para todos. Sin embargo, si el ombudsman y/o procurador 
general del trabajo en Argentina debería estar estructurado al nivel del 
ministerio público del trabajo, son soluciones legislativas que pueden ser 
observadas a partir de varios otros puntos. 
 
6) ¿El ombudsman mantiene vínculos con instituciones de enseñanza, 
sindicatos, órganos públicos y privados y también con los poderes 
Legislativo y Ejecutivo? ¿Cuales son? 
 
- Como afirmé en la respuesta anterior es posible pensar en una acción 
multidisciplinaria de un organismo del ombudsman  y/o ministerio público del 
trabajo con estructura y actitud específica. Esto requiere, necesariamente, 
diálogos de colaboración con los distintos sectores sociales y con otros 
poderes vinculados al Estado. Es interesante tener una visión más global de 
este caso  regional y que incluya una acción para la superación de los límites 
de cada estado nacional y también los elementos que permitan dar soporte las 
disposiciones internacionales en todos sus fundamentos. 
 
7) ¿Es posible pensar en un ombudsman laboral con influencia en toda 
América Latina? 
 
– Entiendo que sí, estados de avance de países en la región de América 
Latina. La propia experiencia de los organismos internacionales, comenzando 
por la OIT, ha mostrado que existe una resistencia legislativa en la mayoría de 
los países y una resignación frente al poder de los organismos supra 
gubernamentales, lo que, de hecho, es el gran déficit de la OIT y de todas las 
normativas de un poder sancionatorio real. 
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8) ¿Es viable hablar de una flexibilización positiva de los derechos 
laborales? 
 
– Existe una flexibilidad positiva. El análisis requiere establecer que puntos y 
aspectos de la normativa son innegociables y luego identificar un margen 
donde los derechos puedan ser regulados de distintos modos, porque no 
aparecen en el compromiso como algo indisponible. Los convenios colectivos 
de trabajo son las principales herramientas que actúan para esta adecuación 
de los derechos y circunstancias concretas y que merecen una respuesta 
distinta. La idea de lo flexible toca en un concepto que debe ser definido como 
una búsqueda de solución más conveniente. Sin embargo, es necesario 
destacar las situaciones en las cuales esto no es posible. Al final, se debe 
resguardar lo que podríamos llamar un núcleo duro de derecho, que no debería 
ser afectado en ninguna circunstancia y bajo ninguna disculpa. 
 
Argentina - Profesora Dra. de la Universidad de Buenos Aires (UBA) – 
Isabel Gonzalez Nieves 
 
1) ¿Usted piensa que es posible suplantar las influencias externas en 
la legislación laboral que debilitan los derechos laborales?  
 
- Es muy difícil sobre todo en casos de economías sumergidas, donde la 
protección laboral no existe. De cualquier forma siempre existe la intervención 
estatal para evitarlas. De cualquier forma los costos de aplicación de la normas 
juegan muchas veces en contra y debilitan la norma. 
 
2) ¿Cuál es el diagnóstico que haces del diseño normativo tutelar 
laboral en Argentina y Brasil y cuáles son, para usted, los principales 
problemas en la justicia del trabajo y en la inspección del trabajo? 
 
-Los principales problemas son en ambos países la presión de los grupos de 
interés, la aplicación de desmedidas indemnizaciones, el acuerdo en los juicos 
para prevenirse de problemas mayores, no llegando a la verdad en la relación 
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laboral. También las inspecciones laborales que no pueden estar siempre en 
todos lados, dado un Estado ausente que invita al no cumplimiento de las 
cargas sociales, dado que las multas en muchos casos son inferiores al costo 
del blanqueamiento del personal. 
 
3) Hoy en día ¿cuál es el papel de los sindicatos en el control del 
cumplimiento de las normas laborales individuales y colectivas? 
 
-Los sindicatos tuvieron que sufrir un cambio en el estilo de conformación y en 
la figura del sindicalista, estas acciones colectivas a las cuales se atan los 
trabajadores por obligación o por incentivos selectivos, deben comprometerse 
en la construcción de la legislación laboral, como en muchos casos lo hacen los 
sindicatos internacionales con acuerdos con grandes empresas que aplican 
una serie de normativas no sólo a sus empresas sino a las que colateralmente 
trabajan con ellos. Los sindicalistas controlan pero de acuerdo a la orientación 
del bienestar que da el estado su papel será más o menos preponderante. 
 
4) ¿Para usted el ombudsman laboral puede ser un efectivo 
instrumento para la paz y la inclusión social y cómo?  
 
-El ombudsman laboral es una figura importante en la construcción de 
acuerdos, en la posibilidad de construir pactos y cumplimientos, tomando un 
papel distinto del estado en su intervención en la fijación de las condiciones 
laborales. Puede estar en el problema puntual, estar cerca de las partes y 
puede resolver el conflicto sin generar  más externalidades. Tendría un papel 
de bisagra entre las partes llevando los conflictos a resoluciones eficientes y 
equitativas. Ya que las partes son las que mejor saben hasta donde quieren ver 
resultados sus problemas, es decir la mediación llevaría a  la reconstrucción 
muchas veces del acuerdo para soluciones efectivas. 
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5) ¿El ombudsman mantiene vínculos con instituciones educativas, 
sindicales, públicas, organismos internacionales y con los poderes 
legislativo y ejecutivo y cuáles son?  
 
-Los vínculos que mantendría  el ombudsman  con las instituciones públicas y 
privadas son de investigación de las situaciones, de resolución de los 
conflictos, de asesoramiento. Es decir una suerte de pater que protege, orienta 
y decide para lograr el bienestar general en el área laboral. 
 
6) ¿Es posible pensar en un ombudsman laboral con influencia en 
toda la América Latina? 
 
- Si es posible  construyendo un organismo supra nacional atado a los 
acuerdos internacionales como por ejemplo el Mercosur. 
 
7) ¿Hay una flexibilidad positiva de los derechos laborales? 
 
-Yo creo que es relativa porque esta flexibilidad debe estar atada al contexto 
empresarial y económico, y en muchos caso llevar a l extremo estos derechos  
lleva a reducir las fuentes laborales. Muchas veces estos derechos se cercenan 
en base a situaciones disvaliosas como por ejemplo: compartir los beneficios y 
no las pérdidas de la empresa. La flexibilidad debe partir del respeto a la 
dignidad del trabajador y a la lógica de la eficiencia económica. Para que no se 
produzca un efecto no esperado en la aplicación de las normas laborales.    
 
Argentina - Ministerio del Trabajo de Buenos Aires – Subsecretario de 
Coordinación de Políticas Dr. Sebastián Etchemendy 
 
1) ¿Cuál es la posición del operador de Derecho Laboral frente a las 
nuevas necesidades de protección de los trabajadores?  
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- Creo que existe una institución del trabajo corporativista y yo digo esto porque 
estudié ciencias políticas en los EUA. En Brasil los modelos son mucho menos 
corporativos en Brasil y en Argentina, mucho más. El derecho del trabajo 
durante la dictadura fue proteccionista con el objetivo de garantizar el pleno 
empleo. Hoy lo que tenemos es una verdadera precariedad del derecho del 
trabajo, herencia de los neoliberales. Este es el marco liberal de la postguerra 
colectiva. Y en Argentina existe la instancia tripartita para el piso salarial. Lo 
que en Brasil es decidido por el gobierno, en Argentina pasa por la presidente 
Cristina para apuntar el estatuto de ley, el ultimo de cinco años para los 
ruralistas y la ley para los registrados en el régimen social para micro 
empresas. Existe un avance en Brasil y en Argentina. 
 
2) ¿Cuál es el diagnóstico que haces del diseño normativo tutelar 
laboral en Argentina y Brasil y cuáles son, para usted, los principales 
problemas en la justicia del trabajo y en la inspección del trabajo? 
 
- Como afirmé anteriormente, existe un avance innegable en los dos países. 
Sin embargo, también no podemos olvidarnos de los problemas causados por 
la política neoliberal adoptada, como la precarización del derecho laboral. 
 
3) Hoy en día ¿cuál es el papel de los sindicatos en el control del 
cumplimiento de las normas laborales individuales y colectivas? 
 
- Ciertamente una de las principales funciones de los sindicatos es combatir la 
precarización de los derechos de los trabajadores, un proceso de avance 
constante. Pero es necesario una transformación, pues los sindicatos que 
tenían una historia de lucha no representan las necesidades de ahora. 
 
4) ¿Para usted el ombudsman laboral puede ser un efectivo instrumento 
para la paz y la inclusión social y cómo?  
- Siempre que exista un común acuerdo con otras instituciones. 
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5) ¿El ombudsman mantiene vínculos con instituciones educativas, 
sindicales, públicas, organismos internacionales y con los poderes 
legislativo y ejecutivo y cuáles son?  
- Existe la necesidad de un profundo análisis para no ofender a los órganos ya 
existentes. 
 
6) ¿Es posible pensar en un ombudsman laboral con influencia en toda la 
América Latina? 
 
- Es muy difícil que las legislaciones sean eficaces y no me parece mal la figura 
de un defensor “ombudsman”, sin embargo,  sujeto al neoliberalismo.  
 
7) ¿Hay una flexibilidad positiva de los derechos laborales? 
- En cuanto a la flexibilización de los derechos laborales es necesario resaltar 
que uno de los principales problemas generados por el neoliberalismo es la 
falta de una infraestructura organizacional. 
 
 
Argentina - Profesor Dr. Héctor Omar Garcia de Universidad  
de Buenos Aires 
 
1)¿Cuál es la posición del operador de Derecho laboral frente a las 
nuevas necesidades de protección de los trabajadores?  
-Encuentro la pregunta muy amplia como para dar una respuesta precisa y 
unívoca de parte de los diferentes “operadores”. En primer lugar, la noción de 
“operador de Derecho Laboral” requeriría de precisiones. Tal concepto podría 
comprender, según mi entender, tanto abogados litigantes, defensores de los 
derechos e intereses de trabajadores o de empresas, así como asesores de 
sindicatos y cámaras empresariales, y también a los magistrados.  Ello 
implicaría seguramente diferentes puntos de vista que no podrían sintetizarse 
en una respuesta que represente a todos. A título personal, como asesor de 
trabajadores y una central sindical, veo que tanto la legislación argentina “de 
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fondo” como las organizaciones sindicales proveen a los trabajadores de 
amplias posibilidades de protección. La principal necesidad, a mi juicio, se 
encuentra en llevar a cabo una profunda reforma procesal, que incorpore 
mayor espacio a la oralidad e inmediación y un uso intensivo de la tecnología 
informática, a fin de abreviar la duración de los trámites procesales; ello 
además de atender las necesidades de infraestructura del Poder Judicial. 
 
2) ¿En su opinión es posible suplantar las influencias externas en la 
legislación laboral que debilitan los derechos de los trabajadores?  
 
-No entiendo cuáles serían esas influencias. 
 
 
3) ¿Cuál es su diagnóstico del cuadro normativo tutelar laboral en Brasil y 
en Argentina y cuáles son, en su opinión, los principales problemas en la 
Justicia del Trabajo y en la Fiscalización del Trabajo?  
 
-Desde mi modesta perspectiva, la legislación argentina posee un amplio 
abanico de dispositivos que permiten brindar protección a los trabajadores, a 
los cuales deben sumarse la capacidad de los sindicatos en la negociación 
colectiva y en la implantación en los establecimientos de las grandes 
empresas. La Justicia del trabajo, nacional y de la Provincia de Buenos Aires 
(pero especialmente en la primera), actualmente se encuentra afectada por 
diversos problemas, vinculados a la carencia de elementos de infraestructura, 
de carácter edilicio, técnicos, de personal, etc., que incluyen un exagerado 
número de vacantes en juzgados de primera instancia y en la Cámara Nacional 
de Apelaciones.  
El sistema de inspección del trabajo, a pesar de que se ha ampliado y 
fortalecido en los últimos años, encuentra serias dificultades para erradicar el 
empleo clandestino que se encuentra en el orden de 40% del mercado de 
trabajo. Es difícil la comparación con el sistema brasileño, que cuenta también 
con dispositivos de protección, pero con todo entiendo que el sistema legal-
judicial argentino provee al trabajador una protección más eficaz contra el 
despido y en materia de reparación de accidentes y enfermedades del trabajo. 
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4)¿En la actualidad cuál es el papel de los sindicatos en el control del 
cumplimiento de las normas laborales individuales y colectivas?  
 
- Los sindicatos contribuyen al control de la aplicación de la ley y las 
convenciones colectivas en los establecimientos en los que existen cuerpos de 
delegados implantados. Es mucho más difícil en establecimientos diminutos o 
clandestinos, como ocurre en algunos talleres que completan el sistema de 
producción en la industria de la indumentaria que se enmascaran como casas 
de familia, así también en la producción de ladrillos y otras actividades, que 
hacen difícil el acceso incluso para los servicios de inspección del trabajo.  
 
5)¿El ombudsman laboral puede ser un efectivo instrumento para la paz e 
inclusión social y de qué manera?  
 
-Para responder esta pregunta sería conveniente contar con información 
acerca de la figura del ombudsman laboral, especialmente en cuanto a sus 
atribuciones o el alcance de sus facultades. En principio, no me parece una 
institución “necesaria” en la Argentina, sin perjuicio de que todo mecanismo 
destinado a potenciar la protección de los derechos e intereses de los 
trabajadores puede ser bienvenido. Si el “ombudsman” tiene por función el 
llevar sus planteos o reclamos defensivo ante la Justicia especializada, vuelvo 
sobre lo dicho en las respuestas a las preguntas 1) y 3), en cuanto a la 
necesidad de reformar el proceso laboral. 
   
6)¿El ombudsman mantiene vínculos con instituciones de enseñanza, 
sindicatos, órganos públicos y privados y también con los poderes 
Legislativo y Ejecutivo? ¿Cuáles son? 
 
-No estoy en condiciones de responder esta pregunta. 
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7)¿Es posible pensar en un ombudsman laboral con influencia en toda 
América Latina? 
 
-A priori me parece una idea interesante pero de muy difícil realización, dada la 
precariedad de los sistemas de integración regional y las dificultades de 
convergencia entre los sistemas laborales y económicos, además de culturales. 
 
8)¿Es viable hablar de una flexibilización positiva de los derechos 
laborales? 
 
-La noción de “flexibilización” aplicada a las relaciones laborales carece de una 
connotación positiva en Argentina, a partir de la experiencia atravesada en los 
años noventa del siglo pasado. En esa época el concepto de “flexibilización” 
fue esgrimido como sinónimo de modernización y factor de atracción de 
inversiones supuestamente generadoras de mejoras en la productividad y 
competitividad de las empresas nacionales y la economía argentina en general. 
Nada de esto se verificó en la praxis. Lo que generaron las reformas laborales 
imbuidas por el paradigma de la flexibilización no fue otra cosa que efectos de  
precarización de las relaciones individuales y aumento del desempleo con el 
consecuente debilitamiento o neutralización del poder defensivo de las 
organizaciones sindicales.  No estoy de acuerdo con una flexibilización sobre 
los “derechos”. En todo caso, veo como posible examinar la hipótesis de una 
flexibilización interna en materia de organización de la producción y puestos de 
trabajo. 
 
Argentina – Camarista del Tribunal Laboral  
 de Buenos Aires - Dr. Miguel Angel Maza 
 
1)¿Cuál es la posición del operador de Derecho laboral frente a las 
nuevas necesidades de protección de los trabajadores?  
- Los operadores del derecho laboral están atentos a las nuevas necesidades 
de protección de los trabajadores. Los poderes políticos (Congreso Nacional y 
Poder Ejecutivo Nacional) están al día en la generación de normas jurídicas 
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(leyes y decretos) tendientes a hacerse cargo de los nuevos problemas y las 
formas cambiantes del fraude laboral. El Poder Judicial, por su parte, también 
reacciona en esa dirección para interpretar el régimen laboral de forma tutelar y 
para desarticular diversos mecanismos fraudulentos ideados por algunos 
empresarios para eludir las leyes. 
 
2)¿En su opinión es posible suplantar las influencias externas en la 
legislación laboral que debilitan los derechos de los trabajadores?  
 - Si, es posible evitar las influencias externas que podrían debilitar los 
derechos de los trabajadores, en la medida que los poderes públicos, así como 
los sindicatos, estén activos y atentos. 
 
3)¿Cuál es su diagnóstico del cuadro normativo tutelar laboral en Brasil y 
en Argentina y cuáles son, en su opinión, los principales problemas en la 
Justicia del Trabajo y en la Fiscalización del Trabajo?  
 - A mi juicio, el cuadro normativo de ambos países es decididamente tutelar. 
En Argentina la Justicia del Trabajo (tanto la nacional como las de casi todas 
las provincias de la República) no cuenta con la cantidad de tribunales/jueces 
necesarios para tramitar los juicios que se inician, así como tampoco cuentan 
con los recursos materiales (edificios, por ejemplo) para operar eficientemente. 
Tampoco se imparte capacitación adecuada a los empleados, los funcionarios 
y magistrados, quedando exclusivamente librada a la voluntad de cada uno (y a 
su propia financiación). En cuanto a la fiscalización o el ejercicio de la 
Inspección del Trabajo, falta en forma constante una suficiente decisión o 
voluntad política de atacar los grandes problemas como el trabajo clandestino 
que, en los hechos, no es difícil de detectar, castigar y erradicar.  
 
4)¿En la actualidad cuál es el papel de los sindicatos en el control del 
cumplimiento de las normas laborales individuales y colectivas?  
 - En Argentina los sindicatos cuentan con facultades legales para controlar el 
cumplimiento de las normas laborales individuales y colectivas. 
 
263 
 
5)¿El ombudsman laboral puede ser un efectivo instrumento para la paz e 
inclusión social y de qué manera?  
 - Sin duda, la creación de un ombudsman en materia social (para lo laboral y 
para la seguridad social) sería un paso positivo para la paz social y para 
aumentar la inclusión. Debería dotárselo de amplias facultades legales y de 
estructura adecuada y suficiente para llevar adelante sus funciones. 
  
6)¿El ombudsman mantiene vínculos con instituciones de enseñanza, 
sindicatos, órganos públicos y privados y también con los poderes 
Legislativo y Ejecutivo? ¿Cuáles son? 
 - No hay en Argentina un ombudsman laboral. 
 
7)¿Es posible pensar en un ombudsman laboral con influencia en toda 
América Latina? 
 - No me parece posible proyectar la posibilidad de un ombudsman continental 
cuando aún no hay experiencia en Argentina al respecto. 
 
8)¿Es viable hablar de una flexibilización positiva de los derechos 
laborales? 
- Si, yo pienso que debe pensarse, cuidadosamente, la posibilidad de generar 
una flexibilidad positiva que lleve a incentivar la creación de empleo ya que el 
mundo, el trabajo y el modo de desarrollarlo han cambiado; pero debe ser 
articulada con absoluto respeto de los fines protectorios del derecho laboral y 
no como aconteciera en Argentina en la década de los 90' que se llamó 
flexibilidad al desmantelamiento de niveles de protección.  
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Argentina - Medicina del trabajo - Dr. Guillermo Macia 
 
1)¿Cuál es la posición del operador de Derecho laboral frente a las 
nuevas necesidades de protección de los trabajadores?  
- Insuficiente para os requerimientos que se están planteando hoy en día. Es 
necesario que los operadores de derecho laboral tengan capacitación 
multidisciplinar. En 1880 en derecho había medicina legal, entonces os 
abogados tenían noción de seguridad. 
 
2)¿En su opinión es posible suplantar las influencias externas en la 
legislación laboral que debilitan los derechos de los trabajadores?  
- No hay que suplantar, hay que tomar las quejas antes, mas con La Parla Su, 
hoy de acuerdo con las condiciones políticas non. O políticamente no es 
posible por pactos internacionales. 
 
3)¿Cuál es su diagnóstico del cuadro normativo tutelar laboral en Brasil y 
en Argentina y cuáles son, en su opinión, los principales problemas en la 
Justicia del Trabajo y en la Fiscalización del Trabajo?  
- Puntualmente no está en la agenda prioritaria en ninguno de los gobiernos en 
general en Sul América, non esta ajustado a una prevención educativa para 
prevenir los accidentes en comparación a los números de accidentes con 
Brasil. O Brasil tiene más accidentes que Argentina. 
 
4)¿En la actualidad cuál es el papel de los sindicatos en el control del 
cumplimiento de las normas laborales individuales y colectivas?  
- Banal, superfluo, no es firme. 
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5)¿El ombudsman laboral puede ser un efectivo instrumento para la paz e 
inclusión social y de qué manera?  
- Si, dando el lugar de la política técnico a la infraestructura operativa humana e 
laboral, verificación técnica, no puede tener un solo título, hay que dar 
estructura. 
 
6)¿El ombudsman mantiene vínculos con instituciones de enseñanza, 
sindicatos, órganos públicos y privados y también con los poderes 
Legislativo y Ejecutivo? ¿Cuáles son? 
- Tiene la respuesta completa en la pregunta 5. Hay que tener un equipo de 
personas de confianza, una persona para contactar el poder executivo. 
 
7)¿Es posible pensar en un ombudsman laboral con influencia en toda 
América Latina? 
- Es preferible tener un órgano porque son lugares distintos a los problemas, 
ejemplo: el trabajo infantil porque hay trabajos en blanco y negro, hay que tratar 
la región, más que uno comité de ombudsman. 
 
8)¿Es viable hablar de una flexibilización positiva de los derechos 
laborales? 
- Non, si non una adecuación con los cambios socios políticos sociales e 
regionales. 
 
Argentina - Profesor Dr. Raúl Ojeda 
 
1)¿Cuál es la posición del operador de Derecho laboral frente a las 
nuevas necesidades de protección de los trabajadores?  
 - Las nuevas necesidades surgen de las nuevas tecnologías y de las nuevas 
formas de producir. Hay desplazamientos de colectivos de un encuadre 
convencional a otro encuadre convencional, fruto del cambio de la producción 
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(por ejemplo del metal al plástico). De ellos sólo se preocupa la autoridad 
política, puesto que los abogados de causas individuales, sólo plantean para el 
caso individual. Los abogados de causas colectivas, sólo obedecen directivas 
políticas de sus mandantes y en la negociación colectiva se plantea casi 
exclusivamente el tema salarial. Por ello, sólo queda la preocupación de las 
autoridades públicas. 
 
2) ¿En su opinión es posible suplantar las influencias externas en la 
legislación laboral que debilitan los derechos de los trabajadores?  
- En Argentina no hay influencias externas negativas en el campo normativo. 
De hecho la Constitución Nacional y el reciente Código Civil y Comercial 
refuerzan la norma laboral. Las influencias derivan siempre del sector 
económico, que se neutraliza con la acción sindical. 
 
3)¿Cuál es su diagnóstico del cuadro normativo tutelar laboral en Brasil y 
en Argentina y cuáles son, en su opinión, los principales problemas en la 
Justicia del Trabajo y en la Fiscalización del Trabajo?  
- Desconozco la realidad de Brasil. Los principales problemas de la justicia del 
trabajo son de estructura. No hay cantidad suficiente de juzgados, problema 
que afecta más que nada a la provincia de bs. As. Y en alguna medida a las 
otras jurisdicciones. La Fiscalización ha crecido en miles % del 2003 a la fecha. 
El reparto de competencias hace que Nación fiscalice el registro del contrato, 
mientras las provincias fiscalicen el cumplimiento de las condiciones laborales. 
Ha mejorado muchísimo la inspección, pero aún no es suficiente. 
 
4)¿En la actualidad cuál es el papel de los sindicatos en el control del 
cumplimiento de las normas laborales individuales y colectivas?  
- El sindicalismo está en proceso de transformación. Las estructuras antiguas 
no colaboran para nada en el control del cumplimiento de las normas. No se 
ocupan de los trabajadores no registrados, ni de los jubilados. Su rol es 
negociar colectivamente y brindar servicios a los afiliados. Las estructuras 
nuevas, en cambio, se muestran combativas y pretenden ganarse el favor de 
267 
 
los afiliados a través de mayores controles y mayores luchas. Es un proceso 
que está vivo. De todos modos, casi ninguno se ocupa de los trabajadores no 
registrados. 
 
5)¿El ombudsman laboral puede ser un efectivo instrumento para la paz e 
inclusión social y de qué manera?  
- No creo que el ombudsman pueda contribuir a la paz social porque su 
actuación deberá conllevar mucho conflicto. Un ombudsman tiene mucho por 
hacer, pues los sindicatos hacen poco por el cumplimiento laboral. Entonces, 
un ombudsman puede contribuir a la inclusión, pero no a la paz.  
 
6)¿El ombudsman mantiene vínculos con instituciones de enseñanza, 
sindicatos, órganos públicos y privados y también con los poderes 
Legislativo y Ejecutivo? ¿Cuáles son? 
- No está definido en el derecho argentino. Debería crearse la figura. En 
principio, no debe ser unipersonal. Otorgar tanto poder a una sola persona es 
un error grave. Debería ser elegido con el mismo procedimiento que se eligen a 
los jueces, con concurso público y acuerdo del Senado. Debería tener control 
judicial. 
 
7)¿Es posible pensar en un ombudsman laboral con influencia en toda 
América Latina? 
- No es posible. América Latina está en etapa de integración, y los procesos de 
integración son políticos, no jurídicos. No necesitamos un dictador, sino un 
buen parlamento latinoamericano que lime las diferencias y permita mayor 
integración. 
 
8)¿Es viable hablar de una flexibilización positiva de los derechos 
laborales? 
-“Flexibilización” se contrapone a “rigidez” y siempre se usó en sentido 
peyorativo, para perforar el piso de la protección. Hay muchos cambios 
positivos que no son llamado “flexibilización”, sino “progreso”. 
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Argentina - Secretario de Derechos Humanos de la  CGT y Secretario 
General de la Unión de Empleados Judiciales de la Nación –  
Dr. Julio Piumato 
 
1) ¿Cuál es la posición del sujeto del derecho laboral frente a las 
nuevas necesidades de protección de los trabajadores?  
- Las necesidades de protección de los derechos de los trabajadores, por más 
que cambien las formas de producción, y por más que cambien las 
circunstancias económicas son las mismas: garantizar la cobertura de todos los 
derechos humanos de los trabajadores, que tiene que ver, por ejemplo, con el 
salario decente al decir de la OIT, lo que significa un salario registrado, un 
salario con aportes, un salario con beneficios sociales, un salario 
convencionado por convenciones colectivas de trabajo, y un salario que 
permita hacer frente integralmente a las necesidades mínimas vitales, esto es, 
a la alimentación, a la vestimenta, a la vivienda, al esparcimiento, a la 
educación, a la salud de los trabajadores y todo su grupo familiar. En ese 
marco, el rol de las organizaciones sindicales, tendría que ser garantizar ese 
libre ejercicio. Respecto del sector empresarial, hoy se habla mucho de la 
responsabilidad social empresaria, pero suena más a una apelación de 
circunstancias que a una realidad efectiva, así que, haciendo uso de la 
responsabilidad empresaria, el empresario debe saber aún hoy en estas 
actuales circunstancias, que el trabajador aparte de un trabajador, es un 
consumidor. Sigue vigente el pensamiento de Henry Ford, cuando en los años 
veinte era criticado por el salario que pagaba a sus trabajadores, alto en 
comparación a otros, a la competencia, que decía que si el no pagaba esos 
salarios, nadie le iba a comprar sus productos. Así que el rol sigue siendo el 
mismo, pero hemos pasado tiempo y todavía sigue existiendo la extrema 
codicia del sector empresarial que olvida esta realidad y olvida que el mundo 
debe ser un espacio como dice el Papa Francisco: quienes estamos en el 
mundo somos los administradores de la casa común, por lo cual hay que hacer 
una explotación racional de los recursos de la tierra para que el conjunto de los 
habitantes de este mundo viva con dignidad. Así que a los empresarios les 
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cabe pensar no solo en la codicia de la ganancia, no solo en la ganancia 
extrema, sino en usar las tecnologías no para reemplazar puestos de trabajo 
sino precisamente para poder encontrar trabajo y realización para todos los 
habitantes de este mundo. En ese marco, la función del tercer actor o sujeto, 
que es el estado, debe propender al equilibrio entre ambos factores, entre el 
factor de la producción y el factor del trabajo. Tiene una función central y hay 
que reconocer que ha habido una tendencia fundamentalmente desde el 
imperio de las políticas neoliberales, o las pseudo-políticas neoliberales 
disfrazadas de progresismo pero expresión de las mimas políticas neoliberales 
al fin, a que el estado juegue pegado al sector patronal en contra de los 
intereses de  los trabajadores.  
 
2)¿Usted piensa que es posible suplantar las influencias externas en la 
legislación laboral que debilitan los derechos laborales?  
 
-Si por influencias externas se plantea otros actores que incidan sobre los 
derechos de los trabajadores, creo que no es imposible atento a la respuesta a 
la pregunta anterior, nosotros pensamos con todo lo que es el pensamiento del 
peronismo verdadero en argentina ( que no es el de las últimas décadas sino el 
de Perón y Evita), y con el pensamiento de la doctrina social de la iglesia, hoy 
personalizado en la figura del papa francisco en su encíclica “ laudato si”, que 
el hombre debe ser el centro de la economía desde ese concepto, no de un 
antropocentrismo, sino del concepto del hombre como administrador de la casa 
común, es decir, una sensación de que nadie se realiza en una comunidad que 
no se realiza. Desde esa perspectiva, el concepto del respeto a los derechos 
humanos adquiere un carácter social, un carácter comunitario, por lo tanto la 
defensa de los derechos del trabajador tiene que ver con esa realización y con 
ese concepto colectivo, no es buscar un privilegio, una mejora excesiva que 
beneficie a una persona o a un grupo de individuos, sino buscar el bien común. 
El respeto para que esos trabajadores como sector social se puedan realizar, 
puedan vivir con dignidad sin situaciones que aparezcan como planteos 
exagerados. Entonces desde esa perspectiva creo que hoy el desafío que tiene 
el mundo es alcanzar esa realidad, porque de no ser así, de seguir con una 
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visión egoísta de la realidad, evidentemente esas influencias van a nublar los 
derechos humanos para generar mayor marginación social y a partir de ahí un 
futuro sin objetivos claros. Así que resumiendo, entiendo que no deberían 
influencias externas afectar las defensas de los derechos humanos de los 
trabajadores que son los derechos del trabajo.  
 
3)¿Cuál es el diagnóstico que hacés del diseño normativo tutelar laboral 
en argentina y Brasil? ¿Y cuáles son para usted los principales problemas 
en la justicia del trabajo y en la inspección del trabajo? 
 
-El principio tutelar del derecho del trabajo es un tema objetivo. Tutelar o 
protectorio como decimos en la argentina, el derecho del trabajo tiende a 
equilibrar la desigualdad de las fuerzas en pugna. Tiende a equilibrar la 
debilidad del trabajador con la fortaleza del patrón, esto con la concentración 
económica adquiere carácter mucho más gravitante, por eso esa tendencia de 
los poderes a fragmentar la fuerza sindical tiende a neutralizar ese efecto de 
equilibrio que generan las organizaciones sindicales en esa ecuación 
contemplado obviamente por el derecho laboral en la protección tutelar del 
individuo, del trabajador como individuo. Esta es la diferencia entre el derecho 
individual del trabajo y el derecho colectivo o la complementación si se quiere. 
La legislación laboral en la Argentina en cuanto a la protección laboral es 
mucho más avanzada que la que vive Brasil, pero en todos los casos el 
significado es el mismo, no se puede reemplazar porque todas las formas de 
producción tienden a la concentración económica y hacen más necesaria la 
protección del trabajador; porque la desigualdad en la ecuación económica y 
social entre las grandes corporaciones y el trabajador son abismales, sumado a 
esto la competencia desleal que tiene el gran ejército de desocupados que ha 
generado el neoliberalismo y que pone al trabajo formal o al trabajador formal 
en una permanente competencia desleal con todos aquellos desocupados que 
buscan un lugar en el mercado formal de trabajo. Los principales problemas de 
la justicia del trabajo en Brasil no los tengo muy claros, en argentina creo que 
está claro, es el factor liberal que se ha dado en la constitución de los jueces 
del trabajo, influenciados por el poder económico, que en muchos casos han 
perdido el sentido histórico y protectorio tutelar del trabajo que en la argentina 
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existe desde la creación del fuero Laboral en 1945 por el general Perón. Perón 
un año después de su creación en una comida con los primeros jueces 
laborales, tuvo una frase significativa sobre el perfil que tiene que tener el juez 
laboral, dijo que el juez del trabajo no solo debe medir con la fría letra de la ley, 
sino que sobre todo debe resolver las cuestiones con el corazón, es decir, 
haciendo énfasis en lo que sería el espíritu de la norma, el principio de primacía 
de la realidad en materia laboral, y en garantizar la justicia social en cada uno 
de sus fallos,  favoreciendo además por aplicación del principio in dubio pro 
operario y en caso de duda, a la parte más endeble de la litis judicial. Así que el 
problema es ese, la pérdida de perfil en muchos magistrados (en las distintas 
instancias) de ese sentido, reemplazado en muchos casos por el accionar de 
los trabajadores judiciales, mucho más comprometidos con esa función social 
protectoria tutelar que tiene un fuero tan trascendente para la protección de los 
derechos de los trabajadores y para cumplir las convenciones de derechos 
humanos y los principios de progresividad de los derechos sociales que marca 
la Convención Interamericana de Derechos Humanos hoy incorporada, en la 
Argentina por lo menos, a la Constitución Nacional como una norma 
fundamental que debe ser respetada. En cuanto a la inspección del trabajo 
creo que ese tema es central, en la Argentina se adolece desde el 
neoliberalismo por un abandono de la función desde el poder de policía por el 
Ministerio de Trabajo, y ha quedado demasiado expuesto el trabajador, esto 
con mayor gravedad en un país federal como el nuestro, en los estados 
provinciales que tienen su propio poder de policía y no han encontrado una 
solución en todos estos años de democracia, solución que sí se encontró en la 
época del peronismo. Cuando Perón tanto en 1946 como en 1973 hizo un gran 
acuerdo al asumir el poder, un acuerdo nacional, entre los distintos Estados 
Provinciales y el gobierno nacional donde de común acuerdo estos Estados 
Provinciales entregaban o cedían por un tiempo el poder de policía del trabajo 
al Estado Nacional que estaba con mayor aptitud de ejercer esa inspección del 
trabajo. Entonces hoy en la argentina esto no se da. Cuando asumió el 
gobierno de Kirchner hubo un intento legislativo de transferir ese poder de 
policía de las provincias al Estado Nacional, pero en Senado obviamente la 
oposición de los Estados Provinciales a través de sus senadores fue unánime y 
esto quedó en un intento sin ser reemplazado por un acuerdo político que 
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consiguiera el mismo objetivo, por eso hoy en la Argentina el poder de 
inspección del trabajo es deficiente a nivel del Ministerio de Trabajo Nacional 
que no pudo tener políticas calaras para combatir ni la explotación laboral ni el 
trabajo en negro, el trabajo forzoso al decir de la OIT en todas sus formas, 
desde el trabajo no registrado hasta el trabajo esclavo, en todas sus 
graduaciones; y mucho más esto se siente a nivel de los estados provinciales, 
donde más allá de coexistir la inspección del trabajo provincial más las 
delegaciones del Ministerio de Trabajo Nacional, esta sumatoria de estamentos 
no favoreció sino que fue en el sentido contrario, se neutralizaron y es hoy que 
en estos últimos trece años más allá del discurso oficial los resultados de la 
inspección del trabajo, es decir, de las funciones de la policía del trabajo del 
Ministerio de Trabajo han sido un total fracaso. En este tema de las violaciones 
o de los delitos cometidos en materia laboral, tanto en Brasil como incluso en 
España y en otros países en el mundo, el desarrollo del derecho tutelar del 
trabajo, ha llevado a dar envergadura a la creación del derecho penal laboral, 
es decir que las violaciones a las obligaciones laborales por parte del sector 
patronal conlleva delitos no solo sancionados administrativamente sino 
sancionados penalmente. En Esto desgraciadamente la Argentina, que fue 
pionera en materia de derecho protectorio laboral y cobertura individual y 
laboral de los trabajadores ( ley 20.744 del año 1974, que fue en ese momento 
una de las piezas creo más adelantadas en cuanto a la protección individual del 
trabajo), se ha quedado atrás y hoy ha sido superada por otras legislaciones 
del mundo. Es una asignatura pendiente reclamada por la CGT: la instauración 
de un derecho penal laboral que castigue, más allá de con una sanción 
administrativa que nunca llega, con sanciones más severas, la violación 
fragrante de los derechos de los trabajadores. Si el derecho laboral es un 
derecho humano fundamental, quien lo viola debe tener una sanción más que 
administrativa, también una sanción de derecho penal.  
 
4) Hoy en día, ¿cuál es el papel de los sindicatos en el control del 
cumplimiento de las normas laborales individuales y colectivas?  
-Es relativo, porque no hay delegación por parte del estado del poder de 
policía. Si el Estado tuviera interés en serio en combatir la precarización laboral 
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y la violación de las normas laborales, tendría mecanismos para darle una 
participación legal y objetiva a las organizaciones sindicales en el combate del 
trabajo precario, del trabajo esclavo, y otras formas de violación laboral. Esto 
desgraciadamente no existe, y cabe a la iniciativa de las organizaciones 
sindicales y de sus dirigentes tratar aun con limitaciones de espacio, tiempo y 
posibilidades objetivas, y sin cometer ningún tipo de delito como es la irrupción 
ilegal en establecimientos privados, de constatar la violación de la ley y generar 
las denuncias administrativas y judiciales de las violaciones a esos derechos, 
pero corre por cuenta de las organizaciones y en la medida de la intención o 
del afán de su dirigencia, el tomar esas funciones que no están ni 
reglamentadas, ni objetivadas, ni aceptadas y mucho menos fomentadas por el 
Estado Nacional ni por los Estados Provinciales.  Por eso el peso de ello, que 
sería tremendamente importante, en el cumplimiento del poder de policía en 
beneficio de evitar la violación de los derechos humanos de los trabajadores, al 
quedar en manos de una iniciativa relativa, es decir,  con limitaciones objetivas, 
termina siendo de baja incidencia.  
 
5)¿Para usted, el ombudsman laboral, puede ser un efectivo instrumento 
para la paz y la inclusión social? Y como? 
 
-El ombudsman o defensor del pueblo, o el defensor a secas, sea del pueblo, 
sea de la tercera edad, o en este caso de laboral, es una herramienta. 
Depende directamente de las facultades objetivas que se le den, la posibilidad 
que tenga de operar correctamente. En la Argentina el defensor del pueblo en 
sus distintos estadios que hay ( no hay todavía ombudsman laboral), ha tenido 
una fuerza absolutamente relativa. Si la ha tenido relativa en cuestiones tan 
delicadas como la explotación que tienen los trabajadores pasivos ( es decir los 
jubilados) o la comunidad en general asolada por las violaciones del 
neoliberalismo y el gran capital (como son temas de consumo, temas de 
violación en los servicios, etc.), realmente a la luz de la práctica de otros 
defensores del pueblo, hay que decir que hoy sería una novedad meramente 
declamativa, pero sin garantías de una utilización concreta y exitosa en 
beneficio de los trabajadores. Las funciones del defensor del trabajo, pueden 
ser fácilmente desplazadas por una legislación que sea penal, y por una 
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autoridad de aplicación que tenga una función más concreta y activa, y porque 
se de a los sindicatos una presencia más categórica. Así que esa figura tendría 
sentido en un gobierno, en una estructura estatal que tenga vocación y 
voluntad de defender los derechos humanos de los trabajadores, sino sería una 
incorporación declamativa, formal, y sin ninguna consecuencia para la defensa 
de los derechos de los trabajadores.  
 
6)¿ El ombudsman mantiene vínculos con instituciones educativas, 
sindicales, públicas, organismos internacionales y con los poderes 
legislativo y ejecutivo? Y cuáles son esos vínculos?  
-Si, mantiene, pero en todos los temas son absolutamente relativos, porque 
directamente no tienen trascendencia. No hay ninguno de los problemas serios 
que ha tenido la ciudadanía en la Argentina, en ninguno de los estamentos, 
donde el ombudsman haya tenido un rol trascendente, así que son todos 
mecanismos formales relaciones formales, y una burocracia que realmente no 
justifica el costo por parte del Estado. Que yo sepa formalmente, en el único 
tema en que el ombudsman es fundamental es para alguna reformas a la 
Constitución Nacional, muy poco empleadas o desconocidas por el Congreso, 
por este imperio de un poder centralizado omnímodo; como son los 
mecanismos de consulta participativa y popular (por ejemplo la inicativa 
popular, o el referéndum, etc.), donde requieren formalmente una aprobación 
del defensor del pueblo del contenido temático que va a ser sometido a esta 
forma de participación popular y el mecanismo formal de recolección de firmas. 
Pero es una facultad formal que se le da, meramente inocua en cuanto al 
sentido que podría haber tenido un accionar mucho más activo de esa figura 
legal. Así que yo creo que la figura del defensor del pueblo como el defensor de 
la tercera edad, se ha limitado, en el mejor de los casos, a una presencia 
quejosa pero sin ninguna posibilidad de tener una consecuencia real y directa 
en el mejoramiento o en el cumplimiento de esa defensa, o del objetivo de esa 
defensa de los intereses populares.  
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7)¿Es posible pensar en un ombudsman laboral con influencia en toda 
américa latina?  
-Si, sería importante primero generar un cuadro protector del trabajo común 
para toda América latina o por lo menos para aquellos estamentos que están 
formalizados, como ser Mercosur o Unasur. En principio, establecer un piso de 
legislación laboral en dichos estamentos sería muy importante, establecer un 
mecanismo de justicia laboral común es también importante, y también 
establecer un ombudsman laboral es importante, siempre y cuando hayan 
experiencias en Suramérica, para empezar por Suramérica. Que hubiera 
experiencias en algún país donde esa figura del ombudsman laboral tuviera un 
peso real, si no vuelvo a decir, si hoy decimos que la figura del ombudsman 
laboral puede ser meramente declarativa, en los países de la región llevado al 
plano internacional con la endeblez que todavía tiene la estructura formal de 
esta unidad continental, sería muchísimo más endeble. Así que sería otra 
forma de crear burocracias internacionales sin ninguna solución real para los 
trabajadores que están afectados por las violaciones de sus derechos.  
 
8) ¿Hay una flexibilidad positiva de los derechos laborales?  
-En general el concepto de flexibilidad tiene una discusión que corre más por 
cuenta del sector empresarial. Desgraciadamente, si vamos en términos 
absolutos, por los cambios que tienen las relaciones de producción en el 
mundo moderno, tendría que existir cierta flexibilización, porque hay 
determinadas situaciones de las relaciones laborales o de las relaciones de 
producción que no pueden abarcarse por fórmulas cerradas o formales de la 
relación laboral. Desgraciadamente, esto requiere una buena fe de ambas 
partes, pero hoy la palabra flexibilización laboral está asociada directamente a 
la explotación de los derechos del trabajador y obviamente esto significa a la 
violación de los derechos humanos. Requeriría una objetiva responsabilidad de 
las empresas, y una decisión empresarial de respetar los derechos humanos 
de los trabajadores, un compromiso de los Estados y de sus autoridades de 
aplicación para defender esos derechos humanos, que permitan realmente 
mecanismos de flexibilización en las relaciones laborales que tengan que ver 
con las formas de producción y que no persigan afectar sus derechos 
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humanos. Por ejemplo, un tema muy particular en la Argentina o un ejemplo 
muy particular, está dado por el sistema de tercerización. El sistema de 
tercerización en la legislación data del año 1974, y en aquel momento en la 
Argentina se planteaba la posibilidad de tercerizar, en realidad la tercerización 
no existía tanto sino que  las formas tercerizadas se llamaban subcontratación, 
donde las empresas usaban mecanismos de subcontratar determinadas áreas 
de su producción, o de su funcionamiento, y la legislación, como ese 
mecanismo se usaba para explotar a los trabajadores o para desligarse las 
empresas centrales de sus obligaciones laborales, permitía ese sistema de 
subcontratación o tercerización, como facultad de la empresa en su 
organización empresarial. Pero jamás ese mecanismo de organización 
empresarial podía afectar los derechos de los trabajadores. Esto la dictadura 
militar lo modificó, y  se transformó en una herramienta de explotación laboral. 
Las empresas usaron no a ese sistema no solamente para optimizar su 
funcionamiento empresarial y darle mayor flexibilidad a sus formas de relación, 
sino fundamentalmente, para violentar los derechos de los trabajadores. Esta 
es una lucha fuerte acá en la argentina, y hubo muertes por eso, pero en 
general en todas las actividades tercerizadas son las mismas empresas que a 
través de satélites de las mismas, condenan a una situación absolutamente 
paupérrima y en muchos casos no registrada, al personal tercerizado, 
afectando los derechos humanos de los trabajadores. Es decir, que en ese 
caso se usó un mecanismo de flexibilización empresarial para violar los 
derechos de los trabajadores. Por eso digo que evidentemente desde el punto 
de vista laboral hay una particular sensibilidad si se quiere para medir formas 
de flexibilización porque históricamente han sido usadas no para mejorar la 
ecuación económica social y el funcionamiento de la empresa sino para 
garantizar mayores ganancias a partir de la explotación  del trabajador.      
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Argentina – Periodista del Palacio de Justicia de Buenos Aires –  
Néstor Espósito 
  
1)¿Cuál es la posición del operador de Derecho laboral frente a las 
nuevas necesidades de protección de los trabajadores?  
- La misma función con la causa pénale, representar o trabajador como en 
derecho penal y tener una instancia previa particular con conciliación con o 
patronal, para el personal sería útil u operador laboral. 
 
2)¿En su opinión es posible suplantar las influencias externas en la 
legislación laboral que debilitan los derechos de los trabajadores?  
- Hay que hacer una legislación común, es imposible por las diferencias 
sociales, sin hablar de diferencias salariáis. 
 
3)¿Cuál es su diagnóstico del cuadro normativo tutelar laboral en Brasil y 
en Argentina y cuáles son, en su opinión, los principales problemas en la 
Justicia del Trabajo y en la Fiscalización del Trabajo?  
- Brasil desconozco o que pasa, en Argentina hay dos problemas: -el juicio 
laboral es demasiadamente largo, un año a dos años, como fallo de primera 
instancia y como naturaleza alimentaria é absurdo y demasiado tempo. 
Fiscalización es completamente nula, estacionado a perder el empleo. La 
metodología no funciona, tampoco existe en plano político. 
 
4)¿En la actualidad cuál es el papel de los sindicatos en el control del 
cumplimiento de las normas laborales individuales y colectivas?  
- Si, estas bien en los últimos años eran 50% aceitaban o trabajo para 
conserva-lo con el crecimiento económico el sindicato creció con mucha 
interferencia, pero con mucho exagero y nada solucionado. 
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5)¿El ombudsman laboral puede ser un efectivo instrumento para la paz e 
inclusión social y de qué manera?  
- Es complexo, no tenemos en Argentina el desfecho significativo porque el 
ombudsman público no hay. Está vacante y  está ocupado por un substituto, no 
hay a nivel regional tampoco nacional, no tiene poder de resolución, tenemos 
un grave problema cultural efectivo. 
6)¿El ombudsman mantiene vínculos con instituciones de enseñanza, 
sindicatos, órganos públicos y privados y también con los poderes 
Legislativo y Ejecutivo? ¿Cuáles son? 
- Si, por supuesto. Apuntaba frente a esto para una positiva interrelación 
práctica, no existe eficacia en Argentina para los trabajadores, para toda la 
sociedad, no se cuestiona en las escuelas. 
7)¿Es posible pensar en un ombudsman laboral con influencia en toda 
América Latina? 
-Imposible, a no ser que haya una legislación para integrar trabajadores de 
América Latina para tener controle pelos contratos laborales entre las partes.  
8)¿Es viable hablar de una flexibilización positiva de los derechos 
laborales? 
- Una condición previa de una demanda laboral de mayor cualidad, ex: en 
trabajo que se va de campo,  crecimiento fuerte del empleo la demanda mejora 
la calidad, imposible una flexibilización positiva. 
 
Argentina – Cardiólogo de la Universidad de Buenos Aires –  
Dr. Carlos Pinheiro 
 
1)¿Usted piensa que es posible suplantar las influencias externas en la 
legislación laboral que debilitan los derechos laborales?  
- Cuanto las influencias externas, nadie se puede suplantar en ninguna 
actividad. 
279 
 
2) ¿Cuál es el diagnóstico que haces del diseño normativo tutelar laboral 
en Argentina y Brasil y cuáles son, para usted, los principales problemas 
en la justicia del trabajo y en la inspección del trabajo? 
- No creo que es posible hacer diagnóstico de diseños normativos tutelar 
laboral en Argentina y Brasil. 
3) Hoy en día ¿cuál es el papel de los sindicatos en el control del 
cumplimiento de las normas laborales individuales y colectivas?. 
- No conozco del Brasil el control sindical, pero en Argentina no hay eficacia, es 
deficitario. 
4)¿Para usted el ombudsman laboral puede ser un efectivo instrumento 
para la paz y la inclusión social y cómo?  
- Si, no tenemos en Argentina la figura del ombudsman laboral, pero es cierto 
que el operador de derecho hay que trabajar con responsabilidad y capacidad 
que lo corresponda ante todos los órganos. 
5) ¿El ombudsman mantiene vínculos con instituciones educativas, 
sindicales, públicas, organismos internacionales y con los poderes 
legislativo y ejecutivo y cuáles son?  
- No opino, nosotros en la área médica no tenemos acceso, tampoco 
informaciones de órganos públicos y los poderes.  
6) ¿Es posible pensar en un ombudsman laboral con influencia en toda la 
América Latina?  
- La idea de implantar  el ombudsman laboral para toda América latina es 
buenísima, hasta que libera la figura de ombudsman  para trabajar y proteger 
todos los trabajadores de América. 
 
7) ¿Hay una flexibilidad positiva de los derechos laborales?  
- No, esto no funciona, o  hay derecho o no hay derecho de trabajo, porque 
estamos hablando de derecho laboral formal, se no cumple  y vamos a tener 
flexibilidad no hay derecho. 
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Argentina - Coordinadora de la práctica forense y mediadora de la 
Facultad de Derecho (UBA)- Dra. Olga Edda Crancia 
 
1) ¿Cuál es la posición del operador de Derecho laboral frente a las 
nuevas necesidades de protección de los trabajadores?  
- Opiniones contradictorias  cuanto a los trabajadores porque  no es 
indeterminante  lo que opina, los distintos rubros protectores por ex: la 
revolución industrial, esto esta abalado lamentablemente, mucho   por una 
situación económica y crítica, así case que no baje los salarios informales. 
 
2)¿En su opinión es posible suplantar las influencias externas en la 
legislación laboral que debilitan los derechos de los trabajadores?  
 
- La indubitablemente queda de la globalización alebado, a la dificultad común 
y los organismos internacionales, ex: la OEA y OIT, no cumplen con sus 
contenidos. 
 
3¿Cuál es su diagnóstico del cuadro normativo tutelar laboral en Brasil y 
en Argentina y cuáles son, en su opinión, los principales problemas en la 
Justicia del Trabajo y en la Fiscalización del Trabajo?  
 
- No conozco nada de Brasil, pero de adjetivo tengo solo conocimiento de 
procesos laborales y las entidad están colapsadas y las soluciones se dilatan 
por muchos e muchos años. 
 
4)¿En la actualidad cuál es el papel de los sindicatos en el control del 
cumplimiento de las normas laborales individuales y colectivas?  
 
-Lamentable, pero es cierto que se bien que una idea que el sindicalismo 
protege el trabajador, muchos casos deben cumplir con las normas ademáis los 
colectivos son personas pela composición que se le manifiesta con las 
exigencias pesadas a los empresarios, que redunda en grandes prejuicios a los 
trabajadores. 
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5)¿El ombudsman laboral puede ser un efectivo instrumento para la paz e 
inclusión social y de qué manera?  
- Si, entiendo que la figura del ombudsman pode ser una figura para 
efectuación de la paz con el término de una indecisión social, pero es cierto 
que esto consiste en actuar con severidad para no pasar como la actividad del 
ombudsman de la tercera edad. 
6)¿El ombudsman mantiene vínculos con instituciones de enseñanza, 
sindicatos, órganos públicos y privados y también con los poderes 
Legislativo y Ejecutivo? ¿Cuáles son? 
- Si, a duda que el ombudsman debe delegar haciendo docencia través de los 
sindicatos y órganos públicos y privados, incluso tomar parte en proyectos 
legislativos y tener parte en lo executivo, no solo una legislación protectora, sí o 
no, una acción en pro de los trabajadores.  
7) ¿Es posible pensar en un ombudsman laboral con influencia en toda 
América Latina? 
- Si, por supuesto, por ahora, si es podido consolidar-se el Mercosur como 
deberíamos en cada país termos circunstancias distintas, pues la corrupción 
case legaliza los compromisos económicos financieros y que nadie hace 
posible el consenso en defesa a los trabajadores de América latina. 
 
8)¿Es viable hablar de una flexibilización positiva de los derechos 
laborales? 
 
- Por veces para poder salir por la falta de trabajo, poderla acordar todos los 
empresarios con una flexibilización con isonomía para toda América, pero con 
beneficios que estimule a todos trabajadores y pasen todos a ser formales, en 
esto momento no hay subsidios para empresarios, tampoco para los 
trabajadores. 
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Brasil - Procurador-Jefe en ejercicio de la Procuraduría Regional del 
Trabajo de la 15ª Región - Dr. Eduardo Luis Amgarten: 
 
1)¿Para usted cuál es la posición del operador de Derecho laboral frente a 
las nuevas necesidades de protección de los trabajadores? 
 
-  Entendiendo que, dependiendo del status del operador (abogado, juez o 
miembro del Ministerio Público) la posición o acción tendrá puntos semejantes 
y específicos. El promotor (magistrature debout), no tiene un interés directo en 
las cuestiones puestas a la defensa de los derechos laborales, investiga, 
propone acciones, audiencias públicas etc. todo en el interés de la sociedad y, 
en pro de los trabajadores. El Ministerio Público, principalmente después de la 
Constitución Brasileña de 1988, pasó de un órgano interviniente en cuestiones 
involucrando intereses públicos de manera general (defensa de intereses de la 
sociedad y de intereses meramente económicos del Estado), pasó a tener un 
papel de verdadero “defensor de la sociedad” frente a particulares y del propio 
Estado, para tanto dotado de la prerrogativa de independencia funcional (debe 
actuar cuando entienda la existencia de interés público y cuando este en el 
ejercicio de sus atribuciones no subordinado a nadie, a no ser la Constitución y 
demás normas que componen el ordenamiento jurídico).. 
Integrante del Ministerio Público del Gobierno del Estado Federal Brasileño, el 
Ministerio Público del Trabajo tiene por atribución precipua la defensa del orden 
jurídico (incluyendo el laboral), el estado democrático de derecho, los derechos 
sociales e individuales indisponibles (artículo 127 de la Constitución Federal cc. 
Ley Complementaría 75/93 artículo 83 y siguientes). 
Cumpliendo su menester el Ministerio Público del Trabajo, en defensa de las 
nuevas necesidades de los trabajadores actúa a través de averiguaciones 
civiles públicas (investigación), términos de ajuste de conducta (compromisos 
con fuerza normativa firmados en averiguaciones civiles), acciones civil 
públicas (Ley ordinaria 7347/85; Ley 8078/90 artículo 81 y los siguientes). 
El principal derecho del trabajador es tener medios para obtener, a través de su 
fuerza de trabajo, una vida digna y acceso a todos los bienes y servicios que le 
posibiliten buscar su felicidad y la de aquellos que de él dependan. 
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Sin embargo, el sistema económico que se denominó “mercado” o “capitalismo” 
(denominación atribuida a partir de 1848 por su rival el socialismo) en la actual 
fase de apertura mundial, con concurrencias de las más diversas (tecnologías, 
innovaciones, precios, plantas empresariales flexibles y transnacionales etc.) 
con la interrelación de los mercados y necesidad de sobrevivencia y desarrollo 
económico de las naciones, fomentan situaciones de tensión entre las lógicas 
productivas de una región a otra (problemas de legislación laboral más 
protectora en algunos Estados y más flexibles en otros, por ejemplo). 
Flexibilización de derechos, tercerización de servicios, reducción de encargos 
sociales de la hoja de pago etc. son algunos ejemplos de cuestiones discutidas 
actualmente. 
Nuestro sistema brasileño es protector (tenemos una Constitución de 1988 que 
reconoció como constitucionales varios derechos sociales de los trabajadores 
ex vi artículo 7° y los siguientes). También tenemos la Consolidación de las 
Leyes del Trabajo – Decreto-Ley 5452 de 1943, que durante los años después 
de su edición, tuvo varios cambios, y que formó parte de un proyecto de 
gobierno desarrollista instalado en aquella época en Brasil (Estado Nuevo en el 
Gobierno del Presidente Getúlio Vargas), con lastre en los ideales de aquello 
que se denominó Welfare State. 
Tal estructura legislativa debe ser defendida por todos los operadores del 
Derecho del Trabajo, principalmente por el Ministerio Público del Trabajo que 
es defensor, de entre otros, del ordenamiento jurídico laboral. 
 
2)¿En su opinión es posible suplantar las influencias externas en la 
legislación laboral que debilitan los derechos de los trabajadores? 
- Sí, es posible. En primer lugar reconociendo que vivimos en un mundo de 
mercados económicos abiertos y, por su causa surgen distorsiones entre la 
forma de producción y comercio entre naciones. 
Debemos identificar que existen países y locales (hoy se fabrica hasta en 
navíos en aguas internacionales) que están en un período de desarrollo social 
(vivienda, salud, derechos laborales etc.) muy atrasado en relación a las 
naciones más avanzadas económicamente. Tales centros de producción, en 
las reglas de juego del mercado, son atrayentes a las capitales especulativas, 
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por un abaratamiento del producto (impuestos, salarios menores, costo 
operacional etc.) y de esa forma revelando una ventaja competitiva en la lógica 
de acumulación típica del sistema capitalista. 
Sin embargo, la necesidad de expansión de mercados se encuentra ciertos 
límites, u “óbices” en naciones donde hay una mayor protección social. Para 
aquellas naciones en que la protección social se regula rígidamente, con 
mucha resistencia legal (leyes formales dotadas de fuerza legislativa con poca 
o ninguna posibilidad de permitir retrocesos sociales), como es el caso de 
Brasil, hay mayor garantía y mayor efectividad en el combate a la lógica 
externa que pretende enfriar la estructura protectora de derechos laborales. Lo 
mismo no ocurre en países que, por mucho que reconocen los derechos 
sociales después de la post-Gran Guerra, dotan sus ordenamientos jurídicos de 
mecanismos de rigidez y garantía formal de los derechos sociales (ex. países 
de Europa tales como Portugal, Grecia etc.) y ahora sufren verdaderos 
retrocesos sociales. 
Concluyendo, el operador del Derecho del Trabajo no debe analizar 
“herméticamente el derecho”, pero debe observar y estudiar los fenómenos 
económicos y políticos para argumentar mejor y enfrentar de forma eficaz todos 
las sofismas y problemas originados por las ondas económicas externas. 
 
3)¿Cuál es su diagnóstico del cuadro normativo tutelar laboral en Brasil y 
en Argentina y cuáles son, en su opinión, los principales problemas en la 
Justicia del Trabajo y en la Fiscalización del Trabajo?  
 
- En Brasil el cuadro tutelar está sufriendo a cuenta de las presiones de los 
mercados mundiales, a causa de una legislación protectora que es encarada 
como anacrónica por el momento en que pasan las economías globalizadas. 
La Justicia del Trabajo en Brasil vivió un período, con el pasar de los años en 
una verdadera “Justicia de Desempleados” limitada al juicio de las lides 
laborales. Es verdad que la Justicia del Trabajo posee el poder normativo y que 
tal poder atribuía al Poder Judicial laboral la posibilidad de fijar nuevas 
condiciones de trabajo (salarios etc.) por ocasión del juicio de los llamados 
conflictos (lides) colectivos. Con todo, después de la Constitución de 1988, con 
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el movimiento más intenso del reconocimiento de los derechos fundamentales 
establecidos en la Carta Política Brasileña, la Justicia del Trabajo pasó a ser 
más actuante en el juicio de las acciones que involucran intereses de la 
colectividad de trabajadores, echando mano de cierta proactividad para la 
realización de los idearios constitucionales. 
La fiscalización del trabajo en Brasil es atribuida principalmente al Ministerio del 
Trabajo y Empleo, que es un Órgano vinculado al Poder Ejecutivo. El mayor 
problema es que la cúpula de tal Ministerio sufre la influencia e idiosincrasias 
de la ideología política de quien estuviera en el Poder Ejecutivo, lo que en la 
práctica puede facilitar o hasta perjudicar la actuación efectiva de tal Órgano, 
dependiendo de la política que se adopte. Lo curioso es que en la base de tal 
Ministerio, constatamos la existencia de un gran cuerpo de técnicos (auditores-
fiscales del trabajo), personal de carrera comprometido con la legalidad de sus 
atribuciones y sin vinculación política y que, muchas veces, sufren con la falta 
de recursos (equipamientos, personal etc.) lo que dificulta también los trabajos 
de fiscalización. 
 
4)¿En la actualidad cual es el papel de los sindicatos en el control del 
cumplimiento de las normas laborales individuales y colectivas?  
 
- El modelo sindical brasileño sufre de una crisis, en nuestra sincera visión, por 
tres problemas. El primero de ellos por cuenta de un sistema sindical doméstico 
inaugurado en la era del Gobierno de Getúlio Vargas (a partir de 1930 y 
mantenido en parte de la Constitución de 1988) que impuso reconocimiento al 
sindicato único (unicidad sindical, o sea, un sólo sindicato que representa la 
categoría), sistema de categoría por cuenta de identificación por economía 
preponderante patronal; impuesto sindical obligatorio para coste etc. El 
segundo problema es la influencia de los sistemas sindicales de otros países 
que traen plantas y lógicas productivas que influenciaron e influencian en la 
metamorfosis de las entidades sindicales y sus reivindicaciones. En tercer 
lugar, la paradoja existente entre el modelo confederativo sindical brasileño 
(sindicatos, federaciones y confederaciones) y las centrales sindicales (órganos 
que vehiculan principalmente intereses políticos de las entidades sindicales), 
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que técnicamente hablando, no forman parte del sistema sindical pero que 
encuentra reconocimiento en leyes infraconstitucionales. 
En resumen, el sindicalismo brasileño, actualmente, tiene varias caras de 
acuerdo con su origen e influencias internas y externas. En este sistema de 
multiformidad sindical, podemos constatar reivindicaciones de los más variados 
tipos, desde defender el ordenamiento jurídico, como también defender la 
flexibilización y enfriamiento de la estructura protectora. (Por ejemplo, el 
proyecto de tercerización general de las actividades de trabajo en el reciente 
proyecto aprobado por la Cámara de los Diputados y que se tramita en el 
Congreso Nacional Brasileño – Legislativo Federal - que es defendido por 
muchos sindicatos relacionados a las varias centrales sindicales). 
Con todo, el papel de las entidades sindicales es de veras importante en las 
áreas individual y colectiva, máxima en los instrumentos contractuales 
colectivos de trabajo (convenciones y acuerdos colectivos), no siendo pocos los 
casos en que las disposiciones negociadas colectivamente aplicadas a las 
categorías (profesional o económica) involucradas, con el pasar del tiempo 
acaban siendo objeto de la ley formal general (ejemplo de un programa de 
protección contra accidentes en prensas y máquinas asemejadas, insertado en 
negociación colectiva de las entidades sindicales del Grande ABC de São 
Paulo, que acabó transformándose en Norma Reglamentaria del Ministerio del 
Trabajo y Empleo). 
 
5)¿Para usted el ombudsman laboral puede ser un efectivo instrumento 
para la paz e inclusión social y de qué manera? 
 
- Sí, esa pregunta es muy importante. El Ministerio Público tiene un papel muy 
importante en esta cuestión de implementación de la paz social, en la 
resolución pacífica de los conflictos. Nosotros tenemos una actuación 
represiva, de investigación cuando ocurre una denuncia, una violación del 
derecho fundamental sea por el Estado, sea por el particular. Pero nosotros 
tenemos otro papel: el de fomentar políticas públicas, las audiencias públicas, 
los fórums. 
Hoy el Ministerio Público del Trabajo está dividido en divisiones temáticas 
también, incluso para facilitar nuestro trabajo. Hace algunos años atrás fueron 
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establecidas divisiones meramente administrativas involucrando temas 
centrales de nuestra investigación. Medio ambiente del trabajo, infancia y 
juventud, trabajo en la administración pública, cuestiones sindicales. Fuimos 
dividiendo eso en divisiones temáticas que están contratadas en un 
planeamiento estratégico nuestro. Hoy el Ministerio Público del Trabajo tiene un 
planeamiento estratégico. Todo el año nosotros tenemos un tema que es leído, 
esas divisiones temáticas tienen un coordinador nacional y en cada regional 
existe un representante y vice representante de esa división nacional que 
aborda aquel tema. La semana pasada tuvimos una reunión de la CODEMAT, 
Coordenadoría Nacional de Defesa do Medio Ambiente do Trabajo, 
(Coordinación Nacional de Defensa del Medio Ambiente del Trabajo) el 
vicecoordinador nacional y los colegas de la regional y el coordinador nacional 
estuvieron presentes. Y en cada región, estamos divididos en 24 regiones en 
Brasil y cada región está relacionada a un Tribunal del Trabajo 
necesariamente, es atribución del Ministerio Público del Trabajo. Existe una ley 
específica que dice que nuestras atribuciones están unidas a los tribunales. 
Entonces tenemos en Campinas, por cierto Campinas es una ciudad 
interesante porque es la única que tiene un Tribunal del Trabajo en el interior, 
todos los otros están en las capitales de los estados. São Paulo es el único que 
tiene dos. Tiene uno en la 2ª región que abarca a la Gran São Paulo, el ABC, 
una parte del litoral y el restante es 15ª región que está al interior de São 
Paulo, con un Tribunal que se localiza en Campinas, el Tribunal Regional del 
Trabajo y São Paulo tiene el Tribunal de la 2ª región, somos la 15ª región. Allá 
hay una Procuraduría regional del Trabajo y aquí en Campinas hay otra. Es el 
único estado del país que tiene dos Tribunales y dos Procuradurías. 
Cada una de las 24 Procuradurías regionales que hay en todo Brasil, tiene un 
representante de una división temática. La semana pasada, se reunieron 
representantes de todo Brasil del área del Medio Ambiente del Trabajo. 
Entonces, existe un planeamiento estratégico de la actuación, porque tenemos 
recursos limitados, personal limitado, tenemos recursos materiales también 
limitados. Dependemos de la actuación coordinada, dependemos de otros 
órganos como la Fiscalización del Ministerio del Trabajo, tenemos que 
planificarlo. Si la actuación fuera desordenada la eficacia puede ser 
comprometida, pero si la organizamos sería más eficaz. Entonces, cada año se 
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elige un tema para que el año siguiente se implemente este tema. Por ejemplo, 
en el medio ambiente del trabajo, este año vamos a combatir problemas en 
frigoríficos. Nosotros tenemos muchos frigoríficos en Brasil, el agronegocio es 
una realidad que mueve la economía, la producción de carne, es importante 
para Brasil. Entonces si se elige combatir los problemas en los frigoríficos, se 
hace eso en aquel año. Al año siguiente, si la construcción civil pasa por 
problemas, entonces se prioriza, se actúa de manera coordinada.  
El coordinador nacional y los representantes en cada Procuraduría Regional 
fomentan este sistema. También están las acciones, la parte represiva y la 
parte de políticas públicas. No basta solamente entrar con acciones contra las 
empresas que están equivocadas. Vamos a promover seminarios educativos, 
de prevención. En la parte de la infancia y juventud tenemos un trabajo que es 
muy importante, una división llamada COORDINFÂNCIA, Coordenadoria 
Nacional de Erradicação à Exploração do Trabalho da Criança e do 
Adolescente (Coordinación Nacional de Erradicación a la Explotación del 
Trabajo del Niño y del Adolescente) que no es sólo una cuestión de repeler el 
trabajo infantil, sino también promover fórums, debates y llevar ese 
conocimiento a las escuelas. 
La semana pasada, participé de un evento, solamente como oyente y 
representante del Tribunal, sobre un trabajo muy importante que el Poder 
Judicial Laboral hace, que es la Ciudadanía y Justicia que lleva una educación 
del derecho del trabajo, medio ambiente y todas esas materias que hablé a las 
escuelas, formando profesores para que formen a los alumnos. Eso es política 
pública. 
 
6)¿El ombudsman mantiene vínculos con instituciones de enseñanza, 
sindicatos, órganos públicos y privados y también con los poderes 
Legislativo y Ejecutivo? ¿Cuáles son? 
 
- Esto es hecho a través de convenios, sociedades, unas formales y otras no, 
de fórums. Y está diseminado por todo Brasil. Por ejemplo, en Alta Floresta, en 
Mato Grosso, hace unos 10 años fue creado un fórum de combate al trabajo 
esclavo y al trabajo infantil. Fue muy importante porque en Mato Grosso existe 
una recurrencia de trabajo esclavo y eso es en todo Brasil. El trabajo análogo a 
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la condición de esclavitud, que no es aquel trabajo con corrientes, puede hasta 
suceder con vigilancia intensiva con personal armado, en el interior sucede 
mucho esto. Pero no es sólo eso, existen los trabajadores extranjeros que 
vienen a Brasil. Recientemente hicimos una operación en el interior donde 
tuvimos una denuncia. Se generó una sociedad con la Policía Federal que nos 
auxilia, el Ministerio del Trabajo y Empleo.  
En este caso del trabajo esclavo es una acción conjunta, hay un grupo móvil, 
una sociedad. Todo eso está consiguiendo disminuir mucho esa situación. El 
trabajo del niño, el trabajo esclavo, el medio ambiente también es importante, 
son la muestra insigne de nuestra actuación. Es interesante que en cada 
localidad se tenga un tipo de trabajo esclavo. La práctica, infelizmente es 
diferente. Por ejemplo, en la región de la Gran São Paulo y en el interior 
también, tenemos el problema que involucra la rama del tejido, las 
confecciones y esto sucede de forma muy recurrente. El caso de los bolivianos 
en Guarulhos, región de la Gran São Paulo, Osasco. Son inmigrantes que 
llegan ilegalmente por cuenta de agenciadores, que son patricios que traicionan 
a sus compatriotas. Están de ilegales, tienen miedo de denunciarlos y ser 
deportados. 
Eso con relación a los talleres de costura, tienen un trabajo degradante, sin 
condiciones, los salarios son bajísimos, personas que acaban ganando arriba 
de aquello, eso sucede mucho. Hay carbonerías, por ejemplo, en el interior de 
São Paulo, en el medio del monte, donde sacan la mata y hacen carbón, en 
condiciones degradantes con menores trabajando, falta de higiene, accidentes 
de trabajo, cosas absurdas. 
En este caso tenemos una sociedad con el Ministerio del Trabajo y Empleo, ya 
que cuando llegamos en un abordaje sea una cosa desarrollada, articulada. 
Hoy si sucede una denuncia de trabajo esclavo en el Brasil es accionado este 
núcleo, este órgano. La Policía Federal, Ministerio del Trabajo y Ministerio 
Público, es un grupo móvil. El auditor fiscal va a actuar, lanzar la actuación o 
embargo. La Policía Federal va a garantizar la seguridad y nosotros vamos 
para que la persona que está cometiendo la irregularidad firme con nosotros un 
término de ajuste de conducta. 
Por eso es importante no sólo la represión, porque con la represión usted va a 
combatir aquel caso, pero la educación es importante, la información es 
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importante, la política pública. Es importante enseñar que el empresario no 
puede hacer eso. La mayoría ya sabe, pero puede ocurrir una situación por 
desinformación. Claro que nadie puede alegar que no conoce la ley, pero 
algunos casos, no la mayoría, son casos de desinformación. Los propios 
trabajadores aún. Lo que sucede mucho en el trabajo esclavo en Brasil, con los 
bolivianos en las confecciones, es una situación propia de vulnerabilidad. Es 
muy importante, sea por cuestión de nacionalidad o por cuestión de localidad 
de trabajo. Por ejemplo, hablé del Mato Grosso, quienes trabajan son 
inmigrantes del Nordeste donde actúan los agenciadores de mano de obra 
llamados “gatos”, contratistas. El sujeto está trabajando en una pequeña ciudad 
del interior de un estado muy pobre y el agenciador llega y dice: te pago el 
alquiler, te pago esto, te adelanto eso si vas a trabajar conmigo en Mato 
Grosso que allá tienes trabajo. El personal va a trabajar en la labranza. 
Después, en la situación de vulnerabilidad que está allí...la mayoría dice que no 
hay forma. Claro que sabemos que hay una crisis ética, pero esa crisis ética se 
cambia con educación, con política pública, con ejemplo. Y el trabajador es 
interesante, la mayor parte de los que son esclavizados son esclavizados por la 
propia buena fe. Ellos dejan su ciudad, el viaje es costeado, mandan dinero 
para que la familia no muera de hambre, él se siente en la obligación de no 
salir de aquel trabajo. Crea un vínculo, ese vínculo psicológico sucede mucho. 
Analizando la relación de trabajo, es desigual por naturaleza. Por eso es que 
existe la ley para corregir la desigualdad. Cuando hay una desigualdad en el 
plano material, la ley viene para crear mecanismos de corrección. Entonces las 
políticas públicas vienen en ese sentido. Nuestra actuación es esa también, tú 
vas implementando e informando. La implementación va corrigiendo la 
desigualdad. Ahora, que existe una crisis ética no se puede negar. 
 
7)¿Es posible pensar en un ombudsman laboral con influencia en toda 
América Latina? 
 
- Sí, en mi visión, más que la actuación represiva del Ministerio Público del 
Trabajo (enjuiciando acciones judiciales, instaurando averiguaciones civiles 
etc.). Pero a través de las acciones de implementación de políticas públicas, a 
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través de audiencias públicas, debates, seminarios etc. En este campo es 
vasta la actuación del Ministerio Público. 
Para eso el Ministerio Público del Trabajo desarrolló un planeamiento 
estratégico en cada Coordinación temática. 
La miríada de materias laborales de actuación del parquet laboral, en la práxis, 
exigió un serio estudio y planeamiento para racionalizar la actuación de la 
magistrature debout buscando la eficiencia y agilidad en las acciones para 
cohibir eficazmente las infracciones al orden jurídico, al régimen democrático y 
a los derechos sociales e individuales indisponibles (ex vi artículo 127 CF/88). 
Los temas eran variados (trabajo esclavo, medio ambiente del trabajo, trabajo 
infantil, fraudes, discriminación, cuestiones sindicales etc.) de ahí, si se decidió 
por una actuación específica y coordinada en cada tema separándolos en 
títulos principales y subtítulos. Surgieron entonces las llamadas 
“coordinaciones temáticas” que recibieron nombres relacionados a las ideas de 
cada una en cada actuación específica, a saber: COORDIGUALDADE – 
Coordenadoria Nacional de Promoção da Igualdade de Oportunidades e 
Eliminação da Discriminação no Trabalho; COORDINFÂNCIA – Coordenadoria 
Nacional de Erradicação à Exploração do Trabalho da Criança e do 
Adolescente; CONAETE – Coordenadoria Nacional de Erradicação do Trabalho 
Escravo; CODEMAT – Coordenadoria Nacional de Defesa do Meio Ambiente 
do Trabalho; CONAFRET – Coordenadoria Nacional de Combate às Fraudes 
nas Relações de emprego; CONAP – Coordenadoria Nacional de Combate às 
Irregularidades Trabalhistas do Trabalho Portuário e Aquaviário; CONALIS – 
Coordenadoria Nacional de Promoção da Liberdade Sindical. Cada 
coordinación posee un coordinador nacional y un vicecoordinador y cada 
procuraduría regional también posee un representante de cada coordinación. 
Cada coordinación elige a cada año un tema con prioridad de actuación 
nacional. 
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8) ¿Para usted cual es la importancia del ombudsman laboral y como 
instituirlo en Brasil?  
 
- Bien, en Brasil la figura del Defensor del Pueblo, la traducción literal, pero es 
claro que el alcance es mucho mayor que ese, no sólo en el Ministerio Público 
del Trabajo, sino en todos las ramas del Ministerio Público, ganó fuerza en la 
Constitución del 88 que trajo en el artículo 127 y siguientes, una ampliación de 
las atribuciones del Ministerio Público, entre ellas la defensa del ciudadano 
frente a los poderes públicos. El artículo 129, inciso 3° es muy expreso con 
relación a eso. Entonces, nuestra atribución cambió mucho a partir del 88. 
Antiguamente el Ministerio Público tenía una actuación que estaba 
direccionada a la defensa de los intereses de los discapacitados, menores, 
indígenas, interés público porque antes de la Constitución del 88 se tenía el 
interés público general, de la sociedad, direccionado hacia los derechos 
fundamentales. Pero también había un interés público direccionado hacia las 
cuestiones del Estado, pero intereses meramente económicos. Entonces había 
una confusión. Por ejemplo, antes de la Constitución del 88 el Ministerio 
Público defendía el Estado en cuestiones patrimoniales como tributo, 
cuestiones que son internas del Estado, no son cuestiones externas. Con la 
Constitución del 88 el Ministerio Público pasa a tener un papel de actuación 
desvinculada. Defenderá el interés público de la sociedad, que es un interés 
jurídico, los derechos fundamentales, sociales e individuales y va a defender 
los intereses del Estado en aquello que es considerado interés de la sociedad. 
No va a actuar, por ejemplo, en el derecho tributario, en lo que la regla 
respecta. La Constitución del 88 consagra un principio muy importante, 
inclusive algunas obras escritas en el extranjero lo resaltan mucho, en el 
derecho comparado, la cuestión de la independencia funcional. No es el juez 
quien determinará que el Ministerio Público entre en acción, no es un superior 
que dirá que el Ministerio Público entre en acción. Es la Constitución, es el 
ordenamiento jurídico que va a decirnos quien tiene que actuar. Entonces, el 
Ministerio Público en esta independencia funcional, que tampoco es sólo 
cuestión de actuar, sino también de no actuar si se entiende que no hay interés 
público. El interés público siempre va a surgir cuando existe alguno de aquellos 
elementos que la Constitución llama: el orden jurídico fue violado, la 
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democracia está en juego, los derechos sociales, individuales indisponibles 
están en juego, los derechos colectivos, públicos, ahí habrá la actuación del 
Ministerio Público, siempre que la Constitución determine eso, es nuestra base, 
nuestro matiz, nuestro fundamento es la Constitución Federal. 
Nuestro papel, claro, es específicamente que exista un Ministerio Público 
Federal encargado de la defensa del ciudadano, pero no quiere decir 
necesariamente que la figura del defensor del pueblo se restrinja a eso. Todo el 
Ministerio Público, hoy, de modo general, está enfocado a esta defensa de la 
sociedad. Ese papel es el de defender al ciudadano, al integrante de un 
Estado, es decir, a la persona que forma parte de los poderes públicos. Ya 
había sido concebido anteriormente, pero la Constitución del ‟88 le da una 
fuerza mayor. El Ministerio Público quedó desvinculado de los intereses 
meramente patrimoniales. Por ejemplo, es interés del Estado cobrar un tributo. 
Ahora si el Estado cobra ese tributo violando los derechos humanos entonces 
no es un interés patrimonial, es un interés primario que exige la actuación del 
Ministerio Público para fiscalizar y para ver si el Estado no está abusando de 
sus atribuciones. Este abordaje es muy interesante el hecho de que la 
Constitución trae todo ese cambio. 
En la esfera laboral nuestras atribuciones con la Constitución del „88 cambiaron 
mucho. El Ministerio Público del Trabajo, por ejemplo, que era una rama del 
Ministerio Público del Gobierno Federal, especializado en cuestiones 
restringidas a pareceres, discutibles, meramente sugestivos en tribunales, pasa 
a una actuación mucho más proactiva, más eficaz en las acciones civiles 
públicas, en las averiguaciones civiles públicas. La ley de la investigación civil 
pública, es la misma desde el „85, modificada después por el Código del 
Consumidor implementado en los „90, que considero como el instrumento tal 
vez más importante en términos de cambio en la mentalidad del patrón de 
investigación individual. El patrón colectivo que cambia un poco. 
El código del Consumidor altera la Ley de la Acción Civil Pública, y aumenta la 
gama de actuación del Ministerio Público y ahí es que llega el gran cambio. Por 
este cambio el Ministerio Público sale de aquel carácter meramente parecerista 
que es importante. Eso existe aún hoy en los tribunales,  juega un papel muy 
importante, pero este obtiene otra connotación. Una connotación de 
investigación. Con el pasar del tiempo el Ministerio Público va ganando el 
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carácter de defensor, no sólo de actividad represiva. Implementando lo que la 
Constitución determina que son las políticas públicas. 
Por cuenta de eso el Ministerio Público, principalmente el Ministerio Público del 
Trabajo, viene organizándose y subdividiéndose en coordinaciones o centros 
de competencia del trabajo para hacer efectivo ese papel importante que la 
Constitución le atribuyó.  
 
9) ¿Para usted es viable hablar de una flexibilización positiva de los 
derechos laborales?  
 
- ¿La flexibilización viene para mejorar la condición del trabajador? Esa es la 
primera pregunta que nos hacemos. Ahora, no podemos olvidar que estamos 
viviendo en un mundo globalizado, ese es una cuestión laboral, de mejor 
condición social para el trabajador. 
También tenemos que entender que vivimos en un mundo globalizado y que 
las fuerzas externas de la economía mundial van a influenciar al país. Claro, no 
es una crítica al capitalismo. El capitalismo es importante en la política 
económica que tenemos. No conseguimos nada mejor más allá de eso. Me 
gusta mucho la democracia social, pero en términos de países como Suecia y 
otros que realmente son ejemplos: “Donde se paga muchos impuestos, es 
importante pagarlos.” El estado social cuesta caro, pero un estado social que 
devuelve no es caro. Pero tiene que devolver. Si recauda y no devuelve, alguna 
cosa está equivocada. Ese es el gran problema, creo que es un gran reclamo 
también del cuadro económico patronal, que recauda mucho y devuelve muy 
poco.  Estamos viviendo en un mundo globalizado donde tenemos que actuar 
en el contexto global. Como Brasil conseguirá vender productos más baratos, 
no estoy defendiendo aquí la flexibilización, muy por el contrario, pero yo no 
puedo analizar una cosa sin conocer el otro lado. Hoy tenemos una situación 
donde el modelo capitalista de producción se está concentrando en áreas y 
países donde el costo de producción es menor, China, por ejemplo. 
¿Qué es socialmente importante para el trabajador chino? Es algo para pensar. 
Hoy hasta los brasileños están produciendo en China y exportando hacia acá. 
¿Qué es socialmente importante para el trabajador chino? Claro que el nivel no 
puede ser nivelado para abajo, eso es un gran problema. Pero un trabajador 
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que muere de hambre en China, que no gana ni 10 dólares por mes, pasa a 
ganar 500 dólares es muy importante para él. Ni eso es lo que gana allá, es 
mucho menos. Esto va a cambiar con el tiempo, el desarrollo lo traerá. El 
movimiento sindical ahora también está fuerte en China, está comenzando y va 
a cambiar esta realidad de China y va a equilibrar el mercado internacional. 
Sólo que hasta que esto suceda nosotros estamos sufriendo la influencia del 
mercado internacional en nuestro país que quiere producir la misma cosa que 
está produciendo en China. La planta de nuestra industria quiere producir para 
competir con China y no lo consigue porque el producto de allá llega más 
barato aquí. Porque también el gobierno está abriendo entradas de esa forma, 
sin mediaciones. Este es el gran problema, la falta de mediación.  
La tercerización es un movimiento importante. Hago una crítica a la 
tercerización porque esta precariza la relación de empleo. La tercerización 
forma parte de una metodología de producción que viene desde allá afuera 
para efectos competitivos, para que el capital sea más volátil, para que pueda 
entrar y salir de las empresas de forma más volátil. Pero nosotros tenemos un 
movimiento sindical en Brasil defendiendo la tercerización, algunas centrales 
importantes están defendiéndolo. 
Antes de criticar es importante entender cuáles son los motivos para su 
defensa e intentar analizarlos para formular respuestas. El punto más 
importante en la defensa es justamente atraer esos 12 millones de 
trabajadores, según el discurso de una central sindical famosa, que serán 
beneficiados. El resumen que yo haría de este pensamiento es el siguiente: a 
causa de querer competir estamos tomando el modelo menor e intentamos 
implementarlo en nuestro país. Creo que la realidad es esa. La tercerización sí 
precariza y no es nuevo en Brasil. Desde el ‟67, con la reforma administrativa 
del Estado, ya hubo una previsión, era lógica. Como consecuencia de tener un 
dinamismo para las empresas estatales, en aquella época, se acabó 
autorizando, con el decreto 200, que se contratasen empresas tercerizadas. 
Fue el embrión, después vinieron otras leyes, como la del trabajo temporal que 
se promulgó en los años „70. Entonces se tiene una lógica que es favorable a la 
tercerización.  
Ahora, pregunto: ¿Por qué no contratar directamente al trabajador? ¿Qué va a 
agilizar? Eso sucedió mucho en la industria automovilística que comenzó a 
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tercerizar, entonces una fábrica el tubo, la otra el volante, ¿no podría ser la 
misma empresa? No, hoy se está tercerizando todo. Si fuéramos a analizar del 
punto de vista constitucional la tercerización si fuese aprobada, porque aún no 
ha terminado la discusión, ya fue aprobada en la Cámara porque tiene al 
Senado. Pero si fuera aprobada de forma genérica, aunque digan que van a 
garantizar algunos derechos en la práctica no va a suceder. Yo pienso que esa 
legislación va en encuentro a los principios de los derechos humanos, derechos 
fundamentales positivos en la Constitución. El artículo 7° título 1 dice “relación 
de empleo”, por cierto el derecho del trabajo es mucho más amplio que eso, no 
sólo de la relación de empleo, sino el trabajo en general, pero el principal es la 
relación de empleo. “Protección de la relación de empleo”, está en la primera 
oración arriba está que “son derechos sociales más allá de otros que aseguren 
la mejoría de las condiciones de vida del trabajador”. O sea, la Constitución lo 
ordena, por eso que se habla de Constitución dirigente, impone, se va a 
mejorar y no a empeorar. Pero obviamente que nosotros tenemos una corte, 
imagino que en Argentina es muy semejante, con una Corte Suprema que 
juzga las causas constitucionales y existe mucha interpretación. La dificultad 
nuestra tal vez sea indagar cómo el Supremo Tribunal Federal de Brasil va a 
interpretarlo. Porque del punto de vista ideológico, principiológico y valorativo, 
me parece que es inconstitucional. Desde el Ministerio Público del Trabajo 
estamos en contra de la tercerización, pero es importante analizar estas 
fuerzas para saber cómo ellas actúan. Se necesita saber para argumentar, si 
solo sabe un ángulo de la cosa no va a tener una argumentación eficaz. 
 
Brasil - Juez de la Corte Suprema y Presidente del Tribunal Regional del 
Trabajo de Campinas (SP) - Dr. Flavio Allegretti de Campos Cooper 
 
1) ¿Para usted cual es la posición del operador de Derecho laboral 
frente a las nuevas necesidades de protección de los trabajadores? 
 
-  Yo veo que un operador del Derecho en las relaciones de trabajo necesita en 
primer lugar tener una mirada y una vocación social. Necesita también tener 
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una formación colectiva del derecho, formación que normalmente no es 
suministrada en las universidades. Las universidades exploran más el derecho 
individual del trabajo, el derecho individual de otras disciplinas que de una 
visión colectiva. Y el trabajo no sólo observa, tutela y protege a los trabajadores 
como las asociaciones de los trabajadores, las acciones, los sindicatos, todo el 
sistema de conflictos colectivos del trabajo, incluyendo el fenómeno de la 
huelga. Entonces el operador del derecho también necesita estar muy atento a 
todas las transformaciones que toman lugar tanto en la economía como en la 
legislación. 
Como se vio, este mes nosotros tenemos varios diplomas legislativos en 
andamiento o ya sancionados para el estudio. Esto es muy dinámico. Es 
necesaria la capacitación, sensibilización social y formación colectiva. 
Yo no tengo idea si esa sensibilización sería innata o cultural en las personas. 
Yo pienso que ella es más cultural que innata. En mi caso mi padre era 
abogado laboral de sindicatos, lo acompañaba en las atenciones a los 
asociados de sindicatos, veía lo que era un conflicto colectivo, frecuentaba la 
Justicia del Trabajo desde pequeño, pasaba un día al mes mi hermano y yo 
acompañándolo a su trabajo, sabía lo que él hacía. Al mismo tiempo, veía las 
cuestiones políticas de la época, mi abuela era getulista, por ello hablaba del 
nacionalismo, del plano de Getúlio de tener la industria nacional para el 
progreso del país, de que los trabajadores tuviesen beneficios y ventajas para 
poder producir y hacer que esas empresas crezcan. Entonces todo eso yo lo 
veía desde pequeño y también ahí murió Getúlio Vargas, mi abuela fue hacia el 
Brizola, aquí también hay un partido laboral. Entonces, comencé a estudiar la 
historia, como es que se desarrolló, por qué surgió en el mundo a partir de la 
Revolución Industrial que volvió a la vida de los trabajadores tan miserable que 
ellos necesitaron organizarse y demandar cambios para la mejoría de sus 
vidas. También en la Revolución Francesa que tiene un ideal bonito de 
igualdad, pero quien trabaja no se siente igual a quien es el dueño del capital. 
Había necesidad de una compensación, de una ventaja para poder igualar de 
verdad, en el plano real, quien tiene el capital y quien presta su trabajo al 
capital. 
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2) ¿En su opinión es posible suplantar las influencias externas en la 
legislación laboral que debilitan los derechos de los trabajadores? 
 
- Yo no sé si las influencias externas debilitan el derecho de los trabajadores. 
La primera influencia externa que pienso es que el movimiento laboral es 
internacional, forma parte de la Organización de las Naciones Unidas y de la 
Organización Internacional del Trabajo de la cual Brasil forma parte, las 
conferencias, las recomendaciones, los debates de los grandes temas de 
protección al trabajador en el mundo. 
Pero al mismo tiempo reconozco que existe una influencia externa que tiende a 
desvalorizar las ventajas y conquistas de los trabajadores, una mirada más 
económica, no en la escuela social de la economía, pero en la escuela liberal 
de la economía. La persona es contratada, allí está el contenido del contrato, 
allí está lo que fue acordado, no debería existir ningún beneficio, ninguna 
indemnización. Y cuanto más tuviese un retorno la empresa más podría pagar 
un salario mejor. Pero sólo que esa economía liberal no se mostró suficiente 
para el bienestar de la sociedad y quien engloba grande parte de la sociedad 
son las personas que trabajan y jubilados también.  
Entonces existe una lucha constante de influencias externas, esas dos 
influencias, la protección del trabajo internacional que abarca Brasil y la 
influencia debilitante a los derechos de los trabajadores también es 
internacional y también envuelve a Brasil. Es una tensión, un estado conflictivo. 
 
3) ¿Cuál es su diagnóstico del cuadro normativo tutelar laboral en 
Brasil y en Argentina y cuáles son, en su opinión, los principales 
problemas en la Justicia del Trabajo y en la Fiscalización del Trabajo? 
 
- Mira, por ejemplo, la cuestión de la tercerización que es un asunto muy actual 
en Brasil ya que la ley está a medio camino andado para su promulgación. Ya 
pasó una Cámara del congreso, ahora falta pasar por otra cámara del 
congreso, es un debate muy actual, muy apasionante. Tuvimos la Central 
Única de los Trabajadores que hacía protestos vehementes, hubo hasta 
confrontación con la policía en la puerta del congreso en el día de la votación 
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de esa ley y a toda una doctrina y a un parecer de los operadores del derecho 
del trabajo en que la tercerización es un fenómeno que precariza las relaciones 
de trabajo. 
Y hasta la ley intentó minimizar algunos de sus aspectos pero la tercerización 
en sí ya es una transferencia de responsabilidad y también precariza el trabajo 
y enmascara relaciones verdaderas, sacando la responsabilidad de aquel que 
toma el trabajo. Esta ley laboral aunque aumentará la posibilidad del aumento 
de la tercerización inclusive en las actividades inherentes, aquellas actividades 
principales de la empresa. Sin embargo, al mismo tiempo a forma de 
garantizar, para no dejar que el trabajador se quede sin ninguna protección, se 
estableció la protección subsidiaria. Cual sea, si la empresa que puso la mano 
de obra no paga los derechos laborales, la empresa que contrató a la 
prestadora de mano de obra ella va a pagar en segundo plano. Lo que no 
sucede en otras legislaciones en la América Latina, incluyendo a Argentina y a 
otros países en que la responsabilidad es solidaria. O sea, si el trabajador no 
recibió sus derechos este escoge si quiere entrar con una acción contra la 
empresa que lo contrató y que fue contratada para la tercerización de su 
servicio o entra directamente contra la empresa que tercerizó el servicio, él 
escoge. 
O puede entrar contra las dos empresas y quien tuviera más condiciones 
económicas le pagará. Eso significa que la legislación latinoamericana está 
más avanzada que la brasileña. Porque la empresa cuando terceriza tiene que 
tener más cuidado para no contratar una empresa inadecuada que no tenga 
lastro financiero para pagar las obligaciones laborales porque sabe que va 
recaer sobre ella la responsabilidad. Esta fiscaliza más y finalmente a veces 
descubre que no vale la pena tercerizar porque le da tanto trabajo y es tan 
responsable como la otra empresa que es mejor que contrate directamente. 
Ese es un sueño de los operadores del trabajo que las empresas contraten a 
los empleados que necesiten directamente, no estén tercerizando o 
cuarterizando como la nueva ley permite también. La Cuarterización es cuando 
una empresa contrata otra empresa y esa empresa subcontrata otras 
empresas. Inclusive esa ley nueva permite que un trabajador se quede en el 
mismo local de trabajo y las empresas terceras van cambiando. Como sucede 
en la administración pública, donde es muy común. Hace la licitación por un 
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año, ahí acaba el contrato, la administración licita de nuevo, viene la empresa y 
mantiene a aquel trabajador. Entonces, aquel trabajador trabaja con uniforme 
amarillo, otro año uniforme azul, otro año uniforme verde. Su empleador va 
cambiando, a veces los empleadores son peores y sus derechos se quedan en 
las mismas o las ventajas disminuyen y la persona se queda haciendo el 
mismo trabajo, en el mismo lugar la vida entera.  
Lo que la doctrina consideraba como fraudulenta la ley expresamente lo 
permite.  
 
4) ¿En la actualidad cual es el papel de los sindicatos en el control del 
cumplimiento de las normas laborales individuales y colectivas? 
 
- El papel del sindicalismo hoy en día es contestado ligeramente cuando se 
compara a una actuación en la época pasada, en que el sindicato era más 
combativo y era un sindicato de confrontación. En que se organiza los 
movimientos, las paralizaciones, la negociación colectiva era más tensa, pero 
el sindicato conseguía conquistar algunos derechos con mucha lucha, con 
mucho sufrimiento. Hoy en día  no se ve más el sindicato de ese modelo. 
Entonces algunos dicen que el sindicato prácticamente desapareció, que hoy 
es una organización formal y el índice de asociación en el sindicato disminuye 
cada vez más en el mundo. 
Pero hay otro estudio que vislumbra una madurez del sindicato, en que hoy el 
sindicato no es de confrontación, pero sí de colaboración. Una colaboración 
más inteligente, él está más preparado para entender lo que sucede en el 
mundo económico como segmento que él representa, con poder mayor de 
negociación y que no hay necesidad de una confrontación violenta y sí de una 
negociación inteligente. Al mismo, esos sindicatos de colaboración también sin 
desviarse de su cuidado con las relaciones que busca proteger también han 
ingresado en el mando político y ocupado algunos puestos gubernamentales. 
Yo no hablo sólo de Brasil, sino en el mundo, el Partido laboral de Inglaterra, el 
Partido laboral de la antigua Yugoslavia, de Serbia, aquellos países. Tienen 
una influencia gubernamental, pueden influir más en la economía, influir más 
en el mundo del trabajo y proteger al trabajador de esta forma.  
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Entonces la visión del papel del sindicato es un poco controvertida. Hay 
personas que extrañan al sindicato antiguo y personas que creen que el 
sindicato tuvo una evolución, que no se ve mucho la actuación del sindicato 
pero que existe y es efectiva. Ahora, en la rutina de un Tribunal del Trabajo se 
ve que hoy en día existen muchos conflictos dentro del sindicato, conflictos de 
poder en que grupos disputan el poder del sindicato. Entonces en las 
elecciones sindicales nosotros tenemos muchos conflictos dentro de los 
sindicatos. Tenemos un conflicto de representativa. Varios sindicatos disputan 
la representatividad de una categoría. Esto está muy en nuestro día a día. 
Inclusive algunos sindicatos que quieren representar toda la categoría de los 
tercerizados, lo que es un absurdo. Porque imagínese, tendría que ser una 
categoría nacional. 
Y también el fenómeno de la multiplicación de los sindicatos y del 
resquebrajamiento de las categorías. Están los bancarios, donde encontramos 
a los gerentes de bancos, los cargos de confianza de los bancarios, van 
retajando toda la categoría y ese fenómeno tiende a enflaquecer el movimiento 
sindical. Porque la asociación es la que vuelve al sindicato fuerte, solo si 
fuesen creando varias sindicatos. Brasil es un gran ejemplo, tiene un número 
de cientos sindicatos y muchos sindicatos son formales. Son sindicatos que 
recaudan pero no hacen efectivamente una contraprestación sindical deseable. 
 
5) ¿Para usted el ombudsman laboral puede ser un efectivo 
instrumento para la paz e inclusión social y de qué manera? 
 
- La figura del ombudsman como un mediador es una experiencia que aún no 
desarrollamos completamente en Brasil, estamos en pañales en esta cuestión. 
La mediación es importante en todas las relaciones. Se sabe que la mediación 
ayuda en la pacificación de conflictos, inclusive no sólo en las relaciones 
interobjetivas más aún en las intraobjetivas, como es el caso de los psicólogos. 
Ellos son mediadores entre los conflictos internos de una sola persona. Y la 
persona necesita de ese mediador para poder comprender todo ese conflicto y 
poder resolverlo. 
Entonces la mediación es una técnica importante. Los tribunales del trabajo ya 
están estableciendo a ese mediador entre la comunidad y sus servicios 
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judiciales de aplicación de la ley, de calidad de justicia, de prestación de 
servicio público. Entonces, ese mediador, el ombudsman, en primer lugar es un 
instrumento del ciudadano y para eso existe. Ahora, dentro de la empresa, las 
oidoras son establecidas más para hacer un canal entre los consumidores de 
los productos de la empresa y la empresa. La empresa está menos preocupada 
con la cuestión laboral, de tener un mediador laboral. 
Aunque la legislación laboral haya intentado establecer un mecanismo de 
órganos de conciliación previa, en que antes de los interesados busquen la 
justicia ellos podrían buscar aquellos órganos que serían establecidos en 
normas colectivas. Ese órgano sería un mediador para intentar resolver los 
conflictos. Pero esa mediación preprocesal, aunque sea fomentada por la 
doctrina y hasta por el Ministerio Público de la Justicia, por otros órganos de 
cúpula, no siempre es muy bien aceptada. Las personas tienen la tradición de 
buscar la justicia. Ellas tienen un problema y buscan la justicia antes de buscar 
un mediador. Pero los institutos de mediación han sido fomentados tanto en la 
Justicia del Trabajo, por empresas y sindicatos o aún en la Justicia común. 
Tenemos aquí en Atibaia el juez Ivo, estableció un fórum de mediación en que 
los interesados antes de entrar con una acción van allá y habrá un mediador 
que va a oír las partes, va a intentar aproximar los intereses y conciliar aquellos 
intereses sin necesidad de entrar en la justicia. 
 
6) ¿El ombudsman mantiene vínculos con instituciones de enseñanza, 
sindicatos, órganos públicos y privados y también con los poderes 
Legislativo y Ejecutivo? ¿Cuáles son? 
 
- Tanto el ombudsman público o el privado necesitan tener canales con las 
instituciones públicas, privadas. Tendría que tener poderes que abarquen para 
cumplir su papel. El papel no sólo de escuchar, de ser el canal, de 
interlocución, sino hoy en día vivimos en un mundo efectivo. El ciudadano sólo 
va a  buscar un ombudsman si él supiera que va a tener una atención eficiente 
y no escuchará “mira, en este campo no es posible que se evalúe, no hay 
solución para su problema, búsquelo en la justicia”. Así, esa mediación no va a 
ser eficiente. Pero como la mediación es una técnica tiende a evolucionar tanto 
en técnica como en efectividad, como en poderes también. El ombudsman 
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tiene que tener poderes variables, tiene que tener influencia en varios canales 
para poder ayudar no sólo en la efectividad de intermediar y ayudar a resolver 
el conflicto en un ámbito preprocesal y hasta no procesal como nosotros 
tenemos aquí en el Tribunal, un oidor. Pero también perfeccionar cualquier 
relación, cualquier ambiente. 
Yo pienso que es una pieza importante a ser desarrollada. 
 
7) ¿Es posible pensar en un ombudsman laboral con influencia en 
toda América Latina? 
 
- Yo creo que el establecimiento de estos mediadores tenderá a haber una 
organización entre ellos. Y esa organización podría comenzar local y quien 
sabe pueda desarrollarse en el ámbito de los tratados multilaterales entre los 
países. Por qué no un tratado multilateral que ya instituyó tribunales arbitrales 
como en Europa tenemos, tenemos al Mercosur. Él podría prestigiar esa 
institución también. 
 
8) ¿Para usted es viable hablar de una flexibilización positiva de los 
derechos laborales? 
 
- La flexibilización de los derechos laborales incomoda un poco a las personas 
que tienen una visión social. Porque los derechos laborales constituyen un nivel 
básico y mínimo de condiciones de trabajo. Una parte del derecho del trabajo 
no puede ser flexibilizada. Esa parte está contenida en la dignidad del propio 
trabajador. ¿Cómo el trabajador va a ceder ciertos derechos que son 
fundamentales? Esos derechos laborales, para que no sean flexibilizados 
fueron constitucionalizados. Fue un movimiento del derecho del trabajo de 
constitucionalización e internacionalización.  
El concepto de flexibilización vuelve el derecho de trabajo un siervo de la 
economía. Si el capital tuviera condiciones, mejora y si no tuviera condiciones, 
mantiene y si tuviera menos condiciones, empeora. Eso es flexibilizar. ¿Cómo 
alguien que trabaja puede vivir sin garantía, sin saber lo que le espera, al sabor 
del viento, al sabor de las ondas, al sabor de la economía nacional e 
internacional? Él debe tener el mínimo de dignidad, tiene que volver para casa 
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seguro, tiene que trabajar seguro ya que él es importante. Él es el que va a 
hacer que la empresa destaque, produzca, tenga sus lucros. Entonces debe 
tener esa tranquilidad para poder trabajar en el presente y en el futuro. 
Entonces esa flexibilización incomoda mucho. Las leyes flexibilizadoras de  
España, por ejemplo, que fueron establecidas con el propósito de mejorar la 
economía del país. ¿Cuál fue su efecto? ¿Mejoró el país? No. Si estudia todos 
los países que adoptaron una legislación flexibilizadora verá que no mejoró en 
nada el país, sólo empeoró la situación del trabajador, atribuyendo a ellos el 
cargo que no les corresponde. 
El riesgo del negocio tiene que ser del empresario, porque el negocio es de él. 
¿Cómo otra persona va a soportar un riesgo que no es suyo? Es contratado 
para trabajar, si trabajó tiene que tener aquellos derechos asegurados siempre. 
Por eso son asegurados por la ley, por eso son protegidos por la Constitución y 
son salvaguardados por movimientos internacionales.  
Existe una tensión entre el capital y el trabajo, los dos tienen que convivir. El 
capital es muy fuerte, entonces intenta que la balanza del equilibrio entre las 
dos situaciones le dé una situación de ventaja. Los trabajadores intentan 
mantener esa balanza equilibrada, intentan conquistar algunas ventajas para 
mantenerse equilibrados. En algunos países hasta esa cuestión del trabajo, 
como el socialismo, intentó mantener esa balanza un poco arriba. Esos países 
socialistas totalitarios tampoco tuvieron éxito. Ahora el gran desafío es 
mantener esa balanza equilibrada, eso en una esgrima de fuerza y de pericia 
que va trabado dentro del Poder Legislativo, del Poder Judicial que interpreta 
las leyes, del Poder Ejecutivo que administra, que gobierna y que es 
responsable por el avance y soberanía del país. Entonces no es una tendencia, 
no existe tendencia irreversible históricamente. Algunos caminos dieron en una 
calle sin salida, tuvieron que volver e ir a otro camino. O sea, es una eterna 
búsqueda de caminos. Pero el mejor camino es tener un equilibrio donde todos 
sean involucrados y que sea una situación buena para todos. Lo que algunas 
leyes llaman de bienestar común, un estado en que todos vivan bien, quien 
trabaja viva bien, quien emplea viva bien, que haya prosperidad y felicidad en 
aquel ambiente y en aquella dada sociedad. 
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Brasil - Juez del Supremo Tribunal y Camarista del Tribunal Regional del 
Trabajo de la 15ª Región - Manoel Carlos Toledo Filho 
 
1) ¿Cuál es la posición del operador de Derecho laborales frente a las 
nuevas necesidades de protección de los trabajadores?  
 
- A mi Juicio, el operador del derecho debe primar por el mantenimiento y, si es 
posible, ampliación de los límites y de las directrices del principio protector, en 
orden a combatir los avances de la flexibilización y de la tercerización de las 
condiciones de trabajo. 
 
2) ¿En su opinión es posible suplantar las influencias externas en la 
legislación laboral que debilitan los derechos de los trabajadores? 
 
- Sí, desde que no se abdique de la naturaleza inherente al contenido de la 
legislación laboral, que tiene su ámago y razón de ser en la irrenunciabilidad de 
sus preceptos. 
 
3) ¿Cuál es su diagnóstico del cuadro normativo tutelar laboral en 
Brasil y en Argentina y cuáles son, en su opinión, los principales 
problemas en la Justicia del Trabajo y en la Fiscalización del Trabajo?  
 
– Las realidades argentina y brasileña son similares. Ambas  legislaciones 
poseen un diploma laboral central: en el caso de Argentina, la Ley de Contrato 
de Trabajo (LCT) y, en el caso brasileño, la Consolidación de las Leyes del 
Trabajo (CLT). Tales diplomas están bien estructurados, poseen conceptos 
suficientes y, en tesis, son aptos a la plena protección de las relaciones de 
trabajo dependiente. Sin embargo, tanto la Justicia cuanto la Inspección del 
Trabajo carecen, en los dos países, de una mejor infraestructura. Existe 
necesidad de más personal y de más órganos juzgadores. Sin una actividad 
preventiva (fiscalización) o represiva (judicial) eficiente, las normas no 
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adquieren la imprescindible repercusión práctica que de ellas necesariamente 
se espera. 
 
4) ¿En la actualidad cual es el papel de los sindicatos en el control del 
cumplimiento de las normas laborales individuales y colectivas? 
 
- Los sindicatos poseen una importancia fundamental en esta dimensión, pues 
poseen el conocimiento y los medios necesarios para rápidamente identificar 
infracciones laborales y actuar entre ellas, sea alertando y provocando la 
fiscalización estatal, sea promoviendo demandas judiciales buscando 
reparaciones de cuño colectivo. 
 
5) ¿El ombudsman laboral puede ser un efectivo instrumento para la 
paz e inclusión social y de qué manera? 
 
- En Brasil, tal figura no está diseminada. Las empresas pueden mantener 
controles de calidad internos, que de algún modo se reporten igualmente a las 
relaciones de trabajo, pero no existe, a rigor o de modo general, una cultura 
institucional a ese respecto. 
 
6) ¿El ombudsman mantiene vínculos con instituciones de enseñanza, 
sindicatos, órganos públicos y privados y también con los poderes 
Legislativo y Ejecutivo? ¿Cuáles son? 
 
- Vean respuesta anterior 
 
7) ¿Es posible pensar en un ombudsman laboral con influencia en 
toda América Latina? 
 
– Sí, pero para a tal razón tendríamos que previamente reforzar la integración 
entre nuestros diversos países, eliminando algunas barreras sin sentido que 
aún existen. Y, en este nivel, la iniciativa de Brasil es fundamental.  
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8) ¿Es viable habla en una flexibilización positiva de los derechos 
laborales? 
 
– En el momento y en el contexto presente, no. Entiendo que la flexibilización 
posible ya fue hecha. Más allá de ella lo que habría sería precarización, es 
decir, una debilitación del orden público laboral, con prejuicio para todos, 
inclusive empleadores.  
 
Brasil - Periodista Cal Moreira 
 
1) ¿Para usted cuál es la posición del operador de Derecho laboral frente a 
las nuevas necesidades de protección de los trabajadores? 
 
- Pienso que así como en todas las otras actividades profesionales es 
fundamental la capacitación y la actualización permanente. No obstante, frente al 
panorama internacional actual esa necesidad es aún más imperativa cuando 
tratamos de los derechos de los trabajadores. Al final, son los trabajadores los 
más penalizados por toda crisis económica, social y política que asola los países. 
La “cuenta” de la crisis quien está siendo forzado a pagar son los trabajadores y 
de la manera más cruel posible, por medio del corte de sus derechos ya 
adquiridos y consolidados. De esta forma, es necesario que el operador del 
Derecho Laboral este muy atento y consciente porque todo sucede de una forma 
veloz y en la mayoría de las veces con la utilización de maniobras arbitrarias.   
 
2) ¿En su opinión es posible suplantar las influencias externas en la 
legislación laboral que debilitan los derechos de los trabajadores? 
 
- Pienso que es muy difícil, para no ser totalmente pesimista y decir imposible. 
Los intereses económicos y políticos mueven los países y determinan las 
decisiones de los gobernantes, por más que digan, como en el caso del gobierno 
brasileño, que representan los trabajadores. Así, es imprescindible una acción 
conjunta para por lo menos minimizar los efectos nocivos de estas influencias. Es 
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necesario repensar las formas de debate, de reivindicación y hasta aún de 
negociación que son mediadas por los sindicatos y centrales sindicales. 
 
3) ¿Cuál es su diagnóstico del cuadro normativo tutelar laboral en Brasil y 
en Argentina y cuáles son, en su opinión, los principales problemas en la 
Justicia del Trabajo y en la Fiscalización del Trabajo? 
 
- Como afirmé en las respuestas anteriores, pienso que es crucial un 
fortalecimiento de los instrumentos de tutela laboral para oponerse, y vencer, 
todas las influencias nefastas que han ganado cada vez más fuerza y obtenido 
victorias constantes en detrimento de los derechos de los trabajadores. Esto vale 
no solamente para Brasil y Argentina, pues se trata de una situación mundial de 
vulnerabilidad. En cuanto a los problemas enfrentados por la Justicia del Trabajo y 
Fiscalización, existen una serie de factores que incluyen desde la falta de 
condiciones físicas de trabajo, número insuficiente de funcionarios, carencia de 
entrenamiento y capacitación, remuneración adecuada que posibilita la ocurrencia 
de casos de corrupción hasta un descaso “disfrazado” por parte del poder Público.  
 
4) ¿En la actualidad cual es el papel de los sindicatos en el control del 
cumplimiento de las normas laborales individuales y colectivas?  
 
- Evidentemente que los sindicatos no podrían quedar inmunes a todas los 
cambios ocurridos en las estructuras de las empresas y del mercado de trabajo 
que comenzaron a suceder en los años 1980. Así, las transformaciones no sólo 
alcanzaron a las reivindicaciones como la propia ideología sindical que dejó de 
luchar solamente por cuestiones salariales e incluyó en la pauta ítems como 
capacitación, seguridad en el trabajo, el papel social de las empresas. Pero 
pienso que el mayor desafío de los sindicatos se refiere a la precarización de los 
derechos laborales, incluyendo ahí la tercerización, que parece ser un camino 
irreversible, el trabajador temporal y sin vínculo de empleo. ¿Cómo organizar esta 
nueva clase de trabajadores? ¿Cómo romper los vínculos tan estrechos con el 
gobierno, como sucede en la actualidad en Brasil, que inevitablemente desvirtúan 
el papel del sindicato? Son preguntas cuyas respuestas aún están siendo 
309 
 
formuladas y que son fundamentales para el futuro del trabajador y de la sociedad 
de una forma general. 
 
5) ¿Para usted el ombudsman laboral puede ser un efectivo instrumento 
para la paz e inclusión social y de qué manera? 
 
- Cualquier iniciativa en defensa de los derechos de los individuos es una forma 
de contribuir a la inclusión social y, consecuentemente, a la paz. La exclusión 
social es el reflejo de la debilidad en la defensa de estos derechos. Siendo así, no 
es posible el establecimiento de un cuadro de justicia social, de inclusión y de paz 
en la sociedad si el proceso de precarización de los derechos laborales no sufre 
ningún impedimento o acompañamiento por fuerzas contrarias a él. 
 
6) ¿El ombudsman mantiene vínculos con instituciones de enseñanza, 
sindicatos, órganos públicos y privados y también con los poderes 
Legislativo y Ejecutivo? ¿Cuáles son? 
 
- Con seguridad. No pienso ser viable, principalmente en la contemporaneidad, la 
actuación eficiente de cualquier órgano o institución de forma fragmentada. En  
verdad, uno de los grandes problemas que enfrentamos es esta visión 
segmentada que el ser humano tiene de las cuestiones y de sí mismo. Asumir la 
integralidad es el primer paso para vislumbrar soluciones más adecuadas. Siendo 
así, es evidente que la actuación del ombudsman sería más eficaz con la creación 
y mantenimiento de vínculos con diversos segmentos gubernamentales y de la 
sociedad civil. 
 
7) ¿Es posible pensar en un ombudsman laboral con influencia en toda 
América Latina? 
 
- Pienso que es posible pensar en esta posibilidad. No obstante, para volverla una 
realidad es necesario un cambio general en los parámetros que orientan 
actualmente el continente. Comenzando por una reestructuración del propio 
Mercosur que se estacionó en el medio del camino y hoy en día es una mera 
sombra de los ideales que actuaron en su formación. 
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8)  ¿Para usted es viable hablar de una flexibilización positiva de los 
derechos laborales?  
 
- En mi entendimiento flexibilización, como el nombre lo dice, es volver flexible, es 
permitir un cambio de rumbo. O sea, es admitir que los derechos laborales deben 
ser alterados y en mi percepción los derechos adquiridos y legitimados deben ser 
defendidos y no alterados. Así, considero incoherente esta posibilidad. Flexibilizar 
los derechos laborales nunca será algo positivo. 
 
 
Brasil - Sindicato de los metalúrgicos del ABC - Dr. Sergio Macário 
 
1)  ¿Para usted cuál es la posición del operador de Derecho laboral frente a 
las nuevas necesidades de protección de los trabajadores? 
 
- El derecho del trabajo está sufriendo varios cambios, sobre todo con la 
aplicación de la ley en la visión subjetiva de los Magistrados más nuevos, que se 
alejaron de la finalidad de la misma disciplina y buscan un análisis mucho más 
procesalista, lo que trae un nítido descompás entre el ser y el deber ser. Así, cada 
vez más el operador del derecho transita en una inseguridad jurídica, he aquí que 
los aplicadores del derecho ni siquiera observan la tabla de Kelsen, donde se 
retrata de forma clara que la cima a alcanzar es la Constitución Federal.   
 
2) ¿En su opinión es posible suplantar las influencias externas en la 
legislación laboral que debilitan los derechos de los trabajadores? 
 
-  Nuestro País tiene características muy propias. La ley tiene su origen en los 
principios laborales y muchos derechos nacieron de la lucha de los trabajadores 
brasileños, de modo, que al importar experiencias externas podemos tener 
consecuencias drásticas para nuestros trabajadores, pues enfatizo las 
peculiaridades de nuestro País. 
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3)  ¿Cuál es su diagnóstico del cuadro normativo tutelar laboral en Brasil y 
en Argentina y cuáles son, en su opinión, los principales problemas en la 
Justicia del Trabajo y en la Fiscalización del Trabajo?   
 
- Primero la cultura de nuestra gente nos permite concluir que las personas de 
Brasil tienen una conducta pacífica y de comodidad, más allá está claro de la 
conducta inmediatista y también cultural, lo que nos remite a la fácil conclusión 
de que, a causa de la situación económica del trabajador este silencia en 
detrimento las atrocidades patronales, lo que acaba impidiendo la fiscalización 
del Ministerio del Trabajo. El otro problema y a mi vista el mayor de ellos es la 
falta de condenaciones con aplicaciones de carga pedagógicas por los 
Magistrados del Trabajo, que acabarían impidiendo que la Justicia del Trabajo 
fuese un mostrador de homologación de rescisiones laborales. He dicho, que la 
Justicia del trabajo, en que pese, su utilidad al trabajador perjudicado, no es un 
buen negocio para la familia como un todo, pues la escasez de funcionarios y la 
gran cantidad de procesos acaba sin morosidad, y con esto acaba conduciendo 
al trabajador a aceptar el acuerdo, donde muchas veces sin ninguna ventaja 
acaban rindiéndose a las largas pautas de esta Justicia Especializada. 
  
4) ¿En la actualidad cual es el papel de los sindicatos en el control del 
cumplimiento de las normas laborales individuales y colectivas?  
 
- El papel de los Sindicatos serios en la búsqueda por los cumplimientos de las 
normas laborales y colectivas es de vital importancia para los puestos de trabajo, 
pero como también se presentaron como instrumentos hábiles para el 
mantenimiento del Estado Democrático de Derecho, y en ella se lea el 
mantenimiento de los Derechos Sociales, a la luz de lo que prescribe el artículo 
1º, III y 170, III, ambos de la Carta Republicana/88. Regístrese, que la actuación 
del Sindicato es justamente equilibrar el poderío económico patronal, con la 
superioridad natural de la empresa, en lo que respecta a la concentración del 
poder sobre los medios de producción por parte del empleador sobre el 
empleado que necesita del trabajo para buscar su manutención, así como la de 
sus familiares.  
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Así, al haber un equilibrio natural para la actuación negociada de las partes, 
Sindicatos y Empresas, se establecen la igualdad de los mismos frente al 
empresariado, al menos creando mecanismos que, con la maduración del 
diálogo social, tengan la facultad de proporcionar este equilibrio, y que a través 
de este equilibrio, se busquen por medio de acuerdos colectivos o convenciones 
colectivas garantizar el derecho a las mejores condiciones de trabajo, las 
condiciones sociales que afecten los intereses de las clases menos favorecidas. 
 
5) ¿Para usted el ombudsman laboral puede ser un efectivo 
instrumento para la paz e inclusión social y de qué manera? 
 
- Sin dudas, pues ejercería de forma rápida y eficaz la pacificación entre los 
trabajadores y empresarios. 
 
6) ¿Es posible pensar en un ombudsman laboral con influencia en 
toda América Latina? 
 
-  Pienso que esto solamente podría ocurrir si hubiese una unidad integral de los 
Entes Políticos, pero de difícil concretización, puesto que la realidad de los otros 
Países difiere mucho de la de los Países de América del Sur. No obstante, con el 
objetivo de la integración entre los Países de América del Sur, donde tenemos a 
Brasil y a Argentina, con más del 50% del territorio, de la población, del comercio 
exterior de América del Sur y de su industria, sería perfectamente posible la 
implantación del ombudsman laboral, herramienta imprescindible para una 
rápida pacificación social. 
 
7) ¿Para usted es viable hablar de una flexibilización positiva de los 
derechos laborales? 
 
-  En un País como el nuestro causa temor hablar de cualquier flexibilización de 
derechos laborales. Pienso, que los Sindicatos a través de las Convenciones 
Colectivas y/o Acuerdos, fácilmente podrían ejercer tal papel, de acuerdo con la 
individualidad de cada región. En este sentido, es importante puntualizar aún, 
que el Sindicato de los Metalúrgicos del ABC presentó un proyecto, que buscaba 
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justamente traer seguridad jurídica a través de acuerdos (Colectivos) específicos 
entre sindicato y empresa y, de esta forma, hacer que la negociación colectiva 
sea valorizada y adoptada en el País como instrumento más moderno para la 
solución de conflictos pertinentes a las relaciones de trabajo y a la 
representación sindical en el local de trabajo, más allá de modernizar las 
relaciones laborales.  
 
 
Brasil – Medicina del Trabajo - Dr. Osvaldo Kenzo Huruta 
 
1) ¿Para usted cuál es la posición del operador de Derecho laboral 
frente a las nuevas necesidades de protección de los trabajadores? 
 
- El trabajador está amparado hoy en muchas leyes de protección al trabajador, 
lo que necesita ahora es un instrumento para que las legislaciones se cumplan. 
 
2) ¿En su opinión es posible suplantar las influencias externas en la 
legislación laboral que debilitan los derechos de los trabajadores? 
 
- En mi opinión la influencia externa europea es la que traerá más beneficios al 
trabajador. Y la influencia externa asiática es una mala influencia al trabajador, 
y no necesitamos suplantar ninguna de estas influencias, nosotros ya tenemos 
nuestra legislación que protege los derechos del trabajador satisfactoriamente, 
es sólo cumplir las leyes. 
 
3) ¿Cuál es su diagnóstico del cuadro normativo tutelar laboral en 
Brasil y en Argentina y cuáles son, en su opinión, los principales 
problemas en la Justicia del Trabajo y en la Fiscalización del Trabajo?  
 
- En mi opinión el cuadro normativo tutelar es considerado bueno, el de 
Argentina desconozco, y los problemas en la justicia del trabajo son las 
voluntades políticas con la falta de fiscalización y condiciones de trabajo. 
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4) ¿En la actualidad cual es el papel de los sindicatos en el control del 
cumplimiento de las normas laborales individuales y colectivas?  
 
- Considero fuerte y hasta a veces excede a sus atribuciones, perjudicando al 
trabajador, aumentando el desempleo. 
 
5) ¿Para usted el ombudsman laboral puede ser un efectivo instrumento 
para la paz e inclusión social y de qué manera? 
 
- El ombudsman a veces funciona como la ouvidoria, cuando la fiscalización no 
está abierta a la población y también como un canal más de comunicación 
entre las partes. 
 
6) ¿El ombudsman mantiene vínculos con instituciones de enseñanza, 
sindicatos, órganos públicos y privados y también con los poderes 
Legislativo y Ejecutivo? ¿Cuales son? 
 
- No tengo un conocimiento específico. 
 
7) ¿Es posible pensar en un ombudsman laboral con influencia en toda 
América Latina? 
 
- Sí, esto es un sueño, pues cada país tiene sus hábitos, costumbres y culturas. 
 
8) ¿Para usted es viable hablar de una flexibilización positiva de los 
derechos laborales?  
 
- Sí, esto es una tendencia mundial y es necesario una modernización y 
flexibilización positiva, que es muy importante, sin quitarles sus derechos y 
deberes. 
 
 
 
 
315 
 
Brasil - Jueza de la Corte Superior de Segunda Instancia Denise Pacheco - 
Oidora del Tribunal Regional del Trabajo de la 4ª Región y Coordinadora 
del Núcleo de Conciliación 
Juez Carlos Alberto Lontra - Juez Auxiliar de Conciliación del Tribunal 
Regional del Trabajo de la 4ª Región 
 
 
1) ¿Para ustedes cuál es la posición del operador de Derecho laboral 
frente a las nuevas necesidades de protección de los trabajadores? 
 
- Entre los principios que informan sobre el Derecho del Trabajo, se destaca el 
de la protección del trabajador, reflejado en la actual Constitución Brasileña. A 
los operadores del Derecho Laboral, les compete volverlo efectivo. 
La crisis económica que alcanza al Estado brasileño, aliada a los recurrentes 
intentos de flexibilización de los derechos de los trabajadores, se constituyen, 
hoy, más de lo que amenaza de pérdida de derechos, en constante amenaza a 
la propia preservación de los puestos de trabajo, que se consubstancia en 
frecuentes despedidas en masa. 
El Tribunal Regional del Trabajo de la 4ª Región, con jurisdicción en el Estado 
de Rio Grande do Sul, está innovando, en el sentido de actuar antes incluso del 
enjuiciamiento de acciones, buscando evitar despedidas masivas o, cuando 
esto no se muestra posible, mitigando sus nefastos efectos a los trabajadores y 
el impacto social a la comunidad en la cual están insertos. 
Este trabajo ha sido realizado por medio de la formación de “fuerzas-tarea”, 
coordinadas por representantes del Poder Judicial Laboral, e integradas por los 
varios operadores del Derecho, juntamente con las partes involucradas y 
miembros de órganos gubernamentales.  
Así, se reúnen representantes de empresas, sindicatos de trabajadores, por 
sus dirigentes y abogados, Ministerio Público del Trabajo, Ministerio del Trabajo 
y Empleo, Secretaria de Estado del Trabajo y del Desarrollo Social, Caja 
Económica Federal y SINE – Sistema Nacional de Empleo. 
Esta práctica ha obtenido buenos resultados – ya reconocidos por el Consejo 
Nacional de Justicia -, lo que se debe, sobre todo, a la contribución de los 
varios operadores del Derecho, cada cual desempeñando su papel relevante. 
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 2) ¿En su opinión es posible suplantar las influencias externas en la 
legislación laboral que debilitan los derechos de los trabajadores? 
 
- El Derecho Laboral de Brasil asegura un contrato mínimo a los trabajadores, 
constituido por un conjunto de normas tajantes, a las cuales se añaden las 
conquistas de cada categoría profesional.  
A parte de los intentos de reducción del contrato mínimo, hay, efectivamente, 
maniobras para mitigar los derechos, creándose categorías menores que otras, 
especialmente por medio de la tercerización.  
Esto surge de influencias del poder económico, insertado al sistema capitalista, 
y, actualmente, hasta incluso influencias externas al país, como, por ejemplo, 
en la instalación de productores brasileños de calzados en China o, incluso, en 
el desplazamiento de plataformas petrolíferas para construcción en aquel país, 
en que impera el trabajo semiesclavo.  
Posible, sin embargo, en cierta medida, que se suplanten las influencias 
externas por medio de sindicatos fuertes y actuantes, aunque la solución más 
amplia esté pendiente del fortalecimiento de la economía nacional. 
 
3) ¿Cuál es su diagnóstico del cuadro normativo tutelar laboral en 
Brasil y en Argentina y cuáles son, en su opinión, los principales 
problemas en la Justicia del Trabajo y en la Fiscalización del Trabajo? 
 
- La Justicia del Trabajo de Brasil ha operado, históricamente, en la lógica de la 
reparación, a la medida que no es factible para el trabajador demandar en el 
curso del contrato, frente a la concreta posibilidad de perder el empleo, a 
excepción de aquellos que posean alguna forma de garantía de empleo. 
Por otra parte, la fiscalización – ejercida por el Ministerio del Trabajo y Empleo - 
carece de recursos humanos y materiales, fuera de estar subordinada a la 
ideología de los titulares del poder ejecutivo. 
Por tales razones, no se ha conseguido evitar daños recurrentes a los derechos 
laborales individuales o colectivos, habiendo, pues, que valorizarse actuaciones 
proactivas, como la del Tribunal Regional del Trabajo de la 4ª Región 
mencionada en la respuesta a la primera pregunta. En este sentido, ha 
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contribuido, decisivamente, el Ministerio Público del Trabajo, promoviendo 
investigaciones, firmando términos de ajuste de conducta y emprendiendo 
acciones civiles públicas. 
 
4) ¿En la actualidad cual es el papel de los sindicatos en el control del 
cumplimiento de las normas laborales individuales y colectivas? 
 
- La actuación sindical sufrió un declino sensible al final del siglo XX, factible de 
intentos de desmantelamiento del modelo, que, hoy, en Brasil, también enfrenta 
el choque entre el sistema confederativo y el de centrales sindicales. 
Su papel, sin embargo, es fundamental, en un mundo más individualista, 
menos colaborativo, de fuertes contradicciones y de severas influencias 
económicas.  
Nada puede estar más cerca de los trabajadores que sus sindicatos, para 
fiscalizar las condiciones de trabajo. Además, el derecho colectivo es un 
relevante instrumento de distribución de renta y de democratización de las 
relaciones de trabajo. 
Es necesario, sin embargo, una nueva postura de los sindicatos, más 
adecuada al mundo contemporáneo. 
 
5) ¿El ombudsman laboral puede ser un efectivo instrumento para la 
paz e inclusión social y de qué manera? 
  
- A mediados del siglo XVIII, en Suecia, surgió el instituto del Ombudsman, que 
era el representante indicado por el Rey con la función de efectuar el control de 
legalidad de los actos practicados por los funcionarios del gobierno, con la 
responsabilidad de apresurar las quejas presentadas por los ciudadanos contra 
los órganos de la administración pública, ejerciendo la defensa de los 
individuos contra los abusos del poder público.  
En Brasil, la experiencia del Ombudsman sueco fue un poco diferente. Surgió 
con el nombre de Oidor en el período colonial, siendo nombrado Pero Borges, 
en 1549, el primero Oidor-General de Brasil, cuyas funciones se limitaban a 
reportar al rey las quejas, las reclamaciones y demás acontecimientos 
ocurridos en la Colonia.  
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Solamente a partir de 1984, con el proceso de redemocratización, fue posible la 
creación de las Oidoras públicas1, siendo la primera implantada en la ciudad de 
Curitiba, por el Decreto-Ley n. 215/86. 
La Carta Constitucional de 1988 consagró los principios fundamentales para el 
surgimiento de instrumentos de provocación del gobierno, de comunicación 
entre la sociedad civil y el poder público y de ejercicio de la democracia de 
forma directa. En este sentido, las Oidoras públicas obtuvieron reconocimiento 
e importancia fundamental como medio de ejercicio pleno de la democracia 
participativa. Con la llegada de la Enmienda Constitucional nº 45/2004, se 
aumentó el art. 103-B a la Constitución Federal, trayendo en su párrafo 7º la 
determinación de creación de las Oidoras de justicia, competentes para recibir 
reclamaciones y denuncias de cualquier interesado contra miembros u órganos 
del Poder Judicial.  
Por lo tanto, en el Brasil contemporáneo dos instituciones comparten las 
prerrogativas de Ombudsman, las cuales son: el Ministerio Público y las 
Oidoras públicas. 
Esencialmente, la Oidora se trata de una ocupación característica de la 
modernidad y del nivel de avance de las democracias. Es función adoptada en 
todo el mundo por organizaciones, gobiernos e instituciones preocupadas con 
la transparencia de sus actividades frente a la sociedad, resultando en la 
valorización de la ciudadanía.  
El Oidor, concebido como facilitador y principal responsable por la mediación 
entre las necesidades individuales o colectivas en la sociedad y las estructuras 
de poder de las organizaciones públicas, debe integrar su estructura, no solo 
con actuación reactiva, sino también proactiva, presentando sugerencias para 
la corrección del rumbo y actuando como legítima herramienta de gestión 
pública. Así, entiendo que queda consagrada su actuación como un efectivo 
instrumento de inclusión social. 
 
 
                                                          
1
 Canal de comunicação entre os cidadãos e a administração pública para reeceber 
reclamações, denúncias ou sugestões. 
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6) ¿El ombudsman mantiene vínculos con instituciones de enseñanza, 
sindicatos, órganos públicos y privados y también con los poderes 
Legislativo y Ejecutivo? ¿Cuáles son? 
 
- Actualmente, la Justicia del Trabajo brasileña cuenta con Oidoras en todos 
sus 24 Tribunales Regionales del Trabajo, estas oidoras que integran el 
COLEOUV - Colégio de Ouvidores da Justiça do Trabalho -, creado en el 2012 
con la finalidad de fortalecer y consolidar la autonomía de todas las oidoras de 
los tribunales regionales, asegurándoles efectiva estructuración y actuación 
como herramienta de gestión. 
Según lo que enseña el Prof. Rubens Pinto Lyra en diversos artículos 
doctrinarios sobre el tema, sin autonomía la oidora no se transforma en 
instrumento de cambio, la participación del usuario en la administración queda 
drásticamente reducida y, con ella, la ciudadanía y la democracia. Por eso, el 
Prof. Lyra considera básicos para el ejercicio pleno de la actividad de oidor los 
siguientes requisitos: 
- atribución de mandato y elección del oidor por un colegiado independiente, 
como forma de equilibrio de poder entre el oidor y el titular de la institución 
fiscalizada; 
- garantía de que el gestor responderá en plazo corto a la interpelación del 
oidor, bajo pena de responsabilidad; 
- garantía de sigilo o confidencialidad  a los usuarios de la oidora; 
- acceso a informaciones del órgano en carácter prioritario y en régimen de 
urgencia; 
- publicación de forma transparente de los informes de la oidora; 
- autonomía financiera, de forma a garantizar medios materiales y recursos 
humanos necesarios a su funcionamiento; 
- capacidad de representar contra ilegalidad, omisión o abuso de poder. 
En su actuación cotidiana, las oidoras de los Tribunales del Trabajo deben 
fomentar el relacionamiento con otras esferas de poder, sobre todo el Ministerio 
Público del Trabajo, los sindicatos y las instituciones de enseñanza, pues esta 
interlocución evita la actuación de forma fragmentada y fortalece los vínculos 
de solidaridad. Actuar como vasos comunicantes es imperioso para alcanzar la 
mayor eficiencia en el servicio público, en cumplimiento a los principios 
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basilares de la Administración Pública: legalidad, transparencia, publicidad, 
eficiencia y moralidad. 
En esta última década, el Tribunal Regional del Trabajo de la 4ª Región ha 
fomentado la práctica de la mediación como forma de interlocución del Poder 
Judicial con la sociedad civil, inclusive anticipándose a la provocación de la 
jurisdicción, como en los casos de despedidas masivas y otros conflictos de 
naturaleza colectiva. Tal práctica está ampliamente consolidada en la actuación 
del Juez de la Corte Superior de Segunda Instancia-Presidente de la Sección 
de Conflictos Colectivos y en la figura del Juez-Conciliador, los cuales actúan 
en la condición de legítimos mediadores, sin función jurisdiccional, con gran 
éxito en casos que involucran la despedida de millares de trabajadores.  
 
7) ¿Es posible pensar en un ombudsman laboral con influencia en 
toda América Latina? 
 
- Considero que esta es una posibilidad a ser 'soñada' para un futuro a medio 
plazo. La consolidación de las oidoras públicas en Brasil aún es un proceso en 
construcción, ya que es razonablemente reciente la inserción de este instituto 
en la Carta Constitucional (EC 45/2004). Pensamos que las oidoras del 
Ministerio Público poseen mayor rasgo para la asunción de este relevante 
papel en América Latina. Es necesario, sin embargo, que la actuación del 
ombudsman sobrepase las fronteras del hoy fragilizado bloque económico de 
países que componen el Mercosur.  
 
8) ¿Para ustedes es viable hablar de una flexibilización positiva de los 
derechos laborales? 
 
- Tema inquietante, la flexibilización de derechos laborales es vista por algunos 
como una importante innovación del Derecho del Trabajo, y, por otros, como un 
retroceso jurídico y social. 
Es cierto que el Poder Público, a causa de la coyuntura política, económica y 
social, se ve obligado, a veces, a cambiar el ordenamiento jurídico, para 
adecuar normas laborales a los cambios de esta coyuntura. 
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Analizándose la flexibilización del Derecho del Trabajo por este enfoque, se 
demostraría como un instrumento adecuado a las exigencias de un nuevo 
tiempo, acorde con la lógica evolutiva del Derecho del Trabajo. 
Entretanto, ante la disparidad entre los polos de la relación de trabajo, es 
necesario que el Estado tienda a igualarlos, asegurando normas tajantes, las 
cuales no afectan la negociación. En este contexto, la flexibilización significa 
una forma velada de reducir a los derechos alcanzados por los trabajadores, a 
lo largo de muchos años de lucha. 
Entiendo que la flexibilización del Derecho del Trabajo, en regla, se constituye 
en retroceso, a menos que se consista, tan solamente, en adaptación de 
normas no fundamentales a nuevas realidades, especialmente tecnológicas o 
procedimentales. 
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